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La Constituciôn de 1978 reconoce y garantiza en su arti­
cule 2 el derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones, 
sentando las bases de una nueva ordenaciôn territorial. Dichas 
bases se desarrollan y articulan en el tltùlo VII de la Constitu­
ciôn ("De la organizaciôn territorial del Estado"), cuyo primer 
articule -el 137- dispone que "el Estado se organiza territorial- 
mente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autônomas 
que se constituyan " (1).
Como ha puesto de relieve J. Martin Queralt, elle produ­
ce una notable alteraciôn en el tradicional esquema de divisiôn 
de poderes en materia financiera y profundos cambios en el sis­
tema de fuentes de producciôn normativa, lo que trae como corola- 
rio lôgico la presencia de nuevos principios de orden superior 
que deberân establecer los parâmetros rectores de la actividad 
financiera de las Comunidades Autônomas, su coordinaciôn con la 
Hacienda estatal y las Haciendas locales y entre ellas mismas 
(2) . A este respecte "el principle de solidaridad adquiere un evi^  
dente protagonismo, porque, en definitiva, muchos de los princi­
pios a que frecuentemente se alude como nuevos -prohibiciôn de 
privilégiés, no traslaciôn de la carga tributaria a los habitan­
tes de otras Comunidades Autônomas, etc.- en el fonde quizâs no 
constituyen mas que proyecciones singulares de un principle que, 
como el de solidaridad, esta muy lejos de tener carâcter unidi- 
mensional" (3). Por elle parece oportuno el examen de la nueva 
organizaciôn territorial de la Hacienda püblica al hilo de este 
principle constitucional, tratando de hacerlo operative, de en- 
contrar la estructuraen que ha de plasmar para ser una construc­
ciôn viable (4). Se trata, en definitiva, de indagar el conteni­
do de la solidaridad y de explicitar su trasdendencia respecte a 
cada une de los institutes juridico-financieros, y respecte al 
sistema en su conjunto.
"El tema -afirma Martin Queralt- tiene una trascendencia, 
desde el punto de vista sustantivo, que no puede ser minimizada
Pero también desde el punto de vista metodologico tiene una tras­
cendencia obvia" (5).
1.- La solidaridad como principio bâsico de la organizaciôn te­
rritorial del Estado.
La importancia que, desde un punto de vista sustantivo, 
reviste la solidaridad, résulta immediatamente de la lectura de 
los preceptos constitucionales dedicados a este principio. El ar 
ticulo 2 se refiere a el para apoyar la garantia de la unidad de 
la naciôn espanola y el buen funcionamiento del sistema de auto­
nomia de las nacionalidades y regiones; el articule 138 para cons 
tituir al Estado en garante de la realizaciôn efectiva de aquel 
principio, velando por el establecimiento de un equilibrio econô­
mico adecuado y justo entre las diversas partes del territorio 
espanol y atendiendo en particular a las circunstancias del he- 
cho insular; el articule 150, para condicionar el alcance de la 
autonomia financiera de las Comunidades Autônomas; el articule 
158, en fin, como criterio justificative de la existencia y ul­
terior reparte del Fonde de Compensaciôn que tal precepto contem 
pla .
Los Estatutos de Autonomia también han inspirado algunas 
de sus previsiones en aquel principio. El catalân lo acoge en su 
propio preâmbulo elevândolo a range de "garantia de la auténtica 
unidad de todos los pueblos de Espana" y, en algûn precepto, 11e- 
ga a darle un contenido material especifico (asi, el articule 
45.1.C establece que una de las bases para negociar la participa­
ciôn de la Generalidad en los impuestos estatales serâ "el prin­
ciple de solidaridad interterritorial a que se refiere la Cons­
tituciôn, que se aplicarâ en funciôn de la relaciôn inversa de 
la renta real por habitante en Cataluha respecte a la del reste 
de Espana"). En el Estatuto vasco se considéra -articule 41.1 
por ejemplo- al principio de solidaridad como une de los princi­
pios rectores de la organizaciôn y funcionamiento del sistema de 
conciertos. Y otros Estatutos, como el gallego - articule 1.2-, 
o el andaluz - articule 1.2- recogen,como una finalidad de la 
Comunidad Autônoma^la realizaciôn efectiva del mencionado prin-
cipio (6).
^Que tienen de comün todos estos preceptos?. Dado el ca­
râcter multidimensional de la solidaridad, aunque reconducibles 
en lo esencial a un nociôn ùnica, es posible distinguir una plu 
ralidad de momentos o de aspectos en el concepto. En este sentido, 
a doctrina alemana (Hans Pagenkopf) habla de "pluralidad de ma­
ni f estac iones" (Die mannigfachen Emanationen des Finanzausgleichs) 
distinguiendo un significado politico, un significado juridico 
y una funciôn econômica de la solidaridad (7)
2.- Pluralidad de manifestaciones de la solidaridad.
Sin perjuicio del articulo 2 de la Constituciôn, en que 
se consagra la solidaridad como nociôn general, a la solidaridad 
polltica alude claramente el pârrafo 4 del preâmbulo E. Catalân. 
En el mismo se afirma que "el présente Estatuto es la expresiôn 
de la identidad colectiva de Cataluna y define sus institueiones 
y sus relaciones con el Estado en un marco de libre solidaridad 
con las restantes nacionalidades y regiones. Esta solidaridad es 
la garantia de la auténtica unidad de todos los pueblos espaho- 
les". Luego el legislador parece entender que la solidaridad co­
mo sentimiento libre y voluntario (del que habla Duguit) es un 
modo de entender la unidad de la Naciôn-Estado y la verdadera ga 
rantia polltica de la misma. Lo cual parece coherente con el con 
cepto voluntarista y preferentemente subjetivo de la Naciôn-Esta 
do que adopta la Constituciôn espahola. La solidaridad séria el 
presupuesto necesario para la integraciôn social (a la que tam­
bién alude Dugui^) de las nacionalidades y regiones en la Naciôn- 
Estado y un modo de entender y articular la unidad (8).
A la solidaridad econômica parecen referirse los artîcu- 
los 138.1 CE; 158 CE; y los distintos preceptos aludidos sobre la 
autonomia financiera de las CCAA. Partiendo de estos preceptos, 
Leguina entiende que "el deber de solidaridad" es una consecuen- 
cia de la desigualdad de hecho,social y econômica,entre regiones 
ricas y regiones pobres, que exige que "se frene el drenaje de 
fuerzas de trabajo, recursos naturales y capital ahorrado de las 
Comunidades de economia agraria hacia las zonas industrializadas" 
(9). El Estado, mediante una planificaciôn de la actividad econô­
mica general (articulo 131.1), debe garantizar el establecimien­
to de un equilibrio econômico justo entre las diversas partes del 
territorio espanol, pero también las CCAA deben cooperar con su 
planificaciôn autônoma y su coordinaciôn espontânea, en su caso, 
al logro de esas finalidades. Uno de los mecanismos que el Esta-
do debe emplear para corregir esos desequi1ibrios economicos ré­
gionales es la asignaciôn de recursos a las CCAA para gastos de 
inversion, provinientes de un Fondo de Compensaciôn Interterri­
torial (articulo 158.2 CE).
Menos précisas son las referencias a la solidaridad ju­
ridica. La solidaridad es una relaciôn entre el Estado y CCAA o 
entre estas entre si, conforme a la cual se pueden imponer con- 
ductas obligatorias para salvaguardar las necesidades générales 
del sistema autônomo o condicionar actos y comportamientos. El 
propio texto constitucional nos ofrece un ejemplo en su articulo 
156 al considerar la solidaridad y la coordinaciôn como modo de 
ejercicio y limite negative de las competencias de las CCAA en 
materia de autonomia financiera. Esta importante clausula se re­
produce en el Estatuto Catalan al hablar de la renegociaciôn 
(trancurridos seis anos) de la participaciôn de la Generalidad 
en los ingresos del Estado (articulo 95.1,c ), y en el Estatuto 
Vasco como criterio de aplicaicôn del régimen de conciertos (ar­
ticulo 41.1). Pero no se agotan aqul todas las virtualidades de 
la solidaridad como principio juridico sino que cabe también 
referirla a las importantes cuestiones de la coordinaciôn y coo 
peraciôn de las Administraciones pûblicas (articulo 103 C.E.), 
configurando un principio en algunos puntos anâlogo a la lealtad 
federal y opuesto al del interés nacional (10).
a) Relevancia polltica de la solidaridad.
El articulo 2 de la Constituciôn recoge la solidaridad 
entre los pueblos de Espana como uno de los fundamentos de la 
Naciôn-Estado y de la propia Constituciôn. Se trata , pues, de 
una consideraciôn de la solidaridad como valor que sirve de fun 
damento de todo el sistema juridico. Ello se pone claramente de 
manifiesto en la redacciôn del Anteproyecto, mucho mâs corta y
précisa: "La Constituciôn se fundamenta en la unidad de Espana 
y la solidaridad entre sus pueblos...". El mismo sentido tiene 
el texto finalmente aprobado, a pesar de ser excesivamente rei­
terative, debido a la polémica que produjo la introducciôn del 
termine "nacionalidades" en este y otros preceptos del Antepro­
yecto .
La solidaridad es,pues,el fundamento de la ordenaciôn 
territorial del Estado, y en este sentido es significative la re^ 
ferencia del parrafo cuarto del preâmbulo del Estatuto de Cata­
luna a la "libre solidaridad", pieza central del concepto de Na­
ciôn-Estado que la Constituciôn disefîa (11). Se trata evidente- 
mente de un valor, es decir del fundamento politico del sistema 
juridico y de la propia Constituciôn, pero ello no quiere decir 
que este significado politico de la solidaridad deba permanecer 
ajeno al jurista. Sin entrar ahora en el polémico tema de las 
relaciones entre Polltica y Derecho (12), cabe afirmar con I. de 
Otto que existen principios politicos recogidos en la Constitu­
ciôn que "constituyen un punto de partida vâlido para un razo- 
nar juridico si son desarrollados a partir de la concepciôn de la 
Constituciôn como norma, no como simple proyecto y mucho menos 
como reflejo de la realidad polltica subyacente" (13). La consi4 
deraciôn de la solidaridad como fundamento politico lleva, pues/ 
de forma inexorable, a plantearse la cuestiôn de su significado 
juridico, especialmente en el âmbito del Derecho publico.
b).- Relevancia juridica; la construcciôn de L. Deguit y 
la doctrina constitucional; su conexiôn con la doc­
trina financiera.
En el Derecho de obiigaciones, la solidaridad implica la
existencia de una pluralidad de acreedores y/o deudores, déforma
tal que exista la posibilidad de reclamar por un sôlo acreedor y/ 
o de prestar ppr un solo deudor integramente la près tac iôn, quedando la obliga-r
ciôn extinguida por la reclamaciôn de un sôlo acreedor yj 
o el pago de un sôlo deudor (14). Ello supone, en las relacio­
nes internas, un principio de compensaciôn en virtud del cual e- 
xiste la posibilidad de üna ulterior reclamaciôn dè los acreedores o deudo 
res entre si para satisfacer .el interés de los acreedores que.no 
cobraron el crédite o del deudor que pagô la parte correspondien 
te a los demâs. La razôn de ser de la solidaridad es, como puede 
apreciarse, la ayuda reciproca entre eoacreedores o codeudores. Se 
trata de una relaciôn de ayuda obligatoria, de la que indirecta- 
mente, en el caso de la solidaridad pasiva, résulta una mayor pro 
tecciôn del interés del acreedor, pero éste es un aspecto secunda- 
rio. Por ello, no es admisible que los hechos de uno puedan in- 
fluir negatiivamente sobre los otros, pues, como hemos dicho, la 
finalidad primordial del institute es la ayuda reciproca. Asi ré­
sulta claramente del articulo 1141 del C.C. segün el cual "cada 
uno de los acreedores solidarios puede hacer lo que sea util a 
los demâs, pero no lo que les sea perjudicial". Si el parrafo se- 
gundo de1 mencionado precepto contiene un criterio distinto, 
ello se explica por el reforzamiento de la posiciôn del acreedor 
que indirectamente résulta de la solidaridad pasiva.
En el Derecho publico el término carece de la tradiciôn 
con que cuenta en el Derecho privado, pero existen algunas elabo- 
raciones dogmâticas que acuden a la idea de solidaridad en ese 
sentido de ayuda reciproca que, como vimos, estâ en la base del 
concepto juridico-privado de solidaridad (15). Este es el caso, 
sehaladamente, de la obra de Léon Duguit, en la que ocupa un lu- 
gar bâsico la solidaridad entendida como iutCfd^pendencia social 
(16). Para Duguit, el gran error del siglo XVIII y de la "meta- 
fisica revolucionaria francesa" es no haber visto al hombre mâs 
que como ser abstracto y no como ser social.
El objeto de toda norma de Derecho - afirma- no es el 
respeto de la autonomia individual o de los derechos pûblicos 
subjetivos, sino la solidaridad o necesidad de obligar a todos 
los individuos a actuar de forma que respeten la autonomia de
los otros., Como pone de manifiesto la teoria sociologica de 
Durkheim (17), en toda sociedad hay una solidaddad "por similitud" 
o "mecanica" entre todos los hombres que se prestan auxilios re- 
ciprocos, pero en las sociedades modernas hay tambien una solida- 
ridad "organica", producida por la division del trabajo, lo 
que résulta indiscutible ya que se trata de "un elemento irréduc­
tible de todo grupo social" que se manifiesta en un sentimiento 
de solidaridad que mantiene la integraciôn social (18).
Esta interdependencia social es para Duguit el fundamen­
to del Derecho, y en su virtud "todos los miembros de la socie­
dad estân obligados por la régla de Derecho a no hacer nada que 
sea contrario a la solidaridad social, y a hacer todo lo posible 
por asegurar su realizaciôn" (19). Se trata, pués, de un princi­
ple juridico que, partiendo de la pluralidad de sujetos y de la 
autonomia de los ciudadanos, permite exigir abstenciones e impo­
ner conductas favorables al grupo social. En este sentido cabe 
citar el articulo 227 de la Constituciôn portuguesa segûn el 
cual "la autonomia regional mira a la consolidaciôn de los lazos 
de uniôn entre todos los portugueses", empleando una expresiôn 
-"lien de solidarité"-, ya utilizada por Duguit, el cual considé­
ra estos vinculos como algo distinto del sentimiento de justicia 
y los atribuia a todo grupo social: tribu, familia, ciudad, Na- 
c i ôn .
De una forma similar, el articulo 2 de la Constituciôn 
italiana afirma que la Repùblica "reconoce y garantiza los dere­
chos inviolables del hombre" y a continuaciôn exige "el cumpli- 
miento de los deberes inderogables de solidaridad politica econô­
mica y social". Esta idea de solidaridad, en el ordenamiento i ta 
liano, sirve de fundamento de los deberes constitucionales (de­
ber general de contribuir al sostenimiento del gasto p.ûblico, 
servicio militar, deber de educaciôn,etc.) de forma que no résul­
ta extraho que las monografias dedicadas al estudio de dichos 
deberes, como las de Carbone o Lombardi (20), se inicien con una
descripciôn del concepto de solidaridad. Para Lombardi, se tra­
ta de un concepto juridico indeterminado, cuyo contenido debe ex­
plicitar el legislador en los distintos campos.
Notese que hasta ahora venimos refiriendonos a un concep­
to constitucional de solidaridad que se predica de los propios in 
dividuos, de las personas, y no de los territorios. Este concep­
to se refleja también en la Constituciôn espanola, cuyo articulo 
156 alude a la "solidaridad entre todos los espanoles", pero, en 
el âmbito juridico-pûblico, mâs importancia que la solidaridad 
interpersonal reviste la solidaridad interterritorial. Como pone 
de relieve Villone en un estudio sobre la solidaridad y el dere- 
cho de huelga (21), por el contenido mismo del concepto (una so- 
lidaridad polltica para fines politicos) debe aludir a la ges- 
tiôn de intereses que estân fuera de la disponibilidad indivi­
dual, es decir a situaciones "metaindividuales"..
En el Derecho publico, por tanto, y especialmente en el 
Derecho Constitucional, la solidaridad es un principio que pre­
side las relaciones entre grupos sociales, tanto de base corpo- 
rativa como de base territorial, y entre estos ûltimos se encuen- 
tran, sin duda, las Comunidades Autônomas y las Corporaciones lo­
cales. Recogiendo la construcciôn de Duguit, y trasladandola del 
piano interpersonal al piano interterritorial, podriamos définir 
provisionalmente la solidaridad como un principio juridico en 
virtud del cual, partiendo de la pluralidad de entes territoria­
les dotados de autonomia, resultan exigibles determinados compor­
tamientos positivos y negativos en aras del logro de los intere­
ses générales, comunes a todos los territorios autônomos.
Se trataria entonces, como dijera Lombardi, de un concep­
to juridico indeterminado que debe llenar el legislador, pero al 
tratarse de un concepto constitucional hay que destacar el papel 
que en su determinaciôn estâ reservado al Tribunal Constitucional 
Una visiôn panorâmica de1 Derecho histôrico y comparado, asi como 
del sistema constitucional vigente, permite establecer una inti-
ma conexiôn entre la forma de organizaciôn territorial del Esta­
do basada en el federalismo o en las autonomias régionales y la 
existencia de un Tribunal Constitucional, que, como afirma Garcia 
Pelayo, estâ llamado a cumplir una caracteristica funciôn de in­
tegraciôn en una época como la actual que se destaca por su acu- 
sada tendencia pluralista no sôlo en la sociedad, sino también 
en el Estado, una de cuyas manifestaciones es la distribuciôn 
vertical del poder entre los diversos entes pûblicos territoria­
les que constituyen el "Estado global" (22).
La importancia del concepto de solidaridad, cuyos contor- 
nos en la doctrina constitucional hemos esbozado, trasciende, co­
mo no puede ser de otra forma, a otros ordenamientos mâs reduci- 
dos, como la Hacienda Pûblica (23), Como afirma Klaus Vogel, "la 
misiôn fundamental del Derecho Constitucional, es decir, encau- 
zar el ejercicio del poder por el Derecho y asegurar las liberta- 
des pûblicas de los ciudadanos contra el ejercicio incontralado 
del poder, no se extiende menos al terreno de la Hacienda Pûbli­
ca que a cualquier otro âmbito de la actividad estatal. Por eso 
hay que procurar que los principios constitucionales sean tambien 
totalmente eficaces en el campo de las finanzas pûblicas" (24). 
Esta afirmaciôn résulta especialmente adecuada en relaciôn con el 
principio de solidaridad, ya que en el âmbito de la organizaciôn 
territorial del Estado existen profundas conexiones entre la doc 
trina federal y la doctrina financiera, tantas veces puestas de 
relieve (25).
El estudio de los problemas que plantea la organizaciôn 
de la Hacienda pûblica en un Estado federal -lo que la doctrina 
alemana denomina "Finanzausgleich"- ha de partir necesariamente 
de la Constituciôn, en la que encuentra su fundamento. Precisamen- 
te las disposiciones que regulan estos problemas son el conteni­
do fundamental de la Constituciôn financiera ^ "Finanzverfassung"- 
del Estado federal (26).
Ha sido fundamentalmente la doctrina anglosajona la que
ha destacado las relaciones entre el federalismo y la ciencia 
financiera (27). Por un lado, se analiza la validez de los mode- 
los teoricos de federalismo a partir del estudio de los aspectos 
macro-economicos del funcionamiento de los Estados territorial- 
mente compuestos -en este sentido destaca la escuela americana 
de la "Public Choice" (28)-, pero, sobre todo, se puede decir que 
en la base de los nuevos enfoques del federalismo esta la doctr^ 
na financiera, que ha puesto el acento en la cooperacion y la 
complementariedad -en la solidaridad, podriamos decir- en lugar 
de hacerlo en la separacion y la autonomia, como ocurre con la 
doctrina federal clasica. Asi entendido, el federalismo résulta 
ser hoy un proceso de equilibrio y cooperacion del que dériva una 
interdependencia polltica -"Politikverflechtung" (29)- entre las 
partes y el Estado central. Este concepto de interdependencia, 
que desde Duguit es la clave para entender la solidaridad en el 
âmbito juridico publico, caracteriza esa nueva forma de enten­
der el federalismo en la actualidad, cualquiera que sea la deno- 
minacion que se utilice: paktierenden Federalismus, koordineren- 
den o kooperative Fdderalismus, Foderalismus als Rutnerschaft, 
federalism by contract, cooperative federalism, fédéralisme coor 
donné...
c).- Relevancia financiera de la solidaridad.
A la ciencia financiera interesa la solidaridad no solo 
en la medida en que existe una profunda relaciôn entre la doctri­
na constitucional y la financiera, sino también desde el punto de 
vista material, en la medida en que en un Estado con una organi­
zaciôn territorial compuesta existen una serie de desigualdades 
o desequilibrios (31), susceptibles de ser corregidos mediante 
la actividad econômica pûblica de ingreso y gasto. Ello apunta, 
casi mecanicamente, en el sentido de una concentraciôn del pdder
financiero y un reforzamiento de la solidaridad entre las regio­
nes, como hace ya dos decadas afirmaba Rivero (32). "La coopera­
cion financiera -escribe Anastopoulos- es la nueva forma de ser 
de1 federalismo, que se ha erigido progresivamente en respuesta 
a las necesidades de solidaridad y eficacia de las colectivida- 
des coordinados en los sistemas federales modernos" (33).
Pese a las contradicciones que en ocasiones se han vis­
to entre federalismo y actividad financiera -"el primero habla de 
diversidad, incluse de particularisme y de autonomia, la segunda 
de unidad y centralizacion, al menos de coordinaciôn y coopera- 
c i ôn" (34)- hoy se tiende a considerar que las exigencias finan­
cieras son plenamente compatibles con la autonomia pol^itica, 
siempre que existant los mecanismos de compensaciôn y coordinaciôn 
adecuados. De esta forma la solidaridad, partiendo de la existen­
cia de territorios autônomos, pretende corregir los desequilibrios 
existentes, erigiendose en un objetivo de la actividad financiera.
3.- Consideraciones metodologicas
a).- La solidaridad interterritorial en el marco de la 
ciencia financiera.
El conjunto de problemas que plantea la solidaridad in­
terterritorial, y en general, la existencia de entes territoria­
les dotados de autonomia, ban sido clasificados por la doctrina 
financiera bajo denominaciones diversas segun los paises. Asi se 
habla, en la literatura germanica, de "equilibrio" o "compensa- 
cion financiera" (Finanzausgleich) (35); en la anglosajona, es-
pecialmente en los autores norteamericanos, de "federalismo fis­
cal" (fiscal federalism) o bien de "relaciones fiscales intergu- 
bernamentales" (intergovernmental fiscal relations) (36), pres- 
cindiendo de otras denominaciones menos frecuentes.
Los referidos estudios doctrinales, como afirma Palao 
(37), distan considerablemente de formar un cuerpo doctrinal 
unitario y coherente. Elio se debe, en primer lugar, a la comple 
jidad misma de todo fenomeno social en general y de la Hacienda 
pûblica muy en particular y al hecho de que no siempre se haC de- 
purado suficientemente los metodos de investigacion. Puede de- 
cirse, a grandes rasgos, que los estudios anglosajones tienen 
unas veces carâcter formai y abstracto y otras naturaleza prin- 
cipalmente empfrica, mientras que las aportaciones alemanas son 
de carâcter predominantemente histôrico o institueional, en la 
linea de la gran Ciencia de la Hacienda alemana de finales del 
siglo pasado y comienzos del présente. Una de las ultimas mono- 
grafias dedicadas a este tema, la de Pagenkopf, dedica casi la 
mitad de sus paginas al estudio de la solidaridad en los oriee- 
nes del Estado alemân, en la Repüblica de Weimar, y en el pério­
de de 1933 a 1949, reservando unicamente el ultimo capitule a la 
Repüblica federal, y buena parte de este se dedica al sistema an­
terior a la reforma de 1969 (38).
Para efectuar con rigor el estudio del principle de so-
lidaridad en el âmbito financière es precise distinguir con cia 
ridad su enfoque juridico, que es el que interesa en el seno del 
Derecho financière, de las aportaciones de otras disciplinas ex- 
trajuridicas (39)
a').- Disciplinas extrajuridicas ; especial referenda a 
la Politica Econômica Regional.
El estudio de la solidaridad puede efectuarse desde di­
versas perspectivas extrajuridicas: a la ciencia politica inte­
resa en la medida en que la solidaridad fundamenta el Estado-Na- 
ciôn; a la sociologia, en cuanto que el principle de solidaridad 
se realiza en el seno de una determinada sociedad, y por le tan­
te es posible indagar las perspectivas sociologicas de la deci­
sion pelitico-financiera que trata de hacer efectivo el menciona- 
do principle; a la psicologia financiera, en relaciôn con la ac- 
titud subjetiva de los individuos ante la actividad financiera 
en un Estado federal; a la contabilidad pûblica en la medida en 
que se generan o pueden generar unes flujos financières entre el 
Estado Central y las regiones, o entre estas entre si, suscepti­
bles de ser reflejados de acuerdo con las técnicas œntte-bles (precd^  
samente en un Estado territorial compuesto los problemas estadis- 
ticos y contables son considerablemente mayores, y de su correcta 
soluciôn depende el que se cuente con los dates necesarios para 
la aplicaciôn de los criterios de reparte de los ingresos y para 
la planificaciôn econômica); y, por ultime, a la economia finan­
ciera, en cuanto a los efectos econômicos que produce esa activi­
dad de ingreso y gasto.
A su vez, el enfoque econômico de la actividad financie­
ra puede ser, como afirma el profesor Sainz de Bujanda, positi­
ve o normative (40). El anâlisis econômico normative de la acti­
vidad financiera en un Estado Federal o regional constituye una 
disciplina que usualmente se denomina Politica Econômica Regio-
nal. Aunque esta disciplina ha alcanzado un desarrollo relativa- 
mente mayor que el resto de las ciencias estrajuridicas, sobre to- 
do en el mundo anglosajon (41), résulta todavia notoriamente in- 
suficiente, para servir de base a la decision politica, como re- 
cientemente ha puesto de relieve el profesor Albihana, segun el 
cual ello puede exigir que, desde la optica puramente econômica, 
se mantengan en ciertos casos las estructuras del Estado Central, 
de manera que puedan lograrse con el mlnimo coste los objetivos 
ultimos de toda politica econômica, es decir, la estabilidad y 
el desarrollo armônico de todo el territorio (42). En el mismo 
sentido se manifiesta F. Dominguez del Brio, cuando alude a "la 
inexistencia de una teoria general completamente elaborada, que 
incorpore como parte de un ünico organisme, y no como algo adi- 
cional superpuesto, el fenomeno de la intergovernmental relations 
hip, dentro ’ de una estructura multiple del ente sector
publico" (43).
Esa teoria séria una rama de la Politica Econômica, que 
en su enfoque moderno incluye tambien, como hace G. K. Shaw (44) 
a la Politica Regional, elevada a un objetivo basico de la acti­
vidad financiera, de la misma importancia que los objetivos tra- 
dicionales: pleno empleo, estabilidad de precios, crecimiento 
econômico y equilibrio de la balanza de pagos.
La politica econômica se concibe como "el cuerpo general 
de principles de la acciôn o ho actuaciôn del gobierno" (L. Robbins) 
(45); como "la variaciôn intencj.onada de los medios para obtener 
ciertos fines ( Jan Tinbergen) (46); o como el "anâlisis de los 
efectos de la intervenciôn del Estado" (Bresciani-Turroni) (47).
Y en el caso concrete de la politica econômica regional, se tra 
taria, como afirma Erich Egner, "del aprovechamiento de las posi- 
bilidades de desarrollo a largo plazo existantes en lo.s diferen- 
tes regiones del âmbito nacional, y que pueden ser aprovechados 
gracias a la ayuda de sus habitantes. Para conseguir este, hace 
falta que todas las regiones cooperen a base de una divisiôn del 
trabajo, siendo asi que para el intercambio interregional cada
una de ellas debe especializarse en aquellos productos para los 
que cuenta con las condiciones de produccion relativamente mas 
favorables... La politica economica regional viene a ser por tan 
to, una politica de redistribucion interregional de la renta y 
de subvenciôn de las zonas de estancamiento, a costa de las de- 
mas regiones que tienen que proporcionar los recursos necesarios 
Esto tendra solamente sentido si se logra aumentar la capacidad 
productiva de las zonas de estancamiento de forma permanente"
(48) .
La necesidad de una politica regional de este tipo, que 
debe apoyarse en la autonomia de las regiones, ha sido reiterada 
mente puesta de manifiesto:"... una nacion que trata de desarro- 
llar sus propias regiones atrasadas -escribe A.O. Hirschman (49) 
debe proporcionar ciertos équivalentes de soberaniâ para estas 
regiones". O dicho de otro modo, "el Estado debe potenciar sus 
elementos intégrantes reales, a los que genericamente se llama 
regiones, para que en base a un auténtico desarrollo regional se 
consiga un efectivo desarrollo nacional" (50). En este marco, la 
solidaridad interterritorial "que es el complemento indispensa­
ble de las autonomias, debe orientar plenamente la politica eco­
nômica general, y tanto el Estado como los entes régionales autô- 
nomos han de seguir las directrices emanadas de la politica re- 
gionalista, mostrando permanentemente en su actuaciôn la volun- 
tad solidaria de que todos los espaholes disfruten de un nivel 
de renta y de una calidad de vida anâlogos, independientemente 
de la nacionalidad o regiôn espahola en que habiten. Asl pues, 
la solidaridad regional no sôlo tratarâ de reducir taies diferen 
cias sino que intentarâ colaborar en la finalidad principal de 
la politica econômica regionalista, que es la soluciôn del pro­
blème regional" (51).
Ahora bien, si la necesidad de una politica econômica 
regional y la importancia de la solidaridad desde esta perspecti­
ve son algo incuestionable, sin embargo exister numerosas limita- 
ciones e insuficiencias en este âmbito. Aparté del relative aban-
dono cientifico ya aludido, hay que tener en cuenta que résulta 
"imposible llegar a la formulacion de proposiciones operatives 
desprovistas de juicios de valor. Estas condiciongn,de forma mas 
o menos explicita,la estructura de la Politica Economica, es de­
cir, la determinacion de los fines que tratan de alcanzarse y de 
los medios adecuados, asl como la circunstancia institucional en 
que esta opera" (52). Ello, unido al carâcter indicative de la 
planificacion regional, quizâs pueda explicar los pobres y decep- 
cionantes resultados obtenidos en la prâctica por la politica 
econômica regional. De la experiencia de Inglaterra, Francia e 
Italia, extrala S. Holland en 1976, las siguientes conclusiones:
- La existencia de un plan indicative no p«rXuadi râ a las
empresas capitalistes dominantes a hacer lo que no deseen.
- La incorporaciôn de ayudas e incentives régionales en
un documente de planificaciôn indicativa no modifica el bajo atra£
tivo de las pollticas régionales para las grandes empresas, cuya 
decisiva influencia en el mercado, o sus posibilidades de expan- 
siôn internacional, ofrecen ganancias efectivas muy superiores a 
lo que cualquier Gobierno les pueda ofrecer.
- La elaboraciôn de taies pollticas en los correspondien­
tes departamentos gubernamentales o agencias independientes puede 
convertirse en un obstâculo para la puesta en marcha de instrumen­
tes mâs eficaces y directes de pèlltica regional.
A pesar de la rapidez con que se han elaborado planes in­
dicatives para las regiones con problemas, no se ha logrado si- 
tuar al desarrollo regional como una preocupaciôn prioritaria de 
la naciôn. Ello es debido, en parte, a una cuestiôn econômica y, 
en otra parte a las contradicciones pollticas, entre ellas, el 
conflicto entre politica econômica regional e internacional. Qu£ 
zâs por eso son cada vez mayores los intentes de ^mprenden las 
politicas econômicas de desarrollo regional desde âmbitos terri­
toriales mâs amplios, como es el caso de las Comunidades Europeas 
(54) .
b') Derecho Financière
Lgis precedentes, y hasta ahora decepcionant es , conclusio 
nes a que ha llegado el anâlisis econômico del desarrollo regio­
nal no deben interferir en el estudio juridico del principle de 
solidaridad en su proyecciôn financiera. Puede parecer superflue 
insistir en tales extremes, pues el tema puede reputarse, con ra- 
zôn, suficientemente planteado ^ resuelto en toda su plenitud de 
aspectos. La teoria integralista de la Hacienda Pûblica, cuyo 
principal artifice ha sido, como es bien sabido, el profesor Ben­
venuto Griziotti, ha sido objeto de agudas criticas por parte de 
ilustres juristas, y hoy ha de considerarse plenamente superada. 
"Los criterios de la ciencia de la Hacienda -escribe A.D.Giannini 
no entran para nada en la sistematizaciôn cientifica y en la apli 
caciôn prâctica del Derecho", ya que ello serviria sôlo "para des 
viar al interprète de la linea marcada por la lôgica juridica y 
conducirle a situaciones aberrantes. Este es el efecto que mâs se 
teme de la fusiôn del Derecho financiero con la ciencia de la Ha­
cienda" (55), La critica de Giannini, junto con las de Romanelli- 
Grimaldi (56) y D'Amati (57) son de las"mâs complétas y agudas 
que se han producido. Tras ellas, serâ dificil que ningûn estu- 
dioso atento al rigor del conocimiento cientifico sienta la velei 
dad de emplear el método sincrético en sus investigaciones sobre 
la Hacienda" (58).
Ademâs,en el caso concreto que nos ocupa, résulta dudoso 
que pueda establecerse una relaciôn précisa entre la correcciôn 
de los desequilibrios econ>ômicos interterritoriales -que es la 
finalidad de la politica econômica regional- y el principio de 
solidaridad (59). En este sentido, el Informe Kilbrandon senala- 
ba como la solidaridad y la correcciôn de los desequilibrios ré­
gionales no deben confundirse en un mismo piano, ya que dicha co 
rrecciôn puede y debe ser un objetivo de la politica econômica 
general del Estado. Asi, podrân utilizarse mecanismos financie- 
ros para una politica de equiparaciôn o nivelaciôn, pero que esta 
se haga en aras de la solidaridad interterritorial dependrâ, fun
damentalmente, de como se efectüa la correcciôn de los desequili­
brios ( 60 ) .
En la misma linea senala Palao que la évidente necesidad 
de adoptar medidas (principalmente consistantes en transferencias 
del Estado) que corrijan estos desequilibrios "tiene un fundamen- 
to de naturaleza ética, que se articula juridicamente en el prin­
cipio de solidaridad entre las regiones". En conparaciôn con este 
fundamento ético de las medidas compensatOtfcas de los desequili­
brios interterritoriales, "tienen mucha menos relevancia... los 
argumentos de naturaleza econômica que se aducen a veces en su 
justificaciôn" (61). El economista inglés Douglas Dosser (62), 
comparando el problema de la armonizaciôn fiscal internacional 
con el de los ajustes fiscales en un Estado federal, pone de ma- 
nifiesto claramente la mayor importancia de los temas politicos y 
éticos en el segundo, incluso cuando es abordado por economistas, 
Trente al mayor peso de los temas econômicos en el primero. Lo 
mismo ocurre en el resto de los problemas que plantea el princi­
pio de solidaridad, cuyo anâlisis juridico debe tener mâs en cuen 
ta los postulados de justicia y el fundamento politico de dicho 
principio, que los argumentos de indole econômica. En una linea 
similar se situa el profesor Garcia Anoveros cuando afirma que 
la solidaridad no es sôlo un principio moral, sino un principio 
politico con operatividad juridica que se desarrolla a través de 
la ley (63).
Siguiendo estas observaciones, se puede afirmar que la so­
lidaridad no responde a una exigencia lôgica desde el punto de 
vista econômico, sino a un imperativo etico-juridico (64). Lo que 
debe determinarse, desde la perspectiva del Derecho Financiero, 
es si la solidaridad, asi entendida, constituye la expresiôn de 
un criterio material autônomo de justicia financiera o puede sub- 
sumirse en otro u otros principios constitucionales.
A juicio de M.T.Soler Roch (65), si se entiende la solida­
ridad como principio que ordena la distribuciôn del Fondo de Com- 
pensaciôn Interterritorial, esta viene necesariamente referida
a un criterio de reparto desigual, que favorece a u nœ territories 
respecte de otros y que permite asi cumplir el objetivo de nive­
laciôn que la Constituciôn le asignfl. Es precisamente esa funciôn 
niveladora, de correcciôn de las desigualdades -sobre todo en las 
necesidades pûblicas bâsicas- lo que da contenido al principio 
de justicia material del gasto, como ha entendido un autorizado 
sector de la doctrina; asi Rodriguez Bereijo, que propugna la co­
rrecciôn de las desigualdades a través de la actividad financie­
ra de gasto, o Bayona de Perogordo, para quien una de las exigen- 
cias de aquel principio es la ausencia de discriminaciones tanto 
en sentido absoluto como relativo (66). Pero si bien en alguna 
de sus manifestaciones concretas, como es el caso de] Fondo de 
Compensaciôn Interterritorial, la solidaridad se actljfca a través 
del principio de asignaciôn equitativa de los recursos pûblicos, 
sin embargo existen otros supuestos en que el principio de soli­
daridad no puede reconducirse a la justicia en el gasto,exigidcL 
por el articulo 31.2 de la Constituciôn.
Otro sector de la doctrina (MARTIN QUERALT, PALAO,CAZOR - 
LA, PEREZ MORENO) ha destacado la funciôn de la solidaridad co­
mo proyecciôn especifica del principio de igualdad (67). En este 
sentido la solidaridad excluye la existencia de intolérables di- 
ferencias econômicas y fiscales interrégionales y supone una exi­
gencia de coordinaciôn y armonizaciôn. Ciertamente la igualdad 
forma parte del significado de la solidaridad, pero no abarca por 
completo la pluralidad de manifestaciones de ésta. Por otra parte, 
la Constituciôn parece reservar la expresiôn "principio de igual­
dad" al âmbito de las relaciones interpersonales -asi ocurre en 
los articulos 14 ("Los espaholes son iguales ante la ley...") y 
139.1 ("todos los espaholes tienen los mismos derechos y obliga- 
ciones en cualquier parte del territorio del Estado")- mientras 
que la solidaridad interesa al Derecho financiero sobre todo des­
de la perspectiva de la organizaciôn territorial de la Hacienda 
Pûblica, es decir, de las relaciones interterritoriales. Aunque 
tambien la Constituciôn se refiere a la "solidaridad entre todos
los espaholes" (art. 156.1), sin embargo, el predominio de los 
aspectos interterritoriales nos lleva, aun aceptando las intimas 
conexiones entre solidaridad e igualdad, a mantener separados 
ambos principios, lo cual résulta inevitable si se tiehe en cuen 
ta que una de las formas de conseguir la igualdad es el tratamien 
to uniforme de los iguales, mientras que la solidaridad presupone 
la autonomia, y por tanto la diversidad de tratamiento.
En conclusion, entendemos que a pesar del caracter impre­
cise que, como concepto juridico indeterminado (CASADO), revista 
la nocion de solidaridad, su contenido no puede reconducirse a 
ningun otro principio constitucional, Ello supone, como afirma 
Martin Queralt "la incorporacion al âmbito de los principios ma- 
teriales de justicia financiera de un nuevo principio -el de so­
lidaridad- susceptible de manifestarse en multiples direcciones. 
Con la peculiaridad de que, mientras q u e â m b i t o  tributario el 
principio de capacidad econômica, por ejemplo, tiene una proyec­
ciôn fundamentalmente individual, singular, esto es, referible 
a cada uno de los tributos que integran un determinado sistema, 
el principio de solidaridad, por el contrario, es susceptible 
de adoptar un contenido mâs genérico", (68). Precisamente el exa­
men del contenido de dicho principio constituye el nucleo esen- 
cial de este trabajo.
La aceptaciôn del principio de solidaridad como un prin­
cipio material de justicia, autônomo,aunque profundamente relacio 
nado con otros principios constitucionales, exige hacer, dentro 
de estas consideraciones metodolôgicas, una breve referencia a 
lo que ello supone en orden a la concepciôn misma del Estado de 
Derecho, en generral, y en orden a la unidad del ordenamiento ju­
ridico financiero, en particular.
b) Concepciôn sustancialista del Derecho; principios 
constitucionales y Estado material de Derecho
La cuestiôn metodolôgica no se plantea hoy en el Derecho 
financiero en la necesidad de establecer los criterios diferen- 
ciales con la Ciencia de la Hacienda - labor, como hemos visto, 
ya realizada por virtud de una doctrina enormemente rica y fructi_ 
fera (69)-, sino que se trata de profundizar en las peculiarida- 
des que el método juridico pueda presentar en nuestra materia.
Para ello hay que partir de la metodologia juridica del 
Derecho publico, como pone de relieve J. Martin Queralt (70). Un 
somero anâlisis de nuestra Constituciôn, desde éste punto de vis­
ta, pone de relieve que el principio de legalidad, tan enfâtica- 
mente garantizado por el articulo 9.3, es una formula con la que 
el constituyente ha querido aludir al Estado de Derecho, formula 
do con ese nombre en el articulo 1.1 -como "Estado social y de- 
mocrâtico de Derecho"-, y que segun el Preâmbulo " asegura el im 
perio de la ley como expresiôn de la voluntad popular". El Esta­
do de Derecho serâ, pues "el imperio de la ley", "la convivencia 
dentro de las leyes", pero no de cualesquiera leyes o normas, sino 
precisamente de las que se produzcandentro de la Constituciôn, 
por "la voluntad popular" y con garantia plena del orden de va- 
lores que la Constituciôn consagra. El Tribunal Constitucional 
lo ha subrayado reiteradamente desde sus primeras sentencias (31 
de marzo y 8 de junio de 1981; 5 de mayo y 22 de noviembre de 
1982; 17 de mayo y 3 de julio de 1983; etc.), todas las cuales 
hablan en forma explicita de la Constituciôn como un "sistema de 
valores", y de valores normatives y no meramente retôricos u or­
nementales (71).
No se trata aqui, naturalmente, de formuler una critica 
de la concepciôn positiviste, critica que, por lo demâs , estâ 
ya hecha en todos los sistemas juridicos y en la generalidad de 
las doctrines hoy dominantes (72), sino, partiendo de una con-
cepciôn sustancialista del Derecho publico, de argumenter en ba­
se al texto constitucional para poner de relieve la trascendencia 
metodolôgica de los principios materiales en él mencionados; 
principios que son "expresiôn desde luego de una justicia mate­
rial, pero especificada técnicamente en funciôn de los problemas 
juridicos concretos y susceptibles, por consiguiente, de una se- 
guridad de manejo y de funcionamiento que se volatizaria si el 
tradicional lugar de la ley pretendiese ser sustituido por una 
abstracta e indeterminada vocaciôn de la justicia, o de la con- 
ciencia moral o de la discreciôn del juez" (73). Las causas de 
la apelaciôn a los principios générales en el Derecho publico 
-la imposibi1idad de aplicar el método exegético como consecuen- 
cia de la dificil codificaciôn de las normas reguladoras de la 
actividad administrâtiva, por un lado, y la necesidad de superar 
los tradieionales mecanismos de control de las potestades admini£ 
trativas basados en la legalidad formai, por otro (74)- encuen- 
tran en el marco del Derecho financiero una legitimidad aün ma­
yor, si cabe, como pone de relieve J. Martin Queralt (75).
En orden a esta potenciaciôn de los principios générales,
la Constituciôn desempeha un papel esencial dado que el Estado 
de Derecho se configura en ella no como un simple mecanismo for­
mai resuelto en la mera legalidad, sino como una inequivoca pro-
clamaciôn de valores supralegales -entre ellos la solidaridad- 
y de su valor vinculante directo. Asi el articulo 1 califica el 
Estado como "Estado social y democrâtico de Derecho", que propug­
na una serie de "valores superiores del ordenamiento juridico", 
lo que ha llevado a la doctrina a hablar de un "Estado de justi­
cia igual" (MAUNZ-DURIG), o de un "Estado material de Derecho" 
(GARCIA DE ENTERRIA) (76). Aunque estas construcciones han sido 
elaboradas fundamentalmente pensando en los derechos fondamenta­
les y libertades pûblicas de los ciudadanos, no cabe duda que 
son plenamente aplicables al âmbito de la organizaciôn territo­
rial del Estado, y en este sentido hay que poner de relieve la es
pecial superrigidez no solo de los derechos fondamentales, sino 
tambien de los principios recogidos en el titulo preliminar, ya 
que su revision se equipara a una revision total de la Constitu- 
cion (art. 168.1), de forma tal que dichos derechos y principios 
como el de solidaridad recogido en el articulo 2, se erigen en 
jerarquicamente superiores sobre el resto del contenido de la 
Constituciôn.
c)La unidad esencial del fenômeno juridico-financiero.
Cihéndonos al âmbito juridico financiero, el principio 
de solidaridad reviste una especial importancia en cuanto punto 
de conexiôn entre Haciendas de distintos niveles territoriales 
configurandose, de este modo, como un mecanismo représentâtivo 
de la llamada Hacienda de coordinaciôn (77).
Pero la unidad esencial del fenômeno juridico-financie­
ro que el principio de solidaridad expresa, se proyecta ademâs, 
en el âmbito de cada Hacienda territorial, en la conexiôn entre 
ingresos y gastos. Dicha conexiôn aparecia formalmente consagra- 
da, hasta lo que muy grâficamente denomina Otto Mayer "bifurca- 
ciôn del principio de legalidad financiera", en la comûn eficacia 
que, en orden a ingresos y gastos^ derivaba de la Ley de Presupues- 
tos. Cuando dicha comunidad de efectos juridicos desaparece, qui£ 
bra tambien uno de los pilares sobre los que dialecticamente re- 
posaba la demostraciôn del carâcter unitario de ingresos y gas­
tos (78), pero la unidad del fenômeno juridico financiero puede 
todavia sostenerse en base no ya a principios formales, como el 
de legalidad, sino en base a criterios materiales.
En este sentido se ha pronunciado la doctrina jurfdico- 
financiera, tanto extranjera (sobre todo Nicola D'Amati), como 
espahola (SAINZ DE BUJANDA, VICENTE-ARCHE, RODRIGUEZ BEREIJO, MAR-
TIN QUERALT) (79), que acude a los principios materiales de jus­
ticia que la Constituciôn tipifica en los dos primeros apartados 
del articulo 31 tanto respecto al ingreso como al gasto (80). La 
unidad del fenômeno financiero dériva, pues, de su comûn suje- 
ciôn a unos principios materiales, como el de justicia, que "si 
bien es cierto que son especificos en cada campo, como especifica 
es la materia que informan, mo lo es menos que presentan un in- 
cuestionable carâcter unitario" (81). El mismo papel en orden a 
la afirmaciôn de la Intima conexiôn entre ingreso y gasto juega 
el principio de solidaridad, a nivel de concepciôn material, en 
la medida en que dicho principio se proyecta sobre ambas vertien- 
tes de la actividad financiera. En este sentido, la doctrina ale­
mana destaca que la "Finanzausgleich" (compensaciôn financiera) 
no trata exclusivamente de la distribuciôn de los ingresos pûbli­
cos entre las diversas Haciendas territoriales (GERLOFF) (82), 
aunque a veces ha sido definida de este modo (JESSEN) (83). Tal 
definiciôn no es correcta porque la idoneidad o no de una deter­
minada distribuciôn de recursos entre las Haciendas territoria­
les depende de la distribuciôn previa de competencias, y por ende 
de la estructura del gasto. Un fin concreto como el de prestar 
ayuda financiera a determinado nivel de Hacienda puede lograrse 
tanto reduciendo sus competencias,con la correlativa disminuciôn 
del volumen de gastos, como asignândole nuevas fuentes de ingre­
sos. En otras palabras, "la compensaciôn financiera, como el Pre- 
supuesto pûblico en general, tiene dos aspectos -uno de ingresos 
y otro de gastos- que no pueden considerarse aisladamente" (84)
d) Plan de exposiciôn
En los cinco capitulos que integran este trabajo nos re- 
feriremos al significado del principio de solidaridad en cuanto 
supone la conjugaciôn de los principios de autonomia y unidad 
(capitulo I), asl como a su formulacion en el Derecho comparado 
y en el ordenamiento espahol (Capitulo II), dedicando una especial 
atenciôn a los distintos mecanismos a través de los cuales se rea 
liza efectivamente la solidaridad en el âmbito financiero (Capl- 
tulpflll y IV), y haciendo una consideracion final sobre los or­
ganes del Estado encargados de aplicar dicho principio o de con- 
trolar su aplicaciôn (Capitulo V)
Nos limitaremos fundamentalmente a las Comunidades Autô- 
nomas en régimen general, dejando en segundo piano tanto las Comu­
nidades en régimen de concierto o convenio, a las que sin embar­
go haremos alguna referencia, como las Corporaciones locales.
Como apendice se incluyen los preceptos concretos de la 
Constituciôn y los Estatutos de Autonomia que aluden al princi­
pio de solidaridad,la jurisprudencia constitucional manejada, y 
una selecciôn de bibliografia que, sin ânimo exhaustive, préten­
de ofrecer una panorâmica de las numerosas monograflas, articu­
les y comentarios existantes sobre la organizaciôn territorial de 
la Hacienda; dicha bibliografia ha de completarse con las refe- 
rencias a pie de pâgina, en las que se recogen los trabajos en 
que se ha apoyado de modo directo la redacciôn de este estudio.
CAPITULO I
PRINCIPIOS INFORMADORES DE LA ORGANIZACION 
TERRITORIAL DE LA HACIENDA PUBLICA
SUMARIO:
1.- Principios constitucionales de ord en acion de las Co­
munidades Autonomas
a) El principio dispositive en cuanto al acceso a la 
autonomia: contenido y aplicaciôn; la forma de Es­
tado en la Constituciôn de 1978
b) El principio de autonomia: a') significado, carac- 
teristicas y garantias; b') distribuciôn de compe­
tencias entre el Estado y las Comunidades Autônomas 
c') âmbito territorial de la autonomia
c) El principio de unidad y el criterio del interés 
general; no uniformidad; tendencia a la centraliza- 
c i ôn
2.- Proyecciôn financiera de la autonomia politica
a) Autonomia financiera: concepto y caracteristicas
b) Autonomia de gasto: a') evoluciôn; b') centraliza- 
ciôn del gasto y técnicas de financiaciôn conjunta
c) Autonomia en los ingresos: a') significado y alcan 
ce; referencia al principio de suficiencia; b') 
sistemas de distribuciôn de ingresos; c') tendencia 
del Derecho comparado; d') sistema espahol.
3.- Proyecciôn financiera del principio de unidad.
a) La atribuciôn al Estado de las competencias fonda­
mentales en materia financiera
b) Limites de las competencias financieras de las Co­
munidades Autônomas; la posibilidad constitucional 
de fijar dichos limites mediante Ley Estatal.
4.- La superaciôn dialéctica de los conceptos de autono­
mia y unidad: el principio de solidaridad en su proye£
ciôn financiera.
a) Compatibilidad de las nociones de autonomia y unidad
b) Articulaciôn de ambas nociones en el principio de 
solidaridad; la solidaridad como principio bâsico 
de la Hacienda de coordinaciôn; pluralidad de mani_ 
festaciones orgânicas y funcionales (remisiôn).
c) Breve referencia al régimen de concierto o convenio 
a') peculiaridades del régimen de concierto o con­
venio respecto del régimen financiero general; b') 
compatibilidad del régimen de concierto o convenio 
con el principio de solidaridad.
1.- Principios constitucionales de ordenacUon-de las Comunidades 
Autônomas
Entre las numerosas criticas que el titulo VIII de la 
Constituciôn suscitô entre los primeros comentaristas, destacan 
las que ponian de manifiesto la indeterminaciôn de la forma de 
Estado, y de aspectos de tan notable importancia como la genera- 
lizaciôn o no del sistema de autonomias, por lo que no existia un 
diseho completo de la nueva estructura territorial, y por tanto 
tampoco de la Hacienda.
Estas cuestiones se han ido aclarando, en parte, a medi­
da que se ha ido désarroilando el proceso antonômico. Lo que si 
aparecia claro desde el principio en la nueva ordenaciôn consti­
tutional es que el fundamento bâsico del sistema radica en dos 
principios que el articulo 2 de la Constituciôn consagra al mismo 
tiempo: la unidad de la naciôn espahola y la autonomia de las na-
cionalidades y regiones que la integran. La articulaciôn prâctica 
de estos dos principios exige una particular distribuciôn del po- 
der pûblico y un sistema de frenos y equilibrios que este précep­
te no ilustra directamente, por lo que es necesario acudir a una 
interpretaciôn sistemâtica del texto constitucional para determi- 
nar el contenido de ambos principios y su proyecciôn en materia 
f inanciera.
En cuanto al principio de solidaridad, cuya relevancia 
desde distintos puntos de vista hemos puesto de relieve en pâgi- 
nas anteriores, el articulo 2 de la Constituciôn lo recoge como com­
plemento de la autonomia, empleando una formula que en su tenor 
literal -" la Constituciôn se fundamenta en la indisoluble unidad 
de la Naciôn espahola... y reconoce y garantiza el derecho a la 
autonomia de las nacionalidades y regiones que la integran y la so 
lidaridadflttrt todas ellas"- no expresa suf icientemente la relaciôn 
en que dicho principio se encuentra con los antes mencionados.
a) El principio dispositivo en cuanto al acceso a la au­
tonomia: contenido y aplicaciôn; la forma de Estado 
en la Constituciôn de 1978
Como ha puesto de relieve Munoz Machado, la Constituciôn 
recoge un principio dispositivo en cuanto al acceso a la autono­
mia, con el siguiente alcance y consecuencias (85):
- La Constituciôn renuncia a designar directamente los 
territorios autônomos que han de integrar el Estado, sentando uni­
camente dos limitaciones al principio de libre disposiciôn. La 
primera, aplicada luego en la prâctica con ejpcaso rigor, estâ en 
el articulo 143, que exige que las provincias que decidan acce­
de r conjuntamente a la autonomia tengan "caracteristicas histô- 
ricas, culturales y econômicas comunes". Y si la iniciativa auto- 
nômica se emprende por una provincia en solitario, que no tenga 
caracter insular, se le exige que tenga "entidad regional histô- 
rica". La segunda limitaciôn viene dada por la posible aplica­
ciôn de las previsiones del articulo 144 que, por motivos de in­
terés nacional, permite que las Cortes complementer o sustituyan 
la iniciativa autonômica de algunos territorios para posibilitar 
su transformaciôn en Comunidades Autônomas.
- Dentro de estos limites, el acceso a la autonomia queda 
al arbitrio de los territorios interesados, sin que la Constitu­
ciôn establezca, salvo la disposiciôn transitoria séptima en cuan 
to al paso de la preautonomia a la autonomia, ningûn plazo espec£
fico. De la flexibilidad constitucional podria resultar una prolon 
gaciôn en el tiempo del periodo constituyente, pues cuestiôn tan 
capital como la estructura del Estado y la redistribuciôn territo 
rial del poder no quedaria cerrada hasta tanto lo deseasen los te 
rritorios interesados, con lo que el aparato pûblico tendria que 
funcionar con arreglo a técnicas heterogéneas unas propias de la 
autonomia politica y otras de la centralizaciôn.
- Aün suponiendo que esos aplazamientos no fuesen exces£ 
vos, y se produjese râpidamente una generalizaciôn del sistema de 
autonomias, de las propias previsiones constitucionales resultaria 
una enorme diversidad. En primer lugar, las vias de acceso a la 
autonomia hacen que determinadas Comunidades hayan de esperar c in 
co ahos para llegar a la autonomia plena que otras Comunidades pue 
den disfrutar desde el primer momento. Ademâs, la Constituciôn per 
mite que las Comunidades Autônomas asuman un conjunto de competen- 
ciasm pero no les supone ningûn bloque o lista concretas, sino que 
se remite a las previsiones estatutarias. Es mâs, tambien la Cons­
tituciôn remite a los Estjtütos cuestiones de tanta transcendencia 
como la de saber si las Comunidades Autônomas van a tener o no po 
testades legislativas, que sôlo a las de primer grado o autonomia 
plena puede entenderse, ex articulo 152.1, que impone directamen­
te, al exigirles que cuenten con una Asamblea legislativa.
Las anteriores son algunas de las consecuencias masjelemen 
tales del contenido del principio dispositivo en materia de auto­
nomias tal como ha quedado disehado en la Constituciôn. La hetero 
geneidad de los poderes de cada Comunidad autônoma podria haberse 
convertido en un factor distorsionador, que impidiera el equili­
brio y la coordinaciôn entre los distintos niveles de Hacienda.
La Constituciôn no contiene en si misma los resortes ne­
cesarios para evitar la diversidad que podria haber resultado del 
principio dispositivo, por lo que en su aplicaciôn hubo que acudir, 
siguiendo los criterios del Informe de la Comisiôn de Expertos so­
bre Autonomias , de 19 de mayo de 1981, a un acuerdo general de 
las principales fuerzas politicas (Pactos autonômicos de 31 de j u 
lio de 1981), para corregir los posibles excesos y disfuncionalida 
des que resultarjan de un uso inmoderado del principio dispositivo, 
y para h@mogeneizar el sistema, generalizando el mapa autonômico y 
uniformando las competencias asumidas. La Comisiôn de Expertos tam 
bien propuso la complementaciôn de los acuerdos politicos con la 
aprobaciôn de una ley de ordenaciôn del proceso autonômico, ulte-
riormente tramitada como ley Organica de Armonizaciôn del Proceso 
Autonômico, y finalmente, tras la S.T.C. de 5 de agosto de 1983 
(86), aprobada como Ley ordinaria con un contenido muy cercenado 
y una transcendencia muy inferior a la que hubiese supuesto el 
proyecto inicial.
A la vista de estas consideraciones cabe preguntarse cual 
es la forma de Estado establecida, y que trascendencia dériva de 
ello en cuanto a la organizaciôn financiera.
Respecto a la primera de estas cuestiones un sector de la 
doctrina ha intentado la construcciôn de un tipo intermedio entre 
el Estado federal y el Estado unitario; asi lo hace, por ejemplo, 
Ignacio de Otto, apoyândose en una interpretaciôn muy discutible 
de la clausula residual de competencias del articulo 149.3, en ba 
se a la cual esboza una teoria del "Estado regional" (87), aunque 
mâs bien deberia hablarse, dada la imprecisiôn constitucional del 
modelo autonômico, de Estado "regionalizable" (88).
Sin embargo, aunque todavia résulta posible establecer 
ciertas diferencias entre Estado unitario y Estado federal, en la 
evoluciôn mâs reciente se ha producido una aproximaciôn tan acen- 
tuada entre el sistema federal ^ el sistema regional que hace muy 
dificil, por no decir imposible, construir esa categoria de Estado 
regional como algo diferente del Estado federal. Incluso en los 
Estados unitarios se observa una tendencia a la de scentrali zaciôn 
que se manifiesta no sôlo en la forma clâsica de transferencia de 
competencias del poder central a los entes territoriales, sino tam 
bien en una forma cuasi-federal, haciendo participar a dichos en­
tes en el ejercicio de las competencias estatales y en la toma de 
decisiones.
Los ejemplos federales y régionales son hoy tan variados 
que résulta dificil determinar el alcance juridico de estas formas 
de Estado. Existe unanimidad en cuanto a que el Estado total es un 
Estado auténtico soberano en su territorio, a diferencia de la Con
federaciôn de EstadoJ que es unicamente una asociaciôn de Derecho 
internacional. Pero résulta discutible si los llamados Estados 
Miembros, -las nacionalidades o regiones-,disfrutan o no de sobe- 
rania. En el caso espahol parece claro, a la vista del articulo 
1.2 entre otros, que el concepto de autonomia no puede construir- 
se en base a la idea de soberania (89), siendo el propio Estado y 
la Constituciôn el ûnico fundamento de la existencia de poderes 
autonômicos en su seno (articulo 147.1); por otra parte, la vincu 
laciôn de las nociones de soberania y Estado, y consecuentemente 
la utilizaciôn de este criterio para explicar la posiciôn de los 
miembros de las Federaciones, es algo cada vez mâs infrecuente en 
la doctrina.
Los autores anglosajones, por su parte, tienden a conside 
rar Estados federales exclusivamente a los formados por una "union 
voluntaria de cierto numéro de Estados originariamente independien 
tes" (90), con lo que quedarian excluidos aquellos casos, como el 
espahol, en los que la organizaciôn regional se ha producido por 
la disgregaciôn de un Estado anteriormente unitario.
Pero la construcciôn mâs pénétrante de las posibilidades 
de organizaciôn de las comunidades politicas acude a criterios di£ 
tintos de la idea de soberania, o del origen (uniôn de Estados an 
tes independientes o disgregaciôn de un Estado ünico) del Estado 
Federal. En este sentido es de capital importancia la construcciôn 
de Kelsen (91), segun el cual no existe una diferencia de natura­
leza entre la posiciôn de los Estadôs-miembros de un Estado fede­
ral y otras colectividades territoriales que forman parte del Es­
tado, ya que en ambos casos se trata del mismo fenômeno descentra 
lizador. La diferencia es unicamente de grado, segun la mayor o 
menor intensidad de la descentralizaciôn (92). El federalismo sé­
ria entonces un nivel de descentralizaciôn que puede explicarse, 
como otros sistemas menos ambiciosos, a partir de la Constituciôn 
-ünica- del Estado. Aplicando estas ideas résulta que no existe 
juridicamente una diferencia de naturaleza entre el Estado federal
y el denominado Estado regional, aunque puedan existir diferencias 
pollticas, o histôricas, taies como la forma en que se ha llegado 
a esa forma de organizaciôn territorial. Pero, en ambos casos, e- 
xiste una dualidad de ordenamientos que se fundamenta exclusiva­
mente en la Constituciôn del Estado, como ocurre con otras for­
mas de descentralizaciôn menos intensas.
La trascendencia financiera de estas ideas ha sido puesta 
de relieve por Jean Anastopoulos, quien llega a unas conclusiones 
similares. Parte este autor del examen de las posibles peculiari- 
dades juridico-financieras del Estado federal en relaciôn a la 
simple descentralizaciôn. Los teôricos del federalismo, que dis­
tinguer radicalmente esta forma de organizaciôn territorial y la 
simple descentralizaciôn, afirmando una diferencia de naturaleza 
entre ambas,suelen acudir, especialmente en el piano financiero, 
a estas très notas caracteristicas: en el federalismo existiria 
una distribuciôn de los gastos entre la Federaciôn y los Estados 
miembros, correlativa a la distribuciôn de competencias, de forma 
que cada nivel tiene la responsabi1idad de cubrir el coste que su 
pone el ejercicio de sus funciones; en segundo lugar, existe tam­
bien una distribuciôn constitucional del poder tributario entre 
el Estado y las colectividades territoriales que lo integran; y, 
por ultimo, en el federalismo no existe una tutela financiera del 
poder central sobre las colectividades descentralizadas.
Tras un minucioso anâlisis de Derecho Comparado, Anasto­
poulos demuestra que este modelo originario de organizaciôn de la 
Hacienda de los Estados federales, ha sido sustituido por diver- 
sos mecanismos y formas que son perfectamente explicables desde la 
idea de descentralizaciôn (93). Ahora bien, ello no debe llevar a 
la conclusiôn de que no existen diferencias, desde el punto de 
vista financiero, entre el federalismo y la mera descentralizaciôn; 
lo que ocurre es que esas diferencias no son de naturaleza, sino 
de grado, pero igualmente significativas. Aparté de que las colec 
tividades federadas conservan en general poderes mayores que las
colectividades descentralizadas, normalmente el Estado federal rea 
liza directamente, como media y excepto en tiempo de guerra, el 
50% del gasto pûblico, y cuenta con el 60% de los ingresos pûbli­
cos, mientras que en los Estados unitarios descentralizados el po 
der central realiza alrededor del 75% del gasto pûblico y disfru- 
ta del 80% de los ingresos.
En el caso espahol se puede llegar a una conclusion idén- 
tica. En efecto, no cabe afirmar esas pretendidas particularidades 
del federalismo antes aludidas, puesto que no existe una neta dis­
tribuciôn de competencias y de gastos, sino que prédomina la técni_ 
ca de las competencias compartidas (94); en cuanto a los ingresos 
de las Comunidades Autônomas, derivan fundamentalmente de la partly 
cipaciôn en los ingresos del Estado y de la cesiôn de tributos es­
tatales, e incluso en el caso de tributos propios, el Estado, en 
el ejercicio de su potestad tributaria originaria, puede gravar 
los mismos hechos imponibles que las Comunidades Autônomas; y por 
ûltimo, no es contrario a la autonomia el control por el poder 
central, siempre que se trate de un control de legalidad y no de 
oportunidad (95).
Ahora bien, si acudimos a las previsiones sobre la distri­
buciôn del gasto en el Estado de las autonomias, nos encontramos 
con que "desde la situaciôn de una Hacienda centralizada que cana 
lizaba el 80% del gasto pûblico total frente a un 20% de las Ha­
ciendas locales, al final del proceso autonômico la Hacienda del 
Estado llevarâ a cabo solamente algo mâs del 50% del gasto total, 
distribuyendose el otro 50% por partes aproximadamente iguales en 
tre las Comunidades Autônomas y las Haciendas locales" (96)
En conclusiôn, puede afirmarse que en la actualidad, y so 
bre todo desde el punto de vista financiero, no existe una natura 
leza peculiar del Estado federal, sino que sôlo existe una diferen 
cia de grado,siendo évidente la utilizaciôn de técnicas federales 
para la organizaciôn de las autonomias de antiguos Estados unita­
rios, como el nuestro; en el caso espahol, ademâs, el volumen de
gasto que corresponde, respectivamente, al Estado central y a las 
colectividades territoriales, se situa en unos niveles anâlogos a 
los de los Estados federales, de forma que nuestro sistema puede 
considerarse sustancialmente idéntico, al menos desde el punto de 
vista de la Hacienda, al de estos ûltimos.
b) El principio de autonomia
a') Significado, caracteristicas y garantias
El término "autonomia" dista mucho de tener un significado 
univoco, ya que no es lo mismo la autonomia municipal, que la idea 
de autogobierno, que segun los articulos 1 y 73 de la Carta de las 
Naciones Unidas lleva consigo el derecho a la autodeterminaciôn; 
ni la autonomia universitaria (art. 27.10 CE) que la autonomia de 
las entidades territoriales (art. 137. CE). Quizâs la definiciôn 
doctrinal mâs extendida es la que considéra la autonomia como la 
libertad de determinaciôn consentida a un sujeto, concretada en 
el "poder darse reglas relativas a su propia acciôn" (MORTATI), o 
como la posibilidad de dotarse de un "ordenamiento juridico", en­
tendido este término en sentido institucionalista sin limitarlo 
unicamente a las normas (S. ROMANO) (97). En este ultimo caso, la 
autonomia se predicaria de los ordenamientos secundarios, explica 
bles sôlo en el seno de un ordenamiento soberano u originario. En 
este sentido, el articulo 137 de la Constituciôn recoge la autono 
mia de las nacionalidades y regiones en el contexte del ordenamien 
to estatal, como se deduce claramente de la expresiôn inicial del 
mencionado precepto: "El Estado se organiza... en las Comunidades 
Autônomas que se constituyan". El término "Estado no hace aqui r£ 
ferencia al Estado como persona u organizaciôn, sino al Estado co 
mo comunidad u ordenamiento (98).
De lo anterior se deducen una serie de caracteristicas, ne-
gativas y positivas, del concepto de autonomia, cuando ésta se 
predica de las Comunidades Autônomas. Dichas caracteristicas, tal 
como se desprende de la doctrina sentada por el Tribunal Constitu 
cional a partir de la Sentencia de 2 de febrero de 1981 -que, aun 
que versa sobre la autonomia local, contiene unos pronunciamientos 
mâs générales sobre la autonomia,que deben ser destacados-, son 
los siguientes:
- La autonomia no es soberania, sino que se explica en el 
contexte de la unidad. El ordenamiento autonômico es una deriva- 
ciôn del ordenamiento soberano u originario, lo que explica que 
el "Estado quede colocado en una posiciôn de superioridad".
- El articulo 137 de la Constituciôn limita el âmbito de 
la autonomia a la "gestiôn de sus respectives intereses", lo que 
supone, por un lado, un limite a las competencias de las Comunida 
des Autônomas -pues quedan reservadas al Estado las cuestiones en 
que el interés general quede afectado- pero tambien implica, por 
otra parte, la necesidad de que dichas Comunidades estén dotadas 
"de potestades, sin las que ninguna acciôn autônoma es posible".
- La autonomia de las Comunidades Autônomas es "cualitati- 
vamente superior a la administrâtiva", ya que existen "potestades 
legislativas y gubernamentales" que la configuran como "autonomia 
de naturaleza politica" (99). Los conflictos, especialmente, los 
conflictos de normas, han de resolverse "en virtud del principio 
de competencia para determinar qué materias han quedado constitu- 
cional y estatutariamente conferidas a los ôrganos legislativos de 
las Comunidades autônomas y cuales corresponden a las Cortes Gene 
rales del Estado" (S.T.C. de 13 de febrero de 1981). El principio 
de competencia se erige asi en el criterio bâsico para determinar 
el contenido de los ordenamientos autônomos en el seno del ordena 
miento originario del Estado.
En cuanto a las garantias de la autonomia de las Comunida­
des Autônomas, résulta decisiva la Sentencia de 28 de julio de
1981, en la que se afirma que, a diferencia de lo que acontece con 
las autonomias locales, la regulaciôn de las Comunidades Autônomas 
no esta remitida al legislador ordinario, sino regulada en lo sus 
tancial por la propia Constitucion, por lo que puede decirse que 
la Constitucion, para garantizar la posicion juridica de las Cornu 
nidades Autônomas, emplea la misma técnica que usa en relaciôn con 
las grandes institueiones del Estado: su regulaciôn directa y no 
la remisiôn a la disponibi1idad del legislador ordinario a quien 
se condiciona con la técnica de la garantia institueional.
Esta configuraciôn de la autonomia como "autonomia consti­
tutional" implica segun S. Munoz Machado las siguientes garantias 
sobre el establecimiento y continuidad de las Comunidades Autôno­
mas (100):
- La constituciôn en Comunidad Autônoma, con las excepcio- 
nes del articulo 144, depende de la iniciativa local (articules 
143, 151 y disp. trans. 1-), asi como las competencias que se asu 
men (arts. 146 y 151.2), de forma que el contenido de la autono­
mia se fija en el Estatuto y no en leyes dictadas por exclusiva 
iniciativa de las Cortes.
- El Estatuto, una vez aprobado, queda investido, por di^ 
posiciôn constitueional (arts. 147.3 y 152.2) de una especial ri - 
gidez frente a las posibles modificacione^ ulteriores. La reforma 
del Estatuto queda asi al margen de la dï^ponibi1idad del legisla­
tive estatal, salvo, claro es, utilizando la via de la reforma 
constitucional, ya que, en definitiva, es el Parlamento estatal
el titular de la llamada "competencia de la competencia"
- Las Comunidades Autônomas se situan en una posiciôn de 
separaciôn, que apoya el principle de competencia, para el ejer- 
cicio de sus atribuciones, en régimen de exclusividad o en concu- 
rrencia con el Estado, pero sin que sean admisibles interferencias 
una vez delimitadas aquellas, salve por via de excepciôn (arts. 
150.3 y 155).
- El funcionamiento de las instituciones autonômicas esta 
sometido a contrôles predeterminados constitucionalmente (art.
1 5 3 ejercitados, en relaciôn con las competencias estatuarias, 
por los mismos ôrganos -Tribunal Constitucional, Jurisdicciôn con 
tencioso-administrativa y Tribunal de Cuentas- responsables de 
verificar la conformidad con la Constituciôn y las leyes de las 
decisiones que adopt@n las propias instituciones estatales.
b ') Distribuciôn de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autônomas
En aplicaciôn del principle dispositive, son los Estatu- 
tos de autonomia las normas llamadas a fijar "las competencias 
asumidas dentro del marco establecido en la Constituciôn" (art. 
147.2.d). El criterio bâsico para fijar la distribuciôn de com­
petencias es la asignaciôn a cada instancia de lo que concierne 
a sus respectives intereses; los articules 148 y 149 contienen 
luego una aplicaciôn concreta de este criterio (101), sin per- 
juicio de la ampliaciôn postestatutaria de las competencias au­
tonômicas al OUNipOLfO de las técnicas previstas en los numéros 1 y 
2 del articulo 150.
Interesa aqui, sobre todo, poner de relieve el papel de la 
doble clausula residual, contenida en el articulo 149.3 de la Con^ 
tituciôn. Segun este precepto, las materias que no son de la exclu 
siva competencia estatal pueden ser asumidas por las Comunidades 
Autônomas en sus respectives Estatutos. Ello quiere decir que no 
se opera una presunciôn de competencia en favor de las Comunida­
des Autônomas, como ocurre con los Lander alemanes (art. 70 Grund 
gesetz) (102), sino que la competencia tiene que ser expresa y asu 
mida a través del Estatuto. Respecte a las restantes materias se­
ra compétente el Estado.
De ahi la fundamental importancia del Estatuto, aunque, co 
mo ha declarado el Tribunal Constitucional, la réserva que la Cens
titucion hace al Estatuto en esta materia no es total o absoluta y 
las leyes estatales pueden cumplir,en unas ocas iflWSy U/Xl func ion atri 
butiva de competencias -leyes organicas de transferencia o delega 
cion-; en otras una funcion armonizadora; y , en otras, una funcion 
delimitadora de su contenido. Tal sucede cuando la Constituciôn o 
los Estatutos remiten a una ley del Estado para precisar el alcance 
de las competencias de las Comunidades Autônomas (103). Aparté de 
que "el Estatuto de Autonomia, al igual que el resto del ordena- 
miento juridico, debe ser interpretado siempre de conformidad con 
la Constituciôn y que, por ello, los marcos competenciales que la 
Constituciôn establece no agotan su virtualidad en el momento de 
aprobaciôn del Estatuto de Autonomia, sino que continuarân siendo 
preceptos operatives en el momento de realizar la interpretaciôn 
de los preceptos de este a través de los cuales se realiza la asun 
ciôn de competencias por la Comunidad Autônoma" (104)
c ') Ambito territorial de la autonomia.
Si desde un punto de vista material la autonomia se circun^ 
cribe a las competencias estatutariamente asumidas, desde la pers- 
pectiva espacial el territorio constituye un limite de validez de 
las resoluciones de las Comunidades Autônomas (105).
El territorio de las Comunidades Autônomas viene delimitado 
en los propios Estatutos de Autonomia, por referenda a provincias 
que forman dicho territorio; a los municipios que integran las Co­
munidades uniprovinciales; y en el caso catalan, a las Comarcas.
El territorio, a efecto>de ambito de aplicaciôn del ordenamiento 
autonômico, comprende el subsuelo y las porciones maritimas corres 
pondientes, sin perjuicio de la titularidad estatal sobre dichas 
zonas en los casos en que asi esta establecido (art. 132.2), ya 
que la titularidad estatal de determinados bienes no excluye que 
estén enclavados en el territorio de las Comunidades Autônomas, es 
decir, que sean territorio a efectos del ejercicio de sus compe­
tenc ias .
Los Estatutos de autonomia han dejado abierta la posibili- 
dad de que, en algunos casos, las decisiones régionales tengan e d  
cacia fuera del territorio de la Comunidad de que se trate, y en 
este sentido el Tribunal Constitucional, en la Sentencia de 16 de 
noviembre de 1981,ha afirmado que la unidad politica, juridica, 
economica y social de Espaha impide su division en compartimentes 
estancos y, en consecuencia, la privacion a las Comunidades Auto- 
nomas de la posibilidad de actuar cuando sus actos pudieran origi 
nar consecuencias mas alla de sus limites territoriales, ya que 
ello equivaldria necesariamente a privarlas, pura y simplemente, 
de toda capacidad de actuaciôn.
c) El principle de unidad y el criterio del interés general; 
no uniformidad; tendencia a la centralizaciôn
Segun Munoz Machado, el principle de unidad se proyecta en 
très ôrdenes de cuestiones: primero, la unidad es un punto de par- 
tida necesario para la existencia de autonomia; segundo, es tam- 
bién un limite para la configuraciôn y actuaciôn de las Comunida­
des autônomas; tercero, la unidad es, finalmente, la fundamenta- 
ciôn ultima de los poderes y atribuciones que el Estado ostenta, 
y en este sentido existe una correlaciôn entre los poderes esta­
tales y el interés general, ya que esta nociôn^como hemos visto, 
es el criterio fundamental para la atribuciôn de competencias 
(106). Ello no implica, de modo mecânico y automatico, la compe­
tencia del Estado para todo lo que supine el inter^^es regional , ya 
que, por un lado, el interés general no requiere siempre que todos 
los poderes sobre una determinada materia sean atribuidos al Es­
tado, sino que pueden ser encomendados a 1q3 Comunidades, y por 
otra parte,"para el interprète de la ley, el ambito concreto del 
interés es ya un dato definido por la ley misma como repertorio 
concreto de competencias. La determinaciôn, en caso de conflicto, 
del contenido de éstas ha de hacerse sin recurrir, salvo cuando
la propia definiciôn legal lo exija, a la nociôn del interés res­
pective, pues de otro modo se provocaria una injustificada reduc- 
cion del ambito de los intereses propios de la entidad autônoma 
definido por el legislador, y se transformaria esta nociôn del in 
teres propio o respective en una apelaciôn a la "naturaleza de 
las cosas" mediante la cual"la decisiôn politica se traslada del 
legislador al juez" (S.T.C: de 16 de Noviembre de 1981).
Desde un punto de Vista negative,también ha quedado claro 
en la jurisprudencia constitucional que la unidad no es unifor­
midad, pues como se afirma en la Sentencia de 16 de Noviembre de 
1981, no aparece constitucionalmente exigida en modo alguno "una 
rigurosa y monolitica uniformidad del ordenamiento", si bien "es 
cierto que esta diversidad se da dentro de la unidad y que, por 
consiguiente, la potestad legislativa de las Comunidades Autôno­
mas no puede regular las condiciones bâsicas de ejercicio de los 
derechos o posiciones juridicas fundamentales que quedan reserva- 
das a la legislaciôn del Estado".
La medida exacta de los poderes acumulados en los organos 
centrales varia, como es natural, de unos paises a otros, pero 
existe en todos los casos un fondo comun que asegura la direcciôn 
unitaria de las grandes cuestiones, especialmente en materia f i- 
nanciera (107). Si en su época, Tocqueville creia que el grado de 
centralizaciôn de las funciones püblicas deitenderia en el curso 
del tiempo y que por consiguiente el volumen de gastos de la 
Uniôn descenderia, al menos en termines relatives (108), la rea- 
lidad se ha encargado de demostrar la tendencia contraria, prec^ 
samente a la unificaciôn ("Unitarisierung") como ha denominado 
Hesse al fenômeno (109).
2.- Proyeccion financiera de la autonomia politica
Los aspectos financières de la autonomia politica se 
conciben usualmente como una comprobacion ("test de vérité du fé­
déralisme") de la efectiva existencia de la misma (110), de tal 
suerte que puede decirse que la especifieidad del Estado federal 
o regional frente al Estado unitario descentralizado radica en 
la existencia de territories autonomes cuya posiciôn queda ase- 
gurada por la Constituciôn, la cual les garantiza recursos pro­
pios o al menos resursos suficientes (111). En relaciôn con el 
gasto, como ya hemos mencionado, el volumen de gasto que se Cana 
liza a través de cada nivel de Hacienda es el mejor indicative 
de la autonomia, ya que entre el Estado unitario descentralizado 
y el Estado federal o regional no hay una diferencia de naturale 
za sino de grado.
a) Autonomia financiera: concepto y caracteristicas
La necesidad de autonomia financiera para que exista ver- 
dadera autonomia politica es un lugar comun en la doctrina, pero 
las divergencias surgen a la hora de définir que debe entenderse 
por autonomia financiera. Martin Queralt ha sistematizado las di^  
versas posiciones doctrinales en très grandes grupos: para unos, 
la autonomia exige autodeterminaciôn de ingresos, ocupando un lu 
gar relevante el poder tributario territorial, es decir que los 
territorios autônomos han de contar con potestades normativas pie 
nas para establecer los recursos intégrantes de su Hacienda; en 
segundo lugar se situarian quienes entiend&n que es suficiente que 
dichos territorios tengan plena disponibilidad de los medios su­
ficientes para cumplir sus funciones; y por ultimo, estarian aque 
lias posturas que prâcticamente constrinen la autonomia a la ver- 
tiente del gasto (112).
Cinendonos al texto constitucional, y prescindiendo, por 
tanto, de los conceptos doctrinales que son diferentes en cada 
autor, podemos entresacar las siguientes caracteristicas de la au 
tonomia financiera tal como aparece positivada en dicha norma:
- La finalidad de la autonomia financiera es "para el de- 
sarrolo y ejecucion de sus competencias" (articulo 156.1). Con 
ello se destaca el papel instrumental de la Hacienda, configuran- 
dola como una actividad mediata al servicio de los fines sustanti^ 
VOS de las Comunidades Autonomas, a diferencia del Estado, cuya 
Hacienda se menciona en el art. 149.1,14^) entre sus competencias 
exclusivas (113).
- La autonomia financiera queda desvinculada de toda idea 
de soberania, a pesar de que la propia Constituciôn (art. 133.2) 
reconozca un poder tributario a las Comunidades Autônomas. Aunque 
en la doctrina tradicional todo poder reconocido por la Constitu­
ciôn se califica de "originario", sin embargo el precepto citado 
emplea el adjetivo "derivado" y lo enmarca en las leyes estatales, 
de forma que la Hacienda autonômica se concibe como un ordenamien­
to secundario en el seno del ordenamiento originario y soberano 
que es la Hacienda estatal, que queda configurada asi como Hacien 
da de coordinaciôn o de cooperaciôn (114), tal como han puesto de 
relieve C . Palao Taboada y J. Martin Queralt, entre otros (115).
- En consecuencia, si bien la autonomia exige que las Ha­
ciendas territoriales cuenten con medios suficientes, no aparece 
recogida en la Constituciôn la exigencia de que dichos medios sean 
propios, como ha declarado el Tribunal Constitucional en la Senten 
cia de 2 de febrero de 1981 (116). A las actuales tendencias a la 
progresiva generalizaciôn de las competencias concurrentes o com-
partidas se corresponde, en el terreno de los recursos, una con-
junciôn de fuentes propias y ajenas, con claro predominio de 
estas ultimas, como instrumentas de financiaciôn de los entes do- 
tados de autonomia.
- La exigencia de suficiencia de los ingresos se explica 
como soporte de la autonomia de gasto. En este sentido se puede 
decir que la Constituciôn no recoge una autonomia meramente for­
mai, sino que la configura sustantivamente en sus aspectos bâsi- 
cos, senalando los recursos de las Comunidades Autonomes (art. 
157.1) y la finalidad de las funciones de gasto publico que tie- 
nen atribuidas "para la gestiôn de sus respectives intereses" ( 
art. 137), en la linea mantenida por la doctrina italiana que en- 
tiende la autonomia como capacidad del ente para perseguir su pro 
pio "indirizzo politico-amministrativo".
- La autonomia financiera se enmarca en los principles de 
coordinaciôn y solidaridad (art. 156.1), factores que constituyen 
limites a la autonomia, o mejor, la forma de entender la autono­
mia en una Hacienda de coordinaciôn. Por ello, las autonomias no 
se financian con base a su propia capacidad tributaria o de ge- 
neraciôn de ingresos, sino con base fundamentalmente en sus nece- 
sidades, tal y como viene siendo frecuente en los Estados con es- 
tructura federal o regional (117).
En resumen, el primer aspecto de la autonomia financiera 
es la autonomia de gasto, o sea, la libertad para oonç>rometer libre^ 
mente los fondos necesarios para el ejercicio de las competencias 
de las Comunidades Autônomas. Ello tiene una enorme importancia 
en los sistemas en que las fuentes de ingresos estan centralizadas, 
pues del reparto efectivo de las competencias (y de las correspon 
dientes necesidades de gasto) depende la distribuciôn de los in­
gresos .
El segundo aspecto de la autonomia financiera es el rela­
tive a los ingresos. La Constituciôn reconoce, de forma expresa 
en el caso espaRol, la potestad de las Comunidades Autônomas para 
establecer recursos, pero, como en todos los Estados modernes, dd^  
cho poder se encunetra muy limitado, de forma que se han estable­
cido formas de participaciôn de las Comunidades en los ingresos 
estatales, acompanadas de la cesiôn de recursos tributaries del
Estado, y de mecanismo de redistribuciôn territorial de ingresos, 
para atender a los territorios mas necesitados. Por ello cabe afir 
mar que la autonomia financiera se proyecta, tanto en la Constitu­
ciôn como en los Estatutos, en la autonomia de gasto.
b) Autonomia de gasto
La libertad de decisiôn respecte al gasto publico en las 
materias atribuidas a las Comunidades Autônomas, y, por consi­
guiente, la potestad de confeccionar y aprobar sus Presupuestos, 
forma parte del contenido minime de la autonomia. Ello se recono­
ce implicitamente en el articulo 153 d) de la Constituciôn, y se 
decia expresamente en el articulo 151 del Anteproyecto, segun el 
cual "las Comunidades Autônomas elaborarân su presupuesto anual 
con equilibrio de ingresos y gastos, sin perjuicio de la posibi­
lidad de la formaciôn de presupuestos extraordinarios". La Comi- 
siôn constitucional del Congreso suprimiô, en su Dictamen, dicho 
precepto (118).
Este aspecto de la autonomia financiera -la autonomia de 
gasto- es consecuencia inmediata de la atribuciôn de competencias 
a las entidades territoriales, y se configura como algo previo a 
los ingresos pûblicos, aunque existe un reciproco condicionamien- 
to entre competencias asumidas (que se traducen en necesidades 
de gasto) e ingresos (119). Como afirma Eisenmann, el fenômeno 
presupuestario en loy' Estados federales no es mas que la "tra- 
ducciôn desde el punto de vista fiscal y financière del reparto 
mas general de materias entre el Bund y los Lander" (120).
La distribuciôn de competencias entre los distintos niveles 
de Hacienda es un problema esencialmente politico, que se resue^ 
ve por medio de la negociaciôn y cuya soluciôn en cada momento y 
lugar représenta un equilibrio entre las tendencias centralistas 
y autonomistes, que queda plasmado en la Constituciôn. Los aspec
tOS economicos del problema quedan en un segundo piano. Desde este 
punto de vista la doctrina ha destacado la distribuciôn espacial 
de los beneficios derivados de los servicios publicos, postulan- 
do que cada ente publico gestione los servicios cuya utilidad no 
rebasa sus limites geogrâficos. La dificultad radica naturalmente 
en clasificar los servicios pûblicos con arreglo a este criterio. 
El fruto de estas reflexiones, por tanto, puede ser una llamada 
de atenciôn hacia una mayor racionalidad econômica en la asigna­
ciôn de funciones püblicas, pero no cabe duda que en el reparto de 
competencias y trazado de demarcaciones priman los aspectos histô 
ricos y politicos, que quedan reflejados en la normativa juridi­
ca , y no los criterios econômicos (121).
Una vez distribuidas las competencias, la Constituciôn y 
los Estatutos reconocen la autonomia financiera para el desarro- 
1lo y ejecuciôn de dichas competencias. Esa autonomia financiera 
se ha articulado fundamentalmente, como una autonomia de gasto, 
entendiendo por tal, la capacidad de las Comunidades Autônomas pa­
ra decidir tanto la estructura como el nivel de prestaciôn de los 
servicios cuya competencia hayan asumido, pues si faltase cualquie 
ra de ambos requisites no habria propiamente autonomia.
En efecto, si las Comunidades Autônomas no pudieran deci­
dir acerca de la composiciôn de los servicios prestados (o dicho 
de otra manera, acerca de la estructura del gasto) debiéndose 
plegar a lo determinado por la Hacienda estatal, estarian opéran­
de simplemente como agentes delegados en un esquema de descentra- 
lizaciôn del gasto. Si pudiesen decidir sobre la composiciôn del 
gasto, pero no en cuanto a su nivel absolute, pese a que su mar­
gen de libertad séria notablemente mayor que en el supuesto an­
terior, carecerian tbdavia de un importante atributo de la au tonomia fi­
nanciera, por lo que la Constituciôn prevé, para financiar ese 
posible mayor gasto, la existencia de fuentes de financiaciôn au­
tônoma, como los tributes propios y los recargos. Aunque hay que 
tener en cuenta que la autonomia es mucho mas amplia en relaciôn
con la estructura del gasto que con el nivel de gasto.
a ') Evolucion
En relaciôn con este aspecto de la autonomia financiera 
también se ha producido una evoluciôn significativa, desde un mo 
delo clasico -representado por la Constituciôn norteamericana y 
por una tradiciôn centenaria de federalismo dualista (Dual fede­
ralism)- en el que existe una neta separaciôn de competencias y 
gastos, hasta las formulas actuales de competencias compartidas, 
y consiguientemente, de financiaciôn conjunta de los servicios y 
de los proyectos de inversiôn. En efecto, la X enmienda de la 
Constituciôn de Estados Unidos dispone que "los poderes que no 
han sido delegados a los Estados Unidos por la Constituciôn, ni 
prohibidos a los Estados, quedan reservados respectivamente a los 
Estados y al pueblo" (122). La afirmaciôn de la competencia resi- 
dencial de los Estados, pese al breve parentesis que sufre con la 
teoria de los poderes implicites (Implied Powers) -que estableciô 
el caso Me Culloch v . Maryland (1815)- y a la aplicaciôn de la 
denominada clausula de comercio interestatal (Commerce Clause), 
ha inspirado durante un siglo (1836-1936) la concepciôn dualista 
del federalismo. En el caso alemàn, pese a la existencia de una 
clausula residual similar (art. 30 de la Grundgesetz), la doctri­
na de los poderes implicites, derivados "von dem Natur der Sache" 
limita notoriamente los poderes de los Lander, impidiendo que 
exista, como en el federalismo dualista, un claro reparto de com­
petenc i as .
Una vez establecido ese reparto constitucional de competen 
cias, el federalismo clâsico se basa en dos principios:
- Principio de conexidad ("Konnexitdtsgrundsatz" en la doc 
trina alemana (123]), el cual exige una relaciôn necesaria entre 
competencias y gastos, de forma que no hay poder de gasto sin fun 
ciones previas, ni cada nivel de Hacienda soporta mas que la car- 
ga financiera que supone el ejercicio de sus competencias propias
- Principio de responsabilidad financiera, que supone que 
cada nivel de Hacienda es responsable de la gestion de su presu­
puesto y de la cobertura de los gastos autorizados en el mismo 
(la "Deckungsverantwortung" de la doctrina alemana, que Maswell 
expresa con el siguiente aforismo: " al que gasta corresponde el 
poder de ingreso") (124).
En los sistemas federales actuales la interconexiôn de las 
competencias y el predominio de las "res mixta" trae consigo un 
notable aumento del gasto publico centralizado, y sobre todo un 
desarrollo de las técnicas de financiaciôn conjunta, por lo que 
ambos principios quedan claramente superados.
La superaciôn del federalismo dualista clâsico se manifie^ 
ta, en primer lugar, en el reconocimiento de una competencia fede 
ral general. Asi, en Estados Unidos, el Tribunal Supremo élabora 
una doctrina tendente a incrementar los poderes de la Uniôn. Ya 
en la primera época del constitueionalismo americano, que coincide 
con la presidencia del c Juez Marshall,el célébré caso Mac
Culloch V. Maryland consagra la doctrina de los poderes implici­
tes, segun la cual la federaciôn puede tomar todas las decisiones 
que sean necesarias y que sin estarle prohibidas sean conformes 
al espiritu y a la letra de la Constituciôn -lo que se denomina 
"Necessary and proper clause"-,Por otro lado, una interpretaciôn 
extensiva de la "Inter-State Commerce Clause", permite a la fédéra 
ciôn regular las relaciones comerciales, econômicas y laborales. 
Pero es sobre todo a partir de 1936 cuando, tras un siglo de ju­
risprudencia favorable a los derechos soberanos de los Estados, se 
atribuye definitivamente a la federaciôn las competencias mas im 
portantes. Esta revoluciôn constitucional (125) parte del caso 
Hoke V. United States (1913), en el que se afirma que "nuestra for 
ma dualista de gobierno tiene sus complicaciones; los Estados y 
la Naciôn tienen esferas diferentes de competencia...; pero debe- 
imos tener el espiritu de que somos un pueblo y de que los poderes 
reservados a los Estados y los atribuidos a la Naciôn estan desti_ 
nados a ser ejercidos, de forma independiente o coordinada, con el
fin de promover el bienestar general, material y moral". En el ca­
so U.S. Darby se afirma que la X enmienda tiene "valor declarativo" 
y por tanto no supone un limite absolute a las competencias federa­
les. En esta linea el caso NRLB c Jones and Laughlin Steel Corp. 0-937) 
da el paso definitive, suprimiendo esa concepciôn dualista de la 
autonomia que frenaba las posibles injerencias centrales. Recurrien 
do a la clausula del bienestar general (Welfare State Clause), que 
claramente consagra el caso U.S.v. Butler (1936), la federaciôn 
puede tomar todas las medidas necesarias, sobre todo financieras, 
aunque no exista norma constitucional expresa. El caso Mulford v. 
Smith (1939) déclara que esta doctrina es aplicable incluso cuan­
do exista un interés local indiscutible.
Si los Estados Unidos han debido adaptar su Constituciôn 
para adecuarla al siglo XX, otros federalismos han situado al po­
der central en la misma posiciôn de preeminencia desde el primer 
momento (la ley fundamental de 1949, en Alemania federal, que tras 
sentar la competencia residual de los Lander -art. 30- atribuye 
al Bund, ademâs de las competencias expresas, las que derivan de 
la naturaleza de las cosas) (126). A este fortalecimiento de la
Federaciôn se une la interconexiôn de competencias, que hace de
la mayoria de las materias "res mixta". "La mayor caracteristica 
del federalismo americano -escribe J.C. Vile- es la interdepen- 
dencia del gobierno federal y los gobiernos federados, y no su 
mutua independencia" (127).
La generalizaciôn de las competencias compartidas, y la am 
pliaciôn de los poderes de la federaciôn han producido una cierta 
confusiôn politica y han dejado obsoletos los principios clâsicos 
de la autonomia financiera (conexidad y responsabilidad) (128).
En relaciôn con el gasto publico ello fupone, por un lado, el in- 
cremento de los gastos centralizados, y por otro, la apariciôn de 
técnicas de financiaciôn conjunta.
b') Centralizaciôn del gasto y técnicas de financiaciôn 
conjunta (129).
El incremento de las competencias centralizadas conlleva la 
fundamentaciôn de un "poder general de gasto" de la federaciôn, 
que contrasta con el principio clâsico segun el cual sôlo se so- 
portan las cargas que corresponden a las competencias propias. La 
"orte Fuprcma de Estados Unidos, en el caso Massachussets v. Me­
llon (1923), admite dicho poder de gasto (General Spending Po­
wer) de la federaciôn para promover el bien general (acude, por 
tanto a la General Welfare Clause). En el caso V.S. v. Butler se 
afirma expresamente que dicho poder discrecional de gasto es in­
dependiente de la distribuciôn de competencias. El ûnico limite es 
que dichos gastos se produzcan para una finalidad de interés gen£ 
ral y no meramente local (must be general and not local). De una 
forma similar, en la mayoria de los Estados federales actuales, a 
nivel central se concentra la ayuda a la agricultura, a la indus- 
tria de armamento, industria nuclear e investigaciôn espacial, los 
programas de desarrollo regional,la asistencia social, la cober­
tura del deficit de las empresas püblicas federales y las inver- 
siones en los campos que estas ultimas explotan, especialmente 
transportes y telecomunicaciones.
Ello no significa necesariamente que los gastos centraliza 
dos aumentân mâs rapidamente que los gastos locales. Aunque esta 
muy extendida la idea de que la "ley de Wagner " sobre el creci- 
miento continue del gasto publico, se traduce, en un Estado fede­
ral, en un incremento de los gastos centralizados o en una ley de 
"atracciôn del presupuesto federal" (130), sin embargo la exten- 
siôn de las competencias de la federaciôn, sobre todo para mante- 
ner la unidad econômica y asegurar el desarrollo, puede apoyarse 
tambien en subvenciones condicionadas a otros entes publicos.
Paralelamente al desarrollo de un poder general de gasto 
del Estado central, la técnica de las competencias compartidas exi^
ge la financiaciôn conjunta de los servicios pûblicos y programas 
de inversion. Ello se produce en los siguientes casos:
- Cuando el Estado transfiere o delega en las Comunidades 
autônomas, mediante ley orgânica, facultades correspondientes a 
materia de titularidad estatal, "la ley preverâ en cada caso la 
correspondiente transferencia de medios financieros" (art. 150
2 C.E.). El art. 104 de la Ley Fundamental recoge una previsiôn si^  
mi lar.
- Hay también financiaciôn conjunta en los supuestos de
L argas c omunes previstas en \a Constituciôn (por ejemplo, el ser­
vicio de la cultura en el art. 149.2) o en la ley. En estos casos 
es frecuente la existencia de subvenciones condicionadas, ya sea 
con un fundamento constitucional explicito (Suiza, Alemania fede­
ral o Austria) o en base a un poder general de gasto (Estados Uni_ 
dos), o, por ultimo, en base a un acuerdo de cooperaciôn entre 
]os diverses niveles de Hacienda. En el caso espanol, la ley per­
mite acuerdos relatives al programa de inversiones püblicas, f i- 
nanciadas incluso con cargo al Fondo de Compensaciôn Interterri­
torial , as1 como convenios de acuerdos coyunturales entre el Es­
tado y Comunidades Autônomas (art. 18 de la L.O.F.C.A.), o acuer­
dos de cooperaciôn de las Comunidades Autônomas entre si (art.
145.2 C.E.), para la prestaciôn conjunta de servicios propios de 
las mi smas.
c) Autonomia en los ingresos
a ’) Significado y alcance, referenda al principio de 
suficiencia
La autonomia financiera, tal como aparece configurada en 
la Constituciôn, exige que los territorios autônomos dispongan de 
ingresos suficientes, pero no necesariamente que dichos ingresos
procedan de recursos propios. (S.T.C. de 2 de febrero de 1981). 
Por ello,. queda garantizada la cobertura del coste de los servi­
cios asumidos por las Comunidades autônomas, fundamentalmente, a 
través de la participaciôn en los ingresos del Estado y la cesiôn 
de tributes estatales, proyectandose su poder tributario en un àm 
udto muy limitado: tributes propios y recargos. El sistema es,
por otro lado, similar a los existantes en todos los Estados de 
estructura territorial compuesta.
La Constituciôn supera asi la forma clâsica de federalismo 
que aparece ligada con la existencia de poderes tributaries pro­
pios, sustituyendo la exigencia de libertad para establecer re­
cursos, por la exigencia de ingresos suficientes. En Austria, por 
ejemplo, el art. 2 de la ley constitucional sobre Hacienda, de 
1948, establece que el Bund ponga a disposiciôn de las colectivi- 
dades federadas y locales los fondos necesarios para el ejerci­
cio de sus competencias, sentando un principio de apoyo financiè­
re (Grundsatz der Kostentragung) muy similar al que informa la 
Constituciôn espanola (131). En este sentido, puede decirse que 
en relaciôn con los ingresos, la autonomia no implica la existen­
cia de recursos propios en cada nivel de Hacienda, sino:
- La correspondencia entre ingresos y gastos, lo que supo­
ne que cada nivel de Hacienda cuente con los ingresos necesarios 
para ejercitar sus competencias. En este sentido se habla de su­
ficiencia, pero hay que tener en cuenta que se trata de un con­
cepto relativo, ya que sôlo adquiere sentido referido a una cuan- 
tla del gasto publico estimada deseable o necesaria (132). La su­
ficiencia de los ingresos, como pone de relieve Ferreiro, puede 
quedar asegurada por el Estado, en cuyas manos se mantiene toda 
la recaudaciôn para ser distribuida por niveles (sistema de uni­
dad) , o a través del establecimiento de un sistema independien­
te de ingresos de las Comunidades Autônomas (sistema de separa­
ciôn) (133). En este ultimo caso es necesaria una revisiôn periô- 
dica de la distribuciôn de ingresos por niveles de Hacienda, pa-
ra acomodarla a la evolucion de los gastos.
El articulo 2.1 d) de la L.O.F.C.A. recoge esta idea de su­
ficiencia, aunque tal vez no extrae de ella todas sus consecuen­
cias. Por un lado garantiza la cobertura del coste ordinario de 
los servicios transferidos a las Comunidades Autônomas; dicha ga­
rant la se articula, en un primer periodo, sefJalando al Estado la 
obligaciôn de que transfiera de su propio Presupuesto las canti- 
dades necesarias para financiar el coste efectivo de los servi­
cios, y en el periodo definitivo, a través del porcentaje de par 
t i c ipac i ôn en los ingresos del Estado y los tributos cedidos. Pe­
ro hay que tener en cuanta que el principio de suficiencia ha de 
referirse no sôlo al coste directe e indirecte de los servicios 
transferidos, sino tambien a les gastos de inversiôn, y en la ac­
tual idad , siguiendo el Informe de la Comisiôn de expertes, el co^ 
te efectivo incluye el coste directe e indirecte mâs la inversiôn 
de reposiciôn, pero no la inversiôn neta o "nueva". Las cantida- 
des correspondientes a dicha inversiôn neta se incorporan al Fon­
do de Compensaciôn interterritorial, que por consiguiente, se dis- 
tribuye entre todas las Comunidades Autônomas, pero no en propor- 
ciôn aies servicios asumidos, dada su aspiraciôn redistributiva.
- El equilibrio entre los recursos propios y los ingresos 
transferidos, ya que si en la actualidad el principio de autono­
mia no exige que todos los ingresos sean propios, sino sôlo que 
sean suficientes, sin embargo, de no contar con un mlnimo de re­
cursos propios no existiria capacidad de decisiôn sobre el volu­
men total del gasto. Segun las estimaciones de la Comisiôn Troe 
ger, en la Repûblica Federal de Alemania, aproximadamente un ter 
cio de los ingresos de los territorios autônomos deben de prove­
nir de recursos, para que la autonomia de decisiôn quede garanti­
zada (134). Por tanto, volviendo a la distinciôn de Ferreiro, po- 
dria decirse que el ideal es un sistema mixto, fundamentalmente de 
unidad, con algunas notas del sistema de separaciôn.
b') Sistemas çie distribuciôn de ingresos
La doctrina ha elaborado diverses sistemas para clasificar 
los diferentes modelos constitueionales de distribuciôn de ingre­
sos. Quizâs el mâs generalizado es el que, siguiendo a Hensel, se 
basa en los conceptos de separaciôn (Trennsystem), sistema mixto 
(Mischsystem), sistema de concurrencia (Kon%urrenzsystem) y siste­
ma de recargo (Zuschlagsystem) (135). Asi, por ejemplo, Hans Ritsch 
efectua la siguiente clasificaciôn (136):
- Sistema de concurrencia (konkurrenzsystem) de poderes 
fiscales: Estados Unidos, Australia de 1901 a 1972, Méjico de 1857 
a 1917.
- Sistema de separaciôn estricta (Trennsystem): Imperi o aie 
man de 1871, Suiza desde 1874; sistemas locales respecto al siste 
ma central en Espaha, Francia y el Reino Unido.
- Sistema mixto (Mischsystem): dentro del cual cabe distin- 
guir, a su vez, el sistema de recargo -Zuschlagsystem- (Austria); 
sistema de participaciôn -AnteiIsystem- (URSS; Yugoslavia); siste­
ma de comunidad de ingresos -Steuerverbundsystem- (Paises Bajos; 
Imperio alemân de 1919 a 1933); sistema de transferencias finan- 
cieras (Finanzzuweisungen) comun a todos los paises.
Estos sistemas son reconducibles, en el fondo, a dos cate- 
gorias bâsicas: los sistemas de concurrencia y de separaciôn su- 
ponen un reparto de competencias entre los diversos niveles de 
Hacienda, mientras que las variantes del sistema mixto responden 
a la exigencia de unidad de la Hacienda estatal, atribuyendose a 
los territorios autônomos participaciones o recargos en los tribu 
tos del Estado.
Ahora bien, estas categorias no son aplicables homogéneamen 
te a cada tribute. Ya Hensel distinguiô entre soberania de objebo 
(Objekhoheit) y soberania de producto (Estragshoheit)(137) ,a lo que 
hay que ahadir un tercer concepto que no se encuentra en la obra 
de Hensel, a saber, la soberania administrativa (Verwaltungsho-
heit). Desde esta perspectiva, cabe distinguir entre (138):
- El sistema monopolista, en el que la soberania financie­
ra esta atribuida exclusivamente, en sus très aspectos, al mismo 
nivel de Hacienda..
- El sistema de concurrencia, en el que cada aspecto de 
la soberania esta atribuido a un ente distinto, por ejemplo, al 
Estado la soberania del objeto y la administrativa, y a los te­
rritorios autônomos la soberania del producto.
En la doctrina francesa, es clâsica la distinciôn de Gas­
ton Jèze, que propone la siguiente clasificaciôn, excesivamente 
anâli>tica e insuficiente en la actualidad (139):
- Sistema de contribuciones de los Estados, en el que la 
federaciôn se financia exclusivamente con las aportaciones de 
aquellos. Es el caso de la Confederaciôn americana de 1776, del 
Deutscher Bund de 1815. 1816, y en cierta medida, de la CEE
- Sistema de poderes concurrentes de todos los niveles de 
Hacienda, como es el caso americano.
- Sistema de poderes separados y exclusives (Suiza)
- Sistema mixto, en el que se entremezclan figuras de los 
très anteriores, como es el caso del sistema alemân de 1871.
En la doctrina italiana, -Emilio Rosini (140)- se distin­
gue un sistema de separaciôn de esferas financieras (tributos pro 
pios), de otras formas de coordinaciôn financiera, entre las que 
se incluyen los "sovrimposte" (recargos); los "tributi devoluti" 
(figura que supone una participaciôn en el 100% de los ingresos 
tributarios); las demâs partieipaciones en ingresos; las compen- 
saciones (que se corresponden con la minoraciôn de ingresos produ 
cida en la Hacienda territorial a consecuancia del establecimien­
to por el Estado de tributos propios o exenciones sobre los tribu­
tos territoriales); y contribuciones de muy diversa indole (sub­
venciones,subsidies, asignaciones, reembolsos, etc.).
En cuanto a la doctrina espanola, la distinciôn bâsica la 
efectua Ferreiro entre un sistema de unidad y un sistema de sepa­
raciôn y las posibles formas mixtas. Tambien Felix de Luis y Luis 
del Arco (141), inspirandose en la literatura norteamericana, re 
cogen la distinciôn entre separaciôn de fuentes impositivas y uti_ 
lizaciôn pomûn de las mismas fuentes.
Pero desde el punto de vista juridico, la clasificaciôn 
mâs compléta y exhaustiva es la ofrecida por Rovira Mola al hilo 
del estudio de las Haciendas municipales, para quien el criterio 
bâsico radica en que se produzca o no ejercicio de poder tribu­
tario por el ente autônomo, distinguiendo en consecuencia (142):
A.- Ingresos tributarios propios, que proceden del ejerci­
cio del poder tributario, siquiera sea limitado, del ente autô­
nomo. Como ingresos tributarios propios se incluyen los provenien 
tes de:
A .1.- Tributaciôn separada: La separaciôn puede ser mate­
rial (cuando el tributo autônomo recae sobre una materia imponi- 
ble no gravada por el Estado, o gravada bajo otro concepto) o for 
mal (cuando el tributo recae sobre la misma materia imponible).
En estos casos, el tributo puede ser establecido y gestionado por 
el ente autônomo, a quien afluyen los ingresos (tributos propios), 
o bien cedido por el Estado, quien lo establece (tributo cedido) 
delegando normalmente la gestiôn en el ente autônomo.
A.2.- Sobreimposiciôn, que abarca los recargos sobre la ba­
se o sobre la cuota C'addizionali" y "sovrimposte", respectivamen- 
te, en la doctrina italiana) ,. de los tributos del Estado . .
En estos casos, a diferencia de los supuestos de separaciôn for­
mai, la gestiôn queda encomendada normalmente al Estado.
B.- Ingresos fiscales transferidos, o si se prefiere, trans 
feribles, que se caracterizan porque no constituyen menifestacio- 
nes del poder tributario autonômico y porque no implican presiôn 
tributaria directa de la Hacienda autonômica respecto de los res^
dentes en su territorio. En esta categoria se incluyen:
B.I.- La coparticipaciôn, o participaciôn en el rendimiento 
de los tributos del Estado, que se caracteriza porque el importe 
de la suma transferida depende de la recaudaciôn estatal por el 
correspondiente concepto ( o conceptos) tributario. Segun la for­
ma de transferir a los territorios autônomos el producto de la 
participaciôn cabe distinguir el sistema de atribuciôn directa 
del sistema de atribuciôn indirecta. El primero, que por sus efec 
tos se asemeja a la sobreimposiciôn, implica que el correspondien 
te porcentaje de rendimiento se asigna a cada ente beneficiario 
en funciôn de las bases imponibles radicadas ola irecaudaciôn ob- 
tenida en su territorio. Existe por tanto, una absoluta localiza- 
c i ôn de los rendimientos. En la atribuciôn indirecta, se consti­
tuye normalmente una masa de efectivo- un Fondo- sujeta a peculia- 
res normas de administraciôn, y dicho fondo se reparte atendien- 
dio a diversos criterios, entre los que puede jugar tambien el de 
1 ocalizaciôn. En todo caso, las participaciones, segun que estén 
afectadas o no a una finalidad determinada, pueden ser condiciona­
das o incondicionadas.
B.2.- La subvencionalidad, que es también una transferen­
cia presupuestaria, pero càlculada no en funciôn de la recaudaciôn 
sino en funciôn del gasto que va a cubrir. Pueden ser générales 
(Incondicionadas) o especiales (condicionadas), y por otro lado, 
subvenciones con atribuciôn directa (calculadas directamente 
por el Estado) o con atribuciôn indirecta (en las que la transfe­
rencia desde el concedente al beneficiario se realiza a través de 
una circunvoluciôn mâs o menos institueionalizada) (143 ) .
En relaciôn con las subvenciones, existe una polémica doc­
trinal en torno a la denominaciôn y concepto de esta figura. La 
doctrina italiana, por ejemplo, utiliza el término genérico de 
contribuciones (contributi), y dentro de él distingue: las subven 
ciones propiamente dichas (sovvenzioni) establecidas por ley con 
caracter general y destino especifico; las integraciones (integra
zioni) o ayudas del Estado din finalidad especifica; los subsidios 
(sussidi) o auxilios especfficos; las aportaciones (concorsi) o 
subvenciones de capital, discrecionales; las asignaciones (assegna 
zioni), que son ayudas especiales determinadas con independencia 
de los posibles gastos; y reembolsos (rimborst) que se destinan a 
financiar gastos que resultan abligatorios para el beneficiario 
( 1 4 4 ) .
En la legislaciôn alemana se emplea el término genérico de 
asignaciôn (Zuweisung) que engloba también las que hemos denomina 
do participaciones, pero la doctrina usa la palabra "JÎubvention"^ 
y mâs frecuentemente, para referirse a las subvenciones généra­
les, las expresiones "allgemeine Zuschüse" y "feste Beitrage".
La doctrina francesa y anglosajona habla, respectivamente, de 
subvenciôn (subvention) o subvenciôn en ayuda (grant in aid).
La doctrina espahola a veces réserva el término para las 
subvenciones ppûblicas o politico-econômicas - siempre especiales-, 
dejando fuera las llamadas subvenciones administratives o fiscales, 
que se reconducen al genero de la transferencia. Nosotros, siguien 
do fundamentalmente a Rovira Mola y J. Nieves proponemos el 
siguiente concepto de subvenciôn: "donaciôn modal ob causam futu-
ram por la cual un ente publico asume parte de las cargas finan­
cieras de otro inferior (o de un particular) que tenga juridica- 
mente la consideraciôn de tercero, con una finalidad de interés 
general, concretada especificamente, o determinada por los fines 
atribuidos o asumidos por el beneficiario".
c') Tendencia del Derecho comparado
En los federalismos clâsicos el sistema prédominante era 
el de separaciôn de fuentes de ingresos, ya que en virtud del 
principio de responsabilidad cada nivel de Hacienda era respon­
sable de la cobertura de sus gastos presupuestarios mediante re
cursos propios. En los sistemas actuales, en cambio, se observa 
una tendencia al predominio de los ingresos fiscales transferidos, 
ya que, por un lado, las necesidades de las regiones crecen mas 
rapidamente que sus ingresos, y por otro, el mecanismo de las 
transferencias es compatible con la extension de las competencias 
estatales y el mantenimiento de la unidad economica.
En el caso alemân, en la época Bismark, la prâctica total^ 
dad de los tributos correspondian a los Estados. La llamada clâu- 
sula Frankenstein de 1879 habia limitado los ingresos directos del 
Imperio exclusivamente a los derivados de los derechos aduaneros 
y del impuesto sobre el tabaco, por lo que el Reich era "pensio- 
nista de los Estados". La Constituciôn de Weimar (1919) supone un 
cambio radical, al atribuir a la Federaciôn la legislaciôn sobre 
los tributos y otros recursos en la medida en que fuera necesa­
rio para sus fines, y la administraciôn de los tributos que en 
todo o en parte le correspondieran. La ley fundamental de Bonn 
(1949) acentua el predominio de la federaciôn, sobre todo tras 
las reformas del capitulo X de 1967 y 1969, que configuran los 
impuestos sobre renta y sociedades y sobre el volumen de ventas 
como impuestos compartidos.
En Estados Unidos, la importancia de los recursos propios 
de los Estados es mayor que en los federalismos continentales, 
pero para cubrir las insuficiencias financieras de aquellos se har\ 
abierto camino las subvenciones federales. El proyecto de nuevo 
federalismo de 1969 recogiô, las propuestas de J.A. Pechman y W .
W . Heller sobre la participaciôn estatal en los ingresos federa­
les. Las lineas maestras del nuevo sistema estân recogidas en la 
"State and local Fiscal Asistance Act" de 1972, que fundamental­
mente pretendia sustituir el sistema de subvenciones condiciona- 
dos por una participaciôn global, fijada mediante porcentaje, en 
la recaudaciôn federal por el impuesto sobre la renta.
En Italia, el sistema financière, que data fundamentalmen­
te de la Ley de 16 de mayo de 1970, asegura el predominio del Es-
tado de una forma mucho mâs acusada que en los dos casos antes 
examinados. Las regiones cuentan con algunos tributos propios, e£ 
casamente significativos desde el punto de vista recaudatorio, por 
lo que sus ingresos provienen fundamentalmente de transferencias, 
que se organizan a través de un sistema de fondos. Tras las refor­
mas de 1976 (ley de 10 de mayo de 1976 y Decreto de 24 de julio 
de 1977) existe un fondo comun del que las regiones obtienen in­
gresos para atender el ejercicio ordinario de sus competencias, 
y un fondo destinado a la financiaciôn de los programas régiona­
les de désarroilo.
d') Sistema espanol
Siguiendo fundamentalmente la clasificaciôn de Rovira Mo­
la, antes expuesta (145), podemos esbozar el siguiente cuadro es- 
quemâtico de los ingresos de las Comunidades Autônomas, tal como 
aparecen configurados en el articulo 157.1 de la Constituciôn, en 
la L.O.F.C.A., y en los Estatutos de autonomia:
# Ingresos propios:
rTributaciôn separada/"Tributos propios
^  ^  ^ « Tributos cedidos (total-Tributarios
o parcialmente)
Recargos sobre tributos del Estado
-Patrimoniales
-Derivados de las operaciones de crédito
-Otros ingresos propios de Derecho publico (multas y san- 
ciones pecuniarias)
-Ingresos de Derecho privado (herencia, legado, donaciôn)
# Ingresos transferidos por el Estado:
-Participaciôn en ingresos (atribuciôn indirecta)
- Subvenciones especia f- Transferencias con cargo al Fondo 
les (atribuciôn in­
directa )
Compensaciôn Interterritorial
ôn presupuestaria (art. 
)
- Asignaci
^ 158.1 C.E.
Aplicando las ideas esbozadas en paginas anteriores, des- 
tinguimos los ingresos propios, que implican el ejercicio de po­
der financiero, -siquiera sea poder financière limitado a la corn 
petencia sobre sumas recaudadas ("Ertragshoheit" en la terminolo- 
gia de Hensel)- por parte de la Comunidad Autônoma, frente a los 
ingresos transferidos, que, segun el articulo 158 de la Constitu 
ciôn, se establecen y distribuyen por el Estado, mâs concretamen- 
te por las Cortes Générales, a través de los Presupuestos.
Dentro de los ingresos propios, a su vez, distinguimos a- 
quellos que provienen de recursos (tributo, patrimonio, credito), 
y aquellos que provienen de otros institutos jurldicos de Derecho 
pûblico, o de la aplicaciôn de figuras juridico privadas, como es 
el caso, respectivamente, de las multas y sanciones pecuniarias, 
por un lado, y de la herencia, legado y donaciôn, por otro. En am­
bos casos se trata de normas, de cuya aplicaciôn derivan ingresos 
para las Comunidades Autônomas, pero que no constituyen recursos 
de lasrespectivas Haciendas, en sentido técnico, porque dichas 
normas no estân inspiradas en una finalidad financiera. Asi, las 
sanciones pecuniarias suponen ingresos de Derecho pûblico, pero 
el institute juridico en cuya dinâmica aplicativa se generan -la 
infracciôn- no estâ inspirado por una finalidad financiera sino 
de indole represiva -el régimen de infracciones no se establece 
para obtener ingresos, sino para evitar o reprimir ciertas con- 
ductas antijuridicas- por lo que su estudio no corresponde al De 
recho financiero. También se excluye del âmbito de estudio de 
nuestra disciplina el examen de los ingresos pûblicos de Derecho 
privado.
Cihéndonos, en consecuencia, a los ingresos propios deri­
vados de los distintos recursos -tributo, patrimonio y erédito
publico- destacan per su importancia cualitativa y cuantitativa, 
los ingresos tributaries, dentro de los que se incluyen la sobre- 
imposicion (recargos) y la tributacion separada, dentro de la cual 
a su vez, se distinguer los tributes propios (establecidos por la 
Comunidad Autonoma) y les tributes del Estado cuyo rendimiento se 
cede total o parcialmente a las Haciendas autonomicas.
Los tributes propios expresan el grade maxime de autonomie 
en materia de ingresos, ya que la Comunidad es compétente para 
su establecimiento, para su gestion y para disponer de las sumas 
recaudadas. Hay que partir, por tante, de la atribuciôn constitu­
ai onal de poder tributario a las Comunidades Autonomes (art. 133. 
2) que se manifiesta en este case en toda su plenitud de aspectos 
(sistema monopolistico): soberania del objeto (Objekhoheit), de 
la gestion (yerwaltungshoheit) y del producto (Entragshoheit). El 
poder tributario de las Comunidades Autonomes es, sin embargo, un 
poder limitado ya que se enmarca dentro la Constituciôn -cuyo 
articule 157.2 prohibe adopter "medidas tributaries sobre bienes 
situados fuera del territorio de la Comunidad o que supongan obs- 
tâculo para la libre circulaciôn de mercancias o servicios"- y de 
las leyes. En este sentido, el articule 6 de la L.O.F.C.A. garan- 
tiza la prevalencia del poder tributario del Estado, ya que las 
Comunidades Autonomes no pueden establecer tributes sobre hechos 
gravados por este -le que en la practice reduce al minime el âm- 
bito de los tributes propios- mientras que en cambio el Estado, 
en el ejercicio de su poder tributario originario (art. 133.1 de 
la Constituciôn) puede establecer tributes sobre hechos imponibles 
ya gravados por las Comunidades Autonomes, instrumentando las me­
didas de compensaciôn adecuadas (146),
Los tributes cedidos, aunque su importancia practice es mu 
cho mayor ya que constituyen une de los mécanismes cuantitativa- 
mente mas relevantes de f inanciaciôn, implican,iin embargo^ el ejer 
cicio de un poder tributario mucho mas reducido, ya que concurren 
(konkurrenzsystem) competencies del Estado en orden al estableci-
miento y gestion del tribute (aunque esta ultima se delega a las 
Comunidades Autonomas), y la competencia o "soberania" de la Ha­
cienda autonomica sobre las sumas recaudadas (147). En este sen­
tido, el articule 10.1 de la L.O.F.C.A. establece que los tributes 
cedidos son aquellos "establecidos y regulados por el Estado, cu­
yo producto corresponde a la Comunidad Autonoma". La normative ba 
sica en la materia esta contenida en la ley 30/1983 de 28 de di- 
ciembre reguladora de la cesion de tributes del Estado a las Co­
munidades Autonomes, y en las leyes particulares de cesion a cade 
Comunidad Autonome. Los tributes que se ceden son el Impuesto Ex- 
traordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fisicas, el Im­
puesto General sobre Sucesiones, el Impuesto de Transmisiones pa­
trimoniales y actes juridicos documentados (en relaciôn a deter- 
minados hechos imponibles), el Impuesto sobre el lujo (en cuanto 
a determinados hechos imponibles), y las tasas y demas exacciones 
sobre el juego. La Ley General de Cesion concrete, en sus articu­
les 4 y siguientes, los puntos de conexion a efectos de determi­
ner cuando se entiende producido en el territorio de cada Comuni­
dad el rendimiento de cada tributo cedido. Se utilizan a estos 
efectos, los criterios establecidos en el articule 10.4 de la 
L.O.F.C.A., segùn el cual, sin perjuicio de los requisites espe- 
cificos que establezca la Ley de Cesion, cuando los tributes ce­
didos sean de naturaleza personal, su atribuciôn a una Comunidad 
Autônoma se realizarâ en funciôn del domicilie fiscal de los su- 
jetos pasivos; cuando los tributes cedidos graven el consume, su 
atribuciôn a las Comunidades Autônomas se efectuarâ en funciôn del 
lugar donde el vendedor realice la operaciôn a través de estable- 
cimientos, locales o agencias; y cuando los tributes cedidos gra­
ven operaciones inmobi1iarias, su atribuciôn a las Comunidades 
Autônomas se realizara en funciôn del lugar donde radique el in- 
mueble.
Los recargos sobre tributes estatales (148) se admiten por 
el articule 12 de la L.O.F.C.A. tante sobre los impuestos estata­
les cedidos como sobre los no cedidos que graven la renta o el pa
trimonio de las personas fisicas con domicilio fiscal en territo­
rio de la Comunidad. El unico limite que se establece en la Ley es 
que estos recargos no podràn configurarse "de forma que puedan su 
poner una minoraciôn en los ingresos del Estado por dichos impues 
tos, ni desvirtuar la naturaleza o estructura de los mismos".
Los ingresos patrimoniales y el producto de las operaciones 
de crédite aparecen contemplados, respectivamente, en los articu­
les 5 y 14 de la L.O.F.C.A. Este ultimo establece que las Comuni­
dades Autônomas pueden realizar operaciones de crédite por plazo 
inferior a un aflo con objeto de cubrir sus necesidades transito- 
rias de tesoreria; asimismo podràn concertar operaciones de cré­
dite por plazo superior a un ano, cualquiera que sea la forma en 
que se documenten siempre que su importe total sea destinado ex- 
clusivamente a la realizaciôn de gastor de inversiôn y que el im 
porte total de las anualidades de amortizaciôn por capital e in- 
tereses no exceda del 25% de los ingresos corrientes de las Comu­
nidades Autônomas. Para concertar operaciones de crédito en el 
extrajero y para la emisiôn de deuda o cualquier otra apelaciôn 
al crédito publico, las Comunidades Autônomas precisarân autori- 
zaciôn del Estado y en todo caso las operaciones de crédito de 
estas deberàn coordinarse entre si y con la politica de endeuda- 
miento general en el seno del Consejo de Politica Fiscal y Finan­
ciers.
Por ultimo, el numéro 5 del articule 14 de la L.O.F.C.A. 
dispone que, en lo no establecido en la misma, la deuda publica 
de las Comunidades Autônomas queda sujeta a las mismas normas y 
gozarà de los mismos bénéficies y condiciones que la deuda del 
Estado (149 ) .
En cuanto a los ingresos transferidos por el Estado, estàn, 
en primer lugar, la participaciôn en ingresos, que se caracteriza 
porque el importe de la suma transferida depende de la recauda- 
ciôn estatal por los impuestos no ,cedidos (150). Tras un perio
do> transitorio, en el que el Estado garantiza la cobertura del
co'Ste efectivo de los servicios transferidos, en el periodo defi­
nitive el porcentaje se fija mediante negociacion atendiendo a 
los siguientes criterios:
- El coeficiente de poblacion
- El coeficiente de esfuerzo fiscal en el I.R.P.F.
- La cantidad équivalente a la aportacion proporcional que 
corresponde a la Comunidad Autônoma por los servicios y cargas que 
el Estado continue asumiendo como propios.
- La relaciôn inversa de la renta real por habitante de la 
Comunidad Autônoma respecto a la del resto de Espaha.
- Otros criterios que se estimen procedentes, entre los que 
se valorarâ la relaciôn entre los indices de deficit en servicios 
sociales e infraestructura que afecten al territorio de la Comuni­
dad Autônoma y al conjunto del Estado y la relaciôn entre los cos- 
tes por habitante de los servicios sociales y administratives tran^ 
feiridos para el territorio de la Comunidad Autônoma y para el con­
junto del Estado.
Como se observa, el porcentaje no se asigna en funciôn de 
las bases imponibles radicadas o la recaudaciôn obtenida en el te 
rritorio de la Comunidad, sino que se utiliza un sistema de atri­
buciôn indirecta en el que juegan mecanismos redistributivos que 
aplican el principle de solidaridad, entre otros criterios.
Por ultimo, se encuentran subvenciones (o ingresos transfe­
ridos en funciôn de las necesidades o gastos del ente autonômico) 
que en la actual ordenaciôn constitucional son especiales o condi- 
cionadas, ya que se destinan a gastos de inversiôn para corregir 
los desequilibrios interterritoriales (Fondo de compensaciôn in­
terterritorial) , y a la cobertura del nivel minimo en la presta- 
ciôn de los servicios pùblicos fundamentales (asignaciôn prevista 
en -el articule 158.1 de la Constituciôn). Sobre ambas figuras vol
veremos mas adelante, ya que forman parte del contenido del princi_ 
pi o de solidaridad.
La clasificacion que acabamos de esbozar es la mas riguro- 
sa desde un punto de vista juridico, como ha puesto de relieve el 
profesor Palao Taboada (151). Desde un punto de vista economico, 
eni cambio, es usual clasificar los ingresos en base al criterio 
de su proposito o finalidad, distinguiendo en consecuencia tres 
bloques netamente diferenciados (152):
- Cobertura del coste de los servicios transferidos (tri­
butes cedidos y participaciôn en los ingresos tributaries del
Estado)
- Mecanismos redistributivos (asignaciones presupuestarias 
de nivelaciôn y Fondo de Compensaciôn interterritorial)
- Financiaciôn autônoma (tributes propios y recargos).
3.- Proyecciôn financiera del principle de unidad
El principle de unidad en materia financiera se manifiesta 
en la atribuciôn al Estado de las competencias fundamentales en 
este àmbito por un lado, y en una serie de limites a las Comuni­
dades Autônomas, por otro.
a) La atribuciôn al Estado de las competencias fundamenta­
les en materia financiera.
Une de los resortes fundamentales que la Constituciôn pone 
en manos del Estado para que pueda mantenerse el principle de uni 
dad de la politica econômica (153) es la asignaciôn de competen­
cias fundamentales y précisas para poder mantener la unidad de 
mercado y garantizar que las decisiones que en este àmbito puedan 
adoptar las Comunidades Autônomas estén siempre subordinadas a 
las directrices del Estado,
A grandes rasgos, puede afirmarse que de los tres grupos 
de funciones de la Hacienda Publica, segun la teoria multiple de 
Musgrave -estabilizadiôn del ciclo econômico, redistribuciôn de 
la renta y suministro de bienes y servicios- las dos primereas de 
ben quedar en manos del Estado (154). Asi, uno de los mâximos ex- 
ponentes del llamado federalismo fiscal (OATES) escribe: "El go- 
bierno central acepta fundamentalmente la responsabilidad primaria 
por la estabilizaciôn, por el logro de una distribuciôn de la ren­
ta mas equitativa y por proporcionar ciertos bienes pùblicos que 
influencian significativamente el bienestar de todos los miembros 
de la sociedad. Complementando estas operaciones, los gobiernos 
subcentrales pueden ofrecer ciertos bienes y servicios pùblicos 
que ùnicamente son de interés en sus respective# jurisdicciones" 
(155) .
Los argumentos que se esgrimen en favor de la centralize-
cion de la funciôn estabilizadora son fundamentalmente los siguien 
tes: evitar lo que Hansen ha llamado la hipôtesis de la perversi- 
dad (las decisiones locales podrîan actuar en contra la politica 
monetaria y de coyuntura decidida por el Gobierno); los efectos 
de una politica de estabilizaciôn desbordan los limites territo­
riales de las Haciendas menores; en consecuencia, las valoracio- 
nes deben hacerse a nivel estatal. En cuanto a la politica redis- 
tributiva, con su centralizaciôn se pretende lograr una mayor ef^ 
cacia y evitar las distorsiones ("guerra fiscal") que en otro caso 
podrian producirse en la localizaciôn de empresas. Sin embargo la 
asignaciôn de bienes y servicios puede llevarse a cabo de modo 
mas eficiente con una descentralizaciôn parcial, pues asi es po- 
sible su ajuste a las preferencias de cada colectividad (156).
Esta es, por otra parte, la tendencia prédominante en el 
Derecho comparado, cuya incidencia respecto a la autonomia en ma­
teria de gastos e ingresos ya hemos visto a grandes rasgos. La 
Constituciôn americana, que en su redacciôn originaria es muy par 
ca en la atribuciôn al poder central de los mecanismos de actua- 
ciôn necesarios, ha sido interpretada por la jurisprudencia de 
una forma muy progresiva. En efecto, partiendo de la secciôn o£ 
tava del art. 1, donde se atribuye al Congreso la Competencia "pa 
ra regular el comercio con naciorrs extranjeras, asi como entre 
los Estados y las tribus indias" (comercd clause )^ y de la "nece- 
sary and proper clause", el Tribunal Supremo ha constfucido un 
"General Spendingpower" de la federaciôn, y consolidado los pode- 
res de ordenaciôn de la economia en manos de esta. La unidad de 
mercado se ha visto asi protegida por una jurisprudencia muy ca 
suistica, que prohibe a los Estados gravar bienes situados fuera 
de su territorio (Union Refrigerator Transit v. Hentuky, 1905), 
o la doble imposiciôn, imponiendo medidas de clarificaciôn del 
mercado (Canton v. Rogan, 1951) y consagrando la libre circula­
ciôn de bienes (Hood v. Dumond, 1949). Por otro lado la acumula- 
ciôn en la Federaciôn de las principales fuentes de ingresos, que
luego se distribuyen entre los Estados (Revenue Sharing) permiten 
a&quella contrôles e intervenciones adicionales sobre la activi- 
dad econômica de estos.
La Constituciôn alemana, ya desde su aprobaciôn, es un cia 
ro ejemplo de esta tendencia; su articule 73.4 réserva al Bund 
cuanto afecta a la "unidad del territorio aduanero y comercial, 
los tratados de comercio y navegaciôn, la libre circulaciôn de mer 
cancias y el intercambio comercial y financière con el extranjero, 
incluida la politica de aduanas y fronteras"; lo que se compléta 
con la consideraciôn de toda la "legislaciôn en materia econômica" 
como competencia concurrente, con la consecuencia de que la ley 
federal prevalece sobre las de los Lander. Los posibles resqui- 
cios de este armazôn se han ido llenando por la via de la juris­
prudencia del‘'Bundesverfassungsgericht’l y,cuando ello no ha sido 
posible, a través de la reforma constitucional, por ejemplo, en 
1967 para autorizar que mediante ley federal se puedan establecer 
principles para una programaciôn financiera plurianual, o en 1969, 
sobre tareas comùnes (Gemein chaftausgaben), para exigir la coo- 
peraciôn de la Federaciôn en las tareas que son competencia de los 
Lander, "cuando dichas tareas fueran de importancia para la cole£ 
tividad o se requiera la cooperaciôn de la Federaciôn para mejo- 
rar las condiciones de vida" (157).
Una técnica similar sigue la Constituciôn espahola, que 
utiliza alternativamente las formulas de la exclusividad y la con 
currencia. La primera para lograr que todas las decisiones sobre 
una materia concreta, por ejemplo, la politica monetaria, se mo- 
nopolicen en el Estado. La segunda, para sentar una ordenaciôn 
bâsica uniforme, permitiendo su desarrollo por las Comunidades 
Autônomas (158), a estos efectos, es util tener en cuenta los pro 
nunciamientos del Tribunal Constitucional, en el sentido de que 
la nociôn de"bases" no tiene nada que ver con la delegaciôn legis 
lativa de que tratan los articulos 82 y 83 de la Constituciôn, ni 
se identifica con las leyes-marco reguladas en el articulo 150.1,
sino que'la nociôn de bases, o de normas basicas, ha de ser entendida como no­
ciôn material" por lo que unas normas no son basicas por el mero 
hecho de estar contenidas en una ley y ser en ella calificadas 
como taies (lo cual séria consecuencia lôgica de una nociôn for­
mai de bases); lo esencial del concepto de bases es su contenido. 
Por otro lado, dado el carâcter fundamental y general de las nor­
mas basicas, el instrumente para establecerlas con posterioridad 
a la Constituciôn es la ley (y en caso necesario, sera el Tribu­
nal Constitucional compétente para decidir que es lo bâsico, en 
su calidad de interprète supremo de la Constituciôn); sin embargo, 
en algunos supuestos las bases pueden estar contenidas en normas 
reglamentarias, y en el campo econômico, lo '.'bâsico puede alcanzar 
actuaciones puramente ejecutivas (159). De lo que se infiere que la 
atribuciôn al Estado de la competencia para fijar las bases de la 
ordenaciôn econômica garantiza suficientemente la uniformidad en 
este àmbito.
Utilizando alternativamente las dos técnicas mencionadas -ex 
clusividad y concurrencia- la Constituciôn réserva al Estado las 
competencias necesarias para preservar la unicidad del orden econô 
mico, que es "un presupuesto necesario para que el reparto de compe 
tencias entre el Estado y las distintas Comunidades Autônomas en ma 
teria econômica no conduzca a resultados disfuncionales o disgregado- 
res"(160).Los preceptos constitucionales màs destacables son los siguientes (161)
- El articulo 149.1.139 que réserva al Estado la competen­
cia sobre las "bases y coordinaciôn de la planificaciôn econômica 
general de la actividad econômica". Ello supone la réserva al Esta 
do de los objetivos cuya consecuciôn exige medidas de politica eco 
nômica general. El Tribunal Constitucional, en la Sentencia de 28 
de enero de 1983 précisa incluso los preceptos donde, aun sin ape- 
lar expresamente a la intervenciôn del Estado, se recogen objeti­
vos bâsicos: la promociôn de las condiciones para el progreso so­
cial y econômico y para una distribuciôn de la renta regional y 
personal màs equitativa,en el marco de una politica de estabilidad economy 
ca y,de manera especial,la realizaciôn de una politica orientâda al pleno empleo
40.1); la atencion al desarrollo de todos los sectores econômicos 
(art. 130.1); las actuaciones dirigidas a equilibrar y armonizar 
el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de 
la renta y de la riqueza y su mas justa distribuciôn (articulo
131.1); y la realizaciôn del principle de solidaridad y un or­
den econômico adecuado y justo entre las diverses partes del te­
rritorio espanol (art. 138.1). La L.O.F.C.A. recoge la misma idea 
en su articulo 2.b.: la garantie del equilibria econômico a tra­
vés de la politica econômica general, de acuerdo con lo estable­
cido en los articulos 40.1, 131 y 138 de la Constituciôn, corres­
ponde al Estado, que es el encargado de adoptar las medidas opor 
tunas tendantes a conseguir la estabilidad econômica interna y 
externa, asi como el desarrollo armônico entre las diversas par 
tes del territorio espahol". Ademâs de esta competencia genérica 
a que se refieren los articulos 149.1.132 C.E. y 2.6 L.O.F.C.A., 
existen otros preceptos constitucionales mas explicitas referidos 
a materias concretas.
- Comercio interestatal y regimen aduanero y arancelario 
(art. 149.1.102),materias sobre las que las Comunidades Autôno­
mas no ostentan siquiera competencias de ejecuciôn (S.T.C. 28 de 
enero de 1982) .
-  S i s t e m a  m o n e t a r i o ,  d i v i s a s ,  c a m b i o s  y  c o n v e r t i b i l i d a d ; 
b a s e s  d e  o r d e n a c i ô n  d e l  c r é d i t o ,  b a n c a  y  s e g u r o s  ( a r t .  1 4 9 . 1 . 1 1 2 )
- Hacienda general y deuda del Estado ( 1 4 9 . 1 . 1 4 2 )  y regi­
men econômico de la Seguridad Social (149.1.172) lo que deja en 
manos del Estado buena parte de los fondos pùblicos (sin perjui­
cio de la intervenciôn de las Comunidades Autônomas para fijar 
su destino a través de la planificaciôn -art. 131- o en los pro 
yectos financiados con cargo al Fondo de Compensaciôn -art. 158. 
2), necesarios para la politica econômica general.
- Las bases del régimen juridico de las Administraciones 
pùblicas (art. 149.1.18), lo que incluye las bases de la régula-
cion del patrimonio publico, como sefiala la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de 27 de julio de 1982.
- En relaciôn con la“modernizaciôn y desarrollo de todos 
los sectores'(art. 130.1), hay que tener en cuenta que el Estado 
dispone de competencias para la ordenaciôn bâsica de los montes 
y aprovechamientos forestales (149.1,232), de los aspectos bâsi­
cos de la economia agraria (148.1.7), pesca maritime (149.1.19), 
minas y energia (149.1.25) y la navegaciôn maritima y aérea, puer 
tos y aeropuertos, ferrocarriles y transportes que discurran por 
el territorio de màs de una Comunidad Autônoma, correos y teleco- 
municaciones,recursos y aprovechamientos hidraùlicos, obras pûbl£ 
cas de interés general, etc. (art.149.1, pàrrafos 20,21,22 y 24).
- Por ultimo, la Constituciôn pone en manos del Estado un 
instrumento capital de la politica econômica, el plan econômico 
general (arts. 131 y 149.1.13).
b) Limites de las competenciasfinancieras de las Comunida­
des Autônomas; la posibilidad constitucional de fijar 
dichos limites mediante ley estatal.
Una segunda proyecciôn financiera del principle de unidad, 
ahora ya no como titulo habilitante o justificative de las compe­
tencias estatales, consiste en la limitaciôn de las competencias 
de las Comunidades Autônomas. Asi lo entiende el Tribunal Consti­
tucional, en su Sentencia de 28 de jù%io de 1982, segùn la cual el 
marco constitucional de la estructura y funcionamiento de la act£ 
vidad econômica (la Constituciôn econômica) implica la existencia 
de "unos principles bâsicos del orden econômico que han de apli- 
carse con carâcter unitario, unicidad que estâ reiteradamente exi- 
gida por la Constituciôn, cuyo preàmbulo garantiza la exigencia de 
un orden econômico y social justo, y cuyo articulo 2 establece un
principle de unidad que se proyecta en la esfera econômica por me* 
die de diverses preceptos constitueionales, taies como el articu­
le 128, entendido en su totalidad, el 131.1, el 139.2 y 138.2,en­
tre ot ros".
Los dos primeros de estos preceptos se refieren a instru­
mentes (el plan econômico) u opciones de la politica econômica 
(iniciativa publica; réserva al sector publico), que en gran me- 
dida son, como ya vimos, competencia estatal. Pero los articulos
139.2 y 138.2 contienen limites générales de la actuacciôn de los 
poderes pùblicos, y en particular, de las Comunidades Autônomas 
(unidad de mercado, igualdad de derechos y libre circulaciôn de 
personas y bienes). En la misma linea, el articulo 2.1 de la 
L.O.FrC.A., désarroilando el art. 157.2 de la Constituciôn, es- 
tabloce que "el sistema de ingresos de las Comunidades Autônomas 
... deberâ establecerse de forma que no puedan implicar, en nin- 
gun oaso, privilégiés econômicos o sociales ni suponer la existen 
cia de barreras fiscales en el territorio espaMol". El articulo 
9 de la citada ley précisa estos limites en relaciôn con los im­
puestos propios: no podràn sujetarse elementos patrimoniales si­
tuados, rendimientos originados ni gastos realizados fuera del 
territorio de la Comunidad; no podràn gravarse, como taies, nego 
cios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio 
de la comunidad impositiva, ni la transmisiôn o ejercicio de bie­
nes, derechos y obligaciones que no hayan nacido ni hubiesen de 
cumplirse en dicho territorio o cuyo adquirente no resida en el 
mismo; no podràn suponer obstâculo para la libre circulaciôn de 
personas, mercancias y servicios capitales, ni afectar de mènera 
efectiva a la fijaciôn de residencia de las personas o a la ubi- 
caciôn de Empresas y capitales dentro del territorio espafîol.
Estos limites juegan màs alla de la distribuciôn de compe­
tencias, actuando de forma afiadida a la idea de competencia mate­
rial. Se trata, por otra parte, de una especificaciôn en materia 
econômico-financiera del limite màs general constituido por los
derechos y libertades fundamentales reconocidos en la Constituciôn 
(propiedad privada -arts. 31.1 y 33-; libertad de empresa -art.38- 
que debe ser interpretada en conexiôn con la iniciativa publica 
-art. 128- y el poder de planificaciôn -art. 131-; libertad de cir 
culaciôn -art. 19 y 139.2-; igualdad de derechos -art. 14 y 139.1; 
etc.). Taies libertades, y seflaladamente la libertad de empresa en 
el marco de la economia de mercado, constituyen "los limites den­
tro de los que necesariamente han de moverse los poderes consti- 
tuidos al adoptar medidas que incidan en el sistema econômico de 
nuestra sociedad" (162). Tanto el Estado como las Comunidades Au­
tônomas han de respetar estos limites, pero obviamente pueden in 
cidir sobre los derechos mencionados siempre que se observer las 
garantias basicas establecidas por la Constituciôn: las regula- 
ciones que afectan a dichos derechos estan reservados a ley, que 
en todo caso ha de respetar su contenido esencial, segùn el arti­
cule 53.1 que adopta la "Wesengsgehaltgarante" del art. 19.2 de 
lâ Lêy Fundamental de Bonn.
Por tanto, se trata de limites absolûtes de las Comunida­
des Autônomas -ya que la réserva de ley no équivale a competencia 
en favor del Estado (siendo légitimas, en consecuencia, las in­
tervenciones de las Comunidades Autônomas que hayan asumido com­
petencias en la materia) -salvo en el supuesto del articulo 149. 
1.12, que réserva al Estado "la regulaciôn de las condiciones 
basicas que garanticen la igualdad de todos los espafioles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales". Fuera de este caso, si la norma legal no afec­
ta a las condiciones basicas, puede emanar de las Comunidades Au­
tônomas que hayan asumido las competencias correspondientes en 
sus Estatutos. No cabe, por tanto, que las autonomies regulen di- 
rectamente los derechos econômicos, pues ello afectaria a las con 
diciones esenciales, pero pueden establecer obligaciones comple- 
mentarias o efectuar regulaciOftg^ de materias de su competencia de 
las que eventualmente resulten limitaciones adicionales.
Asimismo, hay que tener en cuanta que la competencia exclu­
sion del Estado para fijar las bases de la actividad econômica atribu 
ye a este la posibilidad de fijar, mediante normas e incluso mediante 
simples actos de ejecuciôn, limites adicionales dentro de loS cua 
les han de moverse las competencias de las Comunidades Autônomas. 
En concreto, existen una serie de supuestos en que esta constitu- 
cionalmente atribuida a las leyes estatales la funciôn de dilimi- 
tar el àmbito de las competencias autohômicas (163):
- En todas las materias reservadas a ley orgânica, ya que 
esta es siempre una ley estatal.
- En los casos en que el Estado es compétente para fijar 
lo bâsico, que como hemos visto incluye también reglamentos e in­
cluso actos de ejecuciôn.
- Cuando la Constituciôn o los Estatutos se remiten a una 
ley estatal para precisar las competencias que una ley autônoma 
pUêdê ostentar en una determinada materia (por ejemplo, arts. 148. 
1 .2 2 ; 149.1.29; y 152.1 de la Constituciôn; o la formula estatu -
caria "en los términos establecidos en la legislaciôn del Estado").
- La ley del plan (art. 131.1) que es siempre una ley esta­
tal .
- Asimismo, del articulo 133.2 se desprende que el Estado 
puede regular por ley ordinaria, el poder de las Comunidades Au­
tônomas para establecer tributes.
- El Estado puede regular las competencias financieras de 
las Comunidades Autônomas, los conflictos que puedan producirse 
y las posibles formas de colaboraciôn mediante ley orgânica, sin 
perjuicio de que, respecto a los tributes, baste, como acabamos de 
decir, una ley ordinaria (art. 153.3). Al amparo de esta posibi­
lidad se ha dictado la ley Orgânica de Financiaciôn de las Comu­
nidades Autônomas, cuyas disposiciones prevalecen, dentro del mar 
CO constitucional,%6%lo dispuesto en los Estatutos, porque asi 
résulta de la remisiôn que la Constituciôn hace a dicha ley (que
implica la atribuciôn de la competencia correspondiente al Estado) 
y porque los Estatutos de Autonomia se remiten frecuentemente a 
ella para perfilar su contenido (disposiciôn adicional 7& del Es- 
tatuto catalan) (164).
- Por ultimo, las normas del Estado tienen carâcter su- 
pletorio, y en caso de conflicto, prevalecen sobre las de las Co­
munidades Autônomas en todas las materias que no estén atribuidas 
a la exclusiva competencia de éstas (art. 149.3). Excepcionalmente, 
aun en el caso de materias atribuidas a las Comunidades Autônomas, 
el Estado podrâ dictar leyes que establezcan los principios de 
armonizaciôn necesarios, cuando asi lo exija el interés general, 
apreciado por mayoria absoluta de cada Câmara de las Cortes (art. 
150.3).
Sin embargo, a partir de la Sentencia del Tribunal Consti­
tucional de 5 de agosto de 1983, las funciones de la Ley estatal 
como delimitadora de las competencias autonômicas se han visto sen 
siblemente reducidas. La doctrina, muy discutible, que sienta la 
Sentencia mencionada es la siguiente (165):
- El legislador estatal no puede dictar normas que incidan 
en el sistema constitucional de distribuciôn de competencias, in- 
tegrando hipotéticas lagunas existantes en la Constituciôn.
- El legislador estatal no puede, por tanto, incidir con 
caracter general en el sistema de delimitaciôn de competencias 
entre Estado y Comunidades Autônomas configurado por la Consti­
tuciôn y los Estatutos sin una expresa previsiôn constitucional 
(como, por ejemplo, el articulo 150.2 sobre leyes de transferen 
cia o el art. 150.3 sobre leyes armonizadoras) o estatitaria.
- Finalmente, el legislador ordinario no puede dictar nor 
mas meramente interprétâtivas cuyo esclusivo objeto sea precisar 
el ùnico sentido, entre los varios posibles, que debe atribuirse 
a un determinado concepto o precepto de la Constituciôn, pues, 
al reducir las distintas posibilidades o alternativas del texto
constitucional a una sola, compléta de hecho la obra del poder 
constituyente y se situa funeionalmente en su mismo piano, cruzan 
do al hacerlo la linea divisoria entre el poder constituyente y 
los poderes constituidos. Ello séria otra forma de incidir -indi- 
rectamente- en la delimitaciôn constitucional de competencias me­
diante la interpretaciôn de los criterios que sirven de base a la 
misma.
4.- La superacion dialéctica de los conceptos de autonomia y uni­
dad .
Las nociones de unidad y autonomia no son incompatibles entre 
si, sino que se articulan constitucionalmente en el principle de 
solidaridad que informa el régimen juridico-financiero de las Co­
munidades Autônomas. A dicho principle y sus manifestaciones en 
el régimen general dedicaremos los capitules siguientes de éste 
trabajo, pero también el régimen de concierto o convenio es ex­
plicable desde la perspectiva de la solidaridad.
a) Compatibi1idad de las nociones de unidad y autonomia
Una aproximaciôn superficial al federalismo pudiera 11e- 
var â considerar éste incompatible con las exigencias juridico- 
financieras: "el primero habla de diversidad, de particularisme
incluso y de autonomia; las segundas de unidad o de descentrali­
zaciôn, al menos de coordinaciôn y de cooperaciôn" (166). W. Hen- 
1e , al analizar los principios inspiradores de la reforma finan­
ciera en Alemania, ponia de relieve el dilema del Estado federal: 
asegurar "una mejor organizaciôn financiera en detrimento del fe­
deralismo", o conserver "el federalismo en detrimento de la orga­
nizaciôn financiera" (167).
Sin embargo, la organizaciôn del Estado en territories au- 
tônomos, en que el federalismo o régionalisme consiste, no puede 
entenderese hoy desde esta perspectiva. La autonomia, en nuestro 
ordenamiento constitucional,es compatible con otros principios, 
y sehaladamente con el de unidad financiera, evitando que pueda 
producirse lo que Hansen ha llamado la "hipôtesis de perversidad" 
en el sentido de que la autonomia financiera actuara en contra 
de la politica coyuntural estatal o general (168).
Como ha sehalado GARCIA ANOVEROS "nuestro texto constitu­
cional no concibe la autonomia como un factor désintégraitr, sino 
como un principio de armonia, segun el cual lo vario y plural se 
refunden en una unidad superior"/i siendo para dicho autor la coor­
dinaciôn e integraciôn los instrumentos en que se basan las Hacien 
das autonômicas (169).
En esta linea de compatibilidad de las nociones de autono­
mia y unidad se ha pronunciado reiteradamente el Tribunal Consti­
tucional desde sus primeras Sentencias. Asi, en la Sentencia de 
2 de febrero de 1981 afirma que "ante todo résulta claro que la 
autonomia hace referencia a un poder limitado. En efecto, autono­
mia no es soberantâ -y aun este poder tiene sus limites- y dado 
que cada organizaciôn territorial dotada de autonomia es una par­
te del todo, en ningùn caso el principio de autonomia puede opo- 
nerse al de unidad, sino que es precisamente dentro de éste don­
de alcanza su verdadero sentido, como expresa el articulo 2 de la 
Constituciôn". En la misma linea, en la Sentencia de 14 de julio 
de 1981, el Tribunal considéra que "el derecho a la autonomia de 
las nacionalidades y regiones, que lleva como corolario la soli­
daridad entre todas ellas, se da sobre la base de la unidad na- 
cional" (170). Este es el primer caso en que en la jurisprudencia 
constitucional se alude de modo conjunto a los principios -auto­
nomia, unidad y solidaridad- que constituyen el tripode de la nue 
va organizaciôn territorial del Estado, expresando la relaciôn 
que existe entre ellos: la autonomia solo tiene sentido en el 
marco de la unidad, y tiene como corolario la solidaridad.
b) Articulaciôn de ambas nociones en el principio de soli­
daridad; la solidaridad como principio bâsico de la Ha­
cienda de coordinaciôn; pluralidad de manifestaciones 
orgânicas y funcionales (remisiôn).
La solidaridad es, por tanto, el principio bâsico al que 
en ultimo término son reconducibles la autonomia y la unidad. Am­
bas nociones se articulan en dicho principio superior.
Reiteradamente se ha puesto de manifiesto esta idea. El 
profesor PALAO ha sehalado, acertadamente, como la solidaridad 
es expresiôn de la unidad y actùa, por ende, como contrapeso de 
la autonomia regional (171). En el mismo sentido M.T. Soler Roch 
ha puesto de relieve el sentido politico que adquiere la solida­
ridad en relaciôn con la autonomia, ya que ambos principios "man 
tienen una relaciôn dialéctica caracterizada por la funciôn de e- 
quilibrio o compensaciôn que el segundo juega respecto del prime- 
ro"(172). En este punto. la Memoria de L.O.F.C.A sehalaba: "La 
solidaridad constituye la otra cara de la moneda del derecho a la 
autonomia regional reconocida y garantizada en la Constituciôn".
Y otros autores han sehalado la conveniencia de que las relacio- 
nes entre el Estado y las Comunidades Autônomas no se construyan 
en torno al principio de unidad de la naciôn y de supremacia del 
interés nacional (173), sino en torno al principio de solidaridad, 
que, cumpliendo anâlogas finalidades, puede adoptar una fisonomla 
mas pluralista o democrâtica, pues genera obligaciones reciprocas 
eiit re las Comunidades Autônomas y el Estado, y no ùnicamente en 
favor de éste ùltimo (174). Esta es, segùn Anastopoulos, "la for 
ma especifica que toma la centralizaciôn del poder en los sistemas 
federales modernos" (175), que no implica una nivelaciôn o unifor 
midad absoluta sino la armonizaciôn y coordinaciôn, o lo que es 
lo mismo, la solidaridad. Muy grâficamente, la doctrina alemana 
(Pagenkopf) habla del "mandate de armonizaciôn y prohibiciôn de 
nivelaciôn de la ley fundamental" (Die Harmonisierungsgebote und 
Nivellierungsverbote des Grundgesetzes) (176). Y el Tribunal Con£ 
titucional ha declarado repetidamente que en el marco de las au- 
tonomias la igualdad no puede ser entendida como rigurosa unifor­
midad del ordenamiento (S.T.C. de 16 de noviembre de 1981), y que 
"carece de base constitucional la pretendida igualdad de derechos
de las Comunidades Autônomas" (S.T.C. de 5 de agosto de 1983).
La solidaridad no es, pues, igualdad absoluta o uniformi­
dad , sino la forma de construir la unidad en el Estado federal o 
regional, de forma que en el mencionado concepto se expresan con- 
juntamente las ideas de unidad y autonomia. En este sentido puede 
ipcirse que el principio de solidaridad, bajo esta u otra denomi- 
naciôn (principio de cooperaciôn), se erige en el centre del sis­
tema de la Hacienda de coordinaciôn.
En sus origenes, las Haciendas federales se basaban en un 
reparto preciso de competencias y la garantia de la autonomia fi­
nanciera de cada nivel (federalismo dualista), pero la propia evo- 
luciôn de estos sistemas apuntan en el sentido de una revaloriza- 
ciôm de los poderes centrales, que no debe llevar necesariamente 
a una centralizaciôn de nuevo cuno, sino que puede expresarse en 
un nuevo principio , el de solidaridad. En este sentido HESSE afir 
ma que el proceso de "Unitarisierung" que afecta a los sistemas 
federales no es équivalente a la centralizaciôn, ya que los inte­
rests unitarios no se xALvaguardan desde instancias de poder uni- 
cas „ sino con el recurso a la coordinaciôn, acuerdos, convenios, 
deluberaciones en comùn, participaciôn de représentantes terri­
toriales en los ôrganos centrales, etc. (177). En todos los pai- 
ses ha quedado claro que el federalismo, no es, desde luego, se- 
paraciôn ni independencia financiera de los Estados (Reagan) (178) 
sino precisamente interdependencia (J.C. Vile) (179), que se ma­
nifiesta en diversas técnicas de financiaciôn conjunta de tareas 
comuines. La generalizaciôn de estas técnicas no es, sin embargo, 
compléta, sino que hay zonas de competencias exclusivas, en las 
que séria constitucionalmente ilegitimo una interferencia de los 
poderes centrales al amparo del principio de solidaridad. Fuera 
de esos casos, sin embargo, prédomina en todos los paises la fi­
nanciaciôn conjunta de las tareas compartidas, ya sea en base a 
una previsiôn constitucional explicita (Suiza, Alemania federal, 
Austria), en base a una competencia general de la federaciôn (como
el poder general de gasto en Estados Unidos, en Canada y en Austra 
lia) , en base a convenios concretos (como los previstos en el art. 
145.2 entre Comunidades Autonomas), o incluso en base a una deci­
sion presupuestaria de los poderes centrales (URSS, Yugoslavia) 
(180).
La necesidad de generalizar las tareas comunes (Geméins- 
chaftausgaben) y las técnicas de coordinaciôn ha sido destacada 
por todos los Informes de expertes que, en los distintos paises, 
han precedido a las reformas legislativas importantes. El Informe 
Troeger de 1966, que sirvirCL de base a la reforma alemana de 1969, 
afirma que " es necesario que se desarrolle una forma de federa­
lismo que permita un sistema equilibrado y simple de coordinaciôn 
y cooperaciôn entre el Bund y los Lander. Por tanto, el federalis­
mo de hoy sôlo puede entenderse como federalismo solidario. El fe­
deralismo solidario es un principio estatal active; permite con­
cilier un reparto claro de competencias, sin el cual no existe 
federalismo, y la centralizaciôn de poderes en la federaciôn, pa­
ra asegurar la eficacia de la actividad financiera". En el mismo 
sentido el Informe Giannini de 1976, que previene sobre la nece­
sidad de formulas de coordinaciôn para que las instancias centra­
les se sirvan de la organizaciôn establecida por las regiones, 
evitando una duplicaciôn de estructuras; y el Informe de la Co- 
misiôn de Expertes sobre Financiaciôn de las Comunidades Autô­
nomas (presidida por Garcia de Enterria) de julio de 1981, que 
sehala la necesidad de una coordinaciôn creciente debido a la 
existencia de un esquema de financiaciôn publica descentralizada, 
por un lado, y a la frecuente falta de correspondencia entre los 
âmbitos geogrâficos idôneos para la prestaciôn de los servicios, 
y el àmbito territorial de las distintas Comunidades (181).
El principio constitucional de solidaridad, o si se pre- 
fiere, de cooperaciôn, que es la esencia del federalismo actual 
en cuanto conjuga autonomia y unidad, se manifiesta en una serie 
de técnicas de organizaciôn (El Senado como câmara de représenta-
cion territorial; conferencias sectoriales; administracion mixta; 
utilizacion instrumental de organos dependientes de otras Admini£ 
traciones pùblicas; participaciôn de représentantes de los terri­
tories autônomos en Consejos consultivos y ôrganos de direcciôn 
etc.) y de técnicas de funcionamiento (convenios; transferencia y 
delegaciôn de funciones; iniciativa y participaciôn de los terr£ 
torios autônomos en el ejercicio de la potestad legislativa del 
Estado; eficacia extraterritorial de las disposiciones de las 
Comunidades Autônomas; proyectos de inversiôn conjunta; tramites 
de informe o audiencia preceptiva de los ôrganos autonômicos,etc.) 
El estudio de estas manifestaciones orgânicas y funcionales de la 
solidaridad se realiza, de forma individualizada, a lo largo de 
los capitulos III y IV de este trabajo.
c) Breve referencia al regimen de concierto o convenio
En las paginas sucesivas nos referiremos fundamentalmen­
te al régimen financière general de las Comunidades Autônomas, 
tal coimo aparece previsto en la Constituciôn y en la L.O.F.C.A. , 
pero antes conviene hacer una breve referencia al régimen de con­
cierto o convenio, especialmente desde el punto de vista del prin 
cipio de solidaridad.
a ’) Peculiaridades del régimen de concierto o convenio 
respecto del régimen financière general.
La disposiciôn adicional 1- de la L.O.F.C.A. dispone que " 
El sistema tradicional de Concierto Econômico se aplicarâ en la 
Comunidad Autônoma del Pais Vasco, de acuerdo con lo establecido 
en el correspondiente Estatuto de Autonomia". ^ la disposiciôn 
adicional 2- de dicha ley establece que "en virtud de su régimen
forai, la actividad financiera y tributaria de Navarra se regularâ 
por el sistema tradicional de Convenio Econômico. En el mismo se 
determiinarân las aportaciones de Navarra a las cargas générales 
del Esitado, asi como los criterios de armonizaciôn de su regimen 
tribut:ario con el regimen general del Estado".
Se perpétua asi en el futuro el sistema singular de finan- 
ciaciô)n de determinados territories, al amparo de la disposiciôn 
adicional primera de la Constituciôn, que "ampara y respeta los 
derechios histôricos de los territories forales", actualizados 
"en el marco de la Constituciôn y los Estatutos de Autonomia". Tal 
sistemia, por razones histôricas de muy diversa indole, estuvo vi- 
gente en Vizcaya y Guipuzcoa hasta 1937 y en Alava y Navarra has- 
ta la actualidad (182). El profesor Ferreiro Lapatza lo descri­
be dic-.iendlo que "con él, a través de una disposiciôn normative 
del Esitado y por medio de conversaciones previas entre représen­
tantes; de la Administraciôn central y de los territories afecta- 
dos, s-e fija la cantidad global o cupo con que cada uno de los 
territories histôricos que forman Alava, Guipuzcoa, Vizcaya y Na 
varra contribuyen al sostenimiento de las cargas générales del 
Estado». Tal cupo es una parte de lo que por ciertos tributes y 
por lats respectives Diputaciones se recaude en cada uno de estos 
territories..." (183).
Se trata, por tanto, fundamentalmente de una autonomia de 
ingres-os, en lugar de la autonomia de gasto en que fundamental­
mente (Consiste el sistema de la L.O.F.C.A., ya que la Comunidad 
Autônorma correspondiente tiene un derecho sobre la recaudaciôn 
tribut.aria generada en el àmbito geogrâfico de su respective ju- 
risdic(ciôn, de forma tal "que supone una sustituciôn atenuada de 
la Hacienda del Estado por la Hacienda de la Comunidad Autônoma, 
que diîspone de potestad tributaria en los términos y condiciones 
establ'ecidas en la ley" (184). En el medida en que dicha ley es 
una ley paccionada, cuya aprobaciôn y modificaciôn exige el con-
curso de dos voluntades - la estatal y la de la Comunidad Autô­
noma- puede decirse que el sistema de concierto supone el ejerci­
cio compartido de las potestades tributarias basicas (185).
El Estatuto del Pais Vasco dedica a la "Hacienda y Patrimo­
nio" sus articulo 40 a 45 ( a su amparo, el concierto econômico 
ha sido aprobado por ley de 13 de mayo de 1981). A este respecto 
debe destacarse que la filosofia tradicional del cupo del Pais 
Vasco se invierte en el Estatuto. Anteriormente se compensaba 
a los Territorios histôricos por los gastos que estos realizaban, 
en sustituciôn del Estado, en servicios de caracter general. En 
lo sucesivo serân los Territorios Histôricos, que asumen buen nu­
méro de competencias estatales en su àmbito territorial, los que 
compenser al Estado por los gastos e inversiones que éste realice 
en los servicios de carâcter general que no hayan asumido aquellos 
territorios. Es decir, antes los territorios histôricos retenian 
el importe de la recaudaciôn necesario para financiar los gastos 
o o n n p e n s a b l e s  que ellos realizaban. Ahora, a efectos de determina- 
ci(ôn del cupo, pierde relevancia el volumen de recaudaciôn tri­
butaria obtenida en el Pais Vasco, ya que su aportaciôn al Esta­
do no esta en funciôn de dicha recaudaciôn, sino del importe de 
las cargas générales del Estado y de los ajustes territoriales 
pertinentes.
En sintesis, la actual configuraciôn del sistema parte de 
la radicaclôn de potestades tributarias en los territorios 
histôricos, a quienes corresponde la titularidad de las sumas re­
caudadas (Ertragshoheit) y la gestiôn tributaria en todos los im­
puestos, salvo los que se integran en la Renta de Aduanas y los 
que se recaudan a través de los Monopolios fiscales. De la masa 
de ingresos asi obtenida se detrae:
- El cupo que/refundido con el de los restantes territo­
rios histôricos, constituye la aportaciôn del Pais Vasco a las 
cargas générales del Estado. Para determinar dicho cupo se tienen
también en cuanta los ajustes territoriales necesarios: el Estado 
transfiere al Pais Vasco los ingresos obtenidos por aquel en la 
medida en que sean atribuibles a éste, y paralelamente, el Pais 
Vasco transfiere al Estado los ingresos obtenidos por su Hacienda 
que correspondan a tributes girados sobre rentas o consumes que 
o bien no se han generado o no se han realizado en el Pais Vasco.
- La aportaciôn de los Territorios Histôricos al sosteni­
miento de los gastos de las instituciones Comunes del Pais Vasco, 
cuyo Presupuesto de ingresos corrientes se nutre fundamentalmente 
por esta via. En este sentido puede decirse, como ha puesto de 
relieve Vicente-Arche, que en la Comunidad Autônoma que analiza- 
mos no existe una Hacienda antonômica sino cuatro, las de los te­
rritorios histôricos y la de las instituciones comunes (186).
En el caso de Navarra, no existe esa dualidad institucio- 
nal interior, pero se aplica el mismo modelo con algunas peculia­
ridades. La Ley Orgânica de Reintegraciôn y Amejoramento del Ré­
gimen forai de Navarra de 10 de agosto de 1982 contiene una regu­
laciôn menos prolija que el Estatuto Vasco, y en lugar de fijar 
directamente los principios en que ha de inspirarse o que debe 
respetar el convenio econômico, se remite a los principios conte- 
nidos en el titulo preliminar del convenio econômico vigente a 
la entrada en vigor de aquellq,^aprobado por Decreto-Ley de 24 de 
julio de 1969.
b') Compatibilidad del régimen de concierto o convenio con 
el principio de solidaridad.
El profesor Lasarte ha puesto de relieve el grave atentado 
a la solidaridad y en general a los principios constitucionales 
que el régimen de concierto o convenio puede suponer, destacando 
la necesidad de que la aprobaciôn no ya del régimen de conciertos 
sino de los mismos conciertos^no escape del poder legislative (187)
Mas rotundamente José Luis de Juan y Penalosa afirma que "el sis- 
tema de conciertos supone una quiebra de le que entendemos por so- 
lidaridad", ya que aquel estaria, segûn este autor, presidido por 
el principle del bénéficié, mientras que esta solo puede reali- 
zarse en el seno del principle de capacidad, aparté de la congé­
lation de les cupos y la rigidez de su revision durante muchos 
anos. Elle le lleva a calificar el sistema corne "primitive y fue- 
ra de época" (188).
Ciertamente, no puede menos que admitirse que en el Derecho 
comparado predominan formulas de financiacion contrarias al sis­
tema de concierto o convenio, similares al régimen general de la 
L.O.F. C.A, pero tampoco pueden dejar de senalarse les caracteris- 
ticas comunes entre ambos sistemas - el de concierto y el general- 
de forma tal que cabe afirmar que el sistema de conciertos econô- 
micos no rompe necesariamente el principle de solidaridad.
Dichas caractersiticas comunes son las siguientes:
- La cobertura financiera de los gastos de la Comunidad en 
regimen de concierto o convenio se realiza con su propia recauda
ciôni, pero transfiere al Estado su aportaciôn a las car^ .fts généra­
les, incluyendo entre dichas cargas los recursos con que el Esta­
do lleva a cabo su politica redistributiva, por lo que se puede 
decir que en este marco el sistema es uniforme para todas las 
Comunidades Autonomas. Segun la Comisién de] Expertos, asi se ha 
ce efectivo el principle de solidaridad (189),
- Tambien son comunes a todas las Comunidades Autonomas 
las técnicas de coordinacion establecidas en la L.O.P.G.A., lo que 
requiere représentantes de todos los territories en el Consejo de 
Politica Fiscal y Financiera.
El sistema de conciertos ha de observar la "estructura ge­
neral impositiva del Estado", y ademâs la gestion y recaudacion se
somete a la "alta inspecciôn"del Estado, se exige que la Comuni­
dad Autônoma aplique las leyes fiscales de carâcter excepcional
o coyuntural que el Estado pueda aprobar, etc. (Vid. art. 41 del 
Estatuto del Pais Vasco)
- Lay formulas generalizadas en el régimen de conciertos (trd^  
butos concertados) tienen unos perfiles técnicos muy similares a 
los tributes cedidos, que es une de los mécanismes de financia­
cion del régimen ordinario.
- Por ultime, hay que tener en cuenta que el convenio o 
concierto se utiliza s6lo para regular relaciones de orden tri- 
butario entre el Estado y los Territories forales, por lo que la 
L.O.P.C.A. se aplica complementariamente en las demâs materias: 
ingiresos patrimoniales, tributes propios, operaciones de cr&dit<^ 
ingresos de Derecho privado, asignaciones presupuestarias de ni- 
velacion, Ponde de Compensacion interterritorial, régimen presu- 
puestario, fiscalizacion de su actividad financiera, etc.
Dadas estas caracteristicas comunes, y especialmente de 
la unidad de los mécanismes redistributivos y de coordinacion, que 
son los mismos en el régimen de concierto que en el generàl, puede 
concluirse con Perreiro que el concierto"puede adquirir as! el sen 
tido no de un privilégié sine de una forma caracteristica de estes 
territories de contribuir a las cargas générales del Estado". Para 
la Comision de Expertos "las diferencias existantes son mas juri- 
dicas que econômicas, como consecuencia de la distinta via elegi- 
da para instrumentar la financiacion autonomica: via de ingresos 
en el case de los territories forales y via de gasto para las res­
tantes Comunidades". Por tante, la estricta aplicacion de las nor 
mas légales no debe producir agravios siempre que se instrumenten 
de forma adecuada. Elle exige, como afirma Perreiro, que el sis­
tema de Conciertos permita "la comparacion de las cifras destina- 
das a la financiacion de la (s) Comunidad (is ) Autonoma(s) vasca y 
(navarra) con las destinadas a la financiacion del reste de las 
Comunidades Autonomas" (190).
En definitiva, el régimen de concierto o convenio no es
incompatible, en principio, con la solidaridad interterritorial, 
sino que ello depende de su aplicacion prâctica y sobre todo de là fija 
cicon del cupo. El articule 41.2. f) del Estatuto Vasco expresamen 
te afirma que "el régimen de Conciertos se aplicarâ de acuerdo 
com el principio de solidaridad a que se refieren los articules 
13© y 156 de la Constituciôn", pero no establece garantias adicio 
nales que hagan efectiva en la prâctica esta norma, quedando, por 
tamto, remitido el problema fundamentalmente a la fijacion del 
cupo, que se aprobarâ por ley con la periodicidad que sefiale el 
Comcierto y sin perjuicio de su actualizaciôn anual por el pro- 
cecdimiento que el mismo senale (art. 41.2.d) y e) del Estatuto).
CAPITULO II
FORMULACION DEL PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD
SUMIARTO :
1.- Formulaciôn doctrinal y jurisprudencial del principio 
de solidaridad, con especial referenda al Derecho Com 
parado
a) La aceptacion jurisprudencial del principio de so­
lidaridad en Estados Unidos
b) La solidaridad en otros paises anglosajones : Canada 
y Gran Bretaha
c) La compensacion financiera (Finanzausgleich) en la 
Republica Federal de Alemania, y la elaboracion do£ 
trinal del principio de lealtaé. federal (Bundestreue)
d) Referenda a otros federalismos germanicos: Suiza y 
Austria
e) La solidaridad en la doctrina italiana; el carâcter 
accidental de la solidaridad en la jurisprudences 
de la Corte Constitucional
f) Portugal, Francia y Bélgica
g) La solidaridad en el âmbito de las organizaciones 
internacionales de integraciôn; especial referen­
d a  a las Comunidades Europeas
2.- Formulaciôn del principio de solidaridad en el ordena- 
miento constitucional espahol.
a) La recepciôn del principio de solidaridad en la 
Constituciôn y los Estatutos de Autonomia; la soli­
daridad interpersonal, intersectorial e interterr^ 
torial ; su posible reconducciôn a otros prihcipios; el 
contenido minimo de la solidaridad interterritorial 
y la necesidad de generalizar este principio a to- 
da la Hacienda püblica
b) La solidaridad y otros principios constitucionales: 
resoluciôn de posibles conflictos; solidaridad y 
suficiencia; solidaridad y buena fe
c) El principio de solidaridad en la jurisprudences; 
carâcter accidentai de dicho principio
3.- Concepto, contenido y valor juridico de la solidaridad 
en su proyecciôn financiera
a) Concepto amplio y estricto de la solidaridad en su 
proyecciôn financiera
b) La dualidad de aspectos de la solidaridad financie­
ra: compensaciôn y coordinaciôn; la reconducciôn 
del principio de coordinaciôn al de solidaridad
c) Valor juridico del principio de solidaridad: a') co 
mo principio informador del ordenamiento juridico; 
desarrollo legislativo; b*) como elemento interpré­
tât i Vo; c ’) la solidaridad como fundamento autônomo 
de deberes "extra ordinem"; referencia a la "Bun- 
destreue" en Alemania y a la doctrina del interés 
nacional en Italia
El principio de solidaridad, con una u otra denominaciôn y 
alzaince, ocupa un lugar bâsico en los Estados federales, donde 
frec'uen temente , a falta de declaraciones consti tucionales expresas , 
ha s. ido formulado inicialmente por la doctrina y jurisprudencia.
Las Comisiones de Expertos que han estudiado y analizado los pro- 
blermas que plantea la autonomia territorial se han manifestado, en 
Lo(io)s los paises, en este sentido (Comision Troeger en Alemania, 
1966); Comision Kilbrandon en Gran Bretana, 1973; Comisiôn Guichard 
en Francia, 1976; Comisiôn Giannini en Italia, 1976), lo que en 
alguinas ocasiones ha llevado a reformas legislativas importantes.
En el mismo sentido se han inclinado, en Espaha, tanto la Comisiôn 
de Expertos sobre Autonomias, como la Comisiôn de Expertos sobre 
financiaciôn de las Comunidades Autônomas.
Incluso fuera del âmbito de la organizaciôn territorial del 
Estado, el principio de solidaridad tiene un cierto papel en la 
constpucciôn del Derecho publico, ya que la solidaridad no se 
predica sôlo de las relaciones interterritoriales, sino también 
de 1.as relaciones interpersonales e intersectoriales. Ello expli- 
ca qiue también en la doctrina de Estados unitarios aparezcan cons 
trucciones basadas en este principio.
En el ordenamiento juridico espahol, a diferencia de lo 
que es frecuente en el Derecho comparado, ha sido la Constituciôn 
de 1978 la que por primera vez ha formulado este principio, cuyas 
consecuencias ha extraido el legislador ordinario, sin que, sal­
vo escasas excepciones, haya dado lugar a pronunciamientos doctr_i 
nales o jurisprudenciales de relieve, por lo que es urgente inda- 
gar sobre el concepto y contenido de la solidaridad
1 . - Formiulacion doctrinal y jurisprudencia del principio de soli- 
daricdad con especial referencia al Derecho comparado (191).
a)) La aceptacion jurisprudencial del principio de solida­
ridad en los Estados Unidos
I.ai Constituciôn americana, en su redacciôn originaria, coin 
sagra unæ separaciôn de poderes (federalismo dualista) que provoca^ 
en la priimera época, una jurisprudencia favorable a los derechos 
soberanosà de los Estados. Pero no faltan ocasiones en que la Cor 
te Supremna senala el carâcter solidario de los poderes ejercidos 
en el intterior de los Estados Unidos. Asi, en el caso Moke v. Uni­
ted Statess (1913) se afirma:
"NvJuestra forma dualista de gobierno tiene sus complicacio- 
nes ; los Estados y la Naciôn tienen esteras diferentes de juris- 
dicciôn... pero debemos pensar que somos un pueblo^que los pode­
res reser'‘vados a los Estados y los conferidos a la Naciôn estân 
destinado^s a ser ejercidos, de forma independiente o concurénte 
te, con e'I fin de promover el bienestar general, material y mo­
ral” .
El recurso a la clâusula de bienestar general (General 
Welfare C-lause) que se consagra Uefinitivamente en el caso V.S.v. 
Butler (1.936) permite de forma indirecta, el desarrollo de un po 
de r feder.'al ilimitado para hacer efectiva la solidaridad.
De' forma similar la doctrina de los poderes implicites 
(implied ipowers) que se sienta en el caso Mac Culloch v. Maryland 
(1819) pe:rmite a la federaciôn tomar todos las medidas necesarias 
(Necesary and proper clause) para ejercer los poderes enumerados 
en la seccciôn 8 del articule I de la Constituciôn, en cuyo caso 
prevalece el Derecho federal sobre los Estados miembros, régla 
ti'pica de otros paises federales (Bundesrecht bricht Landesrecht)
La jurisprudencia, ademâs, a partir de la Sentencia Natio-
nal Labor Relatione Board v. Jones an Laughlin Steel Corp (1935), 
implanta una interpetacion extensiva de la clausula de comercio, 
que légitima constitucionalmente las intervenciones federales en
la economia (192).
Se puede decir, por tanto, que las bases del principio de 
solidaridad, en el caso americano, se sientan a través del esfuer 
zo jurisprudencial para superar el federalismo dualista consagrado 
on la Lons t i tuc i on. En la actualidad, la solidaridad se hace efec 
tiva a través de las subvenciones (grants) y los programas de dis 
tri bue ion de ingresos, condicionados (Special Revenue Sharing) o 
incondicionados (General Revenue Sharing)-como senala A. P. Her­
be r la Federaciôn de Estados Uhidos carece de un programa de igua 
lac i ôn fiscal horizontal, pero ello no quiere decir que no se ha- 
yan realizado esfuerzos directes en tal sentido. Por una parte, la 
propia estructura de una imposiciôn federal progresiva sobre la 
renta , con un programa neutral de gastos, tenderia a favorecer la 
i gua1ae i ôn. Por ahadidura, en la medida en que las inversiones pu 
blicas no son neutrales sino que favorecen las areas deprimidas, 
incremcntan aquel efecto. Igualmente, en la medida en que un pro­
grama de subvenciones pondéra las diferencias de capacidad fiscal, 
tiende a la igualaciôn, y esto ocurre en particular con el progra 
ma de Revenue Sharing (193).
El General Revenue Sharing, cuyas lineas maestras establece 
la State and Local Fiscal Assistance Act (1972), se empieza a apli_ 
car escalonadamente a partir de esa fecha, pero con un significado 
y sentido muy distinto de las propuestas doctrinales existentes.
En efecto, estas propuestas -la mas conocida ha sido la formulada 
por He 1ler-Pechman (194)- vinculaban la cuantia de la dotaciôn 
con el porcentaje previamente establecido de los ingresos obteni- 
dos por el Impuesto federal sobre la renta o por cualquier otro, 
pero el sistema establecido no es una participaciôn en ingresos, 
sino un verdadero sistema de Fondo, lo que viene a significar un 
marcado predominio de la discrecionalidad en su funcionamiento 
(195) .
b) La sol idaridad en otros paises anglosajones : Canada y 
Gran Biretaha
La Const ittuic ion canadiense comprende la British North Ame­
rica Art (1867) y las enmiendas posteriores. La insuficiencia del 
federalismo canadiense ha sido puesta de relieve por la doctrina 
sugiriMulo profuindias reformas de la Constituciôn (196). La mas 
importinte de ellais se ha llevado a cabo a través de la "Résolu­
tion aioptée par le Parlement du Canada en décembre de 1981". El 
apartaio I I del art . 36 de esta ley constitucional se refiere a
la com^ensac i ôn de los desequilibrios interterritoriales, empléan 
do una formula muy imprecisa que ha merecido las criticas de la 
doc triia : "el Par 1 amento y el Gobierno de Canada asumen el compro­
mise dî principio de hacer los pages de compensaciôn necesarias 
para d)tar a los g<obiernos provinciales con ingresos suficientes 
para olocarlos en situaciôn de asegurar los servicios publicos 
a un n vel de calicdad y de presiôn fiscal sensiblemente compara­
bles" .
Anteriormenîte ya la jurisprudencia habrw. extraido una sé­
rié de criterios competenciales del préambule del articule 91 que 
aseguriban la preermlnenc ia federal. - L ' Ecuyer expone los siguien
tes (157) :
-Clâusula residual a favor del Parlamento federal, lo que 
constiluye una pecul iaridad del federalismo canadiense frente a 
lo que es usual en el Derecho comparado. En materia financiera, 
dada la antiguedad de la Constituciôn, dicha clâusula ha tenido 
un jueto importante.
- Teoria de la "dimensiôn nacional" de un asunto, que 1i- 
gitima la intervencion del Parlamento federal. Dicha clâusula se 
combina con la aplicacion del principio de los "poderes de urgen- 
cia" qœ permiten ai la Federaciôn intervenir en casos excepciona-
1 e s .
- La técnica de las competencias implicitas, la supremacia 
de la legislaciôn federal, y el poder declarative del Parlamento 
de Canada (que le permite delimitar al âmbito competencial reser-
vado a las provincias).
- Por ultimo, la supremacia financiera de la Federaciôn^ 
que dispone de todos los modos y sistemas de imposiciôn (articulo 
9 1.3), Trente a las provincias, que sôlo tienen competencia en re- 
lac'iôn con la "imposiciôn directa en los limites de la provincia, 
con vistas a obtener ingresos p^rû objetivos provinciales" (art. 
92.2).
También en Gran Bretana se ha elaborado un modelo teôrico 
de descentralizaciôn de cierto interes, pese al fracaso politico 
final (referendum*de 1 de marzo de 1979) del proceso de devolu- 
ciôn de poderes a Gales y Escocia. Sus caracteristicas esencia- 
1es son: el mantenimiento de la unidad econômica (reservando al 
Estado los mécanismes de ordenaciôn econômica mâs importantes); 
y la centralizaciôn de todos los ingresos en el Tesoro de la Coro 
na, realizândose una mera descentralizaciôn del gasto publico.
En cuanto al sistema de financiaciôn, uno de los problemas 
surgidos Tue el relative al petrôleo del Mar del Norte, existente 
Trente a las costas escocesas, cuyos ingresos podrian sufragar el 
gasto publico de dicha regiôn. Esta opciôn fue claramente recha- 
zaca en el libre bianco de 1975, como incompatible con el princi­
ple de solidaridad y de distribuciôn de los recursos nacionales 
segun las necesidades de cada territorio.
Por otro lado, el informe presentado por la Comisiôn Kil­
brandon al Parlamento, en 1973, examina con cierta atenciôn dis­
tintas consecuencias de la solidaridad, taies como la igualaciôn 
regional del desarrollo y del empleo, el equilibrio financière 
ante el Parlamento y las regiones, la igualdad de servicios e 
imposiciôn y la igualdad de condiciones econômicas. Como instru­
mente fundamental de la solidaridad se contempla la posibilidad 
de "subvenciones de equiparaciôn", junto a las subvenciones ge-
nerales y otras con un destine especifico. Dichas subvenciones, se 
gun el informe "constituinan una necesidad politica" ya que "nues 
tra tradicion de equidad exigiria que esas diferencias (en los ga£ 
tos) no viniesen impuestos a las regiones por sus disponibi1idades 
financières; solo deben ser reflejo de diferentes preferencias re 
g i ona1 es" (198).
c) La compensacion financiera (Finanzausgleich) en la Repu 
blica federal de Alemania y la elaboracion doctrinal del 
principio de lealtad federal (Bundestreue)
Probablemente sea Alemania el pais en que el principio de 
solidaridad ha sido objeto de un mayor desarrollo y de un trata- 
miento doctrinal mas amplio. Algunos de los problemas de la com­
pensaciôn financiera se abordan en la época de florecimiento de 
la ciencia financiera alemana, antes de la primera Guerra Mundial, 
aunque sin aislar estas cuestiones de otros problemas de la econo- 
nomia financiera (199). Quizâs la obra antigua de mayor importan- 
c i a sobre el tema sea la de Richard V. Kaufman (1906), junto con 
Ids de Albert Hensel, Georg von Schanz, Johannes Popitz y W. Ger- 
Joff (200). En los ultimos ahos se ha producido una abundante 1i- 
teratura sobre estos temas, en la que destaca el trabajo de Hans 
Pagenkopf (201), que contiene una de las exposciones mas recien- 
tes, con especial atenciôn a la evoluciôn histôrica de los diver­
ses mécanismes de compensaciôn.
Como ha expuesto detalladamente el profesor Ferreiro Lapat- 
za (202), la Ley Fundamental realzaba el poder de loj Lander, a 
los que correspondia el Impuesto sobre la Renta, el de Sociedades 
y los Impuestos générales sobre las ventas. Ello estaba propicia- 
do, posiblemente , como hansenalado Ferreiro y Palao, por los alia- 
dos a fin de di.versificar los riesgos que podrla comporter una con 
centraciôn de poder financière en el Estado federal (203).
No obstante esta esitructura inicial, a través de las refor­
mas de 1 955 y 1956 y la uHterior de 1969, aparecen los "impuestos 
compartidos", lo que producæ un importante traspaso de poder tri - 
butario al poder central, ia través de un complicado mécanisme de 
reparte recaudatorio del piroducto de loJ très tributes antes ci - 
tados, entre la Federaciôn y los Estados, que afecta no sôlo a 
la "soheranzra" financiera sino también a la gestiôn tributaria. 
Este sistena saple en cierito modo la necesidad de transferencias 
o subvene i ones de caracter igualitario: el producto de los impue^
tos compartidos se repartee entre la Federaciôn y las Haciendas 
territoriales al 50 por 10(0 en lo relativo al Impuesto sobre la 
Renta y al Impuesto de Sociiedades y en una proporciôn variable 
en le relativo al Impuesto sobre el Valor Ahadido, lo que se lle­
va a cabo nediante la aprolbaciôn de una ley federal (que requie­
re la aprobacion del Bundessrat -Câmara de representaciôn territo­
rial) y que, entre otros pr iinc ipios j ha de propiciar tanto la sufi­
ciencia cono la Igualaciôn de recursos, de suerte que actua como 
un "fordo de compensaciôn";; lo que de hecho se consigue mediante 
una serie de negoci ac i ones entre el Gobierno federal y el de los 
Lander. Este mécanisme de œompensaciôn vertical (vertikale Finan- 
zausgloich' se compléta corn un sistema de transf erencias de los 
I.ander ricos a los mâs pobrres (horizontaler Finanzausgleich) que 
ha side estudiado detenidanmente por Ferreiro. Se hace asi efectivo 
t?l mandate del art. 107.2 die la ley const i tucional de 1969 que mo 
difico et parte la Ley Funcüamental de 1949, segun el cual : "se ga 
rantizara por ley que la düstinta capacidad financiera de los Lan- 
dc'r se équil ibré adecuadamœnte. La mayor importancia atribuida al 
Bund por las reformas citacüas, ha ido acompahada de los esfuerzos 
doctrinales y jurisprudencüales, en torno al principio de la "Bun- 
destrcîue" o "Bundesfreundliiches Verhalten" que actua en una doble 
direcciôn: por un lado, parra obliger a los Lander a actuar positi- 
vamente sus conpetencias piropias y exclusivas en el caso de que 
tal actuaciôn sea necesarim para la buena gestiôn del conjunto f e
derai ; y por etro, limitando la discrecionalidad de los Lander en 
el «ejercicio de sus propi as competenc ias, imponiendoles la oblige­
ai on de actuaries sin lesionar el interés comun de la Federaciôn y 
sus demâs miembros (204).
En la Bundestreue pueden fund&rse deberes juridicos suple- 
mentairios, mâs alla de los deberes "formales" que son objeto de 
d i sposiciones constitucionales expresas (205). Los origenes de es­
ta (doctrine se remontan a la época de Bismark, el cual el 9 de 
julio) de 1879 déclara ante el Reichstag que la definiciôn consti­
tue ional de1 Imperio se encuentra en la introducciôn a la Conven- 
c i ôn de Federal (Bundesvertag) concluida por los gobiernos aliados, 
que hace referencia a una uniôn ilimitada en el tiempo (ewiger 
B u n d ) . La doctrina de la época, excesivamente apegada al positivi^ 
mo, encuentra dificultades para aceptar un principio como el de la 
“Bundestreue", con un alcance funcional y teleolôgico, y por tanto 
extrapositivo. Laband marca el contrapunto de la solidaridad al 
insistir en el derecho de cada Estado "a buscar exclusivamente su 
interes egoista y particular" (206).
Una visiôn mâs adecuada de esta problemâtica aparece en 
Smend , padré de la teoria de la integraciôn constitucional, que 
formula unû. obligaciôn de fidelidad a los acuerdos celebrados, 
ficrixada del deber de observar una actitud constructiva en las 
relaciones federales (Bundesfreundliche Vertragstreu) (207). Estas
ideas son désarroiladas por Anschutz y Triepel (208), no sôlo en 
la época que precede a la primera guerra mundial, sino también en 
la Republica de Weimar. La solidaridad se considéra como una nor­
ma juridica, que exige equilibrios y coherencia, y que juega un 
pape 1 fundamental en todo Estado federal. Dicho principio exige 
un comportamiento objetivo y no meramente una actitud subjetiva 
(buena fe), y no se concibe como un instrumento de nivelaciôn o 
de "obediencia ciega" en relaciôn con el nivel medio, como se ha 
pues to claramente de relieve en los problemas relatives a la corn 
pensaciôn financiera (209).
La importancia del Tribunal Constitucional para dotar de 
contenido y hacer efectivo este principio ha sido inmensa, ya que 
tiene una cierta discrecionalidad para decidir en que casos un 
Land esta obligado a ejercer una competencia (Handlungsermessen) 
y hasta que punto debe llegar (Ausübungsermessen). Dicha jurispru 
donc i a debe insertarse en el contexto mâs amplio de las senten­
cia s sobre el principio federal, del cual se afirma que genera 
tambien obligaciones para los Lander (Sentencia de 20 de febrero 
de 1952). El principio de la Bundestreue se ha invocado para ob­
tener los resultados mâs varios: asi, por ejemplo, para impedir 
consultas populares en un Land sobre politica de defensa (S. de 
30 de julio de 1958), para exigir aportaciones financieras a los 
Lander ricos en bénéficie de los menos desarrollados (S. de 18 
de febrero de 1952), o para prohibir a un Land dar a sus funcio- 
narios gratificaciones de Navidad sin tener en cuenta la situa- 
c i on de otros Estados que no podnan permitirse tal gasto (sen­
tencia del Tribunal de Karlsrutche de 10 de diciembre de 1953) 
(210). Ahora bien, la solidaridad, y en concrete las ayudas fi­
nancieras de la Federaciôn, no puede emplearse, como ha indicado 
el Tribunal Constitucional en una Sentencia de mayo de 1975, co­
mo "un instrumento de orientaciôn directa o indirecta para impo- 
ner a los Lânder fines de orden general del Bund".
d) Referencia a otros federalismos germânicos: Suiza y 
Austria.
En la literatura suiza, la problemâtica de la compensaciôn 
financiera cuenta con una cierta tradiciôn (211), y como ha ocurri_ 
do en practicamente todos los paises, la tendencia clara a la uni­
dad econômica se ha visto acentuada tras las reformas constitucio 
nales, fundamentalmente la de 1947. Las posibilidades de la Con- 
federaciôn llegan, en materia financiera, a la supresiôn de las
subvenciones federales a actividades o proyectos cantonales cuando 
es t os no se llevan a cabo. Aunque esta "coaccion financiera" care­
ce de apoyo constitucional explicito, se entiende que este es inné 
cesario, pues el cumplimiento de las actuaciones objeto de sub­
vene i on constituye una condiciôn implicita del otorgamiento de 
esta .
Sin embargo, en Suiza existe una amplia potestad tributaria 
de los Cantones, que provoca grandes disparidades en la presiôn 
fiscal, especialmente en relaciôn con las personas juridicas, rei- 
ter'adamente denunciadas (212). Tras algunas iniciativas, en 1976 
y 1 977, fracasadas, el 12 de junio de 1977 se introduj o un nuevo 
articulo 42 quinquies en la Constituciôn de 1874, que encomienda 
a hi Confederaciôn la armonizaciôn formai del régimen tributario, 
aunque persiten las diferencias de tipo impositivo.
fa confederaciôn esta asimismo obligada a la realizaciôn 
de una politica regional dirigida a equilibrar desigualdades eco 
nômicas régionales (art. 31 bis de la Constituciôn) y como com- 
plemento y garantie final de la solidaridad se establece un sis­
tema de compensaciôn financiera intercantonal/ confiado también a 
la Confederaciôn (art. 42 ter), que se lleva a cabo a través de 
très técnicas: las subvenciones federales (en las que ha de tener
se en cuenta la capacidad financiera de los cantones); los reem- 
bolsos a los Cantones (transferencias federales para cubrir el cos 
te de las actividades exigidas a estos por una ley federal); y 
la participaciôn en los ingresos federales (213).
La Constituciôn auatriaca de 1925 establece asimismo una 
estructura federal limitada, atribuyendo al Bund las competencias 
fundamentaies, pero no régula di rectamente la materia financiera, 
sinoque en su articulo 13 se remite a una ley federal constitucional 
(Finanzverfassungsgesetz), efectivamente dictada con fecha de 21 
de enero de 1948. Dicha ley se desarrolla, en materia de compen­
saciôn financiera, por una ley de duraciôn bianual (hasta 1953),
que para permitir la formulaciôn de planes econômicos a medio pla- 
zo ha pasado a tener, desde 1953 una duraciôn de seis ahos (214).
e) La solidaridad en la doctrina italiana; el carâcter acci_ 
dental de la solidaridad en la jurisprudencia de la Cor 
te Constitucional.
En el ordenamiento constitucional italiano -articulo 119 
de la Constituciôn de 1947- se recoge el principio de autonomia 
financiera regional en la forma y limites dispuestos por las le­
yes de la Republic!, lo que implica que sea el legislador esta- 
tal el que détermina las potestades financieras de las regiones 
La norma fundamental es la ley de 16 de mayo de 1970, num. 281, 
en la que se establecen, como recursos de las regiones, el tribu­
te, la deuda y el patrimonio. Prescindimos de las regiones de Es­
tât luto especial, que disponen -articulo 116 de la Constituciôn- 
de formas y condiciones particulares de autonomia, segun estatu­
tos especiales aprobados por leyes constitucionales (215).
Dado el papel que juegan las leyes del Estado, la idea de 
cooirdinaciôn y solidaridad estân présentes en todas las obras 
-la mâs reciente la de Mario Bertolissi (216)- dedicadas al tema. 
En (el âmbito tributario, aparté de los "tributos propios" (que 
no establecen las regiones, sino que solamente disponen de las 
sumcis recaudadas), la figura mâs importante es la de las parti- 
cipaciones en tributos del Estado -figura estudiada, entre noso- 
t ross, por José Lui s Muhoz del Castillo y Manuela Vega Herrera 
(217), -que se hac^ efectiva a través de fondos générales (fon­
de comun y fondo para la financiaciôn de los programas regiona- 
l('s de desarrollo) en cuya distribuciôn se tienen en cuenta cr^ 
terios que pretenden hacer efectiva la idea de solidaridad (po- 
blaciôn, superficie, porcentaje de emigraciôn, paro, carga per 
capita en el impuesto sobre la renta, etc., en el fondo comun;
y criterios similares, que deberia fijar el Comité interministe- 
rial para la programaciôn econômica, se hantenido en cuenta para 
distribuir el fondo para la financiaciôn de los programas regio­
nal es de desarrollo).
Pero la nociôn de solidaridad ha sido desarrollada en la 
doctrina italiana, con un alcance que en modo alguno puede limi- 
tarse al âmbito financiero, ya que el articulo 2 de la Constitu­
ciôn afirma que la Republica garantiza los derechos individuales 
del hombre... y exige el cumplimiento de los deberes inderogables 
de solidaridad politica, econômica y social (218). eA fundamento 
de los deberes constitucion&les (prestaciones tributarias, ser- 
vicio militar, deber de instrucciôn...) se encuentra en el orde­
namiento italiano, por tanto, en la solidaridad, y la doctrina 
-por ejemplo Lombardi- inicia el estudio de taies deberes con una 
descripciôn del concepto de solidaridad. Para el citado autor, 
la solidaridad poli-tica, econômica y social no son categorias ra 
dicairnente distintas, sino momentos de un mismo fenômeno, el de 
la solidaridad, que, en cuanto concepto juridico indeterminado, 
tiene un contenido que corresponde llenar al legislador en cada 
campo, econômico, politico y social. Se trata, con todo, de un 
principio fundament&l por su importancia, pues presupone la de- 
sigualdad y diversidad de las fuerzas politicas que forman la 
Constituciôn material -el ordenamiento •jtaliano es, para Lombar 
di, un ordenamiento "no homogéneo o antagonista", en el que cada 
fuerza social retiene sus fines como vâlidos y se enfrenta con 
las otras- para, en un momento posterior lograr la formaciôn de 
un consente, -una mediaciôn o homogeneizaciôn-, en torno a los 
principios bâsicos, sin el cual la vida politica se reduciria a 
una guerra hobbessiana de todos contra todos (219). En este sen­
tido, aunque con especial referencia al derecho de huelga, Villo- 
ne ha sostenido que la solidaridad alude a intereses metaindivi- 
duales, es decir, que se trata de una relaciôn entre categorias 
de personas, o sujetos colectivos, a los que se imputa el deber
de solidaridad y otros sujetos colectivos beneficiarios (220).
Sin embargo, para un amplio sector doctrinal, la generici- 
dad misma del concepto de solidaridad hace que parezca mâs un 
"dettato morale" que un principio juridico. Segun Lavagna, la 
c'orte Constitucional no ha distinguido la solidaridad politica 
de la econômica, considerando incluidas ambas en la social, ni 
ha profundizado en el concepto de solidaridad "porque estos prin 
cipios abstractos dicen muy poco hasta que no surge una necesi­
dad concreta de emplearlos" (221). En el mismo sentido, Pizzoru- 
sso SOSt i ene que la distinciôn entre los distintos aspectos de 
la solidaridad no es fâcil, y se pregunta incluso si dicha dis­
tinciôn es util o conveniente (222).
El caso es que la Corte Constitucional ha empleado el prin 
c-i p i o de solidaridad como un principio "accidentai", ya que nunca 
se ha acudido autômjticamente a este concepto, sino sôlo refirien 
do1o a otros preceptos constitucionales, como el articulo 38 (ga­
rantias asistenciales, que se basan en la solidaridad) (Sentencia 
n u m. 65 de 4 de julio de 1979), o el articulo 81 parrafo 4, que 
exige que las leyes que establezcan aumentos de gasto indiquer 
los medios para hacerles frente; en base a este ultimo precepto, 
la sentencia num. 92 de 8 de junio de 1981 declarô inconstitucio- 
nal el articulo 6 de la Ley de 9 de octubre de 1971 sobre resar- 
cimiento de los dahos de guarra a ex-combat lentes de las r'egiones 
o entes locales, atribuyendo los gastos a estos mismos entes. El 
principio de solidaridad sôlo se aplica, por tanto, si existe so- 
porte expreso en algûn precepto constitucional concreto.
f) Portugal, Francia y Bélgica
La Constituciôn portuguesa, en su articulo 227, afirma que 
"la autonomia regional tiende a la consolidaciôn de los lazos de
solidaridad entre todos los portugueses". La solidaridad no se pre 
ciica por tanto de los entes territoriales sino de los propios in- 
d i V i duos -los portugueses-, y se hace empleando una expresiôn ya 
utilizada por Duguit ("lien de solidarté"), qui en, como hemos visto, 
ha elaborado la construcciôn mâs acabada de la solidaridad en el 
Derecho publico (223). Para Duguit, la solidaridad o interdepen- 
dencia es un sentimiento arraigado en cualquier grupo social, que 
encuentra sus bases fâcticas en la comunidad de intereses y nece­
sidades que satisfacer (solidaridad mecânica) y en la division del 
trabajo (solidaridad orgânica). Pero es ademâs el fundamento del 
Derecho en general y de toda régla de derecho en particular, pues 
conforme a la solidaridad pueden imponerse abstenciones o compor 
l. am i en to 5 actives, verdaderas limitaciones de la autonomia priva 
da. Es imcluso una finalidad de la actividad de los gobernantes.
Pero en ambos casos -Constituciôn portuguesa y doctrina francesa- 
se trata de un principio que juega sobre todo en las relaciones 
interpersonales, y a nosotros nos interesa sobre todo el aspecto 
interterritorial de la solidaridad.
Ein el âmbito de los paises europeos nos resta por hacer 
una breve referencia al caso belga (224). La regionalizaciôn en 
Bélgica es una consecuencia de la revisiôn conJtitucional de 1970. 
Hasta dicho aho la regiôn era una circunscripciôn natural del te­
rritorio nacional, sin limites geogrâficos précises, sin ôrganos 
propior, ni competencias. El articulo 107 quater de la Constitu­
ciôn, introducido en 1970, prevé una politica regional, que se 
desarrolla en la ley 1 de agosto de 1974, segun la cual, las fun- 
ciones régionalizadoras se financian con una dotaciôn global que 
el Gobierno réserva cada aho en los Presupuestos para cubrir los 
gastos de la politica regional, y que se reparte en funciôn de 
la poblaciôn de cada regiôn, su superficie, y el rendimiento en 
cada regiôn del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas.
En la prâctica, la reforma constitucional aludida no resolviô los 
problemas estructurales belgas, y en 1977 se llevaron a cabo ne-
gociaciones politicas (acuerdo Agmont o Pacto Comunitario) comple- 
tados y precisados con el acuerdo Stuyvenberg, a principios de 
1978. En estos acuerdos se prevela que cada region contase, apar­
té de la suma global fijada en el Presupuesto, con ingresos no fis 
cales propios, cesiones o participaciones eventuales en la recau- 
dncion impositiva, ingresos propios y emprestitos. El problema 
regional, con todo, no puede considerarse satisfactoriamente re- 
suelto en Bélgica.
g) La solidaridad en el âmbito de las organizaciones inter 
nacionales de integraciôn; especial referencia a las Co 
munidades Europeas.
El papel de 1& Hacienda publica en las organizaciones in- 
ternncionales de integraciôn, y en concreto, en las Comunidades 
Europeas, ha sido reiteradamente puesto de manifiesto por la doc 
trina (225). Como ya sehalara hace tiempo el profesor Sainz de 
Rujanda, la unidad politica de Europa, o, al menos, la creaciôn 
de una autoridad politica supranacional, ha de procéder de la 
coordinaciôn econômica y fiscal que se desea (226).
En este sentido, hay que destacar el papel que juega el 
principio de solidaridad, como se hace en la resoluciôn del Par­
lamento europeo , de 14 de septiembre de 1983, relativa al conte­
nido del anteproyecto de Tratado que instituye la Uniôn Europea, 
en cuyo preâmbulo se afirma: "La Uniôn tendrâ por objeto ayudar
a su* pueblos a desarrollar la solidaridad que les une y a preser 
va r su personalidad histôrica, su dignidad y su libertad en el 
marco de leyes e instituciones comunes libremente aceptadas y en 
caminadas al progreso y la paz". Y en relaciôn con los recursos, 
se establece en la citada resoluciôn que "una ley orgânica intro 
duc i râ en el sistema financiero de la Uniôn una forma particular
de compensaciôn fiscal -referida tanto ci los ingresos como a los 
gastos- destinada a atenuar los desequilibrios excesivos del ni­
vel econômico entre las distintas regiones. Esta compensaciôn se 
efectuarâ a través de la Hacienda de la Uniôn, y con prioridad de 
su parte de gastos" (227). Normas muy similares se recogen en el 
preâmbulo y en el articulo 73 del Proyecto de Tratado que insti- 
Luye Ja Uniôn Europea (228).
Precisamente a los problemas que plantearia la compensa­
ciôn financiera en la Comunidad Europea se dedica el segundo de 
los gnexos del llamado "libro verde" sobre la futura financia­
ciôn de la Comunidad (229). Este documente se situa en la linea 
de la resoluciôn del Parlamento de 15 de noviembre de 1979 en la 
que se "estima que un sistema nuevo y duradero de compensaciôn 
financiera entre los Estados miembros en el marco de la Comunidad 
-bûsado en la nociôn de producto interior bruto por habitante y 
organizado en el marco del presupuesto comunitario- puede contri­
buir ëficazmente a sostener los esfuerzos de convergenei! reali- 
zados a través de las politicas comunes" (Resoluciôn Lange) (230); 
poco mâs tarde, en la resoluciôn Spinelli (1981), el Parlamento 
declaraba que debia acentuarse el papel redistributivo del ^resu 
puesto (231)
En este marco, la Comisiôn se refiere, en el citado libro 
verde, a la compensanciôn financiera, entendida como "un proceso 
sistemâtico de transferencias financieras orientadas alequilibrio 
de la capacidad presupuestaria o de los resultados econômicos de 
diferentes niveles de gobierno en un sistema federal". El objeti­
vo de este equilibrio séria hacer posible que los Estados pres- 
ten a los ciudadanos servicios publicos uniformes con una presiôn 
fiscal también uniforme. La Comisiôn analiza los sistemas de com­
pensaciôn practicados en los Estados europeos, sobre todo Suiza 
y Alemania, y extrae las correspondientes consecuencias para la 
Comunidad. Un sistema horizontal semejante al alemân (compensaciôn 
entre los Lander) no constituye un modelo apropiado debido a las
peculiares circunstancias postbélicas en que se ha desarrollado y 
al hecho de que funciona fuera del Presupuesto federal. Mâs prome- 
tedor parece el sistema vertical (compensacion efectuada a través 
del poder presupuestario central), pero habria de cumpli r ciertos 
requisites previos :
- I-a Cormunidad debe disponer de los medios necesarios para 
e f t'c t. ua r’ pagos de compensaciôn, cosa que no ocurre en la actual i- 
dad ya que su presupuesto, contrarlamente a lo que ocurre en los 
Estados federales, es inferior al de sus miembros.
- Habria que establecer un objetivo politico general y un 
método objetivo para calcular la cuantia de los pagos a realizar.
- Séria necesaria una vigilancia eficaz del grado de cum­
plimiento de dicho objetivo politico.
En la Comunidad ya existen précédantes de un sistema de 
compensaciôn como los fondos estructurales (sobre todo los Fondos 
regional y social). Naturalmente séria posible profundizar en es­
ta linea, introduciendo en el presupuesto un sistema de transfe- 
renc ias de alcance mâs amplio, que no tendna por qué llegar a ser 
un sistema de compensaciôn presupuestaria compléta, tal como se 
practica en los Estados federales, en los que existe ya una mayor 
1 radieiôn y homogeneidad entre sus territories.
2.- Formulaciôn del principio de solidaridad en el ordenamiento
constitucional espahol.
La especificidad del caso espahol radica en la amplia re­
cepciôn positiva que ha tenido el principio de solidaridad, que 
en otros paises es, fundamentalmente, una creaciôn doctrinal y 
jurisprudencial. Algunos autores -A. Lôpez Nieto y F. Fernandez 
Rodriguez (232)- han apuntado ademâs en base a criterios econômi­
cos, la i nnovac i ôn a escala mundial que supone la Constituciôn 
espanola, en la que la solidaridad pretende la correcciôn de los 
desequilibrios interterritoriales, fundamentalmente a través de 
la inversiôn (arts. 138.1 y 158.2), frente a lo que ocurre en los 
sistemas extranjeros, en los que se pretende aproximar la capaci­
dad fiscal de los entes territoriales, o equiparar los indices de 
prestaciôn en los servicios publicos, es decir, equilibrar en ci- 
frar per capita territorialuna amplia pCrciôn de los gastos, so­
bre todo los gastos corrientes. Pero entendemos que este obje­
tivo de equiparaciôn fiscal también estâ présente en el ordena­
miento espahol - en la participaciôn en ingresos del Estado y en 
las asignaciones ex articulo 158.1 de la Constituciôn-, y que por 
otra parte, como ha sehalado el profesor Palao, son principalmen- 
te fundamentos etico^juridicos, y no econômicos, los que exigen 
las medidas compensatorias que se expresan a través de la solida- 
r i dad (233) .
Nos referiremos, por tanto, a los distintos aspectos de la 
solidaridad que aparecen reflejados en la Constituciôn, a sus re­
laciones con otros principios constitucionales, y a su aplicaciôn 
jurisprudencial.
a) La recepciôn del principio de solidaridad en la Constitu 
ciôn y los Estatutos de Autonomia; la solidaridad interper 
sonal , intersectorial e interterritorial; su posible re­
conducciôn a otros principios; el contenido minimo de la 
solidaridad interterritorial y la necesidad de generali­
zar este principio a toda la Hacienda publica.
La Constituciôn se refiere al principio de solidaridad en 
el ar'ticulo 2, para apoyar en él la garantia de unidad de la na­
ciôn espanola y el buen funcionamiento del sistema de autonomias 
de las nacionalidades y regiones; en el articulo 138 para constituir 
al Est ado en garante de la realizaciôn efectiva de dicho principle^ 
velando por el establecimiento de un equilibrio econômico adecua- 
do y juste entre las diversas partes del territorio espahol y a- 
tendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular; 
en el articulo 156, como limite de la autonomia financiera de las 
Comunidades Autônomas; en el articulo 158, en fin, como criterio 
.j us t i t i f icat i vo de la existencia y ulterior reparto del Fondo de 
compensaciôn interterritorial; y existen otras referencias a con- 
secuencias mâs o menos inmediatas de dicho principio a las que 
mâs ade1ante haremos alusiôn.
Los Estatutos de Autonomia también han inspirado algunas 
de sus previsiones en dicho principio. Asi, por ejemplo, el cata- 
lân lo acoge en su propio preâmbulo elevândolo al rango de "ga­
rantia de la autentica unidad de todos los pueblos de Espaha" y, 
en algûn precepto, llega a darle un contenido concreto -por ejem­
plo, en el articulo 45.1 c) en el que se establece que una de las 
bases para negociar la participaciôn de la generalidad en los im­
puestos estatales serâ "el principio de solidaridad interterrito­
rial a que se refiere la Constituciôn, que se aplicarâ en funciôn 
de la relaciôn inversa de la renta real por habitante en Cataluha 
respecto a la del resto de Espaha"-; y el Estatuto vasco eleva la 
solidaridad a uno de los principios rectores de la organi zaciôn 
y funcionamiento del régimen de concierto (234).
En todos estos preceptos no existe una ûnica acepciôn de 
la solidaridad, si no es remontândonos a un concepto muy abstrac- 
to, sino que existen très âmbitos distintos de solidaridad: Soli­
daridad interpersonal, solidaridad interterritorial, y solidaridad
intersectorial.
- A la solidaridad interpersonal se refieren los articules
45.2 ("los poderes publicos velarân por la utilizacion racional 
de todos los recursos naturales con el fin de protéger y mejorar 
la cali Cad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, 
apoyândose en la indispensable solidaridad colectiva") y 156.1 
(que limita la autonomia financiera en base a los principios de 
coordinaciôn con la Hacienda estatal y de "solidaridad entre to­
dos los espaholes"). Aqui el 'Vinculo de solidaridad, como ocu­
rre en la Constituciôn portuguesa, se refiere a los individuos.
- A la solidaridad interterritorial se refieren los arti­
cules 2 (solidaridad entre nacionalidades y regiones); 138 (que
se remite al articulo 2 y dota de contenido a la solidaridad inter 
territorial al determinar que esta persigue un equilibrio econô­
mico aiecuado y justo entre las diversas partes del territorio 
espahol); y 158.2 (que se refiere al Fondo de Compensaciôn, cuya 
finalidad es corregir desequilibrios econômicos interterritoria­
les y hacer efectivo el principio de solidaridad). El hecho de 
que la relaciôn de solidaridad se predique entre "nacionalidades 
y regiones" o entre "partes del territorio" hace clara referen­
cia a Las Comunidades Autônomas, pues esos sujetos politicos e 
histôrlcos llamados nacionalidades, regiones o territories se ar 
ticulan para accéder a la autonomia en esas Corporaciones territo­
riales dotadas de personalidad juridica denominadas Comunidades 
Autônonas (235).
- Por ultimo, cabria hablar también de solidaridad inter­
sectorial, que aparece implicitamente recogida en los articules
40.1 (distribuciôn de la renta y fines de politica econômica) y 
131 ( planificaciôn), aunque la Constituciôn no emplea en ninguna
ocasion el término solidaridad con este alcance.
Evidentemente todas estas manifestaciones de la solidaridad 
se remcntan a una nocion comun, aunque excesivamente vaga e impre- 
cisa, que podria formularse en base a las ideas de igualdad y un_i 
dad, que como ha sehalado Palao Taboada son las dos raices del 
prinripio de solidaridad (236). Especialmente intensa résulta la 
i n I er-con exion existenten entre la solidaridad interpersonal e in­
to rte rri torial , hasta tal punto que, con referencia al ambito fi£ 
cal, J.L. de Juan y Penalosa ha entendido que esta segunda faceta 
os una forma de realizacion de la primera o, si se prefiere, que 
la solidaridad interterritorial es una vertiente m^s amplia en 
la que se inserta la solidaridad interpersonal (237). Dicha cone- 
X i on se expresa en el articulo 139.1 de la Constitucion, segun 
el cual "todos los espaholes tienen los mismos derechos y obliga- 
ciones en cualquier parte del territorio del Estado”.
sin embargo, entendemos que es util mantener la distincion 
entre los tres aspectos antes citados de la solidaridad, y exami- 
nar en que medida cada uno de ellos es reconducible a otro u otros 
pr'incipios cons t i tuc ionales . Asi , el principle de solidaridad in­
tersectorial -que no se recoge, como hemos visto, autonomamente 
en la Constitucion- vendria a quedar integrado en los principles 
que inspiran la politica economica y la planificacion, sin que 
pueda construirse autonomamente fuera de este ambito. Per otra 
parte, la solidaridad interpersonal podria reconducirse al prin­
ciple de igualdad recogido en los articules 14 y 139.1 de la Cons 
tituclôn, preceptos analizados por el Tribunal Constitucional en 
la Sentencia de 16 de noviembre de 1981, y que, como ha senalado 
el profesor J. Martin Queralt en comentario a dicha Sentencia 
(238), no prohiben toda discriminaciôn, sine solo tiquella que re 
suite injustificada en funciôn de las circunstancias que concu- 
rren en cada supuesto concrete. Para asegurar la efectividad de 
Ta solidaridad interpersonal el Estado se réserva como competen­
ce i a exclusive "la regulaciôn de las condiciones bâsicas que ga-
ranticen la igualdad de todos los espaholes en el ejercicio de 
las derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales 
(art. 149.1.1). En este sentido puede decirse que la solidaridad 
interpersonal cumple un papel similar al que dicha nocion juega 
en la Constitucion italiana, en cuanto fundamento de los derechos 
y deb-eres constitucionales. En particular, en relacion con el de- 
be r d<e contribuir, la solidaridad jugaria como exigencia y funda­
mento de un sistema tributario justo, inspirado en el criteria de 
capacidad contributiva (art. 31.1 de la Constitucion). Como afir- 
ma D:. Simon Acosta "el principle de solidaridad se traduce, en el 
caimpo tributario, en la plena vigencia del principle de capacidad 
cent r iibu t i va" (239).
Por tanto, tampoco la solidaridad interpersonal puede cons 
t rui r%e como un criterio material autonome de justicia, ya que se 
identiifica con los principles de igualdad y capacidad contributi­
va V en definitiva con la interdiccion de discriminaciones arbi- 
traria^s. Cosa distinta ocurre, a nuestro juicio, con la solidari­
dad in^terterritorial, que como sehala J. Martin Queralt supone la 
incorpporacion al ambito de los principles materiales de justicia 
financ:iera de un nuevo principle de orden superior, que deberâ 
establecer los paramétrés rectores de la actividad financiera de 
las Comunidades Autonomas, su coordinacion con la Hacienda esta- 
tal y las Haciendas locales y entre ellas mismas (240).
Podria pensarse que la solidaridad interterritorial es 
subsum ible en el principle general de justicia del gasto publico, 
entendido por el articulo 31.2 de nuestra Constitucion como la 
realizc'acion de una asignacion equitativa de los recursos publi- 
cos , y en efecto, como ha destacado M.T. Soler Roch (241), en al- 
gun a d(e sus manifestaciones concrete», como principle que ordena 
la disttribucion del Fonde de Compensaciôn Interterritorial, por 
ejemplo, la solidaridad viene necesariamente referida a un crite­
rio de reparte desigual, que favorece a unos territories respecte 
de otros y que permite asi cumplir el objetivo de nivelacion que
la Constitucion le asigna. Precisamente esa funciôn niveladora, de 
correcciôn de las desigualdades -sobre todo en las necesidades pû- 
blicas bâsicas- es lo que da contenido al principle de justicia ma 
terial del gasto, como han entendido Rodriguez Bereijo y Bayona de 
Perogordo, entre otros (242).
S in embargo, si bien es cierto que la solidaridad interte­
rri lor lai, en alguna de sus manifestaciones, es reducible al arti­
cule 31,2 de la Constitucion, no cabe en absolute subsumirla por 
complete en dicho precepto, ya que, por un lado, la nivelacion 
intcrterritorial es solo uno, entre varies, de los criterios de 
justicia en el gasto, y por otro lado, la solidaridad también se 
manifiesta en la vertiente de los ingresos, como por ejemplo, en 
la fijaciôn del porcentaje de participaciôn de las Comunidades 
Autônomas en los ingresos del Estado. Résulta, por tanto, posi- 
ble y conveniente el anâlisis autonome de la solidaridad inter­
territorial, para explicitar el contenido de este criterio de ju^ 
ticia tanto en la vertiente de los gastos como de los ingresos 
publicos. S in perjuicio de la intima conexiôn entre solidaridad e 
igualdad, preferimos reservar esta ultima expresiôn para las re- 
laciones interpersonales ^ circunscribir la solidaridad a las re- 
laciones interterritoriales, pues dicho aspecto interterritorial 
es la dimension bâsica de este principio en la Constitucion, co
mo ha puesto de relieve A. Perez Moreno (243), y en este sentido
se recoge en la L.O.F.C.A. en su articulo 2.1 c). Para J. Lina­
res y Martin de Rosales, no puede hablarse con propiedad de soli­
daridad interterritorial o interregional, ya que al configurarse 
el F.C.I. como carga general del Estado (art. 16 de la L.O.F.C:A) 
résulta que las regiones nada aportan directamente a dicho fondo
(244). Pero la Constitucion guarda silencio sobre el medio de do 
taciôn del Fondo, y ademâs el caracter interterritorial de dicho 
mecanismo de financiacion puede venir dado no solo por su dota- 
c i on sino también, y sobre todo, por su destino, al margen del 
caracter interterritorial de otros mecanismos aplicativos de la 
so]i daridad.
Cihendonos, pues, a la solidaridad en su dimension interte­
rritorial cabe distinguir, a su vez, como hace A. Perez Moreno
(245):
- Solidaridad de las regiones con el Estado, desde la pers 
pectiva del respeto y lealtad al Estado unitario
- Solidaridad interregional, que situa a las regiones en 
una relacion directa o reciproca.
- Solidaridad intrarregional
De estas tres vertientes de la solidaridad interterrito­
rial la Constitucion se refiere fundamentalmente a la segunda -so 
lidaridad "entre nacionalidades y regiones" (art. 2); "equilibria 
... entre las diversas partes del territorio espahol" (art. 138.1) 
etc.- es decir, a la solidaridad o nivelacion entre Comunidades 
Autônomas. La solidaridad intraregional queda abandonada en el 
art. 2.2 de la L.O.F C.A. a la actividad autonomica, lo que puede 
provocar problemas en las Comunidades mas pobres. La solidaridad 
entre Estado y Comunidades Autônomas, en cambio, puede sobreen- 
tenderse en la Constituciôn, porque en otro caso llegariamos al 
absurdo de que el todo no pudiera exigir la solidaridad de las 
partes, rompiendo la lôgica intrinseca de la nociôn. Ademâs, po- 
niendo en relaciôn el articulo 2 con el articulo 156 de la Cons­
ti tuciôn, vemos que la solidaridad es un limite de la autonomia 
financiera de las Comunidades Autônomas, y hay que entender que 
solo el Estado puede exigir el cumplimiento de ese limite (246), 
como corrobora el articulo 138 de la Constituciôn, al atribuir 
al Estado el papel de garante de la solidaridad.
La solidaridad entre las Comunidades Autônomas, y la soli­
daridad de estas con el Estado, inspiran,respectivamente/los me­
canismos de compensaciôn financiera y los mecanismos de coordina 
c i on que, como veremos, son los dos aspectos bâsicos de la solida 
ridad en su proyecciôn financiera, a los que nos referiremos en 
los capitules III y IV de este trabajo. La compensaciôn intrarre
gional queda confiada, como dijimos, a las Comunidades Autonomas, 
aunque desde luttgo nada impide que el Estado intervenga tambien en
est e âmb i t o .
Para concluir con el anâlisis de las previsiones constitu- 
cionales sobre la solidaridad, hay que poner de relieve que, segun 
un cierto sector doctrinal, 1& Constitucion fija de forma concre- 
ta el contenido minimo de dicho principio en alguna de sus mani­
festaciones. Segun A. Lopez Nieto y F. Fernandez Rodriguez, la so 
lidaridad cuya materializacion efectiva esta garantizada por el 
Estado es la solidaridad interterritorial, econômica, cehida a la 
i n\ ersion publica, que persigue la reducciôn y ulterior correc- 
c i on de los desequi 1 ibri os econômicos interterritoriales,y que se canaliza 
a t rave s del l'ondo de Compensaciôn. Segun estos autores, la Constitu­
ciôn no prohibe otras manifestaciones de la solidaridad, pero tam 
poco 1 garant i za (247). Ef ect i vamente , en el Derecho comparado 
existen ejemplos, como la G.G. alemana, en que se establecen ayu 
das financieras (FinanzhiIfen) del Bund a los Lender para inver- 
siones de especial importancia que sean necesarias para contra- 
rrestar una alteraciôn del equilibria econômico general (gesamt
wi rtschaf tlichen Gleichgewichts ) , pero en ningün caso el peçxsl de 
la solidaridad queda reducido a este contenido minimo. Del articu 
lo 158.2 de la Constituciôn, segun el cual el F.C.I. tiene como 
finalidad "hacer efectivo el principio de solidaridad" -menciôn 
esta, por cierto, que no figuraba ni en el anteproyecto ni en el 
Informe de la ponencia, siendo posteriormente incluida en el Die 
t amen de lù. Comisiôn consti tucional- no puede deducirse, en modo 
alguno, que la solidaridad se reduzca ûl citado fondo. Antes bien 
como ha sehalado Garcia Ahoveros "el Fondo de Compensaciôn no ser 
virâ absolutamente para nada si no se enfoca toda la Hacienda del 
Estado con criterio compensador... se trata de que el conjunto de 
la Hacienda esté pensado de tal manera que los criterios compen- 
sadores sean operatives y sean continuamente operatives y correg^ 
dos en funciôn de las modificaciônes de la situaciôn econômica de
las distintas regiones" (248). Desde este punto de vista cabe 
notar que la propia Constitucion recoge algunas consecuencias de 
la solidaridad, aparte del F.C.I.: la ausencia de privilégias 
(art. 138.2); la libertad de cireulacion y estftblecimiento de las 
personas y la libre cireulacion de bienes (art. 139.2), lo que 
se compléta con la prohibicion expresa de barreras tributaries 
(art. 157.2); la coordinacion con la Hacienda del Estado (art.
15 6); etc.
b) La solidaridad y otros principios constitucionales: re- 
solucion de posibles conflictos; solidaridad y suficien 
cia; solidaridad y buena fe
De lo dicho résulta que la solidaridad aparece consagrada 
en la Constitucion fundamentalmente en el ambito de las relacio- 
nes de las Comunidades Autônomas entre si, e indirectamente en 
un piano vertical - Estado Comunidades Autônomas- en cuanto que 
til prlmero corresponde velar por la efectiva aplicaciôn de dicho 
principio. En este sentido, otros principios conXtitucionales, 
como los de igualdad, unidad, capacidad contributiva o equidad en 
el gasto, resultan complementarios de la solidaridad en la medida 
en que expresan también criterios materiales de justicia, aunque 
con referencia fundamentalmente al ambito interpersonal e inter­
sectorial. Si reservamos, siguiendo la terminologia constitucio- 
nal, la expresiôn "solidaridad" para las relaciones entre Comuni­
dades Autônomas, y entre éstas y el Estado como gar&nte de^soli- 
daridad, el posible conflicto que pudiere surgir con otros prin­
cipios recogidoX en la Constituciôn -como los de eficiencia y e- 
conomia (art. 31.2)- deben resolverse en favor de la solidaridad, 
ya que la eficiencia y economia, como sehala Isensee, ocupan una 
posicion subordinada a los principios que encarnan el valor jus- 
licia, pues se trata de tecnicas auxiliares técnico-administrat_i
V s ( 249 ) .
En cuanto a las relaciones de las solidaridad cpn otros 
principios constitucionales, conviene hacer una breve referencia 
a 1 os pr i ne ip i os de autonomia y suficiencia, por un lado, y de
buena fe, por otro.
I.os primeros, como ya hemos visto, se conjugan con el de 
unidat precisamente en la idea de solidaridad, que presupone la 
autoncmia y suficiencia de las Haciendas territoriales. Pero, a- 
demâs, hay que tenier en cuenta que la dutonomia y suficiencia se 
predican fundamentalmente de las Comunidades Autônomas frente al 
Estadc, mi entras que la solidaridad, partiendo del respeto del 
âmbitc de autonomia de dichas Comunidades, vincula a éstas entre 
SI y con el Estado con vistas a la consecuciôn de un equilibrio 
econôrrico interterritorial y de la consecuciôn efectiva de los 
objetivos de la ûctividad financiera. Hay que poner de relieve 
desdeeste ângulo, que la solidaridad e%ige un comportamiento 
objetiv’o que satis faga esos idéales de justicia, por lo que, como 
ha seralado el Trilbunal Constitucional Federal alemân, es conce- 
vible ma violaciôn de las exigencias de la solidaridad (Bundes- 
treue) aun actuando sin malicia, sin voluntad de burlar dicho prin 
cipio 2 incluso de buena fe (250). En ello precisamente se dife- 
rencia la solidaridad, que exige objetivamente un resultado deter 
minado, del principio de buena fe, estudiado en Derecho pûbli^ 
co por Gonzalez Pérez, entre otros, que parece referirse mas bien 
a exigîncias de tipo subjetivo.
c) El principio de solidaridad en la jurisprudencia : ca­
racter "accidentai" de dicho principio.
El papel que la jurisprudencia puede jugar en la determi- 
naciôndel contenido del principio de solidaridad es muy amplio, 
o al mmos lo ha side en el Derecho comparado, fundamentalmente
en Estados Unidos y Alemania. Sin embargo, nuestro Tribunal Cons­
titucional no ha utilizado con frecuencia el principio de solida­
ridad, y cuando lo ha hecho ha sido con un caracter meramente 
accidentai o accesorio, sin fundar en dicho principio ninguna con 
elusion concreta.
Asi por ejemplo, en la Sentencia de 14 de julio de 1981, 
en la que se afirma el caracter limitado de la autonomia, que se 
reconoce en el articulo 137 de la Constituciôn a los Entes terri­
toriales para la "gestion de sus respectives intereses", se alu- 
de a la solidaridad, pero de una forma puramente retôrica sin ex- 
traer de ello ninguna conclusiôn précisa : "el derecho a la auto­
nomia de las nacionalidades y regiones, que lleva como corolario 
la solidaridad entre todas ellas, se da sobre la base de la uni­
dad nac i onal". El Tribunal, en definitiva, se limita a reprodu- 
cir en los fundamentos juridicos de esta sentencia la formula re- 
cogida en el articulo 2 de la Constituciôn (251).
En otras ocasiones, el Tribunal parece dudar de la conve- 
niencia del recurso al principio de solidaridad. En efecto, el 
Gobierno impugna una Ley 12/1981 de 24 de diciembre, de la Genera 
lidad de Cataluna, por la que se establecen normas adicionales 
de protecciôn de los espacios de interés natural afectados por 
actividades extractivas, en base a dos tipos de fundamentos: la
posible vulneraciôn del principio de solidaridad (arts. 2 y 138) 
y la falta de competencia de Cataluna (art. 149.1.23 y 149.1.25 
de la Constituciôn; arts. 10.5 y 10.6 del Estatuto Catalan). El 
Tribunal Constitucional (S. 64/1982 de 4 de noviembre) entiende 
que "quizâ mas que la innovaciôn genérica de este principio y de 
los citados articules 2 y 138 de la Constituciôn, cuya importan­
cia por otra parte no puede ponerse en duda, conviene fijar la 
atenciôn en el hecho de que, con arreglo al articulo 128.1 de la 
misma, toda la riqueza del pais en sus distintas formas y fuese 
cual fuese su titularidad esta subordinada al interés general" 
(252). Del razonamiento del Tribunal podemos extraer dos conclu
siones: una cierta reticencia al empleo del principio de solidari­
dad, quiza por su caracter genérico; y, en consecuencia,la consi- 
deraciôn de dicho principio como accidentai o accesorio respecto 
a otros preceptos constitucionales en que el Tribunal entiende que
debe apoyarse.
Lo mismo ocurre en la S.T.C. de 4 de mayo de 1982 (253), en 
la que incidentalmente se plantea la constitucionalidad del art.
5.2 del R.D. 1040/1981 de 22 de mayo sobre Registre y Deposito de 
('onvenios Colectivos de Trabajo. En dicho precepto se impone a las 
autoridades laborales de las Comunidades Autônomas la obligaciôn 
de enviar tres ejemplares del Boletin Oficial de la Comunidad en 
q u e  aparezcan publicados los textes de estos Convenios y sus adhe- 
siones. En su fundamento juridico 14, el Tribunal afirma que la 
obligaciôn de remitir los Boletines oficiales se explica "como un 
deber de colaboraciôn dimanante del general deber de auxilio reci- 
proco entre autoridades estatales y autônomas. Este deber que no 
es menester justificar en preceptos concretes se encuentra impli­
cite en la propia esencia de la forma de organizaciôn territorial 
del Estado que se implqnta en la Constituciôn aunque no es ocioso 
recordar que el principio de coordinaciôn, en relaciôn con las Co­
munidades Autônomas, se eleva por la norma fundamental a la consi- 
deraciôn de uno de los principios de actuaciôn (arts. 103.1 y 152)". 
Fr. J. Garcia Roca, comentando esta sentencia, entiende que ese de 
ber de colaboraciôn o auxilio, que el Tribunal dériva de la propia 
esencia de la forma de organizaciôn .territorial,alude al principio de soli_ 
daridad, aunque en la Sentencia no se cite. Para este autor, ya que 
este deber de solidaridad "no es menester justificarlo en precep­
tos concrètes", bastaria referencia genérica a los articules 
2 y 138, aunque el Tribunal parece derivarlo del principio de coor 
dinaciôn que el articulo 103.1 proclama. El problema fundamental 
es ver si estâmes ante un principio esencial o ante un mere prin­
cipio accesorio, es decir, si por el mere juego de la solidaridad 
se puedeiT imponer determinados conductas o abstenciones, o es menes
ter legitimar ademâs estas actuaciones en otros preceptos. Para 
Garcia Roca, la solidaridad es solo un principio accesorio,—lo mi£ 
mo que, como hemos visto^ ocurre en la jurisprudencia italianar que 
tan solo modéra o complements los derechos y deberes esenciales, 
aunque «estes deberes adicionales no esten recogidos en la Constitu 
c i on (254) . Esta afirmacion se justifies en que estamos ante un 
concepto juridico indeterminado que por su rango constitucional 
solo el legislador puede rellenar de contenido. No obstante, co­
rresponde al Tribunal Constitucional interrelacionar este princi­
pio de solidaridad con los derechos y deberes que puedan entender- 
se como manifestaciôn del mismo y explicar esta nocion constitu- 
yendo un cierto "corpus" teôrico.
El caracter accesorio o accidentai que el principio de sol^ 
daridad juega en las Sentencias citadas, tambien aparece en mate­
ria financiera. Asi , en la Sentencia de 27 de julio de 1982 (255),, 
en la que se plantea la posible inconstitucionalidad de la facul- 
tad de desafectar y disponer de los bienes transferidos que a fa­
vor de la Generalidad résulta del articulo 7.3 y concordantes de 
la Ley de 7 de diciembre de 1981 de Patrimonio de la Generalidad 
de Cataluna, el Tribunal acude al articulo 149.1.18 que réserva al 
Estado la competencia exclusiva para establecer las bases del re­
gimen juridico de las Administraciones publicas, y por tanto, del 
patrimonio. Sin embargo, el Abogado del Estado habita alegado ex- 
presamente que "la facultad de desafectar y disponer de los bienes 
transferidos que a favor de la Generalidad résulta del articulo 7.3 
y concordantes de la ley recurrida constituye una forma de financia 
c i on adicional de las Comunidades Autônomas a expensas del Estado 
no t ipi f icada ni en la Constituciôn ni en la L.O.F.C.A. ni en los 
Estatutos, y, ademâs, de consecuencias totalmente errâticas, desi_ 
gliales y arbitrarias, ya que dependerian de la politica de desafec 
taciôn relacionada con el volumen de bienes transferidos en for­
ma que se lesionaria el principio de solidaridad, con lo que resu^ 
tarian vTulnérados los articulos 2,138 y 158 de la Carta fundamental.
los articulos 2 a) y c) y 5.1 de la L.O.F.C.A. y la Disposiciôn 
transitoria tercera, 1, del Estatuto de Cataluna". En efecto, el 
principio de solidaridad supone, como veremos, la exclusion de for 
mas de financiacion no tipificadas en los textos légales -la deno- 
minada "compensaciôn financiera oculta"- por lo que hubiera sido 
innecesario acudir al articulo 149.1.18, como hace el Tribunal, 
pudiendo extraerse las mismas consecuencias de la propia nociôn de 
solidaridad.
Cabe, por tanto, afirmar el caracter accesorio o accidentai 
del principio de solidaridad en la jurisprudencia del Tribunal 
Const itucional , que parece rehusar fundamentar sus decisiones ex- 
clusivamente en dicho principio, buscando en consecuencia apoyo 
en otros preceptos o principios constitucionales, -taies como el 
principio de un i<iaj y j W c a  del Estado (S.T.C. de 30 de noviem
bre de 1982); el principio de igualdad; la libre circulaciôn; el 
principio de coordinaciôn; la unidad de mercado; etc.-, o bien en 
las normas constitucionales y estatülarias de distribuciôn de com- 
petencias entre el Estado y las Comunidades Autônomas (S.S. de 28 
de junio y 15 de noviembre de 1983).
La misma tendencia se observa en los Tribunales ordinarios 
\' los Tribunales econômico-administrativos. Asi, por ejemplo, en 
la S.T.S. de 28 de septiembre de 1983 se acude al principio de 
igualdad para llegar a una consecuencia (rechazo de indennizacio- 
nes a los funcionarios de una Corporaciôn Local superiores a la es 
tablecida para los funcionarios del Estado) que en la jurispruden 
cia alemana se ha fundado en la "Bundestreue". Y el T.E.A.C., en 
el Acuerdo de 6 de marzo de 1984 por el que se déclara el derecho 
de la Corporaciôn Local reclamante a ser compensada en base a la 
disminuciôn de sus ingresos como consecuencia de la entrada en vi­
gor de las nuevas tarifas de la Licencia Fiscal de Actividades Co- 
merciales e Industriales, se basa en el principio de solidaridad 
que informa toda "compensaciôn que se satisface con cargo a fondos 
de eminente naturaleza redistributiva, como son los ingresos pro­
cèdent es del Fondo Nacional de Cooperaciôn Municipal", pero no
utiliza este principio autonomamente sino reforzado por el de 
igualdad (arts. l;9.2* y 14 de la Constitucion)
En definitiva, si bien la jurisprudencia afirma la trascen- 
dental importancia del principio de solidaridad, sin embargo tien- 
de a buscar algûn precepto concreto en que fundamentar la soluciôn 
a cada caso concreto, rehuyendo la aplicaciôn directa del mencio- 
nado principio como fundamento autônomo. Quizâs ello se deba al 
caracter genérico de la solidaridad, en cuanto concepto juridico 
indeterminado, por lo que conviene analizar el concepto, conteni­
do y valor juridico de dicho principio.
3.- Concepto, contenido y valor juridico de la solidaridad en su
proyecciôn financiera.
a) Concepto amplio y estricto de la solidaridad en su pro­
yecciôn financiera.
Como hemos sehalado en el epigrafe precedente, en la Cons­
tituciôn espahola el âmbito en que el principio de solidaridad re 
sulta técnicamente aplicable, en cuanto principio material autô­
nomo, es el de las relaciones interterritoriales, de las Comuni­
dades Autônomas entre si y de estas con el Estado. Pero una vez 
delimitado el âmbito en que la solidaridad opera técnicamente, re 
sulta dificil hacer mâs precisiones sobre su concepto, ya que no 
se refiere a un supuesto de hecho concreto y a un efecto juridico 
preciso. sino que, como ha puesto de relieve la doctrina alemana, 
se trata de una clâsula general (Generalklausel) que exige tener 
en cuenta el interés comun (256). La nociôn de solidaridad, afir­
ma De Juan (257) , es "mâs fâcil de intuir que de définir", ya que 
tiene una pluralidad de significados posibles. La lectura de los 
Diaries de Ses i ones, centrado el debate parlamentario sobre el ar­
ticule 2 en el polémico concepto de "nacionalidad'l no arroja mucha 
luz sebre lo que debe entenderse por solidaridad. Tampoco las 
opertunidades en que el Tribunal Constitucional incidentalmente 
ha manejado este principio, permiten por si solas, una nociôn su­
ficien temen te delimitada (Sentencias de 14 de julio de 1981; 4 
de mayo , 27 de julio y 4 de noviembre de 1982).
En cuanto a la doctrina, A. Ferez Moreno sehala que el con 
cepto de solidaridad es dificil de precisar dado su caracter rela­
tive e hiistôrico; su enunciaciôn en norma constitucional "lo situa 
como concepto juridico indeterminado necesitado de integraciôn, es 
pecificaciôn y concreciôn. Sin embargo, es posible extraer algu­
nas nota p aproximativas que alumbreri la tarea del interprète, a
la par que debemos llamar la atenciôn sobre el amplio margen de
actuaciôn que ha de garantizarse al Tribunal Constitucional. Esas 
notas indicatives del contenido yprosigue el citado autor- son las 
siguicntes: 1) Solidaridad activa, o derecho a participar y soli­
d a r i d a d  pasiva, o derecho a exigir las aportaciones proporciona- 
les; 2) acciôn subsidiaria, para suplir los incumplimientos o ca­
re ne i as de alguna region, incluyendo la ayuda necesaria en caso 
de subdesarrollo, catâstrofe o minusvalla; 3) aceptar el control 
de la observancia de la solidaridad y 4) puesta en comun para ges 
tionar entre todos las tareasOempresas que los trasciendeiî" ( 25^ ) .
Otros autores han destacado alguno o algunos de éstos aspectos. 
Asi, Juan Linares y Martin de Rosales sehala que la solidaridad 
hace referencia a la "responsabilidad de varios para la consecu­
ciôn de unos objetivos comunes" y trasladada esta idea al campo fi­
nancière supondria "la corresponsabi1idad de varios sujetos para 
procurar una aproximacion de los rentas y de los niveles de ser- 
vicio publico para todos ellos" (259). Por su parte, Cazorla en- 
cuentr’a en el principio de solidaridad una triple vertiente: "En
primer término, es indudable que se es solidario respecto a algo 
cuando se forma parte de una misma unidad, de un mismo todo. El 
principio de solidaridad financiera expresa, por tanto, la per_ 
tenencia de los distintos centros de imputaciôn solidaria a una 
misma unidad econômica, la de la naciôn espahola. En segundo lu- 
gar, por medio de la solidaridad se expresa la idea de la existen 
cia de unos niveles minimos de servicios y prestaciones publicas 
que el Estado debe facilitar a sus ciudadanosy a la consecuciôn 
de lo cual en todo el territorio esp&hol han de contribuir her- 
manadcls las distintas partes intégrantes de Espaha. Y, en tercer 
término, como fruto de lo anterior, se originan unos derechos y 
obii gac i ones para los distintos elementos solidarios" (260).
En todas estas definiciones doctrinales subyacen una serie 
de elementos comunes que nos permiten esbozar el concepto juridi­
co de solidaridad. En un sentido muy amplio, podria hablarse de 
solidaridad - y asi lo hace un sector de la doctrina alemana res-
pecto a la "Finanzausgleich- para referirse a la problematica que 
plantea la "obtencion, distribuciôn y aplicaciôn de los ingresos 
publicos en un Estado federal". Pèro en un sentido ta/n amplio dicho 
término abarcaria toda la problematica de las Haciendas territo­
riales, lo cual no parece ser una nociôn técnicamente util para 
hacer operative el principio constitucional de solidaridad. Por 
ello, entendemos que el concepto de solidaridad debe tener un alcan 
ce luas restringido, abarcando las exigencias const i tucionales re- 
1 ativas a las obligaciones de las Comunidades Autônomas entre si 
y de éstas con el Estado, pero no otros problemas distintos, ni 
en particular aquellos que son reconducibles al derecho de autonô- 
mia o al principio de suficiencia, que también informan la orga­
nizaciôn de las Haciendas territoriales.
Delimitada asi la cuestiôn, entendemos por solidaridad fi­
nanciera la "exigencia del logro de los objetivos de la actividad 
t'inanciera mediante un adecuado equilibrio entre los diferentes 
niveles de Hacienda y la coordinaciôn entre todos ellos". Este 
concepto abarca, claro esta, las transferencias necesarias para 
garantizar el nivel minimo de prestaciôn de los servicios y el 
désarroilo de las Haciendas mâs depauperadas, pero no se circuns- 
cr'ibe a este estrecho marco.
b) La dualidad de aspectos de la solidaridad financiera: 
compensaciôn y coordinaciôn; la reconducciôn del prin­
cipio de coordinaciôn al de solidaridad.
El principio de solidaridad, asi entendido, es una de las 
piezas bâsicas de la Hacienda de coordinaciôn, y expresa no sôlo 
la exigencia de justicia, sino también de eficacia comun para 
todas las partes del sistema econ%omico (261). Sin embargo, tan­
to en los cas os en que la solidaridad tiene como objetivo inmedia 
to la redistribuciôn de ingresos y gastos entre las distintas Ha-
ciendas territoriales, como cuando exige la coordinacion de la ac­
tividad financiera, persigue una finalidad ünica: la optima asig­
nacion de los servie i os publicos y la eficacia de la actividad 
financiera. La solidaridad financiera es, pues, una nociôn unica 
que exige la participaciôn en el interés comun -tal como reza la 
definicion de la Real Academia^ lo cual implica, por un lado, par 
ticlpar financieramente (compensaciôn), y por otro, la definiciôn 
uniforme de dicho interés comun y la obligaciôn de cada Comuni­
dad Autônoma de tenerlo en cuenta (coordinaciôn). Dos son, en con 
secueue i a , los aspectos de la solidaridad en materia financiera:
- La solidaridad es una exigencia de equilibrio en las re- 
lacioues horizontales entre las Comunidades Autônomas. A éste as­
pecto de la solidaridad, especificamente financiero, podemos re- 
ferirnos con la expresiôn "compensaciôn financiera" -Finanzaus­
gleich en la terminologia alemana- advirtiendo que la compensa­
ciôn o equilibrio vertical (Estado-Comunidades Autônomas) queda 
al margen, pues no es una exigencia de la solidaridad, sino de 
los principios de autonomia y suficiencia, que son los que inspi^  
ran, junto con el principio de unidad, la distribuciôn de ingre­
sos y gastos entre el Estado y las Comunidades Autônomas. Solo en 
el caso de que se tengan un cuenta criterios que impliquer una 
redistribuciôn de dichos ingresos y gastos, entre las Comunidades 
Autônomas, aunque sea a través de los Presupuestos del Estado, es- 
taremos ante una manifestaciôn de la solidaridad en esta vertien­
te de compensaciôn.
- Junto al equilibrio, el principio de solidaridad encie- 
rra también una exigencia de eficacia de la actividad financiera, 
lo que implica la coordinaciôn de la politica econômica y de los
i ns t i tutO'S juridicos-f inancieros . Este aspecto de la solidaridad, 
en cuanto exigencia de coordinaciôn, se proyectaria mâs alla del 
âmbito ju ridico-financiero, sobre todo en el campo administrâtivo, 
y segun un cierto sector doctrinal (S. Munoz Machado) séria recon­
ducible al deber de lealtad o fidelidad federal (Bundestreue, en 
la terminologia alemana) (262).
En este sentido, el principio de solidaridad presupone la 
autonomia financiera de las Haciendas Territoriales, y, a partir 
de ella, las exigencias de equilibrio y eficacia, que existen en 
toda Hacienda publica, se traducen en la necesidad de la existen- 
cia de mecanismos de compensaciôn entre las diversas Haciendas au- 
tônomicas y de coordinaciôn de las mismas entre si y con la Hacien 
da estatal.
En la Constituciôn se encuentran referencias a ambos aspec 
tos de1 contenido de la solidaridad. Asi, en el articulo 2 se alu 
de a este principio en un sentido amplio, incluyendo tanto la corn 
pen sac i ôn, como la coordinaciôn, y tanto en relGciôn con la Hacien 
da publica como sobre otras materias. El articulo 156 enuncia se- 
paradamente la coordinaciôn y la solidaridad. En otros preceptos 
-articulos 103 y 154- se alude tl la coordinaciôn en el âmbito ad­
min i s t rat ivo , y se ponen a disposiciôn del Estado los instrumen­
tas para que pueda llevarla a cabo, atribuyendole la competencia 
general para que formule las "bases y coordinaciôn de la planifi- 
caciôn general de la actividad j econômica" (art. 149.1.13) y po- 
niendo a su disposiciôn uno de los principales instrumentes de 
coordinaciôn:el plan econômico (art. 131). A la solidaridad como 
exigencia de compensaciôn o equilibrio se refieren los articulos
138.1 ("El Estado garantiza la realizaciôn efectiva del princi­
pio de solidaridad... velando por el establecimiento de un equi­
librio econômico, adecuado y justo...") y 158 (Fondo de compensa­
ciôn interterritorial),
El Tribunal Constitucional -salvo en la Sentencia de 27 de 
Julio de 1982, en la que se planteaba el problema de la constitu 
c i onalidad o no de la llamada compensaciôn financiera oculta, que 
cl Tribunal resuelve sin acudir al principio de solidaridad-, ha 
tenido ocasiôn de referirse, sobre todo, a la coordinaciôn, que 
entiende que "no es menester justificar en preceptos concretos" y 
que se encuentra implicita "en la propia esencia de la forma de 
organizaciôn territorial del Estado" (S.T.C. de 4 de mayo de 1982)
de lo que se deduce que basta la genérica referencia al principio 
de solidaridad para fundar el deber constitucional de coordinaciôn 
En la Sentencia de 28 de abril de 1983, el Tribunal afirma que 
nu nea "la coordinaciôn general debe llegar a tal grado de desarro- 
llo que deje vacias de contenido las correspondientes competencias 
de las Comunidades" y en consecuencia define la coordinaciôn como 
"la fijaciôn de medios y de sistemas de relaciôn que hagan posi­
ble la informaciôn reciproca, la homogeneidad técnica en determi- 
nadios aspectos y la acciôn conjunta de las autoridades (... ) esta- 
taies y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competen- 
c-iais, de tal modo que se logre la integraciôn de actoS" parciales en 
la globalidad del sistema^(263).
Quizâs pudiera pensarse que la coordinaciôn es un princi­
ple) autônomo, distinto de la solidaridad, cuyo contenido quedaria 
ent;onces reducido a la compensaciôn financiera. Ciertamente, el 
tensor literal del articulo 156 de la Constituciôn, al mencionar 
sep)aradamente la coordinaciôn y la solidaridad, puede dar pie para 
ello, pero, a nuestro juicio, la coordinaciôn es reconducible a 
la nociôn de solidaridad pues este principio engloba tanto los 
aspectos materiales (compensaciôn) como formales (coordinaciôn) y 
porque de reducir la solidaridad a la compensaciôn convertiriamos 
este principio en un valor exclusivamente juridico financiero, 
cuando en la Constituciôn parece claro que se manifiesta también 
en el âmbito administrativo. En todo caso, compensaciôn y coordi­
nate i ôn son dos aspectos intimamente entrelazados, que, como ya 
dijimos, persiguen la misma finalidad: asignaciôn ôptima de recur­
sos y eficacia de la actividad financiera. En diverses preceptos 
constitucionales (art. 138, 158, etc.)late la idea de que el prin­
cipio de solidaridad encierra también una exigencia de eficacia 
y no sôlo de equilibrio, adecuado y justo, entre los diverses ni­
veles de Hacienda.
c) Valor juridico del principio de solidaridad
Para &lgùn autor (GARRIDO FALLA) no todas las declaraciones 
constitucionales tienen "estructura de norma juridica", y las que 
no la tienen son "pura retôrica constitucional", "declaraciones 
que por su propia v4guedad son ineficaces desde el punto de vista 
juridico (264) .Frente a esta tesis,otro - sectordoctrinal (GARCIA DE ENTERRIA)^  entien 
de que ni un sôlo término de la Constituciôn es juridicamente irre 
levante y que todos y cada uno de sus articulos tienen un estric- 
to valor normative, aunque su alcance concreto pueda no ser équi­
valente por su contenido (265). En este sentido se ha pronunciado 
c lar-amente el Tribunal Constitucional, que ha utilizado los prin- 
c i p i os constitucionales y alguno de los mis vagos e imprécises 
(art. 45.1: "Todos tienen derecho a disfrutar de un medio ambien-
tc adecuado para el desarrollo de la persona, asi como el deber 
de conservarlo") nada menos que como paramétré de validez de le­
vés formales (Sentencias de 23 de noviembre y 21 de diciembre de 
1982). Ya en su primera sentencia de inconstitucionalidad, la de 
2 de febrero de 1981, el Tribunal Constitucional fue absolutamente 
explicito: "Los principios générales del Derecho incluidos en la
Constituciôn tienen caracter informador de todo el Ordenamiento 
juridico -como afirma el articulo 1.4 del Titulo Preliminar del 
Côdigo Civil- que debe ser interpretado de acuerdo con los mismos.
Pero es tambié'n claro que alli donde la oposiciôn entre las leyes 
anteriores y los principios générales plasmados en la Constituciôn 
sea irréductible, taies principios, en cuanto forman parte de la 
C’ons t i tuci ôn , participan de la fuerza derogatoria de la misma... 
caracter especifico del valor aplicativo - y no meramente progra- 
mâtico- de los principios générales plasmados en la Constituciôn"
En consecuencia el caracter juridico del principio de soli­
daridad, en cuanto norma intégrante del ordenamiento constitucio­
nal, y no como mero principio programâtico o valor ético, es in­
dudable . La Constituciôn de 1978 consagra con toda daridad la 
idea de ordenamiento, que, desde que fue introducida por la
L.J.C.A. ha adquirido cartû de naturaleza. Como afirma el preambulo 
dc la citada ley "lo juridico no se encierra y circunscribe a las 
disposiciones escritas,sino que se extiende a los principios y a 
la normatividad inmanente en el seno de las instituciones" (266).
Ell la medida en que el principio de solidaridad, como parte 
del ordenamiento encierra una norma juridica, vincula a todos los 
poderes publicos, y, como sehala J.L. De Juan y Pehalosa, "se con- 
vierte en derecho-obligacion. La solidaridad -como norma- tiene 
caracter reciproco, no es posible la solidaridad unidireccional. 
para que la solidaridad tenga valor normativo y no quede reducida 
a una mera declaracion retorica debe atribuir el derecho a exigir 
su realizacion en las relaciones sociales en que el principio de 
solidaridad juega como elemento informador" (267).
En esta lînea, E. Alberti Rovira afirma que el principio 
de solidaridad, en su di seno constitucional, juega esencialmente 
on dos perspectiv/as : como norma de conducta de las Comunidades 
Atonomas respecto del Estado y las restantes Comunidades (art.
156.1 y 158.2), la garantia de cuya observancia se encomienda al 
Estado (art. 138.1), y como deber del Estado de ejercitar sus com 
petencias en el sentido exigido para fomentar "el establecimiento 
dc un equilibrio econômico, adecuado y justo, entre las diversas 
partes del territorio espahol" (138.1) (268). La absoluta prepon-
derancia de la dimensiôn unilateral de la solidaridad -sin per­
juicio de completar dicho principio con otros recogidos en la 
Constituciôn dado el caracter bilateral de las relaciones Estado 
-Comunidades Autônomas- hace que no se pueda alegar, en posibles 
controversias, la necesidad o excepciôn de reciprocidad, para 
negarse a cumplir las exigencias que la solidaridad impone a las 
Comunidades Autônomas. En este sentido se ha pronunciado el Tribu 
nal Constitucional alemân, en relaciôn con la "Bundestreue", en 
sentencia de 30 de julio de 1968. La solidaridad, en consecuencia, 
vi ncula juridicamente a todos los poderes publicos, incluso fren­
te a quienes incumplen las obligaciones derivadas de este princj^ 
pi o .
Tratando de precisar mâs el valor juridico de la solidaridad 
en cuanto principio constitucional, podemos distinguir, siguiendo 
a Federico de Castro, tres aspectos distintos;
- La solidaridad como fundamento y principio informador 
del ordenamiento juridico
- La solidaridad como elemento interpretativo
. La solidaridad como fuente de derechos y deberes en ausen­
cia de norma legal o consuetudinaria, o lo que es lo mismo, la so 
lidaridad como fundamento autonomo de deberes /extra-ordinem "
a ’)Como principio informador del ordenamiento juridico;de- 
sarrollo legislativo.
El papel mâs claro que juega el principio de solidaridad es 
como mandato al legislador ordinario, y en consecuencia, como pa­
ramo t ro de constitucionalidad de las leyes, como en relacion con 
la Ley de Presupuestos y el F.C.I. ha puesto de relieve A. Marti­
nez Lafuente (269). La necesidad de desarrollo de la solidaridad 
a través de leyes estatales, y en su caso,de las Comunidades Autô­
nomas , es algo que no ofrece lugar a dudas, pues como ha sehalado 
J. Garcia Ahoveros, la solidaridad, ademâs de un principio moral, 
un principio politico con operatividad juridica que se desarrolla 
a través de la ley y en la forma que e"sta establezca (270). En és­
te sentido, hay que destacar el papel de la Ley Orgânica de Finan- 
ciaciôn de las Comunidades Autônomas de 22 de septiembre de 1980, 
de la ley de 31 de marzo de 1982 sobre regulaciôn del F.C.I, y de 
las leyes anuales de Presupuestos, en la medida en que articulan 
de forma concreta el contenido del principio constitucional de so 
1i dari dad.
b') Como elemento interprétâtivo
Tambien résulta évidente el valor de la solidaridad como 
elemento interpretativo de las leyes, en la medida en que ello 
viene exigido por el principio de interpretaciôn de las leyes con 
forme a la Constituciôn (Verfassungskonforme Auslegung von Geset- 
zen) (271). En este sentido, la doctrina alemana ha sehalado el 
papel que dicho principio tiene reservado en cuanto principio con­
natural a la estructura federal del Estado, y ello tanto en rela­
ciôn con la vertiente de compensaciôn financiera,-que Kirchhof 
considéra elemento del principio federal (Der Finanzausgleich als 
Elemente des Bendesstaatsprinzips) y Pagenkopf denomina "funciôn 
eterna" (ewige Aufgabe) de todo Estado federal (272)- como en re 
lac i ôn con la vertiente de coordinaciôn o lealtad federal (Bundes­
treue) , que tambien se ha considerado, por Bayer, como consecuen­
cia necesaria de1 principio federal (Die Bundestreue als Ausdruck 
des bundestaatlichen Prinzips) (273). En este ultimo sentido, en­
tendido como deber de colaboraciôn o de lealtad federal, el prin­
cipio de solidaridad opera como criterio adicional para completar 
el sistema constitucional de distribuciôn de competencias, en la 
medida en que permite exigir el ejercicio de las competencias atr^ 
buidas a los Lànder (Handlungermessen) si ello es necesario para 
el interés comun, y en la medida en que précisa el alcance de di­
chas competencias (Ausübungsermessen), sirviendo, por ejemplo, pa­
ra declarar la inconstitucionalidad de las gratificaciônes de Na- 
vidad (Sentencia de 10 de diciembre de 1953) (274) decididas por 
un Land en el ejercicio de sus competencias, pero sin tener en 
cuenta la situaciôn financiera de otros Lânder que no podrian per 
mitirse tal dispendio. La solidaridad juega asi como limite de la 
discrccionalidad en el ejercicio de las competencias asumidas por 
los Lander. A nuestro juicio, el principio de solidaridad juega, 
en el caso espahol, un papel similar al que, segun hemos mencio- 
nado, la doctrina alemana atribuye a la compensaciôn financiera 
(Finanzausgleich) y a la fidelidad federal (Bundestreue), sin que
sea por tanto necesario acudir a otros criterios -como el de "au­
tonomies integradas" propuesto por A. Pérez Moreno como clave in­
terpretative de la Constituciôn-, que en realidad vendrian a cum- 
plir la misma funciôn (275).
c') La solidaridad como fundamento autônomo de deberes
"extra ordinem"; referencia a la "Bundestreue" en Ale 
mania y a la doctrina del interés nacional en Italia.
Si el papel de la solidaridad como mandato al legislador or 
dinario y como criterio interprétâtivo résulta indudable, sin em 
bargo, mucho mas problematica es la posibilidad de considerar la 
solidaridad como fuente de deberes implicites o "extra ordinem", 
en ausencia de norma escrita, constitucional o legal, que desarro 
lie dicho principio. A nuestro juicio el tema ha de plantearse 
separadamente en relaciôn con cada uno de las dos aspectos -com­
pensaciôn y coordinaciôn- de la solidaridad.
En cuanto a la compensaciôn financiera, la respuesta ha 
de ser claramente negativa, y ello por dos razones fundamentalmen 
te. En primer lugar, porque las trasferencias de fondos a través 
de los cuales se hace efectiva la compensaciôn suponen una salida 
de fondos, es decir, un gasto publico, y esto sôlo puede reali- 
zarse "de acuerdo con las leyes" (art. 133.4 de la Constituciôn).
En segundo lugar, porque de admitir que el principio de solidari­
dad obliga a realizar trasferencias al margen de la ley, se 11e- 
garZü. a lo que la doctrina alemana ha denominado compensaciôn ocul_ 
ta (stille Finanzausgleich) (276) que la Constituciôn prohibe.
Sin perjuicio de volver luego sobre esta ouesti&i,denominamos compensaciôn 
financiera oculta, a la que no dériva de una ley que régulé las 
t r’ans f e renc i as de compensaciôn, sino de normas o medidas que, in­
di rec tamente , alteran la distribuciôn de ingresos y gastos entre 
las Comunidades Autônomas, como por ejemplo, cuando se establece 
un tributo propio o un recargo, que disminuye las perspectivas re
caudatorias , por otro concepto, de otra aolect ivi’dad, o cuando las 
normas afectan a la cireulacion de mercancias y capitales, crean- 
do paraisos fiscales en los que se elude la carga tributaria que 
se habria de soportar en otro territorio.
En relacion con la coordinacion, en cambio, la doctrina 
ha intentado conftruir un deber de lealtad de las Comunidades Au- 
Lonomas, mâs allâ de las obligaciones expresamente recogidas en 
t.'l ordenamiento vigente. El Tribunal Constitucional, en su Sen­
tencia de 4 die mayo de 1982 da pie para sostener la existencia de 
dicho deber general de lealtad autonomica, al entender que existe 
un deber de colaboraciôn que "no es menester justificar en precep­
tos concretos", por lo que bastaria la genérica referencia al 
principio de solidaridad, aunque, en la sentencia citada, el Tri­
bunal alude posteriormente a la coordinaciôn recogida en las ar­
ticules 103 y 154 de la Constituciôn
En este sentido, S. Munoz Machado ha apuntado la posibili­
dad de apiicar el principio de solidaridad en un sentido similar 
al que juega la "Bundestreue" en Alemania, nociôn constituida so­
bre bases positivas mucho menos sôlidas (277). En efecto, la doc­
trina alemana entiende que la "Bundestreue" abarca algo mâs que 
la observancia de la Constituciôn en sentido estricto ("Verfas- 
sungstreue"), ya que encierra un deber de tener en cuenta los in 
tereses de las otras partes. (Rechnungstragungspflicht; Pflicht 
zur Rücksichtnahme) . El Tribunal Constitucional federal, la pri­
mera vee que ha utilizado esta técnica (Sentencia de 18 de febre­
ro de 1952) (278)/ enjuicia la constitucionalidad de una ley que
imponia a los Lànder con balances actives la obligaciôn de ayudar 
a los Lànder deficitarios, declarandola conforme a los deberes de 
solidaridad y colaboraciôn, y en sentencias posteriores llega a 
fundar en el concepto de fidelidad federal un deber implicite de 
lealtad al Bund. Esta jurisprudencia ha sido estudiada y resumida 
entre otros por Hans Joachim Faller, el cual propone, si no trans- 
plantar mecânicamente este principio a nuestro pais, al menos me-
ditai sobre este sistema de resolver las fricciones entre el Esta­
do ctntral y sus miembros mediante el respeto mutuo y "la suspen­
sion de los intereses especialmente egoistas" (279).
El mencionado deber de lealtad autonomica, que se extende- 
ria ;ncluso a los supuestos en que no existe norma expresa que lo 
rund:men:e , no puede apoyarse, sin embargo, en la clausula del 
"intarés nacional" (art. 127 de la Constitucion italiana), que en 
el oïdenamiento italiano ha supuesto la admision incluso de ccntroles 
de o{ortunidad de las leyes régionales (280). Por ello hay que re- 
chaz.r algunas opiniones (A. Pérez Moreno) segun las cuales para 
la Vclorac i on de la solidaridad sancionada en la Constitucion son 
insulicientes tanto "el aparato individualista de la acciôn juri­
dica’ cono "el control exclusivo de la legalidad", y por tanto es 
neceeario un "control sobre la oportunidad" y "una apreciaciôn - 
economica sobre decisiones y conductas de las regiones" que debe- 
ria eer realizada por el Tribunal Constitucional (281). Frente* a 
estas opiniones hay que notar que en nuestra Constituciôn no exi^ 
te ningun precepto que permita establecer sobre las Comunidades 
Autoiomas un control de oportunidad, a diferencia de lo que ocu­
rre en la Constituciôn italiana, cuyo articulo 127 recoge el con­
trol "di merito" de las leyes régionales ante las Camaras. Asi 
como cl principio de solidaridad puede servir para articular un 
debei de lealtad autonomica, con un alcance similar d la "Bundes­
treue" alemana, sin embargo ningun precepto constitucional permite 
la utilizaciôn del criterio del interés nacional. Explicitamente, 
profindizando en la linea iniciada en la Sentencia de 2 de febre­
ro de 1981 (sobre régimen local), el Tribunal Constitucional ha 
rechazado esta construcciôn en la Sentencia de 28 de julio de 
1981, sobre Diputaciones catalanas, en la que se dice: "la Cons­
tituciôn no intenta resucitar la teorla de los intereses naciona- 
1 es ce los entes locales que, en razôn de la reciente compleji- 
dad cè la vida social, que ha difuminado la linea delimitadora de 
los intereses exclusivamente locales, abocaria en un extremado cen
tralismo". Sî esto se afirma respecte a los entes locales, ”a for 
tiori" sera aplicable a las Comunidades Autonomas, a las que el 
propio Tribunal (Sentencia de 14 de julio de 1981) reconoce una 
autonomia politica cuali téCti vamente superior a la admini strati va .
CAPITULO III
LA SOLIDARIDAD COMO EXIGENCIA DE EQUILIBRIO 
TEORIA DE LA COMPENSACION FINANCIERA
S U M A R I O :
1.- La compensacion financiera en general
a) Origenes historicos de la teoria de la compensa­
cion financiera; causas y objetivos de la compen­
sation financiera
b) Concepto amplio y estricto de compensacion; la im- 
portancia del equilibrio en los sistemas federales; 
caracter subsidiario de la compensacion financiera
c) Clases de compensacion financiera: a') horizontal 
(directa e indirecta) y vertical: reconduccion de 
la compensacion vertical al principle de suficien- 
cia; b ') compensacion en ingresos y en gastos; c ') 
compensacion ordinaria y extraordinaria; d ') com­
pensacion financiera silenciosa u oculta (stille
Finanzausgleich); e ') compensacion financiera na- 
cional e internacional.
2.- CaracteriSticas del sistema de compensacion horizontal
establecido en la Constitucion de 1978
a) Referenda al Derecho comparado: a') participacion 
en ingresos; b ') Las subvenciones como instrumento 
de compensacion: tipos y criterios de reparto. c ') 
La utilizacion de fondos para la distribucion de 
las transferencias
b) El sistema espahol de compensacion horizontal: a*) 
gastos corrientes y de inversion; b ') compensacion 
indirecta: las transferencias a las Comunidades Au 
tonomas como instrumento de la solidaridad; c ') 
fondos de compensacion
c) La interdiccion constitucional de medidas de com­
pensacion oculta.
3.- Contenido minimo de la compensacion: articulo 158 de
Consti tucion
a) Sistema de compensacion ordinaria: a') el Fondo de 
Compensacion interterritorial: concepto y natura- 
leza; b ') la dotacion presupuestaria del F.C.I.;
c ') la participacion de las Haciendas territoria­
les; d') los proyectos de inversion nublica con 
cargo al F.C.I. ; e')Un F.C.Ï. desvirtuado: consideracio 
nes criticas.
b) Sistema de compensacion extraordinaria: asignacio 
nes presupuestarias ex art. 158.1
4.- El caracter abierto de la regulacion constitucional:
otras técnicas de compensacion horizontal.
a) La distribucion de ingresos en base a criterios 
compensatorios ; especial referenda a la partici- 
pacion de las Comunidades Autonomas en la recuada 
cion de los tributos no cedidos.
b) La financiaciôn conjunta de servicios publiées y 
proyectos de inversion: a') entre Comunidades Auto 
nomas; b') entre el Estado y las Comunidades Autô- 
nomas
c) La solidaridad como criterio rector de las inver- 
siones publicas efectuadas directamente por el Es­
tado
5.- Recapitulacionla insuf iciencia de los mécanismes
de compensacion horizontal existantes en el ordenamien 
to vigente.
1.- La compensacion financiera en general
Durante el période de fédéralisme clâsico o liberal, los 
problemas financières se reconducian a la necesidad a atribuir 
a cada nivel de Hacienda los ingresos necesarios para financiar 
sus gastos. Hoy, este principio de suficiencia, aunque continua 
afirmandose en los textes constitucionales, se ha visto superado 
por la realidad juridica y econômica. El fédéralisme moderne no 
tiende a crear espacios financières estancos, sine que, a semejan 
y.R de los Estados unitarios, se afirma iCt unidad econômica y jur^ 
dica de todo el territorio nacional (282), le que supone la bus- 
queda de un equilibrio, siempre dificil, entre unidad y diversi- 
dad. Es lo que, muy graficamente, se ha llamado la "paradoja fe­
deral” (283).
Un sistema unitario perfecto supondra ura total homogenei- 
dad de recursos y de prestaciôn de servicios püblicos en todo el 
territorio -lo que J.A.Maxwell denomina "el equilibrio ideal entre 
los ingresos y los gastos" (284)- y por tanto son superfluas las
medidas de compensacion.
Por el contrario, en los Estados federales, las regiones 
no son homogéneas, sino que constituye un hecho generalmente ad- 
mitido el que las diferencias de capacidad econômica dan lugar a 
diferencias en la capacidad financiera, tanto mas acentuadas cuan 
to mayor sea la importancia de los recursos propios para su finan 
ciaciôn, lo que exige la adopciôn de mecanismos que permitan corn 
pensar dichas diferencias, de forma que todos los territorios au­
tonomes puedan prestar un nivel de servicios aceptable, dado el 
nivel medio nacional, sin que el grado de presiôn fiscal exceda 
del que existe en otros territorios (285). A este conjunto de me 
canismos se hace referencia con el termine de perecuaciôn, que 
traduce las p&labras "pérécuation" (Francia), "perequazione" (Ita 
lia) y "equalization" (Estados Unidos y Reino Unido) - aunque mas 
correctamente, a nuestro juicio, debe hablarse de "compensaciôn
financiera", que es el termino utilizado en la doctrina alemana 
(Finanzausgleich) y en el articulo 158 de la Constitucion (286). 
La afirmacion progresiva de esta necesidad de compensacion finan 
ci era es una con^uista del Estado federal o regional, que, como 
acertadamente se ha afirmado, "mas que alinearse pura y simple- 
mente con el sistema unitario, sigue conservando rasgos de des­
cent ral i zaciôn , reinventando el principio de solidaridad nacio­
nal y de igualdad de los ciudadanos ante los servicios püblicos, 
independientemente de su residencia y de su contribuciôn al levan 
tamiento de las cargas publicas" (287). Como ha puesto de relie­
ve Boulouis, la idea de solidaridad conXtituye el fundamento in- 
telectual de lo que modernamente se ha llamado "igualaciôn de re­
cursos" o compensacion. La Constitucion espanola recoge expresa- 
mente esta conexion entre 10, realizacion efectiva del principio 
de solidaridad y el establecimiento de un "equilibrio economico 
adecuado y jufto entre las diverses partes del territorio espa- 
hol", en el articulo 138.1. La consecuencia de este equilibrio 
es, precisamente, la finalidad de los sistemas de compensacion 
financiera, que son inherentes a todo Estado federal o regional.
a) Origenes historiens de la teoria de la compensacion 
financiera; causas y objetivos de la compensacion fi^  
nanciera
Naturalmente, el problema del equilibrio o compensacion 
financiera ha existido siempre en los Estados territorialmente 
compuestos,pero, si n emb&rgo, durante mucho tiempo la ciencia 
financiera lo ha tratado en un piano secundario. Ello quizâs se 
explique, por un lado, por la amnlitud y complejidad del tema, 
lo que dificultaba una descripciôn ^ b a l , pero tambien porque la 
distribucion de ingresos entre los distintos niveles de Hacienda
no ofrecia dificultades mientras el nivel de gasto publico era 
reducido. Consiguientemente, eran fundamentalmente las ciencias 
del Estado y de la Administracion las que estudiaban las relacio 
nes entre los distintos niveles de gobierno.
El enfoque financière se fue haciendo paulatinamente pre­
sente en un momento posterior, en la doctrina suiza y alemana. 
Sobre todo en Alemania, desde torenz von Stein, se comenzo el 
estudio de la compensacion financiera, que paso a primer piano 
tras la reforma del Reich realizada tras la primera guerra mon­
dial, en virtud de la Constitucion de Weimar. Como primer fruto 
del creciente interés por el tema, hay que mencionar el estudio 
de Albert Hensel,Finanzausgleich in Bundesstaat in seiner staat- 
rechtlichen Bedeutung (1922), con el que penetro el termino "F^ 
nanzausgleich" en la literatura cientifica y en la practica le- 
gislativa: al cabo de très anos, el Reich aprobo la "Finanzaus- 
gleichgesetz" en sustitucion de la denominada "Landersteuerge- 
setz" de 1920. Mas tarde, Johannes Popitz dedico dtversos y deta 
llados estudios a este tema, que paso a incluirse en martuales y 
tratados. Finalmente,al constituirse la Republica Federal de Ale 
mania, en 1948, la cuestion de la compensacion financiera cobro 
un nuevo y creciente interés, que inspira, desde esa fecha hasta 
nuestros dias, los trabajos de Gerloff (1948), Bickel (1956), 
Neukamm (1966), Laufer (1971) y Pagenkopf (1981), entre otros 
(288 )
En los paises anglosajones, a pesar de la importancia que 
las Corporaciones territoriales tienen en Gran Bretaha y de la 
estructura fed^eral de Estados Unidos, la doctrina cientifica se 
ha dedicado relativamente tarde al problema, y fundamentalmente 
desde un punto de vista economico. En Italia, destaca la obra de 
Mario Bertolissi (1983) que recoge las elaboraciones doctrinales 
(bastante numerosas, sobre todo desde la perspectiva constitucio 
nal) y jurisprudenciales existantes hasta la fecha (289).
En cuanto a Espafia, la bibliogràfia era practicamente ine
xistente hasta ahora. Antes de la Constitucion de 1978 pueden des 
tacarse algunos estudios en el ambito local (Antonio Saura Pa­
checo, Rovira Mola) (290), pero solo recientemente se ha inicia- 
do el estudio de la problematica a nivel regional, siendo de de^ 
tacar los trabajos precursores de C. Palao Tabottda, F. Vicente 
Arche, J. Martin Queralt, M.T. Soler Roch, J.J. Ferreiro Lapatza 
y J. Lasarte, entre otros.
La teoriîL de la compensate ion financiera, en la actualidad, 
se justifica en las siguientes causas, que exigen la adopcion 
de mecanismos de compensacion (291):
- Es un dato historico comprobado que los gastos crecen 
mas deprisa en las Haciendas territoriales, mientras que los re^  
cursos con môyor potenciâl recaudatorio permanecen en la esfera 
central. Ello exige medidas de compensacion vertical.
- Las diferencias de nivel de renta entre los territorios 
autonomes origina diferencias de capacidad financiera entre los 
mismo/ .
- No existe correspondencia entre là colectividad que so 
porta el coste de un servicio y la que se bénéficia (o perjudi- 
ca) del mismo, siendo sin embargo un objetivo a conseguir la in­
ternai izaciôn de costes, lo que solo puede lograrse mediante las 
oportunas transferencias.
- Résulta esencial, y asi lo entiende el art. 158.1 de la 
Constitucion, la garantia de un nivel minimo en la prestaciôn
de ciertos servicios püblicos.
- El coste de la prestaciôn de los servicios puede diferir 
de un territorio a otro por razones estructurales (diferencias
en la pirâmide de poblaciôn, densidad de la misma, extensien su­
perficial, concentracciôn urbana o dispersiôn rural, etc.) y no 
solo de eficacia.
Ivos mecanismos de nivelaciôn, cuyo estudio corresponde a
la teoria de la compensacion financiera, persiguen fundamental­
mente los très objetivos siguientes (292):
- Compensar diferencias de capacidad financiera, de manera 
que las diferencias en el nivel o calidad de los servicios pübli^ 
COS entre los diversos niveles de Hacienda respondan a preferen- 
ci%s politicas y se reflejen en un mayor esfuerzo fiscal, y no
provengan de diferencias de capacidad.
- Cubrir posibles insuficiencias originadas por costes 
excesivamente elevados, para garantizar un nivel de prestaciôn 
y consume de determinados bienes y servicios püblicos.
- Ayuda finalista para conseguir la prestaciôn de deter­
minados servicios, obligando a las Haciendas territoriales a ac- 
tuar en un determinado sentido, lo que se justifica por la exis- 
tencia de efectos externos y por la atribuciôn al Estado de las 
funciones de desarrollo y redistribuciôn, fundamentalmente.
b) Concepto amplio y estricto de compensaciôn; la importan 
cia del equilibrio en los sistemas federales; caracter 
subsidiario de la compensaciôn financiera.
En un sentido muy amplio, la doctrina alemana define la 
compensaciôn financiera como la distribuciôn de funciones, gastos 
e ingresos entre los distintos niveles territoriales de Hacienda 
(293). Asi, para Johannes Popitz, la compensaciôn (Finanzausgleich) 
hace referencia al "conjunto de hechos y normas que tienen por ob 
jeto 1as relaciones financières de las colectividades püblicas en 
un Estado o en una uniôn de Estados" (294). Pero en este sentido 
tan amplio, la compensaciôn financiera no séria reconducible ex- 
clusivamente al principio de solidaridad, sino que expresaria la 
totalidad de la problematica de la organizaciôn territorial de
la Hacienda.
Por ello, adoptamos un concepto mas estricto de compensa­
ciôn, como conjunto de mecanismos tendantes al logro de un equi­
librio financiero entre los diferentes niveles de Hacienda, o lo 
que es lo mismo, a lo, igualaciôn de la capacidad financiera de 
las Haciendas territoriales, de forma que puedan prestar un ni­
vel minimo de servicios püblicos sin que el grado de presiôn 
fiscal en cada territorio autônomo exceda del existante en los 
demâs (295). En este sentido, es util reproducir aqui el conce£ 
to ofrecido por la Comisiôn de las Comunidades Europeas, para 
la eual "la compensaciôn financiera en sentido estricto es un 
proceso sistemâtico de transferencias financieras orientadas al 
equilibrio de la capacidad presupuestaria o de los resultados 
econômicos de los diferentes niveles de gobierno en un sistema 
federal. El objetivo de este equilibrio es permitir a los Esta­
dos (o regiones) que proporcionen a sus ciudadanos una gama y una 
calidad uniforme de servicios püblicos, ejerciendo una presiôn 
fiscal sensiblemente uniforme" (296).
Este equilibrio no implica necesariamente la uniformidad 
financiera entre los diversos territorios autônomos, ya qUe el 
principio de autonomia consiente las diferencias debidas a pre- 
ferencias politicas libremente expresadas, en virtud de las cua- 
1es résulta légitima la opciôn de un nivel superior de servicios 
püblicos siempre que se soporte, igualmente, una presiôn fiscal 
superior. Lo que se pretende igualar, por tanto, no es el nivel 
de prestaciones püblicas, sino ünicamente la aptitud o capacidad 
financiera para ofrecer dichas prestaciones, al nivel autonoma- 
mente establecido.
Naturalmente, el problema radica en distinguir las dife­
rencias debidas a la elecciôn politica de cada territorio autô­
nomo, de las diferencias ocasionadas por la diversidad de capa­
cidad presupuestaria o financiera. Este es, sin embargo, un pro­
blema econômico y politico, que se situa en el momento de elabo
raciôn de las normas, y que, por tanto, puede quedar en un segun- 
do piano dentro de la teoria juridica de la compensaciôn finan­
ciera, si cenimos esta a la interpretaciôn, y sistematizaciôn del 
ordenamiento vigente, aun cuando las consideraciones politicas 
y econômicas hayan de jugar tambien, en el ambito juridico, como 
elemento interpretativo y como postulado de iure condendo.
En todo caso,la exigencia de equilibrio financiero debe 
llevar a un resultado similar a lo que el especialista canadien­
ne en Hacienda federal J.H. Lynn, denomina "compensaciôn impli- 
ci ta" , tal como la practican los Estados unitarios: la mayor par­
te de los servicios, en virtud del principio constitueional de 
igualdad, se prestan de forma homogénea, sin discriminaciôn, e 
independientemente de su lugar de residencia de los ciudadanos 
(art. 139.1 de la Constituciôn) y de su contribuciôn al sosteni- 
miento de los gastos püblicos (297).
Consecuentemente/la compensaciôn financiera, como exiger­
ai a de la solidaridad, incide de una manera importante, sobre los 
principios y la realidad de los Estados federales o régionales, 
aunque, en ültima instancia, desempena un papel subsidiario en 
el funcionamiento de las Haciendas autonômicas.
En efecto, si la compensaciôn se manifiesta a través de 
transferencicb de la federaciôn a los miembros, résulta évidente 
que una generalizaciôn de esta practica supondria la reducciôn de 
las responsabi1idades territoriales, acercando la organizaciôn 
del Estado al modelo del Estado unitario. Esta trascendencia po­
litica de la compensaciôn es, naturalmente, mas acusada cuando 
las transferencias son condicionadas. En cambio, en lof supues- 
tos de transferencias incondicionadas a los territorios autôno­
mos, la autonomia politica de éstos queda plenamente garantizada^ 
pero.en ese caso/ resultan criticables tanto desde el punto de 
vis ta financiero, pues provocan un aumento del gasto püblico-ya 
que cuando las Comunidades Autônomas mâs prôsperas aumentan sus
tributos,el Estado central se ve obligado a efectuar transferen­
cias suplementarias en favor de las Comunidades con menor capaci­
dad financiera? como desde el punto de vista economico,porque dis- 
torsionan la asignacion de recursos. Por ello, la compensaciôn a 
parece en las Haciendas territoriales con un alcance presupuesta- 
rio limitado, coexistiendo con otros mecanismos de financiaciôn 
que no se inspiran en el principio de solidaridad. El caracter 
subsidiario de la compensaciôn se manifiesta, ademâs, en su fun- 
ciôn de simple corrective financiero de los desequi1ibrios régio­
nales, cuya efectiva eliminaciôn exige otras soluciones, y en par 
ticular, una politica regional a medio y largo plazo (298).
c) Clases de compensaciôn financiera
Una vez delimitado el concepto y alcance de la compensaciôn 
en sentido estricto, hay que poner de manifiesto que, en realidad 
no existe una formula ünica, sino multiples formulas de cômpensa- 
ciôn que en atenciôn a sus varias caracteristicas se agrupan en 
tipooT que es preciso conocer. Esta tipologia de las formulas de 
compensaciôn puede trazarse desde diversos puntos de vista,
a') Horizontal (directa e indirecta) y vertical; reconduc 
ci on de la compensaciôn vertical al principio de suficiencia.
Un primer criterio de clasificaciôn atiende a los sujetos 
entre los que la compensaciôn opera. Desde este punto de vista la 
doctrina alemana distingue entre compensaciôn financiera verti­
cal (verticale Finanzausgleich) y horizontal (horizontale Finan­
zausgleich), segün que se efectüe entre el Estado central y las 
Haciendas territoriales, o entre unas Haciendas territoriales y 
otras del mismo nivel, respectivamente (299).
En la misma linea, el Comité de Cooperaciôn para las eues
ttones municipales y régionales del Consejo de Europa propone el 
siguiente esquema de los objetivos y métodos de compensacion 
(300).
- Compensaciôn financiera vertical, que tiene por objetivo 
la distribuciôn entre los diferentes niveles de Hacienda de las 
competencias y gastos, asi como de los ingresos necesarios para 
cubrir éstos, y que se instrumenta via gasto (modificaciones en 
la distribuciôn de competencias) o via ingreso (modificaciones
en la distribuciôn del poder tributario)
- Compensaciôn financiera horizontal, que persigue la 
equiparaciôn (parcial) de la capacidad financiera entre las dife- 
ren tes Haciendas de un mismo nivel, y que se instrumenta via gas­
to (transf erencias distribuidas segün las necesidades financieras 
no c-ubiertas con medios propios) o via ingreso (transferencias 
distribuidas segün la capacidad de financiarié a través de re­
cursos propios).
Como ha puesto de relieve el profesor Palao (301), el pro­
blema de la compensaciôn o equilibrio vertical es reconducible 
a los principios de autonomia y suficiencia, a cuyo examen nos 
remitimos. En sintesis puede decirse que en el regimen general 
de la L.O.F.C.A. es el Estado el que compensa a las Comunidades 
Autônomas (fundamentalmente,a través de la participaciôn en in­
gresos y los tributos cedidos), y en algün caso esa compensaciôn 
se articula a través de fondos, como el Fondo de Compensaciôn Fi^  
nanciera creado en la Comunidad Autônoma de Galicia por la Ley 
1/1984 de 20 de febrero, mientras que en el régimen de concierto 
o convenio son las Comunidades Autônomas las que compensant al 
Estado por los gastos e inversiones que éste realiza en los ser 
vicios de caracter general no cXsumidos por aquellas.
En cambio, la compensaciôn financiera horizontal -que la 
doctrina alemana désigna frecuentemente como equilibrio financiè­
re en sentido estricto (Finanzausgleich im eingereq Sinne) (BICKEL,
PAULICK) o como compensacion de cargas (Lastensausgleich) (Popitz) 
(302) - tiene como afirma Palao, "un fundamento de naturaleza é- 
tica, que se articula juridicamente en el principio de solidari­
dad entre las regiones", cuya realizacion efectiva garantiza el 
Estado, segün el articulo 138.1 de la Constitucion. "velando por 
un equilibrio economico, adecuado y justo, entre las diversas 
partes de territorio espanol", de forma que la igualdad de dere- 
chos y obligaciones exista no solo a nivel de cada Comunidad Au­
tônoma, sino en todo el territorio nacional (art. 139.1 de la 
Constituciôn). Es por ello a la compensaciôn horizontal a la que 
debemos dedicar preferentemente nuestra atenciôn, en cuanto ma- 
nifestaciôn especifica de la solidaridad en materia financiera.
Dentro del concepto de compensaciôn horizontal, que no 
siempre se utiliza de una forma précisa, hay que incluir tanto 
las transferencias que se realizan directamente entre unas Hacien 
das territoriales y otras del mismo nivel (compensaciôn horizon­
tal directa) como las transferencias que tienen formalmente un 
caracter vertical por procéder de los Presupuestos Générales del 
Estado, siempre que su finalidad sustantiva sea el equilibrio 
interterritorial (compensaciôn vertical indirecta) (303). Un ejem 
pio tipico de compensaciôn horizontal directa es el ordenamiento 
aleman, en el que,como ha estudiado Ferreiro (304) estan previs­
tas transferencias horizontales de los Lander ricos a los Lander 
pobres al margen del Presupuesto federal. Esta peculiaridad se 
explica por laj particulares circunstancias de la postguerra, en 
las que era necesario un alto gr<tdo de solidaridad interterrito­
rial para afrontar los problemas de la reconstrucciôn econômica 
y para absorver a los refugiados. El nivel de las transferencias 
se détermina por la relaciôn entre un indicador de capacidad fis 
cal (Steuerkraftmesszahl) y un indicador de necesidades de gasto 
(Aufgleichnesfzahl). El sistema tiende d asegurar que un land sj^  
Luado bajo la media obtenga al menof el 95^ de la media de ingre­
sos tributaries por habiétante en el resto de los Lander y que un
Land obligado a efectuar transferencias no se encuentre nunca, a 
consecuencia de estas, por debajo de la media. La compensacion 
entre los Lander forma parte de una compensacion financiera mas 
amplia, que incluye tambien, ademas del reparto de la recaudacion 
del I.V.A., transferencias complementarias del Bund (Erganzungs- 
zuweisungen), y ayudas especificas en ciertos sectores. Las cir- 
cunstancias historicas particulares en que se ha ido gestando el 
sistema de compensacion aleman, hacen que éste sea muy diferente 
del que funciona en otros Estados federales o régionales, en la 
mayoria de los cuales la compensacion se produce exclusivamente 
en el marco del Presupuesto federal. Asi ocurre, por ejemplo, en 
el ordenamiento espanol, con las transferencias procédantes del 
Fondo de Compensacion Interterritorial y otras asignaciones con 
cargo a los Presupuestos Générales del Estado, que configuran un 
sistema de compensacion horizontal indirecta o presupuestaria. 
Otro caso tipico de compensacion horizontal indirecta es Suiza, 
donde no existe ninguna transferencia entre cantones, sino que 
éstos participan en los ingresos de la Confederacion, y en sus 
gastos, bajo la forma de ayudas federales.
b') Compensacion en ingresos y en gastos
Normalmente, los siçtemas de compensacion financiera hori­
zontal abarcan dos elementos: compensacion general o incondicio- 
nal (para equiparar la capacidad financiera de las distintas Ha­
ciendas territoriales); y ayudas con una finalidad especifica, 
por ejemplo, educacion, salud, transportes o servicios sociales, 
para atender a necesidades concretas no cubiertas por la propia 
colectividad. En estos casos se habla, respectivamente, de com­
pensacion en los ingresos (o activa) y compensacion en los gas­
tos (o pasiva) (,305).
Esta clæificaciôn de los mecanismos de compensacion, sin 
embargo, dista mucho de ser tan clara como la anterior, pues for-
malmente las transferencias efectuadas entre dos Presupuestos son 
gastos de una Hacienda e ingresos de otra. La compensacion hori­
zontal indirecta es, en efecto, como ha puesto de relieve M.T. 
Soler Roch en relaciôn con el Fondo de Compensaciôn interterri­
torial (306), "un punto de conexiôn entre Haciendas de distintos 
niveles territoriales configurândose, de ese modo, como un me- 
Ccinismo représentâtivo de la llamada Hacienda de coordinociôn", 
Desde un punto de vista juridico, entendemos que el criterio de 
distinciôn entre compensaciôn en ingresos y en gastos es la 
existencia de afectaciôn o no, por imperativo legal, de los fon­
dos transferidos, a una determinada categoria de gasto. Si la 
transferencia es incondicionada équivale a un incremento de los 
ingresos propios, mientras que si queda afectada a determinada 
categoria de gasto viene a suponer, para la Hacienda territorial, 
simplemente la posibilidad de cubrir mâs satisfactoriamente una 
necesidad pûblica, de forma similar a si tuviese capacidad pre­
supuestaria propia para incrementar los créditos destinados a di- 
cha atenciôn.
Dentro de la compensaciôn vertical tambien sueig distinguir 
se entre compensaciôn en ingresos (o activa) y en gastos (o pasi­
va), y en este ambito el sentido de la distinciôn es mas claro: 
distribuciôn de los ingresos, y distribuci&i de las corrpetencias y los co 
r respond! entes gastos entre el Estado y Comunidades Autônomas, respect ivamente,. 
Algun autor (Jessen) (307) limita el concepto al primero de los 
aspectos, pero la mayoria de la doctrina entiende que ello no es
correcto, pues la distribuciôn de ingresos dependerâ de la distr^
bue i ôn previa de competencias entre los distintos niveles de go­
bierno. En definitiva como afirma W. Bickel, "la compensaciôn fi­
nanciera, como el presupuesto publico en general, tiene dos as­
pect os -uno de ingresos y otro de gastos- que no pueden conside-
rarse aisladamente" (308)
c') Compensacion ordinaria y extraordinaria.
Un tercer criterio de distinciôn entre los diferentes tipos de corn 
pensaciôn atiende a su caracter periôdico o esporâdico, es decir, 
ordinario o extraordinario. La compensaciôn ordinaria supone la 
practica sistemâtica de transferencias y su objetivo es, general­
mente, equilibrar la capacidad financiers de los distintos terri­
torios autônomos, como ocurre con las "Revenue Equalisation Grants" 
de los federalismos anglosajones o con las transferencias del 
Fondo de Compensaciôn Interterritorial en nuestro ordenamiento.
En cambio, las medidas de compensaciôn extraordinaria, 
que normalmente sôlo se producen ante una insuficiencia del sis­
tema ordinario, tienden a garantizar un nivel minimo en la pres­
taciôn de ciertos servicios que se consideran esenciales, y por 
tanto se efectuan en funciôn de concretas y especificas necesida­
des, como es el caso de las "Fiscal Need Grants". En el ordena­
miento espanol un ejemplo tipico de compensaciôn extraordinaria 
serian las asignaciones previstas en el articulo 158.1 de la 
Constituciôn. Observese la diferencia que résulta ya del propio 
tenor literal de este precepto, cuyo numéro uno détermina que 
"podrâ establecerse una asignaciôn" en funciôn del volumen de 
los servicios asumidos y de la garantia de un nivel minimo, mien­
tras el numéro dos, al referirse al Fondo, ordena que "se consti- 
tuirâ" en todo caso.
d ’) Compensaciôn financiera silenciosa u oculta (stille 
Finanzausgleich).
Junto a los tipos de compensaciôn financiera que hemos exa 
minado hasta ahora, la doctrina alemana alude a la denominada corn 
pensaciôn oculta (versteckte Finanzausgleich) o silenciosa (stille 
Finanzausgleich), que se define como "las medidas de las Corpora­
ciones püblicas que, sin derivar de leyes de compensaciôn (Finan-
zausgleichgesetzen), tienen un contenido juridico, o un efecto, 
compensatorio, pues afectan indirectamente, de modo positivo o 
negative, a la situacion financiera de otras Corporaciones pü­
blicas'’ (309). Tales medidas pueden procéder tanto de niveles 
superi ores de Hacienda, como de niveles inferiores, y como ejem- 
plos, cita Pagenkopf los supuestos en que el poder legislative 
del Estado eleva los tipos de gravamen o establece nuevos tribu­
tos, o suprime exenciones en tributos cuya recaudacion comparten 
diversos niveles de Hacienda, lo que logicamente influye positi- 
vamente en los ingresos de las Haciendas que participan en dicha 
recaudacion. La transferencia de servicios o delegacion de comp£ 
tencias sin prever simultaneamente los ingresos necesarios para 
su ejercicio, en cambio, incidiria negativamente en la situacion 
financiera de dichas Haciendas de una manera oculta o silenciosa 
("auf stille Weise"). Por otro lado, las Haciendas menores tam­
bien pueden adoptar medidas de compensacion oculta, por ejemplo 
aumentando o disminuyendo el tipo de sus tributos , cuando estos 
son deducibles de los impuestos estatales.
La causa de la compensacion oculta es, por tanto, la atr^ 
bucion de poder tributario tanto al Estado como a las Haciendas 
territoriales, lo que supone un fundamento constitucional de es­
tas medidas (articulo 133 de la Constitucion espafiola), pero co­
mo alteran el resultado del sistema püblico de compensacion 
ipffen Finanzausgleich) resultan criticables, y en todos los orde- 
namientos se adoptan medidas para limitar o paliar los efectos de 
este tipo de compensacion. Como veremos mas adelante, tanto la 
Constitucion espahola como la L.O.F.C.A. contienen diversas previ_ 
s i ones de este tipo, tendante^ a hacer coincidir la compensacion 
legal o aparente con la compensacion efectiva.
e ') Compensacion financiera nacional e internacional
Por ültimo, cabe distinguir entre los sitemas de compensa-
cion internacionales o entre Estados, y los sitemas de compensa­
cion interna, o dentro del Estado.
En relaciôn con los sistemas de compensaciôn internacio­
nal, hay que hacer una referencia a las Comunidades Europeas, y 
en especial a la llamada resoluciôn Lange, adoptada por el Par- 
]amento europeo el 15 de noviembre de 1979, (310)., en la que
se defiende la necesidad de "un sistema nuevo y duradero de com­
pensaciôn financiera entre los Estados miembros, en el marco de 
la Comunidad, basado en la nociôn de producto interior bruto por 
habitante y organizado en el marco del Presupuesto comunitario". 
En esta direcciôn, puden considerarse un primer paso los fondos 
estrueturales actualmente existante en la Comunidad, sobre todo 
los Fondos regional y social, aunque, como puso de relieve la 
Comisiôn en us informe al Parlamento y al Consejo de 4 de febre­
ro de 1983 (libro verde), las dificultades existantes para avan- 
zar en esta linea son numerosas ya que la Comunidad es todavia 
mâs hetefogénea, en cuanto a la capacidad financiera de sus miem 
bros, sus politicas y sus tradiciones econômicas, que los Esta­
dos existantes. Ademas, el Presupuesto de la Comunidad, a dife­
rencia de lo que ocurre en los Estados federales, es mâs reduci­
do que el de sus miembros, lo que limita enormemente las posibi- 
1i dades de compensaciôn (311).
Nosotros limitaremos nuestro anâlisis, en esta ocasiôn, 
fundamentalmente a la compensaciôn interna y dentro de esta, a 
la compensaciôn horizontal entre Comunidades Autônomas, pues la 
compensaciôn vertical, como ya dijimos, no es manifestaciôn del 
principio de solidaridad, sino del de autonomia y suficiencia, 
y la compensaciôn horizontal entre las Haciendas Locales queda 
confiada a cada Comunidad Autônoma, que segün el articulo 2.2 de 
la L.O.F.C.A. "estâ obligada a velar por su propio equilibrio te 
rritorial y por la realizaciôn interna del principio de solidaridadV
2.- Caracteristicas del sistema de compensacion horizontal esta­
blecido en la Constitucion de 1978
Del articulo 138.1 de la Constitucion se deduce que el 
principio de solidaridad no es el fundamento de la compensacion 
vertical, reconducible a los principios de autonomia y suficien­
cia, como hemos visto anteriormente, sino exclusivamente de la 
compensacion horizontal, o lo que es lo mismo, del "equilibrio 
economico, adecuado y justo, entre las diversas partes del te- 
rritorio espanol". Antes de examinar las caracteristicas del sis 
tema espahol de compensacion horizontal, haremos una breve refe 
rencia a las caracteristicas que estos sistemas presentan en el 
Derecho comparado, para posteriormente destacar las similitudes 
v di ferenc ias.
a) Referencia al Derecho comparado
En el Derecho comparado existen diversos mecanismos de com 
pensaciôn horizontal, que lôgicamente se manifiestan a través de 
transferencias, pues los ingresos propios de las Haciendas terri­
toriales son exclusivamente un mecanismo de compensaciôn vertical 
(312). Por un lado,estan las trasferencias efectuadas directamen­
te entre Estados, como es el caso aleman, y por otro,las transfe- 
rencias del Estado central a loi territorios autônomos. Aquellas 
constituyen un caso excepcional en el Derecho comparado, expli­
cable en virtud de circunstancias histôricas peculiares, por lo 
que résulta innecesario profundizar ahora en su estudio, ya efec- 
tuado, por otra parte, por el profesor Ferreirb Lapatza (313). 
Estas, ademas de constituir una clase de ingresos püblicos de 
los entes inferiores de importancia creciente, sirven, con fre- 
cuencia de modo inseparable, Q. la finalidad de redistribuir las
cargas financieras entre ellos, por lo que, como afirma el pro­
fesor Palao, existe una estrecha relaciôn entre lo que antes he­
mos denominado compensaciôn vertical y la compensaciôn horizon­
tal indirecta (314). Dentro de este tipo de transferencias, dis 
tinguimos los supuestos de coparticipaciôn en ingresos, por un 
lado, y las subvenciones, condicionadas, incondicionadas o gra- 
duadas, por otro.
cl') Part ic ipac iôn en ingresos
La participaciôn en ingresos se caracteriza, frente a las 
subvenciones, porque el importe de la suma transferida depende 
de la recuadaciôn obtenida por el Estado de ciertos tributos. El 
reparto de esa cantidad global puede hacerse mediante atribuciôn 
directa, esto es, en funciôn de las bases imponibles radicadas 
o la recaudaciôn obtenida en cada territorio autônomo, o bien 
mediante un sistema de atribuciôn indirecta en funciôn de otros 
criterios distintos, como el coeficiente de poblaciôn, la super­
ficie, la tasa de paro o emigraciôn, la relaciôn inversa de la 
renta por habitante, etc., entre los que puôdc indu/rSC* tambien el 
de localizaciôn. En el primer caso nos encontramos ante un supues 
to muy similar al de los tributos cedidos o al de los recargos, 
al menos desde un punto de vista teleolôgico, y por tanto, estas 
transferencias funcionan al margen de cualquier criterio de so­
lidaridad, porque existe una absoluta localizaciôn de los rendi- 
mientos. En los supuestos de atribuciôn indirecta, en cambio, 
la participaciôn en ingresos puede jugar como una técnica aplica 
tiva del principio de solidaridad, en la medida en que se uti- 
licen criterios redistributivos para fijar el porcentaje que co­
rresponde a cada territorio autônomo, y no exclusivamente el cri_ 
terio de la localizaciôn.
Tal es el caso de Alemania, donde la participaciôn en la
recaudacion de los impuestos comunes se efectuaba hasta 1969 so­
bre la base exclusiva del lugar de imposiciôn: el porcentaje de 
cada land se calculaba sobre la base del producto local (das or- 
tliche Aufkommen) del impuesto federal comün, lo que originaba 
grandes desequi1ibrios, sobre todo debido a la concentraciôn de 
sociedades en determinados Lander, lo que suponia el pago del 
Impuesto sobre Sociedades en dicho Estado, y asimismo de la re- 
tenciôn a cuenta de1 impuesto sobre los rendimientos de los 
3-salariados . La reforma de 1969 supone en este punto un compro­
mise entre los Lander ricos y los Lander pobres, ya que aunque 
mant i ene el criterio del procucto local, toma en consideraciôn 
tambien el numéro de habitantes para la participaciôn en IVA, 
y asimismo prevé diversas medidas de compensaciôn, sobre todo 
un favor de los Lander cuyos ingresos propios y derivados de la 
parLicipaciôn en el impuesto sobre la renta se situan por deba­
jo de la media federal por habitante (nuevo articulo 107 de la 
ley fundamental).
Asi, como pone de manifiesto el profesor Ferreiro (315), 
la ley de 28 de agosto de 1969 atribuye, en primer lugar, a to­
dos los Lander,en funciôn de su poblaciôn,el 75 por ciento de 
la cantidad global que corresponde a éstos en la recaudaciôn 
de1 IVA, y en segundo lugar, el 25 por ciento restante, exclu­
sivamente a los Lànder cuyos ingresos por habitante -excluidos 
los derivados de la participaciôn en el IVA- son inferiores a la 
media nacional. La ley fundamental précisa, por otra parte, que 
para el calcule de los ingresos de los Lander hay que tener en 
cuenta los ingresos locales.
Tambien pueden considerarse un ejemplo de mecanismo de 
compensaciôn a través de la participaciôn en ingresos, las trans 
ferencias a las regiones italianas derivadas del reparto de unos 
fondos générales sobre cuya formaciôn y criterios de reparto se 
h&n ocupado J.L. Muhoz del Castillo, M. Vega Herrero y J. Herrero 
Madariaga (316).
Asi, el fondo comün para la financiaciôn de las regiones, 
previsto en el articulo 8 de la Ley financiera de 1970, cuyo plan 
teamiento ha sido modificado en ocasiones posteriores, se integra 
por diversos porcentajes de la recaudaciôn de ciertos tributos 
estatales y - a diferencia de los ingresos contemplados en el 
articulo 7 de la citada ley, que hasta 1978 constituian un caso 
de participaciôn en ingresos mediante atribuciôn directa (esto 
es, en base a las cantidades recaudadas en cada territorio)- se 
distribuye en funciôn de un sistema complej o , en el que entran 
en juego diversos criterios ( poblaciôn residente, superficie, 
porcentaje de emigraciôn, grado de paro, carga per capita del 
impuesto sobre la renta) que suponen una aplicaciôn del princi­
pio de solidaridad.
En cambio, el denominado fondo para la financiaciôn de 
los programas régionales de desarrollo, asi como los ingresos 
previstos en el articulo 7 de la Ley financiera (tributos esta­
tales cuya recaudaciôn viene atribuida a las regiones),-estos 
ültimos desde 1978? no constituyen un caso de participaciôn en 
ingresos en sentido estricto, porque la cantidad Q, repartir en­
tre las regiones se détermina independientemente de la efecti­
va recaudaciôn. Ello no es obstâculo para que este tipo de meca­
nismos tienda tambien a la compensaciôn horizontal (317), ya que 
la participaciôn en ingresos no es el ünico instrumento de solida 
ridad.
b') Las subvenciones como instrumento de compensaciôn: t^ 
pos y criterios de reparto
Junto a la participaciôn en ingresos, existen en todos los 
Estados federales o régionales transferencias presupuestarias 
calculadas no en funciôn de la recaudaciôn efectivamente obtenida 
sino en funciôn del gasto f^ ue se pretende cubrir. Estas transf e-
rencias reciben usualmente, el nombre de subvenciones, asignacio­
nes (Zuweisung), ayudas (grant in aid), contribuciones (contribu- 
ti), etc., y constituyen, como ha sehalado el profesor Palao "el 
instrumento natural para compensar las desigualdades entre unos y 
otros entes subordinados al Estado" (318).
Las modalidades que revisten las subvenciones en la practi_ 
ca de los distintos Estados federales y régionales son muy varia- 
das , dando lugar a diversos criterios de claj?if icacion, algunos 
de los cuales son ampliamente coïncidentes. El primero y princi­
pal es que la subvenciôn se concéda solo para determinadas fina- 
lidades o bajo ciertes condicionamientos y limitacione^O, por 
el contrario, sin restriccion (transferencias "condicionadas e 
incondicionadas" o "generates y especiales" o "libres y restringi_ 
das"). Las primeras tienen siempre un caracter de compensaciôn 
de ingresos. Las segundas pueden calcularse tambien ten iendo en 
cuenta criterios compensatorios, es decir, atendiendo no sôlo al 
coste de los programas y servicios administrados por las regio­
nes, sino tambien a las necesidades financieras de estas o a su 
capacidad para obtener ingresos propios. En el Informe Kilbran- 
don se citaban, como una tercera categoria, las subvenciones de 
equiparaciôn, pero éste no es un "tertium genus" sino una finali^ 
dad que puede conseguirse tanto a través de las subvenciones con 
dicionadas como incondicionadas (319).
Otro criterio relevante atiende al hecho de que el ente 
que recibe la subvenciôn participe o no en el coste del programa 
a que se destina. Un ejeymplo de este tipo de subvenciones, que 
se conocen con el nombre de graduadas, lo constituye el sistema 
americano de "Revenue Sharing" puesto en marcha en 1972 mediante 
la "State and Local Fiscal Assistance Act". Se creô un fondo que 
deberia emplearse a lo Itirgo de cinco afios sin que se afectasen 
para nutrirlo los rendimientos de ningün impuesto en particular 
(320).
Las subvenciones otorgadas por la Federaciôn a los Estados
con cargo a este fondo son parcialmente coondicionadas, ya que de 
ben destinarse a un conjunto de gastos definidos de manera muy am 
plia; seguridad, proteccion del medio ambiente, transportes y co 
mimicaciones, sanidad, servicios sociales, bibliotecas, activida- 
des recreativas y gastos de admirtistracion. financiera.
La distribucion a cada Estado se hace de acuerdo con dos 
formulas, la del Senado y la del Congreso, pudiendo el Estado 
receptor elegir la que le sea mas favorable.La primera combina 
très factores (poblaciôn residente, renta del Estado en relaciôn 
a la Renta Nacional, y esfuerzo fiscal medico como la relaciôn 
entre los impuestos netos recaudados por el Estado y sus Gobier 
nos locales y la renta personal agregada del Estado). La segun- 
da fôrmula combina cinco factores,ahadiendo a los tres anterio- 
res la proporciôn de poblaciôn urbana y los ingresos provenientes 
del impuesto sobre la renta. A su vez cada Estado debe distribuir 
dos tercios de la subvenciôn que recibe a las Haciendas locales, 
quedandose para si el tercio restante. Dicha distribuciôn se ha­
ce de acuerdo con una formula muy similar a la del Senado.
La graduaciôn de la subvenciôn proviene de la introduc- 
ciôn de1 esfuerzo fiscal, de tal forma que si el Estado aumenta 
su nivel de impuestos,la subvenciôn ^ue recibe se incrementa au­
tomât i camente .
El esfuerzo fiscal es, en efecto, junto con Itts necesida­
des financieras y la capacidad de cada Hacienda regional, uno de 
los criterios bâsicos para la distribuciôn de las subvenciones 
ya que su toma en consideraciôn es indispensable si se quiere 
evitar que las transferencias se destinen a reducir los impuestos 
y no a elevar el nivel de provisiôn de los servicios.
c') La utilization de fondes para la distribucion de las 
transf e rend as
Para la distribucion de las subvenciones, y en general de 
todas las transferencias, la prâctica de les distintos paises ha 
venido recurriendo a la constitucion de fondes, que tienen la 
ventaja de que permiten conocer con mayor claridad que recursos 
se destinan a medidas de compensacion, su origen y procedencia, 
les criterios de distribucion,y consecuentemente la cuantla en 
que participa cada Hacienda territorial. Como ejemplo baste citar 
e1 case italiano (fonde comùn y fonde para lù. financiaciôn de les 
programas régionales de desarrollo) y el "revenue -sharing" esta- 
dounidense .
Siguiendo a Rovira Mola (321) podemos définir estes fondes 
como "una masa de recursos econômicos (susceptible de ser disgre- 
gada en masas partiales o especiales) procedente de ingresos (pro 
pios o transferidos), destinados, de forma concreta y diferencia- 
da, a ser distribuidos, segùn varias modalidades, entre las Ha- 
ciet'idas Territoriales, con arreglo a distintas tecnicas de repar­
te, con o sin una organizacion establecida "ad hoc" y con el pro­
pos! te de efectuar una compensacion horizontal entre dichas Ha­
ciendas. Hay que destacar la similitud que oe apreciar en
tre este concepto y el de patrimonio de destine o patrimonio sepa 
do en el Derecho civil. Los fondes son susceptibles, segùn el 
citado autor, de ser clapificados con arreglo a diverses crite­
rios :
- Fondes especiales y fondes générales segùn que las asig- 
naciones que con cargo a elles se distribuyan esten afectadas 
-aùn sin contabilidad separada- o no lo estén, a una finalidad es
pec1f ica.
- Fondes de caracter estimulador y de carâcter sancionador 
segün que se propongan fomentar, per unct via positiva o negative, 
el cumplimiento de objetivos determinados.
- Fondes centralizados o descentralizados, segùn que la 
organizacion establecida para la administraciôn de les recur­
sos este configurada con predominio de elementos de la Adminis­
traciôn central o de la Administraciôn territorial.
La dotaciôn de les fondes se efectua, en el Derecho compa- 
rado, a través de muy diverses procedimientos, bien a través de 
aportaciones de las regiones, bien a través de les Presupuestos 
del Estado central, y en este case la cuantia puede determinarse 
en un porcentaje de la recaudaciôn obtenida poe cierto concepto o 
conceptos tributaries, o en un porcentaje de les gastos totales, 
o de cierto tipo de gastos.
Pero la dificultad fundamental reside, como es lôgico, 
en la determinaciôn de les criterios de distribuciôn del fonde 
entre las regiones. La doctrina (Bickel) suele reducir a très 
les criterios empleados en les distintos paises: necesidades 
financieras, capacidad financiera, y la efectiva carga fiscal 
soportada per la poblaciôn. Dichos criterios son susceptibles 
de mùltiples matizaciones y oombinaciones, que pueden llegar a 
constituir, como afirma no sin cierto humor Bickel, una "cien- 
cia oculta y cuya objetividad es, por ahadidura, problematical 
(322).
A les efectos de nuestro estudio, podemos prescindir del 
ùltimo de les criterios mencionados -el esfuerzo fiscal- porque 
no es una aplicaciôn del principle de solidaridad, sino una exi- 
gencia politica (el grade de esfuerzo fiscal révéla las preferen 
cias de les ciudadanos de mayores servicios pùblicos) y de efica 
cia(evitar que las transferencias se destinen a reducir impuestos 
en lugar de elevar el nivel de provision de los servicios).
El criterios de capacidad financiera supone la toma en 
consideraciôn de la posibilidad de obtener ingresos tributaries 
propios por cada regiôn. En sistesis, la aplicaciôn de este cri- 
terio supone dos fases: primero se establece el indice de capaci-
clad financiera de cada region, que viene determinado por la suma 
de los ingresos régionales y municipales obtenidos en cada region 
por ciertos conceptos tributaries determinados por ley; posterior 
mente se establece el indice de compensacion, que résulta de mul- 
tiplicar los ingresos medios por habitante en el conjunto del Es­
tado por el numéro de habitantes de cada region.
La diferencia entre el primero y el segundo es la canti- 
dad a compensar total o parcialmente. Asi, en Alemania se garan- 
tiza a los Lander la compensacion del 100# de la cantidad que Ids 
sépara del 92# del indice de compensacion, y del 37'5# de la 
fracciôn comprendida entre el 92# y el 100#. Las cantidades ne- 
cesarias para garantizar esos niveles de capacidad financier^ se 
aporta por los Estados cuyo indice de capacidad exceda el 102# 
del indice de compensacion. La fracciôn del 102# al 110# se com- 
puta por el 70# de su valor y el resto por su valor exacto. Si 
los ingresos tributarios por habitante de un Estado (no de sus 
municipios), incluidas las asignaciones por compensaciôn, quedan 
por debajo del 95# de la media de todos los Estados, deben ser 
elevadas sus asignaciones para alcanzar esta media y debe, por 
tanto, ser ajustado el câlculo de las contribuciones. Si los in­
gresos tributarios de un Estado deudor por compensaciôn, previa 
deducciôn de sus contribuciones, quedan por debajo de la media 
de los Estados por habitante, el importe que falta debe ser 
colmado por los otros Estados deudores en proporciôn a sus con­
tribuciones (323).
El criterio de capacidad financiera también se utiliza 
en Canada y Suiza, con la diferencia de que la compensaciôn no 
es directa entre los cantones sino que se efectua a través de 
los Presupuestos Générales del Estado. En Suiza, los indices de 
capacidad financiera, ponderados, se han utilizado no solo para 
determinar la cuantia de las subvenciones que corresponden a ca­
da cantôn, sino también, mas recientemente, para determinar la 
participaciôn cantoral en ciertos ingresos federates.
En otros p&ises, como Australia, Estados Unidos e incluso 
Canada, se ha intentado utilizar como criterio de destribuciôn 
de las transferencias estatales entre las regiones el concepto 
de "necesidades financieras", pues existen regiones con una fuer 
te cap&cidad financiera que conocen, sin embargo, sérias dificu^ 
tades, debido sobre todo a los problemas planteados por las zo- 
nas- u.rbanas. Un indice de las necesidades financieras, quizâs el 
mas rudimentario, séria el gasto publico o el deficit presupues- 
tario, pero usualmente se acude a otros criterios mas objetivos 
como el coste por habitante de los servicios pùblicos en relaciôn 
con la media nacional. También serian reconducibles a esta cate- 
goria^criterios taies como el nùmero de habitantes o la superfi­
cie de cada region,pues normalmente al aumentar la poblaciôn o 
la superficie aumentan los necesidades. La elecciôn de unos u 
otros criterios de distribuciôn de los fondos de compensaciôn^y 
de las transferencias estatales en general,viene determinada, 
entre otros factores, por el objetivo concreto que se persigue, 
ya que el criterio de la capacidad financiera es el ma? idôneo 
para la reducciôn de diferencias de presiôn fiscal entre las re­
giones, mientras que el criterio de las necesidades financieras 
tiende mas bien a garantizar un standard de calidad minima en la 
prestaciôn de los servicios pùblicos. Desde el punto de vista 
practice, résulta indudable la mayor complejidad del segundo de 
los criterios mencionados, ya que es dificil distinguir los gaf- 
tos que responden a preferencias politicas de los ciudadanos re- 
sidentes en cada regiôn, de aquellos otroë ocasionados por un 
coste mas elevado de los mismos servicios pùblicos, y la utili- 
zaciôn exclusivamente de criterios taies como la poblaciôn o la 
superficie,para medir las necesidades, es excesivamente simplis- 
ta .
b) El sistema espahol de compensacion horizontal
El sistema espahol de compensacion horizontal es fundamen 
talmente un sistema de compensacion indirecta via gasto, que se 
materializa en transferencias del Estado a las Comunidades auto- 
nomas, estando prevista constitucionalmente la dotaciôn de un 
fondo con destino a gastos de inversiôn, para hacer efectiva la 
solidaridad interterritorial.
a ’) Gastos corrientes y de inversiôn
Partiendo de la genérica proclamaciôn del principle de 
solidaridad del articule 156 de la Constituciôn, CAZORLA sehala 
que existen numerosas plasmaciones del mismo, sobre todo "en lo 
cjue mira espec i f i camen te al terrene del gasto publico^ (324). Y 
desde este punto de vista, algùn autor (A. Lôpez Nieto y F. Fer­
nandez Rodriguez) sehala como^frente a los sistemas extranjero^ 
que pretenden la equiparaciôn de la capacidad fiscal "per capi­
ta" o de los indices de prestaciôn de los servicios pùblicos, lo 
cual supone una "nivelaciôn parcial del gasto pùblico corriente", 
en cambio la Constituciôn espahola recoge una formulaciôn mucho 
mas ambiciosa, en la medida en que pretende "corregir los dese- 
quilibrios econômicos interterritoriales via inversiôn pùblica" 
(325).
Sin embargo, este planteamiento, re&lizado desde una ôp- 
tica preferentemente econômica, no nos parece correcte, ya que 
el sistema de compensaciôn previsto en la Constituciôn afecta 
tanto al gasto de inversiôn como al g&sto corriente de las Comu­
nidades Autônomas. Esto resultaba claramente del articulo 147 del 
primer Anteproyecto (B.O.C. de 5 de enero), cuyos parrafos 3 y 
4 distinguian entre una asignaciôn para gastos corrientes de 
los territorios autônomos "en fune i ôn del volumen de los servi-
cios y actividades de caracter publico que hayan asumido y de la 
garantia de un nivel minimo en la prestaciôn de les servicios pu- 
blicos fondamentales en todo el âmbito del Estado", por un lado, 
y una asignaciôn para gastos de inversiôn con cargo a un fondo de 
compensaciôn interterritorial, por otro (326). Hoy, desaparecida 
la referenda expresa a los gastoj corrientes, al analizar el 
articulo 158 del texto constitucional un sector importante de la 
doctrina (Lasarte) continua distinguiendo entre el Fondo de Com­
pensaciôn interterritorial y las asignaciones presupuestarias, 
fundamentalmente, en base r,a que el primero hace f rente a gas­
tos de inversiôn, mientras que las segundas parecen estar pensa- 
das para financiar gastos corrientes o de funcionamiento de los 
servicios (327). Palao, por su parte entiende que "supuesto que 
este sea ef ec t i vamente el sentido de la meincionada distinciôn, 
la justificaciôn no résulta en absolute clara. En primer lugar, 
porque la garantia de un nivel minimo en la prestaciôn de los 
servicios pùblicos fundamentales en todo el territorio espahol, 
que es la finalidad atribuida a las asignaciones, exigirâ norma^ 
mente la realizaciôn de inversiones pùblicas, y no pequehas, en 
determinadas regiones, aùn a la vista de la relaciôn de compe- 
tencias que estas puedan asumir. Por tanto, la idea que se des- 
prenderia de esta interpretaciôn, de unas transferencias en la 
cuantia necesaria para mantener a los servicios pùblicos régio­
nales funcionando a su nivel actual, no sôlo es anadmisible, sino 
también contradictoria con la indicada finalidad" (328).. Este 
razonamiento puede inducir a desechar la hipôtesis establecida, 
lo cual explicaria la supresiôn de la menciôn expresa de los 
"gastos corrientes", y en efecto, a nuestro juicio el criterio 
basico para distinguir el fondo de compensaciôn de las asigna­
ciones de nivelaciôn no es la naturaleza de los gastos financia- 
dos con cargo a uno y otras, sino el caracter ordinario y extra 
ordinario, rejpectivamente, de estos mécanismes de compensaciôn. 
Con todo, no cabe duda que la Constituciôn prevé la existencia de
medidas de compensaciôn no sôlo ni fundamentalmente respecto a 
los gastos de inversiôn, sino también en relaciôn con los gastos 
corrientes, y ello no sôlo a través de las asignaciones presupues^ 
tarias previstas en el articulo 158.1, sino también a través de 
la participaciôn en ingresos y las técnicas de financiaciôn con- 
junta de servicios pùblicos a que mas adelante heremos referen­
da. El sentido del articulo 158.2 no es, por tanto, reducir a 
los gastos de inversiôn el sistema de compensaciôn, sino ùnica- 
mente impedir el establcecimiento de mecanismos que desconocieran 
este aspecto, basados sôlo en gastos corrientes.
b') Compensaciôn indirecta: las transferencias a las Comu­
nidades Autônomas como instrumento de la solidaridad.
En el sistema constitucional vigente la compensaciôn ho­
rizontal se lleva a cabo indirectamente, a través de los Presu­
puestos Générales del Estado, aunque existe, marginalmente, la 
posibilidad de instrumentar vias de compensaciôn directa entre 
dos o mas Comunidades Autônomas a través de los Convenios a que 
se refiere el articulo 145.2.
En efecto, los ingresos propios de las Comunidades Autô­
nomas, en la medida en que implican el ejercicio por éstas de 
poder financière, aunque sea de forma parcial y muy limitada, es- 
tan organizados en base a criterios de localizaciôn, lo que im- 
pide que puedan jugar como mecanismos de compensaciôn horizontal. 
Consecuentemente, la ùnica via para articular la compensaciôn, 
como es usual en el Derecho comparado, son las transferencias 
efectuadas por el Estado, ya sea en concepto de participaciôn 
en ingresos o en concepto de subvenciôn. Respecto a estas ùltima^ 
hubiese cabido la posibilidad de que el Fondo de Compensaciôn 
interterritorial se nutriese no sôlo de la aportaciôn del Estado 
sino también de aportaciones de las Comunidades Autônomas segùn
su capacidad, con el fin de conseguir, también por esta via, un 
efecto de solidaridad y compensaciôn directa, pero en el pleno 
del Congreso fueron rechazadas dos enmiendas en este sentido 
(329) y aunque la redacciôn final del articulo 158.2 guarda si - 
lencio en este punto, la interpretaciôn que ha prevalecido es 
considerar «1 Fondo como una carga general del Estado, y en es­
te sentido se pronuncia la L.O.F.C.A. en sus articulos 4 y 16.
El Informe de la Comisiôn de Expertes sobre Financiaciôn 
de las Comunidades Autônomas, en relaciôn con las transferencias. 
considéra que el principle de internaiizaciôn de costes excluye 
la necesidad de recurrir a las mismas, pero matiza inmediatamen- 
te que ello no excluye las tareas de redistribuciôn y solidaridad, 
espec1ficamente encomendadas al Estado, y por consiguiente, su 
implantaciôn no enturbia el criterio basico de internalizaciôn 
de costes que el Informe propugna (330)
c ') Fondos de compensaciôn
La compensaciôn interterritorial se efectua en Espana 
parcialmente a través de fondos, como es frecuente, segùn ya he-r 
mos visto, en el Derecho comparado. En efecto, el articulo 158.2 
de la Constituciôn prevé la constituciôn de un Fondo de Compensa 
ciôn con destino a gastos de inversiôn, cuyos recursos serân des 
tribuidos por las Cortes Générales entre las Comunidades Autôno- 
rnes y provincias en su caso. Las dificultades iniciales para la 
aplicaciôn de este precepto hicieron que previamente se creara, 
por ley de 19 de octubre de 1979, un Fondo de acciôn urgente pa­
ra compensar desequilibrios régionales (331), ya qqe hasta 1981 
no se incorpora el Fondo de Compensaciôn Interterritorial a los 
Presupuestos Générales del Estado. La conversiôn del Fondo de 
acciôn urgente en Fondo de compensaciôn no fue operaciôn facil 
( 332 ) .
También algunas Comunidades Autônomas han creado fondos 
para hacer efectiva la compensaciôn horizontal en su âmbito te­
rri torial -este es el caso , por ejemplo del Fondo de Solidaridad 
Municipal de Madrid creado por Ley de 19 de diciembre de 1984-% 
o como mecanismo para agilizar la compensaciôn vertical entre el 
Estado y la correspondiente Comunidad, como es el caso del Fondo 
de Compensaciôn Financiera creado por la Ley 1/1984 de 2C de fe- 
brero, de Galicia, el cual no puede considerarse en consecuencia, 
como un instrumento de la solidaridad, sinode la autonomia finan­
ciera y la suficiencia.
En el âmbito municipal, ademâs, existion ya précédantes de 
fondos con finalidad redistributiva, como el Fondo Nacional de 
las Haciendas Locales, sustituido desde 1978 pop el Fondo Nacio­
nal de Cooperaciôn Municipal (333), creado por el articulo octavo
del real Decreto-ley 34/1977 de 2 de junio. Segùn la disposiciôn
final cuarta de la ley de 28 de octubre de 1981, que aprueba de­
terminadas medidas de régimen juridico de las Corporaciones Loca­
les, "51 Fondo Nacional de Cooperaciôn Municipal estarâ dotado 
de todos los ingresos procédantes de las participaciones atribui- 
das a las Corporaciones Locales en la recaudaciôn de la imposi - 
ciôn indirecta en la del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas y en el rendimiento de la Tasa sobre juegos de azar, sal­
vo el porcentaje de esta ùltima que se asigna directamente a los 
Ayuntamientos".
Se trata, indudablemente, de una manifestaciôn del princi­
ple de solidaridad, que como sehala el acuerdo de 6 de marzo de
1984 del T .E .A .C.(334) informa toda "compensaciôn que se satisfa- 
ce con cargo a fondos de eminente naturaleza redistributiva, como 
son los ingresos procedentes del Fondo Nacional de Cooperaciôn 
Muni cipal"
c) La interdiccion constitucional de medidas de compensa­
ciôn oculta
La compensaciôn oculta, que,como ya hemos visto,se carac- 
teriza por derivar de normas dictadas con una finalidad distin­
ta, pero que implicitamyente o indirectamente alteran la situa- 
ciôn financiera de Corporaciones pùblicas distintas de aqellas 
de la que emanan, no se menciona expresamente en nuestra Consti­
tuciôn ni en la L.O.F.C.A., pero existen diverses preceptos en 
base a los cuales es posible extraer un principle constitucio- 
nal de interdicciôn de medidas que puedan tener estas consecuen- 
cias, al menos en los cases mas graves. Dichos preceptos son los 
s i gu i entes :
- "Las Comunidades Autônomas no podrân en ningùn caso ado£ 
tar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su terri­
torio o que supongan obstâculo para la libre circulaciôn de mer- 
cancias o servicios" (articulo 157.2 de la Constituciôn). Esta 
norma supone una concreciôn en el âmbito tributario de lo previs­
to en el articulo 139, que constituye uno de los principles bâ- 
sicos del orden pùblico econômico, como ha declarado el Tribunal 
Censtitueional en la Sentencia de 16 de noviembre de 1981 (335).
- En los supuestos de transferencia o delegaciôn en las 
Comunidades Auténomas de facultades correspondientes a materiasJc 
titularidad estatal que por su propia naturaleza sean suscepti­
bles de transferencia o delegaciôn, "la ley preverâ en cada caso 
la correspondiente transferencia de medios financières" (articu­
le 150.2 de la Constituciôn).
- Cuando las Comunidades Autônomas establezcan tributes so 
bre las materias que la legislaciôn de régimen local reserve a 
las Corporaciones locales, "en todo caso, deberân establecerse 
las medidas de compensaciôn adecuadas" (articulo 6.3 L.O.F.C.A). 
Identica norma contiene el nùmero 4 del articulo 6 de la L.OP.C.A
para los casos que el Estado establezca tributes sobre hechos im- 
ponibles gravados por las Comunidades Autônomas.
- Cuando el Estado o las Corporaciones Locales transfie- 
ran a las Comunidades Autônomas bienes de dominio pùblico para 
cuya utilizaciôn estuvieran establecidas tasas o competencias
en cuya ejecuciôn o desarrollo presten servicios o realicen act^ 
vidades igualmente gravadas con tasas, aquellas o éstas se con- 
sideran como tributes propios de las respectivas Comunidades (ar­
ticule 7.2 de la L.O.F.C.A.)
- El rendimiento previsto para cada tasa y la recaudaciôn 
por contribuciones especiales no podrâ exceder, recpectivamente, 
del coste del servicio o actividad o del coste de la obra, esta- 
blecimiento o ampliaciôn del servicio soportado por la Comuni­
dad (articulos 7.3 y 8.2 de la L.O.F.C.A.)
- Los impuestos establecidos por las Comunidades Autônomas 
no podrân: sujetar elementos patrimoniale/ situados, rendimientos
or’iginados ni gastos re&lizados fuera del territorio de la res­
pect i va Comunidad; gravar, como taies, negocios, actos o hechos 
celebrados o realizados fuera del territorio de la comunidad im 
positora, ni la transmisiôn o ejercicio de bienes, derechos y 
obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en di^  
cho territorio o cuyo adquirente no resida en el mismo; suponer 
obstâculo para la libre circulaciôn de personas, mercancias y 
servicos, capitales, ni afectar de manera efectiva a la fijaciôn 
de residencia de las personas, ubicaciôn de empresas y capitales 
dentro del territorio espahol, ni comportar cargas trasladables
a otras Comunidades (articulo 9 de la L.O.F.C.A.)
- Los tributos cedidos se atribuyen a las Comunidades Au­
tônomas en funciôn: del domicilio fiscal del sujeto pasivo en
los impuestos personales; del lugar en que se realice la operaciôn 
o radique el inmueble en los tributos que graven el consumo u ope 
rac i ones i nmob i 1 i ar i as (art. 10 de la L.O. F.C.A. )
- Los recargos sôlo se pueden establecer segùn el articulo 
12 de la L.O.F.C.A., sobre los impuestos cedidos o sobre los no 
cedidos que graven la renta o el patrimonio de personas fisicas 
residentes, sin que en ningùn casc "puedan suponer una minoraciôn 
en los ingresos del Estado por dichos impuestos", lo que entre 
otras cosas supone que el recargo no es nunca deducible del co­
rrespondiente impuesto, como respecto al I . R . P . F . hia senalado el Con 
sejo de Estado en Dictamen de 3 Diciembre de 1984.
- Segùn el articulo 13.3 de la L.O.F.C.A., el porcentaje 
de participaciôn de cada Comunidad Autônoma podrâ ser objeto
de revisiôn en una serie de supuestos en que, de no modifiasse 
dicho porcentaje, se produciria un efecto de compensaciôn silen 
ciosa u oculta: cuando se amplien o reduzcan las competencias 
asumidas por la Comunidad Autônoma y que anteriormente realizase 
el Estado; cuando se produzca la cesiôn de nuevos tributos; cuan 
do se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributa­
ry o del Estado.
En todos estos preceptos late, en definitiva, el princi- 
pio de interdicciôn de medidas de compensaciôn (horizontal o ver 
tical) oculta o silenciosa, al cual se refiere el Informe de la 
Comisiôn de Expertes sobre Financiaciôn de las Comunidades Auto 
noms s reiteradamente, aunque empleando una terminologia mâs pro­
pia de la ciencia econômica que de la juridica: principle de in 
ternalizaciôn de costes. Este principle no es, sin embargo, ab­
solute, ya que en determinados supuestos la compensaciôn oculta 
ha de considerarse constitucionalmente légitima, sobre todo en 
las relaciones verticales entre el Estado y las Comunidades Auto 
nomas, como cuando el primero efectua reformas no sustanciales 
en su ordenamiento tributario o las segundas modifican tributos 
propios que sean deducibles de los tributos estatales. La com­
pensaciôn horizontal en cambio, parece que siempre deberâ efec­
tua rse en virtud de ley o de convenio entre Comunidades Autôno­
mas, y no de manera oculta o silenciosa.
En definitiva, lo que la Constituciôn y la L.O.F.C.A exi- 
gen es que el sistema de compensaciôn legal o aparente, tanto 
vertical como horizontal, coïncida con la compensaciôn efectiva
0 real, por lo que a nuestro juicio séria posible aplicar los 
criterios que inspiran los preceptos antes mencionados a otros 
supuestos semejentes. La cuestiôn ha sido planteada ante el Tri_ 
bunal Constitucional medi&nte el recurso de inconstitucionalidad 
num. 74/1982 promovido por el Présidente del Gobierno en relaciôn 
con diverses preceptos de la Ley 11/1981 de 7 de diciembre del 
Parlamento Catalan que régula el Patrimonio de la Generalidad.
En concreto, para la Abogacia del Estado ^la facultad de desa- 
fectar y disponer de los bienes transferidos que a favor de la 
Generalidad résulta del articulo 7.3 y concordantes de la Ley re 
currida constituye una forma de financiaciôn de las Comunidades 
Autônomas a expensas de1 Estado, no tipificada ni en la Constitu­
te i on el L.O.F.C.A. ni en los Estatutos y, ademâs, de consecuen- 
cias totalmente errâticas, desiguales y arbitrarias, ya que dé­
pende ri an de la politica de desafectaciôn relacionada con el vo­
lumen de bienes transferidos en forma que se lesiona^ia el prin- 
cipio de solidaridad, con le que resultarian vulnerados los ar­
ticulos 2, 138 y 158 de la Carta Fundamental, los articulos 2.a)
y c) y 5.1 de la L. 0. F . C . A . y la Disposiciôn transitoria tercera
1 del Estatuto de Cataluha".
Queda asi planteada ante el Tribunal Constitucional la 
existencia de un principio de interdicciôn constitucional de la 
compensaciôn financiera oculta, el cual derivaria a su vez del 
principio de solidaridad, y este planteamiento no es rechazado 
por la Sentencia del Tribunal, de 27 de julio de 1982 (336), aun 
que respecto al supuesto concreto planteado se afirma acertada- 
mente que la transferencia de bienes a las Comunidades Autônomas 
impi ica "el cumplimiento estricto de una obligaciôn constitucio- 
nal'L puesto que se trata de una sucesiôn parcial en el ejercicio 
de las funciones pùblicas entre dos entes de esta naturaleza de-
rivada de la reestructuraciôn territorial del Estado. En consecuen 
cia no se trata de un caso de compensaciôn oculta, sino que el 
prcvi sible efecto compensatorio que pueda producirse dériva de 
la propia Constituciôn, y ademâs el legislador estatal, en el 
marco fijado por la Constituciôn y los Estatutos, podrâ dictar 
las normas que juzgue aportunas, en la medida en que no conside 
re suficientes los principios deducibles de las que hoy existen, 
para impedir los dahos eventuales que el recurso intenta evitar, 
ya que al Estado corresponde la competencia exclusiva sobre la 
legislaciôn civil (articulo 149.1.8 de la Constituciôn) -dentro 
de la cual se halla sin duda, el libro segundo, titulo I, capi­
tal o III del Côdigo Civil, en el que se establecen los concep­
tos fundamentales de bienes de dominio publico y patrimoniales- 
y sobre las bases del regimen juridico de las Administraciones 
Pùblicas (art. 149.1.18 de la Constituciôn).
3.- Contenido minimo de la compensacion: articulo 158 de la Cons- 
t i tuciôn.
El principio constitucional de solidaridad, en su proyec- 
ciôn especificamente juridico-financiera, exige, como hemos vis­
to, la existencia de un sistema horizontal de compensaciôn entre 
Comunidades Autônomas, orientado con una finalidad redistributi­
va, a la vez que prohibe las medidas de compensaciôn oculta o si­
lenciosa, que podrian desvirtuar dicho sistema. Pero la Constitu­
ciôn va mâs lejos, y en el articulo 158 recoge expresamente dos 
tecnicas concretas que constituyen el contenido minimo de la corn 
pensaciôn, sin perjuicio de otras técnicas distintas en que pue­
da articularse el principio de solidaridad, dado el caracter 
abierto de la regulaciôn constitucional.
Las dos técnicas concretas aludidas son el Fondo de Com­
pensaciôn Interterritorial y las asignaciones presupuestarias 
de niv'elaciôn. El criterio distintivo entre ambos tipos de trans 
ferencias radica fundamentalmente en que el Fondo constituye un 
instrumento de compensaciôn ordinario, mientras que las asigna­
ciones son un mecanismo extraordinario. En ocasiones se ha alu- 
dido también al destino de dichas transferencias, gastos de in­
versiôn y gastos corrientes respectivamente, pero como ya hemos 
visto este criterio es menos significative,ya que no parece exis 
tir ningun obstâculo constitucional para que el destino de las 
asignaciones presupuestarias sea también la inversiôn. Ademâs 
hay que tener en cuenta que el F.C.I. no se destina integramente 
a transferencias, sino que el Estado asume directamente una par­
te de los gastos de inversiôn
a) Sistema de compensacion ordinaria
a') El Fondo de compensacion interterritorial: concepto 
y naturaleza
El articulo 158.2 de la Constitucion establece literalmen- 
te que "con el fin de corregir desequilibrios econômicos inter­
territoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se 
constituira un Fondo de Compensaciôn con destino a gastos de in 
versiôn, cuyos recursos seran distribuidos por las Cortes Géné­
rales entre las Comunidades Autônomas y provincias en su cafo".
El objetivo del fondo, como instrumento nivelador de los dese­
quilibrios econômicos interterritoriales a través de la utiliza- 
ziôn especifica del gasto de inversiôn se mantuvo desde el texto 
del anteproyecto constitueional hasta la redacciôn vigente, por 
lo que/ aunque la menciôn del principio de solidaridad no figu­
ra ba ni en el anteproyecto ni en el Informe de la Ponencia, sien 
do posteriormente incluida en el Dictamen de la Comisiôn Consti­
tue i ona 1 , no cabe duda de que el Fondo es una manifestaciôn con 
creta de dicho principio (337).
El articulo 157.l.c) de la Constituciôn menciona, asimis- 
mo, las transferencias de un Fondo de compensaciôn interterrito­
rial entre los recursos de las Comunidades Autônomas y esta mis- 
ma previsiôn se contiene en todos los Estatutos de Autonomia vi^  
gentes y en la legislaciôn autônomica, como por ejemplo, en la 
Ley de Finanzas de la Generalidad de Cataluha y en la Ley de Ha­
cienda Publica de Andalucia (338)
En la legislaciôn estatal, el régimen juridico general 
del Fondo esta regulado en el articulo 16 de la L.O.F.C.A. que 
se ocupa de su dotaciôn en los Presupuestoè générales del Esta­
do, los criterios de distribuciôn y el contenido de los proyec- 
tos de inversiôn publica. Las transferencias, dentro del siste-
ma de recursos de las Haciendas Autonomicas, aparecen asimismo 
contempladas en el articulo 4.2.6) de esta ley, y el articulo
3.2 b) recoge entre las funciones del Ccnsejo de politica fiscal 
y financiera la de estudio y valoraciôn de los criterios de dis­
tribuciôn del Fondo.
El 6 de noviembre de 1981, se presentô un proyecto de Ley 
reguladora del Fondo de compensaciôn interterritorial, que no 
llegô a aprobarse en dicha legislfihùfa. El 1 de junio de 1983, 
el gobierno acordô la remisiôn de un nuevo proyecto de conteni­
do anâlogo al anterior, ya que, efi ambos casos, se han tomado 
como base las acuerdos autonômicos suscritos en 1981 que reco- 
gian, a su vez, las recomendaciones formuladas por la Gbmisiôn 
de Expertos sobre financiaciôn de las Comunidades Autônomas. E£ 
te segundo proyecto se ha convertido en la ley 7/1984 de 31 de 
marzo, reguladora del Fondo de Compensaciôn Interterritorial, la cual ha 
sido impugnada ante él Tribunal Constitucional, entre otras razones, porque cü
seha LUI modelo de fondo que no permite hacer efectivo el principio de solidari
cLid(339) .
En nuestro Derecho no existe propiamente un antecedente 
del l'% C . 1 . , tal como ha sido configurado por la normativa ci - 
fada, si bien pueden resefyarse determinadas dotaciones que tu- 
viesen, en su momento, finalidades anâlogas.
Asi, la doctrina se ha referido a la Dotaciôn de acciôn 
coyuntural, prevista en el articulo 57.1.a) de la Ley General 
Presupuestaria, consistante en un crédite global con destino a 
programas de inversiôn, incluida en los Presupuestos Generates 
del Estado. El llamado fondo de compensaciôn interprovincial, 
creado por la Ley q-^1964, era en realidad un fondo de redistri­
buciôn fiscal, cuya dotaciôn provenia de la recaudaciôn del ar- 
bitrio provincial del Impuesto general sobre el trâfico de las 
empresas, y algc similar cabe afirmar, como hemos visto, del Fon 
do Nacional de Cooperaciôn Municipal. No ha faltado algùn autor 
que, consider&ndo el papel prioritario que el Fondo puede ^'ugar
en relaciôn con la politica de desarrollo regional, ha buscado 
su antecedente en la normativa sobre los polos de desarrollo 
y las zonas de preferente localizaciôn industrial, caracteris- 
tica de la anterior legislaciôn sobre Planes de desarrollo. Pe­
ro la figura que, en realidad, respondia a una finalidad anâlo- 
ga al F.C.I. fue el llamado Fondo de acciôn urgente, dotado en 
1979 con el objetivo prioritario de la lucha contra el desempleo 
y en cuya Memoria se sehalaban, como criterios de distribuciôn, 
la renta regional y el indice de paro existante en el territorio 
Ademâs, existen experiencias similares de fondos que pretenden 
hacer efectivo el principio de solidaridad en el âmbito intra- 
comunitario, como es el caso de la Comunidad de Madrid.
En Derecho comparado, y sobre todo en los Estados con 
estructura federal o regional, el ordenamiento positivo prevé 
también la existencia de fondos con una finalidad «emejante al 
F.C.I.
Merece destacarse en este sentido la previsiôn contenida 
en el articulo 104 de la ley fundamental de Bonn, relativo a 
las ayudas de la Federaciôn a los Estados, para financiar inver­
siones que contrarresten los desequilibrios econômicos interte­
rritoriales; el articulo 119 de la Constituciôn italiana, que 
prevé la asignaciôn por parte del Estado, de ayudas especiales 
a las regiones del sur y a las islas. En Estados Unidos, la 
ley de asistencia fiscal de 1972 creô un sistema de compensaciôn 
a los Estados y entes locales, con caracter de subvenciôn condi_ 
cionâda a la realizaciôn de gastos en obras y servicios, repar­
ti do de acuerdo con variables que ponderan el grado de desarro­
llo .
El concepto juridico del Fondo de Compensaciôn interte­
rritorial previsto en el articule 158.2 de la Constituciôn, co­
mo ha puesto de relieve la profesora M.T. Soler Roch en uno de 
los escasos estudios existantes sobre esta figura, "parte de la
idea del mismo como dotaciôn especifica para gastos de inversiônV 
Aunque el mencionado precepto no es muy expresivo al respecto, 
sehala la autora como "parece evidente la nociôn del Fondo como 
una dotaciôn presupuestaria cuya especificidad radica en su ré­
gimen de distribuciôn y afectaciôn, ya que su asignaciôn se pro 
duce mediante la distribuciôn territorial -directamente por el 
Estado o a través de las transferencias a las Comunidades Autô­
nomas- de la dotaciôn presupuestaria destinada a la cobertura de 
los gastos de inversiôn publica" (340).
Algun autor (Ramôn Martin Mateo), refiriéndose a la natu 
raleza juridica de los fondos de compensaciôn en general, ha 
sostenido que tienen una "trascendencia puramente terminolôgi- 
ca, que unicamente califica el origen de los ingresos que se 
transfieren a las Haciendas locales", ahadiendo que "no altera 
la calificaciôn de estas aportaciones como subvenciones propia­
mente dichas,el hecho de que se nutran de los rendimientos de
unos determinados recursos estatales" (341).
Entendemos, sin embargo, que el F.C.I. no es una mera 
l'xprcs i ôn terminolôgica para encubrir subvenciones estatales, 
entre otras razones, porque una parte del mismo se distribuye 
directamente por el Estado. El concepto del Fondo de Compensa­
ciôn, por tanto, hace referenda a una realidad positiva que se 
caracteriza por las siguientes notas:
- Es una dotaciôn presupuestaria, lo que nos lleva a ca- 
lificar el F.C.I. como un mecanismo de compensaciôn horizontal 
indirecta.
- Es una dotaciôn para gastos de inversiôn.
- Es una dotaciôn que se distribuye entre las Comunidades
Autônomas para hacer efectivo el principio de solidaridad inter­
territorial, ya sea directamente por el Estado, ya sea mediante
t rans r erenc ias a las Comunidades Autônomas.
En este sentido, la naturaleza del Fondo es similar a los 
patrimonios de destino o separados en Derecho privado, al menos 
desde una concepcion patrimonial de la Hacienda Pùblica, como ha 
sostenido entre nosotros Bayona (342), aunque no cabe duda que 
en su caracterizaciôn juridica el Fondo ofrece un perfil mucho 
mâs complejo que exige analizarlo, como ha sehalado M.T. Soler 
Roch, desde distintos aspectoj taies como la propia dotaciôn pre 
supuestaria, la participaciôn de las Haciendas territoriales y 
los proyectos de inversiôn pùblica. A ellos dedicamos los epi- 
grafes siguientes (343), para hacer luego una valoraciôn final 
de1 fondo desde el punto de vista del principio de solidaridad.
b M  La dotaciôn presupuestaria del F.C.I.
El régimen de dotaciôn del F.C.I. aparece, en principio 
como un tema no resuelto a nivel constitucional, y por ello sus 
ceptible de interpretaciones doctrinales diversas, segùn se con 
sidere que debe nutrirse con aportaciones de la Hacienda esta­
tal, de las Haciendas territoriales, o de ambas.
Asi , Lasarte entiende que las aportaciones de las Comu­
nidades Autônomas son necesarias para hacer efectivo el princi­
pio de solidaridad, mientras que Ferreiro parece situar las 
transferencias del Fondo entre el bloque de participaciones de 
las Comunidades Autônomas en los ingresos del Estado, y Martin 
Queralt destaca el tema como un problema no resuelto en la Cons 
tituciôn, inclinândose mâs bien porque sea el Estado quien asuma 
dicha dotaciôn (344).
En el Derecho positivo, tanto la L.O.F.C.A. como la Ley 
del Fondo se decantan claramente por esta ùltima alternativa, y 
como afirma M. (T. Soler Roch, "resultaria excesivo considerar 
que la L.O.F.C.A. incurriô en este punto en inconstitucionalidad, 
partiendo de la propia indefiniciôn del articulo 158.2 de la
Constituciôn". En esta linea, cabe ahadir el dato de que en el 
plenu del Congreso fueron rechazadas dos enmiendas tendantes a 
que se exigiera en el texto constitucional que el F.C.I. se nu- 
triera también de las aportaciones de las Comunidades Autônomas 
segun su capacidad. Ademâs/el articulo 138.1 atribuye al Estado 
la misiôn de garantizar la efectiva realizaciôn del principio de 
solidaridad. Como afirma Cazorla, el hecho de que el Fondo se nu 
triera también con aportaciones de las Comunidades Autônomas con 
elevado grado de desarrollo, es decir, el hecho que se instrumen 
tara dicho fondo como mecanismo de compensaciôn horizontal direc 
ta, no vulneraria la Constituciôn, pero tampoco la vulnera la 
soluciôn positiva vigente, sobre todo si se tiene en cuenta, co­
mo ha senalado Garcia Ahoveros, que los ingresos tributarios que 
reciben los Presupuestos Generates del Estado provienen, funda­
mentalmente, de los territorios mas désarroilados (345). Incluso 
algun autor (Muhoz Machado) ha llegado a afirmar que el Fondo es 
una fôrmulû. de nivelaciôn horizontal directa en la medida en que 
cadn Comunidad Autônoma aporta lo que le hubiese correspondido de 
inversiôn nueva, ya que el coste de esta se detrae al calcular 
el coste efectivo de los servicios transferidos, pero esta afir 
maciôn, al menos desde una perspectiva juridica, nos parece in- 
correcta (346).
Aceptada la constitucionalidad de la consideraciôn del 
Fondo como "carga general del Estado" (articulo 16.1 de la L.O.F 
C.A.), o sea, como instrumento de compensaciôn horizontal indi­
recta, queda el problema de determinar la cuantia de la dotaciôn 
presupuestaria correspondiente. Segün el articulo 16.1 de la L.
Q .F.C .A ., dicha cantidad no sera inferior "al 30 por ciento de 
la inversiôn publica que para cada ejercicio haya sido aprobada 
en los Presupuestos Générales del Estado". Sucesivamente nos ocu 
paremos de la problemâtica que plantea la determinaciôn del por­
centaje reservado al F.C.I. y de la base de câlculo de dicho 
porcentaj e .
Respecto a lo primero, el articulo 2.2 de la Ley 7/1984 
por la que se establece el F.C.I., dispone que la fijaciôn del 
porcentaje deberâ hacerse quinquenalmente, mediante ley que de­
berâ estar aprobada antes del mes de marzo del aho inmediatamen- 
te anterior al primero para el que ha de fijarse el porcentaje. 
Para los ejercicios 1984 a 1986, ambos inclusive, la citada Ley 
7/1984 en su disposiciôn transitoria primera fija ya el 40 por 
100.
Esta normativa replantea el viejo problema de la vincu- 
laciôn de la Ley de Presupuestos a las leyes de gasto, en este 
caso concreto a la Ley que fija el porcentaje minimo a destinar 
al Fondo. La cuestiôn se ha resuelto, hasta ahora, por la via de 
la vinculaciôn politica, o juridicamente, a través de la suje- 
ciôn del Gobierno en la elaboraciôn de1 proyecto de ley de pre­
supuestos. Esta ultima fue la tesis mantenida en su dia por Ro­
driguez Bereijo respecto de la vinculaciôn de la Ley de Presu­
puestos a la ley del plan (347)
Evidentemente, no es posible resolver el problema en base 
al principio de jerarquia, ni siquiera en el caso de que la ley 
anual de Presupuestos no respetase el minimo exigido en la L.O.F. 
C.A., ya que la consideraciôn de las leyes orgânicas como leyes 
intermedias es rechazada por la doctrina mayoritaria, que ha cri^  
ticado el intento de establecer reglas de jerarquia normativa 
de base procedimental.
Para la profesora M. T. Soler Roch (348), "la soluciôn 
debe buscarse en la naturaleza especifica de la Ley de Presupues 
tos como ley complementaria o procesal de las leyes de gasto, de 
acuerdo con la tesis mantenida en nuestra doctrina por GARCIA 
ANOVEROS y BAYON MARINE, y recogida, impiicitamente, por el Tri­
bunal Constitucional que, en su sentencia de 20 de julio de 1981, 
se refiriô al caracter instrumental y ejecutivo de aquella ley. 
También en la admisiôn de lo que en el Derecho francés se ha de-
nom inado la rigidez presupuestaria, fenomeno cada vez mâs exten- 
dido en el desarrollo de la actividad financiera y que acentüa el 
caracter de aquella norma como ley^cobertôra. En el caso del F. 
C.I. -a juicio de la profesora Soler Roch- la rigidez, entendida 
en sentido técnico, derivaria no tanto de la fijaciôn del porcen 
taje como, fundamentalmente,de que los proyectos de inversiôn 
publica, en cuanto decisiones de gasto, se adopten en instancias 
ext rapresupuestarias".
También podria entenderse que la desatenciôn por el Pre- 
supuesto del F.C.I. en el porcentaje previsto vulnera el prin­
cipio constitucional de solidaridad, o que la materia esta cons­
ti tue i onalmen te reservada a ley orgânica, si se interpréta el 
art>iculo 157,3 en el sentido de que la dotaciôn del Fondo es una 
de las competencias financieras enumeradas en el numéro 1 de di^  
cho precepto. Aunque esto ultimo pudiera parecer algo forzado 
e] hecho de que actualmente el articulo 16.1 de la L.O.F.C.A. fi^  
je un porcentaje minimo del 30 por ciento, hace que la Ley de 
Presupuestos en cuanto ley ordinaria, no pueda apartarse de es­
te criterio si nos atenemos a la doctrina establecida por la S. 
T.C. de 13 de febrero de 1981, segun la cual, por razones de se- 
guridad juridica, cuando una ley orgânica contenga materias co- 
nexas , la propia ]jey Orgânica, o en su caso el Tribunal Consti­
tue i ona1, han de ser los que indiquer que preceptos contienen 
sôlo materias conexas y pueden ser alterados, en consecuencia, 
por ley ordinaria (349).
En cuanto a la base del calcule sobre la que aplicar el 
porcentaje a que nos venimos refiriendo, el articulo 3 de la 
Ley 7/1984 de 31 de marzo, incluye como inversiôn publica com­
putable: el conjunto de gastos destinados a inversiones reales
incluidos en los Presupuestos Générales del Estado; los gastos 
de igual naturaleza previstos en los Presupuestos de los orga- 
nismos autônomos del Estado; y las transferencias de capital 
efectuadas por el Estado y sus Organismos autônomos en favor de
las entidades locales con destino a gastos de inversion. Como 
inversion publica no computable se consideran los gastos de de- 
fensa, asi como los de conservacion, mejora y sustitucion del 
capital afecto a la prestaciôn de los servicios publicos.
La opciôn por la inversiôn publica real y nueva responde 
a la formula establecida en los Acuerdos autonômicos que, asi­
mismo, preveian como volumen minimo del F.C.I. la suma de las 
inversiones nuevas correspondientes a las transferencias reali- 
zadas a las Comunidades Autônomas, cautela esta que aparece re­
cogida en la disposiciôn transitoria 2® de la Ley del Fondo 
"hasta que finalice el periodo de transferencias a las Comunida­
des Autônomas".
En este caso no se plantean problemas de vinculaciôn de 
la ley de Presupuestos a otras leyes, pues la propia L.O.F.C.A. 
se remite^elaciôn con la base de calcule, a la "inversiôn pu­
blica que para cada ejercicio haya sido aprobada en los Presu­
pues tof Générales del Estado". Esta fue una recomendaciôn de le 
Comisiôn de Expertos, que se justificô por la necesidad de man­
tener la supremacia presupuestaria de las Cortes, sin que la do­
taciôn del F.C.I. vincule a un determinado volumen del gasto de 
inversiôn ni produzca un incremento del gasto résultante. Como 
sehala M.T. Soler Roch, en este punto mâs bien podria hablarse 
de vinculaciôn en sentido inverso ya que la dotaciôn del F.C.I, 
résulta siempre predeterminada por la decisiôn relativa a la 
cuantia global de los crédites de inversiôn publica autorizados 
anualmente en la Ley de Presupuestos générales del Estado.
Esta ha sido, precisamente, una soluciôn muy criticada, 
pues se ha entendido que tal configuraciôn del Fondo desnatura- 
liza la funciôn compensatoria y redistributiva del mismo, trans- 
formandolo en una dotaciôn para inversiones que se hubiesen rea 
lizado en cualquier caso. También se ha criticado la exclusiôn 
del computo de la llamada inversiôn de reposiciôn, dada la alta 
proporciôn que esta représenta en el conjunto de la inversiôn
publica, y las dificultades técnicas que supone, en ocasiones, 
ciiferenciar en un mismo proyecto la inversion nueva de la inver 
s i on de reposiciôn.
El Informe de la Comisiôn de Expertos, por su parte, jus 
tifica la soluciôn expuesta a partir de la disposiciôn transito­
ria 1  ^ de la L.O.F.C.A., que garantiza a todas las Comunidades 
Autônomas, en el periodo transitorio -hasta que se haya comple- 
tado el traspaso de los servicos correspondientes o hasta que 
hayan transcurrido 6 ahos desde la aprobaciôn del correspondien­
te Estatuto- la financiaciôn de los servicios transferidos en 
una cantidad igual al coste efectivo del servicio en el territo­
rio de cada Comunidad. Como la inversiôn de reposiciôn forma 
parte del coste efectivo de los servicios, la compensaciôn a tra 
v'és del F.C.I. se realiza exclusivamente sobre el margen, esto 
es, sobre la inversiôn nueva.
c') La participaciôn de las Haciendas territoriales
Ello prédétermina, lôgicamente, la participaciôn de las 
Haciendas territoriales en el F.C.I. En efecto, el articulo 158.2 
de la Constituciôn déclara beneficiarias del Fondo a "las Comu­
nidades Autônomas y provincias en su caso" y aunque no contiene 
criterios de exclusiôn, el propio objetivo de compensaciôn po­
dria apoyar una aplicaciôn restrictiva, como parece derivarse 
del articulo 16 de la L.O.F.C.A. cuando establece el Fondo se 
destinarâ a gastos de inversiôn "en los territorios comparati- 
vamente menos désarroilados". Igualmente el articulo 4.2,b) de 
la L.O.F.C.A., y diverses Estatutos de Autonomia, como los de 
Cataluha, Pais Vasco, Asturias y Aragôn citan las transferencias 
del F.C.I. como ingreso de las respectivas Haciendas territoria- 
1es"en su caso" o "cuando correspondan".
Sin embargo, como ha sehalado M.T. Soler Roch, estos pre-
ceptos se prestan a diversas interpretaciones, y asi puede enten- 
derse que las citadas transferencias se producen solo en el caso 
de que la Comunidad Autonoma asuma la competencia sobre el gasto 
de inversion, ya que de no asumirla, la inversion se lleva a cabo 
di rectcimente por el propio Estado. Asimismo, la expresion "te­
rritories menos desarrollados" puede referirse no solo a las 
Comunidades menos désarroiladas, sino a las "boisas de pobreza" 
que existen en todas las Comunidades Autonomas, como afirma el 
Informe de la Comisiôn de Expertes.
En este sentido, no pugna abiertamente con la L.O.P.G.A. 
el articule 4.1 de la Ley reguladora del F.G.I., el cual, sèguien 
do la recomendaciôn de la Comisiôn de Expertes a la que respon- 
den 1os Acuerdos Autonômicos, déclara beneficiarias del Fonde a 
"todas las Comunidades Autônomas", y segun la disposiciôn adicio 
nal primera, también a Ceuta y Melilla. El caracter general de 
la partiGipaciôn en el Fonde es una consecuencia inevitable de 
su transformaciôn en cauce ûnico para la financiaciôn de las 
nuevas inversiones, pero este cauce inadecuado sôlamente resul^ 
ta insustituible durante el période transitorio, y una vez com- 
pletado el proceso ëe transferencias pueden adoptarse otras so- 
luciones (350), pudiendo queëar restringido el àmbito de les be 
neficios del Fonde a las Comunidades Autônomas menos desarrolla 
das. Ni la Constituciôn ni la L.O.F.C.A. impiden esta soluciôn. 
Unicamente séria necesario establecer les criterios para deter- 
minar la media de desarrollo regional en funciôn de la cual se 
es beneficiario del Fonde -este podria hacerse en la propia ley 
del F.G.I.- y distribuir una parte de las transferencias para 
inversiones nuevas con criterios distintos a les de solidaridad, 
al margen del fonde, para le cual bastaria que, cuando se négo­
cié la participaciôn definitiva de las Comunidades Autônomas 
en 1 os impuestos est^tales no cedidos se incluyera en esa parti- 
cipaciôn la cantidad destinada a inversiones nuevas de todas las 
Comunidades Autônomas.
Partiendo de la soluciôn vigente en la actualidad, se plan 
tea el problema de determinar la naturaleza de la participaciôn 
de las Haciendas territoriales en el Fondo, por un lado, y los 
criterios para fijar su cuantia, por otro
Como ha sefialado M. T. Soler Roch, la configuraciôn juri- 
dica de dicha participaciôn debe efectuarse distinguiendo dos 
aspectos o niveles en que se plantea el tema (351)
En primer lugar, la participaciôn, entendida como resul- 
tado de distribuir la dotaciôn presupuestaria entre las Comunida 
des Autônomas (articule 158.2 de la Constituciôn) efectua un re­
parte del gasto publico de inversiôn y no es^necesariamente, un 
ingreso de las Comunidades Autônomas sino, como ha senalado Lo­
zano, un mécanisme de regionalizaciôn del gasto publico. En este 
sentido apunta la profesora Soler Roch que "no puede hablarse 
con rigor, de una participaciôn de la Hacienda autonômica, sino 
mas bien del territorio de una determinada Comunidad, que es el 
autentico bénéficié del gasto de inversiôn... Es el territoio 
y no la Comunidad Autônoma en cuanto ente politico, le importan­
te a efectos de la distribuciôn del F . C . I^.
En segundo lugar, cuando la Comunidad Autônoma asume la 
titularidad de1 proyecto o proyectos financiados en su territo­
rio con cargo al Fondo, se puede afirmar que la transferencia 
correspondiente es un recurso de la Hacienda Autonômica, como 
sehala el articule 157.1 c) de la Constituciôn.
Esta distinciôn se refleja en los articules 16.3 de la 
L.O.F.C.A. y 7 de la Ley reguladora del F.C.I., que separan la 
parte de la consignaciôn presupuestaria asumida como gasto esta- 
tal y la parte transferida a las Comunidades Autônomas, efectuan 
do dicha separaciôn, lôgicamente, de acuerdo con un criterio corn 
petencial. Sôlamente la cuantia de la participaciôn que financia 
proyectos de inversiôn de la competencia de las Haciendas terri­
toriales es un ingreso para estas, que los Estatutos de Autonomie 
califican indistintamente como "participaciones" , "asignaciones"
o bien, en funciôn de su destine especifico como "inversiones 
para el desarrollo regional". Ferreiro las considéra como parti­
cipaciones de las Comunidades Autônomas en el fondo comun de los 
ingresos estatales. Para Lozano se trata de una subvenciôn con- 
dicionada que se rige por la fegla del "servicio hecho" especial^ 
mente estricta en el régimen de disposiciôn de fondes. Palao en 
tiende que constituyen una transferencia de capital, y en un 
sentido similar se pronuncia M.T.Soler Roch, la cual destaca el 
papel que juega la competencia asumida por las Haciendas terri­
toriales en la realizaciôn del gasto de inversiôn como "condi­
tio iuris" que habilita para efectuar las transferencias, por 
1o que entiende que estas deben considerarse como transferencias 
de naturaleza esencialmente presupuestaria (352).
En todo caso, la participaciôn de los territorios afecta- 
dos por la distribuciôn del F.C.I. tiene un contenido mas amplio 
que estas transferencias, entendidas en sentido técnico estricto, 
ya que abarca tambien la parte asumida como gasto estatal. En 
relac ion con la determinaciôn de la cuantia total de la partie^ 
paciôn de cada Comunidad Autônoma en el F.C.I., el artlculo
158.2 de la Constituciôn establece que sus recursos "seràn dis- 
tribuidos por las Cortes Générales",y el artlculo 74.2/que esta 
"decisiôn" -La Constituciôn rehuye el empleo del término"ley" 
en este caso- se adoptarâ por mayoria de cada una de las Cama­
ras, iniciândose el procedimiento en el Senado. Si no hubiera 
acuerdo se intentarâ obtener por una Comisiôn mixta y en ultimo 
término decidirâ el Congreso por mayoria absoluta. En base a este 
precepto constitucional, por un lado, y a las especidlidades del 
F.C.I. desde los mandatos de la disciplina presupuestûria, por 
otro, el profesor Albinana considéra deseable que la distrfbuciôn 
del Fondo sea objeto de una ley "no presupuestaria", sin per- 
juicio de que los Presupuestos Générales del Estado 'Consignen 
la dotaciôn global que sea procédante (353).
En este punto, el artlculo 16 de la L.O.F.C.A. recoge una 
serie de criterios orientâtivos, cuya ponderaciôn "se establece- 
râ por ley y sera révisable cada cinco aRos". Paralelamente, el 
articule 3.2 atribuye al Consejo de Politica Fiscal y Financiera 
el estudio y valoraciôn de los mencionados criterios. Con base 
a esta norma se elaborô la Ley 7/1984 reguladora del Fondo, que, 
siguiendo el procedimiento parlamentario antes citado, régula 
los criterios de distribuciôn del Fondo, y otras cuestiones re- 
lativas al regimen de las transferencias y a los proyectos de 
inversiôn publica (354). Hay que notar, como ha senalado Lozano, 
que esta ley vincula a las Cortes en la aprobaciôn de la Ley 
ânual de Presupuestos, en virtud del principle de competencia, 
pues si la Constituciôn arbitra un mécanisme parlamentario es­
pecifico para la distribuciôn del Fondo, no parece lôgico que 
los criterios establecidos por esa via puedan dejarse sin efecto 
en cada ocasiôn en que van aplicarse, por una ley, como la de 
presupuestos que tiene una funciôn especifica y que se ha élabo­
ra do a través de un procedimiento distinto que la Ley del FondO' 
Por la misma razôn entendemos que la L.O.F.C.A. no vincula a la.
I c'^' del Fondo, que podria habe r acudido a criterios distintos.
Dentro de los criterios que establece el articule cuarto 
de la ley reguladora del F.C.I., ocupa un lugar preferente la 
renta por habitante, que como ha senalado Garcia Anoveros es el 
mejor indicador para nivelar los desequilibrios existantes en­
tre las regiones. La doctrina (Lasarte) entendia que debia tra- 
tarse de criterios operatives, valorando como mas idôneos el 
numéro de habitantes, la renta per capita, 1% extensiôn del te­
rritorio, las aportaciones fiscales de los ciudadanos y los in- 
dicadores de la actividad econômica (355)
Los articulos 4 y siguientes de la ley establecen los si - 
guientes criterios:
- El 70 por ciento del F.C.I. se distribuirâ en forma in-
versamente proporcional a la renta por habitante de cada territo­
rio, ponderada por la poblacion correspondiente a cada Comuni­
dad Autônoma multiplicada por la relaciôn existante entre 1 a 
Tenta por habitante de la Comunidad y (g. Llithyi WïdU) (xtjû. feo ificir, 
que la inversa de la renta por habitante se pondéra por la po­
blacion, ponderada a su vez por el nivel de renta.
El que no se acuda exclusivamente a la inversa de la ren­
ia por habitante se justifica en la necesidad de conseguir un 
equilibrdo que sea "adecuado y justo" como sehala el artlculo
138.1 de la Constituciôn, lo que exige tener también en cuenta 
las superiores necesidades de las Comunidades mâs pobladas, 
aunque sean mâs prôsperas.
- El 20 por ciento se distribuirâ en forma directamente 
proporcional al saldo migratorio, interno y exterior, correspon 
diente a los ultimos diez ahos, y tomando valor cero las Comuni­
dades cuyo saldo sea positive.
- El 5 por ciento se distribuirâ a las Comunidades cuya 
tasa de paro se situe por encima de la media nacional, en forma 
directamente proporcional a esa diferencia.
- Finalmente, el 5 por ciento restante se distribuirâ en 
forma directamente proporcional a la superficie de cada terri­
torio .
- Asimismo se ponderarâ el hecho insular, y la situaciôn 
de Ceuta y Melilla, aumentando la cantidad que le correspondie- 
se a taies territorios en un 5 pof ciento,mâs un 1 por 100 por 
cada 50 kilomètres de distancia existante entre los territorios 
insulares y la Peninsula. La cantidad que ello suponga reducirâ 
proporcionalmente la correspondiente a los restantes territorios
d ') Los proyectos de inversion publica con cargo al F.C.I.
La participaciôn de cada Comunidad Autônoma en el F.C.I. 
se materializa en proyectos de inversiôn publica, que segun los 
articulos 16.3 de la L.O.F.C.A. y 7 de la Ley del Fondo se de- 
cidiran de comun acuerdo por la Comunidad Autônoma y la Adminis- 
traciôn Central del Estado,segun la distribuciôn de competencias 
existante en cada momento, siguiendo las directrices del progra- 
ma de desarrollo regional, que todas las Comunidades vendran 
obligadas a elaborar a partir del ejercicio de 1987 (356), y en
coor'dinaciôn con el resto de las inversiones publicas que se va- 
yan a realizar en el àmbito territorial de la Comunidad. Dicho 
acuerdo deberâ alcanzarse no mâs tarde de1 1 de mayo de cada 
ano , respecto a los proyectos a ejecutar durante ël aho siguiente.
La ley preve ademâs la posibilidad de proyectos conjuntos 
de distintas Administraciones (artlculo 13.1); de que la Adminis 
traciôn compétente para decidir sobre un proyecto de inversiôn 
con cargo al F.C.I. délégué su ejecuciôn en otra Administraciôn 
(artlculo 9); y de que las Entidades locales soliciter de la Co 
munidad Autônoma correspondiente la ejecuciôn de aquellos pro­
yectos que se desarrollen en su àmbito territorial, en cuyo caso 
]a Comunidad transferirâ los recursos financieros necesarios. Si 
cl proyecto de inversiôn afectare a competencias de las Entida­
des locales,la gestiôn y ejecuciôn del mismo se determinarâ de 
mutuo acuerdo (artlculo 13)
En la discusiôn parlamentaria sobre estos precepto de 
la Ley del Fondo, uno de los puntos especialmente debatidos fue 
la previsiôn relativa a la necesidad de comun acuerdo para la 
decisiôn sobre los proyectos de inversiôn publica, lo que se 
consideraba una vulneraciôn de la autonomla financiera de las 
Comunidades Autônomas en relaciôn con los gastos propios de su 
competencia. El Informe de la Comisiôn de Expertos, justificaba
dicha prevision en aras del caracter redistributive de los recur­
sos de1 Fondo. A nuestro juicio, el argumente fundamental en fa- 
vor de la constitucionalidad de esta soluciôn es el articule
138.1 de la Constituciôn que atribuye al Estado la misiôn de ga- 
rantizar la realizaciôn efectiva del principle de solidaridad, 
por lo que no puede el Estado hacer dejaciôn de esta competen-c 
cia de tutela de la correcciôn de los desequi 1 ibrioif interterr^ 
toriales a través de los proyectos de inversiôn
FI gasto derivado de los proyectos no présenta, salve por 
lo que se refiere a su cobertura, ninguna especificidad en su 
configuraciôn juridica como tal gasto de inversiôn. La. profeso­
ra M.T. Soler Roch ha analizado dicha configuraciôn de acuerdo 
con el concepto de gasto publico propuesto en nuestra doctrina 
por Bayotia, a tr\vés de las nociones de necesidad publica, obliga 
ciôn y gasto (357),
Si se entiende por necesidad publica lacc.rencia material 
de bienes y servicios que puede ser satisfecha mediante el em­
pleo de fondos publiées, puede decirse, siguiendo a M.T. Soler 
Roch, que los proyectos de inversiôn publica responden a la con 
creciôn de una serie de necesidades publicas determinadas por el 
desequi1ibrio econômico territorial. Sobre este punto, tanto el 
artlculo 16.2 de la L.O.F.C.A. como el articule 6 de la Ley del 
Fondo mencionan en particular, "proyectos de caracter local, co 
rrarcal, insular, provincial o regional de i nf re est rue tura, obras 
publicas, regadios, ordenaciôn del territorio, vivienda y equi- 
pamiento colectivo, mejora del habitat rural y transportes y co- 
municaciones. El articule 7 de la Ley del Fondo ahade que los 
proyectos de inversiôn deberân presentarse ordenados de acuerdo 
con las preferencias de la Administraciôn responsable y que la 
sustituciôn posterior de proyectos que no puedan realizarse en 
el ejercicio por causas justificadas deberâ acordarse entre el 
Comité de inversiones publicas y la Consejeria correspondiente, 
con aprobaciôn del Consejo de Gobierno o, en su caso, del Con-
sejo de Ministres, segün el proyecto sea de competencia autono- 
mica o estatal.
En segundo lugar, y siguiendo a la autora antes menciona- 
da, la realizaciôn de los proyectos darâ lugar a las obligacio- 
nes surgidas con ocasiôn de las obras y servicios que conlleve 
su ejecuciôn y que, como taies,quedan sometidas al régimen gene­
ral previsto en los articulos 43 y siguientes de la Ley General 
Presupuestaria y, en su caso, a las normas régionales que regu- 
len las obligaciones y gastos a realizar por las Haciendas au- 
tonômicas. Los gastos de funcionamiento ocasionados por las in­
versiones, cuando se trate de proyectos asumidos por las Hacien­
das autonômicas, se cubrirân con sus propios recursos, a réser­
vas de que la comunidad autônoma se encuentre por debajo del ni_ 
vel minimo de servicios que garantizan los articulos 158.1 de la 
Constituciôn y 15 de la L.O.F.C.A. Este es el régimen que para 
este supuesto prevé el artlculo 14 de la Ley del Fondo.
El tercer y ultimo nivel, prosigue la profesora Soler 
Roch, es el gasto, entendido como flujo monetario, que vendra 
representado por el empleo efectivo de los fondos necesarios pa 
ra atender al pago de aquellas obligaciones. Para la disposi­
ciôn efectiva de los fondos por parte de las Haciendas autonô­
micas, la Ley del Fondo en su artlculo 10 sienta el principio de 
realizaciôn efectiva de la inversiôn, condicionando el libra- 
miento de los fondos a la previa solicitud en que se relacio- 
nen los datos relativos a las obras ejecutadas, adquisiciones 
realizadas, o transferencias efectuadas en el trimestre inmedia 
tamente anterior. Del importe def correspondiente libramiento 
trimestral se deducirân las cantidades transferidas en el tri­
mestre inmediato anterior que no hayan sido utilizadas para sa- 
tisfacer inversiones efectivas. Respecto a los rémanentes de 
crédites no comprometidos, el artlculo 12 de la Ley del Fondo 
establece su incorporaciôn en el ejercicio posterior a los cré­
dites del Fondo de Compensaciôn destinados a esa misma Comunidad,
con destine a proyectos de la competencia del mismo nivel de Ha­
cienda -Estado o Comunidad Autonoma-. Pero si al finalizar el 
segundo ejercicio persistiesen tales rémanentes no comprometi- 
dos, su incorpoeacion al F.C.I. para el siguiente ejercicio se 
produce con destine a proyectos de la competencia del Estado, 
si antes era de la competencia de la Comunidad Autônoma, o de 
esta, si antes era de la competencia del Estado.
Finalmente, en cuanto al control, el articule 16.4 de 
la L.O.F.C.A. ordena para los territorios autônomos, el deber 
de dar cuenta a las Certes del destine de los recursos recibidos 
\' de la realizaciôn de los proyectos. Asimismo, el articule 11 
de la Ley reguladora del F.C.I. dispone un procedimiento especi­
fico de control sobre los proyectos de inversiôn financiados con 
cargo al Fondo, tanto por parte del Tribunal de Cuentas como por 
los ôrganos legislativos correspondientes (Certes Générales y 
Asambleas legislativas de las Comunidades Autônomas). Aunque 
este Oi eiiv.pto no se refiere a ello, deberia tenerse igualmente 
en cuenta, como sehala M.T. Soler Roch, el control por parte de 
la Sindicatura o Camara de cuentas en aquellas Comunidades cu­
yo s Estatutos de Autonomia reconozcan dichos ôrganos de control.
e ') Un Fondo de Compensaciôn interterritorial desvirtuado: 
consideraciones criticas
Examinada la configuraciôn juridica del F.C.I. desde el 
triple punto de vista propuesto por M.T. Soler Roch -como dota­
ciôn presupuestaria, desde la perspectiva de la participaciôn 
de las Haciendas Territoriales y desde la perspectiva de los 
proyectos de inversiôn- nos queda por hacer una valoraciôn glo­
bal desde el punto de vista del principio de solidaridad, que 
por imperative corstitucional preside, o al menos debiera presi- 
dir, la regulaciôn del Fondo. Precisamente, a partir de eëte prin
cipio es posible el control de constitucionalidad de la Ley del 
Fondo, o como ha senalado Martinez Lafuente, de la Ley de Presu­
puestos en cuanto en ella se recoge la dotaciôn y distribuciôn 
del Fondo, estando legitimados.para interpOn^T el correspondien 
te recurso, entre otros, los organos ejecutivos y las Asambleas 
de las Comunidades Autônomas, a tenor del articulo 32 de la L. 
O.T.C. (358)
Ello aparte, siempre résulta aventurado afirmar si el F.
('. 1 . consigue efectivamente un efecto de compensaciôn horizontal, 
esto es, si tiene o no un alcance redistributivo. Constatarlo 
requeriria un analisis econômico, que cae fuera del objeto de 
este trabajo, y para cuya realizaciôn séria precise contar con 
la informaciôn suficiente sobre la renta y la situaciôn financie 
ra de todas las Comunidades Autônomas. Han existido algunos in­
tentes de este tipo, partiendo del analisis de sistemas, y la 
conclusiôn a la que se llega es, en general, que el petencial 
redistributive del Fondo es un juego de suma cero, en el que lo 
que unas regiones reciben de mâs, otras lo reciben de menos, con 
grandes dosis de nominalisme, por lo que no garantiza la efecti­
va realizaciôn de la solidaridad (A. Lôpez Nieto y^ F. Fernândez 
Rodriguez) (359). Esta preocupaciôn llevô a la presentaciôn de 
una enmienda, inicialmente admitida por la ponencia del Senado 
(pero luego desaparecida en el Informe sobre el proyecto de la 
L.O.F.C.A.) que intentaba garantizar la solidaridad en la utili­
zation de los recursos del Fondo, mediante el incremento de la 
inversiôn publica en los territorios menos desarrollados. Dicha 
enmienda, inspirada en ciertos trabajos de A. Lôpez Nieto fue 
finalmente rechazada (360).
Tambien desde el punto de vista econômico, se ha critica- 
do la tnoficiaciôn que el artlculo 4.2 de la Ley del Fondo efec 
tua del artlculo 16.1 a) de la L.O.F.C.A., ya que mientras este 
establece el criterio de la inversa de la renta por habitante, 
aquel ordena ponderar dicha variable con la poblaciôn correspon-
^iente a cada Comunidad Autonoma, multiplicandola por la relaciôn 
existante entre la renta mâs baja y la correspondiente a cada 
Comunidad. Ello, segun algunos autores (361) supone que la varia 
ble que résulta de dicho precepto es la inversa del cuadrado de 
la renta per câpita de cada Comunidad Autônoma, ponderada por la 
poblaciôn existente en cada Comunidad y en apoyo de esta afirma- 
ciôn se efectua el siguiente razonamiento matemâtico:
- I.a plasmaciôn analistica de la formula que recoge el 
articulo 4.2 de la Ley del Fondo séria:
Ymin 
V Pi y ____
Yi Yi
s i endo:
Yi= renta per câpita de cada C.A.
Pi = poblaciôn de cada C.A.
Ymin= renta per câpita de la Comunidad Autônoma que la 
tenga mâs baja
- Segun estos autores, Ymin es una constante que puede 
eliminarse, ya que résulta superflua, pues al figurar como mul- 
tiplicador fijo en todas las inversas de la renta regional por 
habitante, no desempena papel distorsionador alguno en la dis­
tribuciôn de este tramo del fondo. Eliminando la constante y 
simplificando la formula obtenemos:
1 X Pi Pi
Yi XYi Yi2
En definitiva, el 70 por ciento del Fondo se distribui- 
ria, segun la Ley 7/1984 en proporciôn a la inversa del cuadrado 
de la renta por habitante, multiplicada por el numéro de habitan 
tes (362), lo que supone indiscutiblemente una modificaciôn de 
la L.OfcF.C.A. en este punto. Ello ha llevado a plantear recurso 
de inconstituionalidad contra la Ley reguladora del F.C.I., y
aduciendo, en concreto, este argumente (363).
A nuestro juicio, desde el punto de vista juridico este 
argumente debe ser rechazado. En primer lugar, porque la deli- 
mitaciôn entre leyes orgânicas y ordinarias debe hacerse no se­
gun un principio de jerarquia,sino segün un criterio competen- 
cial, y los criterios de distribuciôn del F.C.I. no son una ma­
teria reservada a ley orgânica, sino a la decisiôn de las Cer­
tes a través del procedimiento especial previsto en el articulo
74.2 de la Constituciôn, y precisamente la norma elaborada a 
través de este procedimiento, que se inicia en el Senado, eS: la 
Ley del Fondo, y no la L.O.F.C.A., de lo que résulta que debe 
prevalecer aquella frente a ésta y frente a cualquier norma pa­
ra cuya elaboraciôn no se hayan seguido los tramites previstos 
en el articulo 74.2 de la Constituciôn. Pero ademâs, las modify 
caciones efectuadas por la ley del F.C.I. respecto a la L.O.F. 
C.A. resultan plenamente conformes a la Constituciôn por su con 
tenido. En efecto, acudir al cuadrado de la inversa por habitan­
te potenciagï efecto redistributivo del F.C.I. , que serâ mayor 
que si se atendiera simplemente a la inversa de la renta por ha 
bitante. Y ponderar esta variable multiplicândola por la pobla­
ciôn de cada territorio supone atender a las mayores necesida­
des de los territorios mâs poblados , y en consecuencia procurar 
un equilibrio, que como sehala el artlculo 138.1 de la Constitu­
ciôn ha de ser "adecuado y justo", o sea equitativo, en funciôn 
de las circunstancias concretas de cada Comunidad.
%
Tampoco creemos, por las razones antes apuntadas, que 
pueda considerarse inconstitucional la consideraciôn del fondo 
como dotaciôn presupuestaria, prescindiendo de las aportaciones 
directas de las Comunidades Autônomas. La Constituciôn, en efec­
to, exige la puesta en marcha de un sistema de compensaciôn ho­
rizontal, pero no prejuzga su caracter directe o indirecte.
La posible vulneraciôn del principio constitucional de
solidaridad derivaria mâs bien, en nuestra opinion, de que el es 
quema inicialmente disehado en la L.O.F.C.A., que respetaba el 
marco de la Constituciôn, se ha visto alterado en profundidad, 
cambiando el carâcter y Ici finalidad de ciertas fuentes de in­
gresos y provocando que durante el periodo transitorio previsto 
en la disposiciôn transitoria 1- de la L.O.F.C.A. se esté apli^  
cando un modelo muy distinto al previsto con caracter definiti­
ve .
Durante dicho periodo transitorio, en efecto, el coste de 
los servicios transferidos por el Estado se pretende cubrir con 
los tributos cedidos y las participaciones en los ingresos es­
tatales, pero como en dicho coste sôlo se incluye la inversiôn 
de reposiciôn, y no la inversiôn nueva, se producen una serie 
de distorsiones, que muy dudosamente pueden considerarse confor­
mes al espiritu de la Constituciôn
Por un lado, los ingresos derivados de los tributos ce- 
didos y de la participaciôn en ingresos dificilmente dejan un 
margen que pudiera considerarse de libre disposiciôn por las 
Comunidades Autônomas. Se garantiza la continuidad de los ser­
vicios publicos, pero se limita la capacidad de inversiôn, con- 
sustancial a la nociôn de autonomia tal como la define la Expo- 
siciôn de Motivos de la L.O.F.C.A.: "La capacidad de las Comu­
nidades Autônomas para decidir tanto la estructura como el ni^  
vel de prestaciôn de los servicios publicos cuya competencia 
hayan asumido". Lôgicamente, para decidir el nivel de presta­
ciôn de los servicios publicos hay que tener capacidad financie 
ra para efectuar inversiones nuevasC364).
Por otro lado, y como consecuencia de lo anterior, se hav; 
centrado en el F.C.I. muchas de las tensiones que afectan en ge 
neral a la Hacienda regional. Al quedar como unica fuente de in 
gresos destinados a nuevas inversiones, la participaciôn en el 
Fondo se ha generalizado a todas las Haciendas territoriales.
que tienden a defender un amplio margen de iniciativa y de déci­
sion en su gestion. Como ha senalado C. Lozano'(365) ello supo­
ne la reconversion de los objetivos y de la finalidad del F.C
1., que no solo debe atender ya a la correcciôn de los desequi­
librios, sino que adquiere el carâcter de pieza clave en la fi­
nanciaciôn de las propias autonomies, y que consecuentemente 
no se distribuye entre los territorios autônomos comparâtivamen 
te 'menos desarrollados, sino entre todas las Comunidades Autô­
nomas. En resumen, el Fondo de Compensaciôn Interterritorial, 
previsto en el articulo 158.1 de la Constituciôn para hacer 
efectivo el principio de solidaridad, como expresamente se decla 
ra en dicho precepto, no se destina integramente a esta finali­
dad, sino también, y no en escasa medida, a garantizar la sufi- 
ciencia de recursos necesarios para hacer frente a las inversio­
nes nuevas
b) Sistema de compensaciôn extraordinaria; asignaciones 
presupuestrias ex articulo 158.1
Aparte del Fondo de Compensaciôn Interterritorial, el 
articulo 158 de la Constituciôn, en su numéro 1, contempla la 
posibilidad de establecer en los Presupuestos Générales del Es­
tado, una asignaciôn a las Comunidades Autônomas en funciôn del 
volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asu­
mido y de la garantia de un nivel.
Calificamos esta asignaciôn como sistema de compensaciôn 
extraordinario, pues como se deduce del propio tenor literal del 
articulo 158, mientras que el Fondo "se constituira" en todo ca 
so, la asignaciôn "podra establecerse", es decir, que no tiene 
que figurar necesariamente en todos los ejercicios presupuesta- 
rios.
En realidad, hay que matizar que el articulo 158.1 se 
refiere a estas posibles asignaciones presupuestarias con una 
doble finalidad, o en funciôn de dos tipos de consideraciones 
muy distintas (366):
- Por un lado, en funciôn"del volumen de los servicios 
y actividades estatales que hayan asumido", y en este sentido 
se trata de una clausula que garantiza el principio de suficien 
cia. No es,pues, un mecanismo de compensaciôn horizontal^sino 
vertical, por lo que ahora no nos interesa. La asignaciôn, es 
naturalmente potestativa, es decir que la suficiencia puede que 
dar asegurada por otras vias, como los tributos cedidos y otras 
participaciones en los ingresos del Estado (articulo 157.1.a), 
resultando superfluas asignaciones complementarias.
- Por otro lado, la asignaciôn puede producirse en fun­
ciôn "de la garantia de un nivel minimo en la prestaciôn de los 
servicios publicos fondamentales en todo el territorio espahol" 
Este es el unico aspecto que ahora nos interesa, pues como pone 
de relieve el profesor Lasarte, entre otros (367)^ es un desarro­
llo del principio de solidaridad, dada la finalidad prevista en 
este caso. Desde este punto de vista, cabe afirmar que si bien 
se trata de un mecanismo extraordinArio de compensaciôn, en el 
sentido de que^utilizaciôn no es necesaria en todos y cada uno 
de los ejercicios presupuestarios, sin sembargo no queda al ar- 
bitrio de las Cortes su inclusiôn o no en los Presupuestos de 
cada ejercicio, pues la efectiva realizaciôn del principio de 
solidaridad exige que la asignaciôn Se produzca cuando resuite 
imprescindible para garantizar el nivel minimo en la prestaciôn 
de los servicios publicos fondamentales, y su omisiôn podria de 
terminar, en su cûsO, la inconstitucionalidad de la Ley de Pre­
supuestos .
La L.O.F.CéA. unicamente recoge y desarrolla, en su ar­
ticulo 15, el segundo de los aspectos citados de las asignacio-
nés presupuestarias, ya que la suficiencia se articula, como 
dijimos, a través de los tributos cedidos y la participaciôn 
en ingresos. Dicho precepto distingue, dentro de los servicios 
publicos fondamentales, aquellos de competencia del Estado, que 
este garantizarâ en todo el territorio nacional al nivel minimo^ 
s^e sobreentiende que asumiendo directamente los gastos necesa 
rios para elloj^ y aquellos asumidos por cada Comunidad Autôno­
ma, respecto a los cuales serân necesarias las asignaciones com­
plementarias, en su caso.
En cu&nto a la cobertura econômica de estas asignaciones, 
afirma Lasarte que la cuestiôn queda muy simplificada, pues a 
diferencia de lo que ocurre con el F.C.I., la propia Constituciôn 
"las establece con cargo a los Presupuestos Générales del Estado, 
lo que significa que atenderân a su financiaciôn los ingresos e^ 
tatales en general, dado el principio de no afectaciôn recogido 
por la Ley General Presupuestaria. Toda la naciôn -continua el 
citado a u t o r- soportarâ pues las asignaciones régionales, sal­
vo que alguna zona de la misma disfrute de una situaciôn de 
privilégie en relaciôn con sus aportaciones al Presupuesto del 
Estado, como sucede con el régimen de conciertos del Pais Vas-*- 
c o . En efecto hay que destacar que mientras el articulo 50.
3 a) de la Ley de Concierto Econômico con el Pais Vasco^de 12 
de mayo de 1981/ remite a la ley del cupo la determinaciôn del 
procedimiento para contribuir al F.C.I., guarda silencio res­
pecto a eventuales asignaciones complementarias a otras Comuni^ 
dades Autônomas. A nuestro juicio se trata en ambos casos de 
cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autônoma, por lo 
que han de tenerse en cuenta en la ley del cupo.
En cuanto al concepto y naturaleza de esta técnica apli_ 
cativa del principio de solidaridad, puede decirse que se trata 
de un mecanismo de compensaciOn horizontal indirecta que se con 
creta en transferencias especificas, decididas por las Cortes a 
propuesta del Gobierno, para garantizar el nivel minimo de près
taciôn del conjunto de los servicios publicos fondamentales de 
cada Comunidad Autônoma, y sometidas al control de las Cortes. 
Asimismo, como hemos visto, constituyen un mecanismo de compen 
saciôn extraordinario o excepcional.
El analisis de estas c&racteristicas nos permitirâ dé­
terminai’ la naturaleza y los rasgos fondamentales de su régimen
(368) :
- Se trata de un mecanismo de compensaciôn horizontal, o 
sea, entre Comunidades Autônomas, porque se pretende equiparar 
Ja capacidad de todas ellas para la prestaciôn de los servicios 
publicos fondamentales que hayan asumido, como se deduce de la
i tient i f icaciôn que el articulo 15.3 de la L,C,F.C.A. efectua en­
tre los conceptos de nivel minimo y nivel medio
- Dicha compensaciôn se califica de indirecta pues, por 
imperative constitucional, procédé de los Presupuestos Généra­
les del Estado. Por tanto, como sehala el Informe de la Comisiôn 
de Expertos, "el tamaho de la dotaciôn, expresiôn de las posibi- 
lidades niveladoras existantes en cada ejercicio, se propondrâ 
por el Gobierno y se aprobarâ por las Cortes. El Informe acon- 
sejaba, sin perjuicio de que en los Presupuestos figure anual- 
mente la dotaciôn correspondiente, que se elaborase una ley que 
fi jase los aspectos bâsicos de las asignaciones de nivelaciôn,
a semejanza de lo que ocurre con el Fondo de Compensaciôn
- Dicha compensaciôn se concreta en transferencias espe­
cificas, o condicionadas, ya que debe especificarse su destino, 
tanto en lo que se refiere a la Comunidad receptora como al pro 
yecto de gasto en concreto. En este punto se plantea el tema de 
si ha de tratarse de gastos corrientes necesariamente, o si pue 
de destinarse también a gastos de inversiôn. Como observa Palao 
"la garantia de un nivel minimo en la prestaciôn de los servi­
cios publicos fondamentales en todo el territorio nacional, exi^  
girâ normalm^ente la realizaciôn de inversiones publicas, y no 
pequehas, en determinadas regiones" (369). En efecto, a nuestro
juicio no existe obstâculo,ni en la Constituciôn ni en la L.O.F 
C.A., para que las asignaciones a que nos referimos se destinen 
a gastos de inversiôn, pero hay que tener en cuenta el caracter 
excepcional o extraordinario de dichas asignaciones, lo que in­
duce a pensar que las inversiones necesarias para garantizar el 
nivel minimo de los servicios publicos fondamentales deberian 
efectuarse, en principio, con cargo a sistemas ordinarios de 
compensaciôn, como se deduce del articulo 14 de la Ley del Fon­
de de Compensaciôn Interterritorial
- En todo caso, el proyecto de gasto concreto al que se 
destinen estas transferencias ha de tener por objeto la garan­
tia del nivel minimo de prestaciôn del conjunto de los servi­
cios publicos fundamentales competencia de cada Comunidad. Ello 
exige définir que se entiende por servicios publicos fondamen­
tales. Parece que, como sehala la Comisiôn de Expertos, el Con 
sejo de Politica Fiscal y Financiera es el ôrgano adecuado pa­
ra del i be ra r sobre ell6, ya que, segün el art. 3.2 de la L.O.F. 
('.A. entiende sobre "la apreciaciôn de las razones que justify 
can en cada caso la percepciôn por parte de cada una de las 
Comunidades Autônomas, de las asignaciones presupuestarias, asI 
como los criterios de equidad seguidos para su afectaciôn". En 
cuanto al concepto de "nivel minimo," el articulo 15.3 de la 
L.O.F.C.A. establece que se entenderâ como el "nivel medio" de 
los servicios fondamentales en el territorio nacional, lo que, 
como ha sehalado algün autor, recuerda la paradoja de Zenôn 
(370). Este criterio llevaria a pensar que siempre serân nece­
sarias las asignaciones presupuestarias pues, por definiciôn, 
siempre habrâ servicios concretos que e^tén por debajo del ni^  
vel medio, pero esta idea es dificil de conciliar con el carac 
ter excepcional de dichas asignaciones, al que luego nos refe- 
riremos. La Comisiôn de Expertos entendia, en relaciôn con es­
te punto, que deberia aprobarse una ley especifica que regula/ô 
los aspectos générales de estas asignaciones y que, por analo-
gia con la Ley del F.C I., dicha ley deberia fijar por cinco 
ahos el nivel medio de prestaciôn de servicios a que hace re- 
ferencia la L.O.F.C.A. En todo caso, hay que tener en cuenta 
que no es el nivel medio de todos los servicios publicos el 
que se asegura, sino sôlo el de los servicios publicos fonda­
mentales, concepto que, como vimos, previa valoraciôn del Con­
sejo de Polltica Fiscal y Financiera, determinarân las Cortes 
al aprobar la Ley de Presupuestos. Debe reseharse, ademâs, que, 
a diferencia de los servicios competencia del Estado, las asig 
naciones no garantizan el nivel minimo de prestaciôn de todos 
y cada uno de los servicios asumidos por las Comunidades Autô­
nomas, sino, como sehala el artlculo 15.2 de la L.O.F.C.A., del 
"conjunto" de los mismos,lo que pretende evitar,supuesta la autonomia 
de gasto, que la sobredotaciôn de ciertos servicios sea la cau­
sa del deficit de otros.
- En relaciôn con este punto, el artlculo 15.5 de la
1..0.F.C.A. dispone, sobre el control del destino y uso de estas 
ayudas/que anualmente cada Comunidad Autônoma deberâ dar cuen­
ta a las Cortes Générales de la utilizaciôn que ha efectuado 
de las asignaciones percibidas y del nivel de prestaciôn alcan- 
zado en los servicios con ellas financiados. Como observô la 
Comisiôn de Expertos, el control debe comprender la evaluaciôn 
de la gestiôn realizada, no sôlo para evitar que las asignacio­
nes sean un premio a la ineficacia, sino también para estable­
cer otras ayudas, no exclusivamente financieras, que puedan re 
sultar necesarias. Un mecanismo adecuado, desde esta perspectif 
va, séria configurar las asignaciones como subvenciones gradua 
das, es decir tener en cuenta el esfuerzo fiscal realizado por 
la Comunidad Autônoma para financiar ë u^ servicios, aunque, a 
diferencia de lo que ocurre con la participaciôn en ingresos, 
esta posibilidad no se contempla en el artlculo 15 de la L. 0. 
F.C.A., fundamentalmente debido al carâcter excepcional o ex­
traordinario de esta forma de compensaciôn.
- Dicho caracter supone una Intima relaciôn entre las 
asignaciones ex artlculo 158.1 y los mecanismos de compensaciôn 
ordinarios, ya que aquellas sôlo se producirân cuando éstos re 
sulten insuficientes para garantizar efectivamente al menos la 
homogeneidad en la prestaciôn de los servicios publicos fonda­
mentales. Como afirma el profesor Palao (371) "una de las for­
mas mâs eficaces para corregir los desequilibrios territoria­
les y poner en prâctica el principio de solidaridad, es justa- 
mente establecer una paridad interregional en los servicios pu 
blicos esenciales", y este contenido minimo de la solidaridad, 
si no se produce por el juego de los mecanismos ordinarios de 
compensaciôn, se garantiza por el Estado a través de las men- 
cionadas asignaciones presupuestarias.
En este sentido, la primera garantia del nivel minimo 
en la prestaciôn de los servicios publicos fondamentales debe­
ria venir constituida por el principio de suficiencia, es de­
cir, por los mecanismos de compensaciôn vertical, y asl se de^ 
prcnde de1 artlculo 15.2 de la L.O.F.C.A. que prevé el estable- 
cimietito de asignaciones complementarias sôlo cuando una Comu- 
n i daci Autônoma no pudiera asegurar dicho nivel minimo "con la 
utilizaciôn de los recursos financieros regulados en los ar­
ticules 11 (tributos cedidos) y 13 (participaciôn en ingresos)" 
de dicha ley. Congruentemente, el numéro 4 del artlculo 15 es­
tablece que "si estas asignaciones en favor de las Comunidades 
Autônomas hubieren de reiterarse en un espacio de tiempo infe­
rior a cinco ahos, el Gobierno propondrâ, previa deliberaciôn 
del Consejo de Polltica Fiscal y Financiera, a las Cortes Géné­
rales, la correcciôn del porcentaje de participaciôn en los in 
gresos del Estado*.'
Por ultimo, y aunque la L.O.F.C.A. no se refiere a ello, 
del artlculo 14 de la Luy 7/1984 del F.C.I. se desprende que el 
mantenimiento del nivel minimo de servicios puede asegurarse a
través de inversiones de infrâestructura efectuadas con cargo 
al Fondo de Compensaciôn.
4.- El carâcter abierto de la regulaciôn constitucional: otras 
técnicas de compensaciôn horizontal
Hasta aqui hemos hecho referenda al contenido minimo del 
principio de solidaridad en la Constituciôn, que puede recondu- 
cirse a una doble garantia: por un lado la existencia de un me 
canismo ordinario inspirado en dicho principio -el Fondo de Corn 
pensaciôn-, y por otro,la efectiva paridad interterritorial de 
los servicios publicos fondamentales, lo que puede exigir asig­
naciones suplementarias
Pero el carâcter abierto de la regulaciôn constitucional 
no impide la existencia de otras técnicas de compensaciôn hori­
zontal, como por ejemplo, la utilizaciôn de criterios redistri­
but i vos al fijar el porcentaje de participaciôn de cada Comuni^ 
dad Autônoma en los ingresos del Estado, la celebraciôn de con- 
\en i os entre Comunidades Autônomas, o entre éstas y el Estado, 
para la financiaciôn conjunta de servicios publicos o para la 
realizaciôn de proyectos concretos de inversiôn. Finalmente, en 
cuanto corresponde al Estado la garantia de la efectiva realiza­
ciôn del principio de solidaridad, éste informa las inversiones 
efectuadas directamente por el Estado, y en general toda la pla 
nificaciôn de la actividad econômica general.
a) La distribuciôn de ingresos en base a criterios com- 
pensativos; especial referenda a la participaciôn de 
las Comunidades Autônomas en la recaudaciôn de los tr^ 
butos no cedidos
La distribuciôn de ingresos entre el Estado y las Comuni­
dades Autônomas, se organiza, por imperativo constitucional, f un 
damentalmente en torno a los principios de autonomia y suficien 
cia, es decir, que constituye un sistema de compensaciôn verti-
cal. Pero la Constituciôn no impide que se introduzcan factures 
de compensaciôn horizontal a la hora de regular esta materia, 
por lo que también aqui podria jugar el principio de solidari­
dad .
A estos efectos, hay que partir de la distinciôn, ya es 
tablecida, entre ingresos propios de las Comunidades Autenomai , 
e ingresos transferidos por el Estado. En el primer caso, como 
sabemos, e^ establéeimiento del recurso supone el ejercicio, 
siquiera sea de una forma parcial y limitada, de poder finan­
cière por parte de la Comunidad Autônoma correspondiente.
Consecuentemente, es dificil introducir medidas de com­
pensaciôn horizontal en relaciôn con los ingresos propios de las 
Comunidades Autônomas, ya que los criterios de sujeciôn al po­
der financière de estas hacen referenda a la residencia de las 
personas o a la situaciôn de los bienes, lo que conlleva preci^ 
samente mayores ingresos para las zonas mâs prôsperas.
En algunas ocasiones, sin embargo, se ha hablado del 
principio de solidaridad en relSciôn con los ingresos tributa­
ries propios de las Comunidades Autônomas, pero en ese contex­
te , o bien se hace referencia â la interdicciôn de medidas de 
compensaciôn oculta (ausencia de privilégiés, libre circulaciôn 
de bienes y servicios, etc...), o bien se trata de postulados 
de justicia reconducibles a otros principios, como el de capa­
cidad contributiva, en los que plasma la redistribuciôn inter­
personal de la renta (372). No es, por tanto, aplicable el prin 
cipio de solidaridad, que hace referencia a la redistribuciôn 
interterritorial de recursos.
De forma mâs concreta, algun autor (CAZORLA) han acudido 
al principio de solidaridad para determinar que tributos sen 
susceptibles de cesiôn a las Comunidades Autônomas. Asl, se ha 
afirmado que la imposiciôn sobre la renta no puede ser objeto 
de cesiôn, o que el principio de solidaridad impide la cesiôn
ciel Impuesto sobre Sucesiones (37 3). Pero de nuevo entendemos 
que el principio de solidaridad en sentido técnico no puede ser. 
vir de base para estos razonamientos, o al menos, no la solida­
ridad en cusato exigencia de compensaciôn horizontal entre Co­
munidades Autônomas. Mâs bien entrarian aqui en juego el prin­
cipio de unidad econômica y juridica, la atribuciôn al Estado 
de la competencia sobre la politica de redistribuciôn de la ren 
ta, etc.
El examen de los puntos de conexiôn en los tributos ce­
didos viene a corroborar lo dicho, ya que a cada Comunidad Auto 
noma se cede la recaudaciôn correspondiente a los tributos per 
sonales que gravan a los residentes en dicha Comunidad, o los 
tributos reales qüt gravan operaciones efectuadas o recaen sobre 
bienes situados en su territorio
Las medidas de compensaciôn horizontal, en consecuencia/ 
s,ôlo se instrumentan en nuestro ordenamiento a través de los in 
gresos transferidos por el Estado, o a través de los gastos asu 
midos directamente por este. Tal es el caso de los mecanismos 
previstos en el articulo 158 de la Constituciôn, a los que ya 
hemos hecho referencia, y de la participaciôn de las Comunidades 
Autônomas en la recuadaciôn de los impuestos estatales no cedi­
dos ,
En efecto, como ha senalado A. de Rovira Mola, la par­
ticipaciôn en ingresos, que se caracteriza porque el importe 
de la suma transferida depende de la recaudaciôn estatal por 
el correspondiente concepto (o conceptos) tributario, puede 
articularse de dos formas distintas: en primer lugar, cabe asig 
nar a cada ente beneficiario el porcentaje que corresponda en 
funciôn de las bases imponibles radicadas o la recaudaciôn obte 
nida en su territorio (atribuciôn directa); en segundo lugar, 
el porcentaje de participaciôn puede calcularse mediante un si£ 
tema de atribuciôn indirecta, atendiendo a criterios que no son 
exclusivamente la localizaciôn de los rendimientos.
La L.O.F.C.A. se inclina claramente por esta segunda po­
sibilidad, y dicha opcion se justificabCt' en la Memoria del Pro 
yecto de Ley en que el procedimiento en base a ingresos "se ada£ 
ta peor a las necesidades de ciertas zonas -las pobres- contri- 
buyendo a ampliar las diferencias existantes en la prestaciôn 
de los servicioS publicos esenciales". Por ello la ley "se aie 
ja definitivamente de los planteamientos que tratan de utilizar 
la recaudaciôn en la zona como criterio con el que establecer 
la financiaciôn de las distintas Comunidades Autônomas para op- 
tar por otro que, asentado en la cobertura de las necesidades 
reales existantes, impida que laf regiones pobres queden conde 
nadas . Se pretende de esta menem lograr un equilibria armônico 
entre el derecho a la autonomia y el principio de solidaridad"
Hay que tener en cuenta, sin embargo, que durante el p£ 
riodo transitorio -hasta que se concluya el traspaso de servi­
cios a las Comunidades Autônomas o, en cualquier caso, seis 
ahos desde la entrada en vigor del Estatuto- la participaciôn 
en ingresos "garantizarâ la financiaciôn de los servicios trans 
feridos (a cada Comunidad Autônoma) con una cantidad igual al 
coste efectivo del servicio, en el territorio de la Comunidad 
en el momento de la t ransferencia" segün eistablcte la disposi­
ciôn transitoria primera de la L.O.F.C.A. durante el periodo
transitorio, por tanto, el ünico objetivo de que se hace ga­
rante el Estado as la suficiencia de las Comunidades Autôno­
mas (374) .
En el periodo definitivo, en cambio, el porcentaje de 
participaciôn se fijarâ, segün el articulo 13 de la L.O.F.C.A., 
en base a una serie de criterios, algunos de ellos inspirados 
en el principio de solidaridad. Las bases o criterios que men 
ciona el precepto citado son los siguientes:
- El coeficiente de poblaciôn
- El coeficiente del esfuerzo fiscal en el I.R.P.F.
- La cantidad équivalente a la aportaciôn proporcional 
que corresponda a la Comunidad Autônoma por los servicios y car 
gas générales que el Estado continu* asumiendo como propios
- La relaciôn inversa de la renta real por habitante de 
la Comunidad Autônoma respecto a la del resto de Espafla.
- Otros criterios que se estimen procedentes, entre los 
que se valorarân la relaciôn entre los indices de deficit en 
servicios sociales e infraestructuras q'ue afecten al territorio 
de la Comunidad Autônoma y al conjunto del Estado y la relaciôn 
entre los costes por habitante de los servicios sociales y ad­
ministratives transferidos para el territorio de la Comunidad 
Autônoma y para el conjunto del Estado"
Utilizando la clausula abierta con que cierra su enume- 
raciôn el precepto trasncrito, algunos Estatutos de autonomia 
han anadido otros criterios. Por ejemplo, el articulo 58.1 g) 
del Estatuto andaluz se refiere a "la tasa de emigraciôn ponde- 
rada durante un periodo de tiempo determinado". Por su parte, 
el articulo 45.1 c) del Estatuto de Cataluha se refiere expre- 
samente como criterio para negociar la participaciôn en ingre- 
sos al "principle de solidaridad interterritorial a que se re­
fiere la Constituciôn, que se aplicarâ en funciôn de la rela­
ciôn inversa de la renta real por habitante en Cataluha respec­
to a la de1 resto de Espaha"
En efecto, los criterios en base a los cuales negociar 
la participaciôn en ingresos permiten instrumentar por esa via 
un sistema de compensaciôn horizontal indirecte tendente a ha- 
cer efectivo el principle de solidaridad. Pero la L.O.F.C.A. en 
absoluto garantiza de forma efectiva la aplicaciôn de dicho prin 
cipio en la determinaciôn del porcentaje de participaciôn de ca- 
da Comunidad Autônoma, ya que, como sehalô el Informe de la Co- 
misiôn de Expertes, la negociaciôn en la fase definitive se 
plantea prâcticamente abierta a cufiilquier resultado, en cuanto
que no estân fijadas por ley las ponderaciones que se han de 
usar e incluse se deja abierta la posibilidad de introducir mas 
criterios que los explicitados en el articulo 13 de la L.O.F. 
C.A.
b) La financiacion conjunta de servicios pùblicos y pro- 
yectos de inversion.
Otra posible aplicaciôn del principle de solidaridad, 
en cuanto exigencia de equilibria, viene constituida por las po 
sibilidades de financiaciôn conjunta de servicios pùblicos y 
proyectos de inversiôn (375) tante entre Comunidades Autônomas, 
como sobre todo entre estas y el Estado.
En efecto, en la mayoria de los Estados federales, es 
la Federaciôn la que ingreSa la parte mas nutrida de la recau- 
daciôn tributaria, mientras que son los miembros los que sopor 
tan los gastos en materia de salud, educaciôn, asitencia social, 
x'ivienda, construcciôn de autopistas, policia, parques,recrea- 
ciôn, museos, etc. Estes servicios prestacionales originan unos 
altos costos, que crecen mas deprisa que los ingresos de los 
entes territoriales. Esta crisis presupuestaria, a nivel estruc- 
tural, hace necesaria la participaciôn financiera de la Federa­
ciôn, mediante programas, en las diferentes acciones de los Es­
tados miembros, aùn en Lxs tareas de la competencia material de 
estes. A esta técnica responden las ayudas federales en Alemania, 
previstas en los articules 91 y 104 de la Ley Fundamental y tam 
bien todo el sistema de "grant ih aids program" en Estados Uni- 
dos . Es de notar que, en este ultime case, toda la teorizaciôn 
sobre el"nevv federalism" que nace mediada la década de los se- 
senta, en torno a la cual se ha producido una inmensa biblio- 
grafia (içj. A. Reagan, Wright, Brooks, Graves, Rhodes, etc.)
que ha servido de base para la construcciôn en Espaha del llama- 
do fédéralisme de cooperaciôn (3 7 6 ), esta en gran medida apoyada 
en la temâtica de las Intergovernmental relations, que, en defi- 
nitiva, no es otra cosa que el anâlisis de la compensaciôn fi- 
nanc i era.
La necesidad de arbitrar técnicas de financiaciôn conjun 
ta de servicios publico y proyectos de inversiôn, y en general 
de cooperaciôn entre las distintas Administraciones pùblicas, 
sin embargo, es mas una prâctica que un principio constitucional 
expreso. En efecto, dicha necesidad no suele aparecer explici- 
tada en los textos constitucionales. Asi, en Estados Unidos se 
fundamenta en la conocida "General Welfare Clause" del articu 
1o 1, secciôn 8 de la Constituciôn.^"El Congreso puede. . . cui- 
darse del bienestar general"- y en Alemania no existia tampoco 
fundamento constitucional expreso hasta la reforma de 1969. En 
nuestra Constituciôn, la ünica menciôn expresa son los Conve- 
nios entre Comunidades Autônomas (art. 145.2) que &unque no se 
refieren exclusivamente a materia financiera, indudablemehte 
puedeh ser, en su caso, un instrumente de compensaciôn horizon 
tal, como veremos. Ademâs, cabe fundar la financiaciôn conjunta 
en el principio de solidaridad genéricamente formulado en diver 
SOS preceptos, $in necesidad de basarla en ningùn articulo con- 
creto. Asi lo ha entendido el Tribunal Constitucional, en la S. 
de 4 de mayo de 1982, en la que se afirm& un principio consti­
tutional de colaboraciôn ( lo que (X, nuestro juicio incluye la 
colaboraciôn financiera) que "no es menester justificar en pre­
ceptos concretos", ya que "se encuentra implicite en la propia 
forma de organizaciôn territorial del Estado que se implanta en 
la Constituciôn".
Es necesario advertir, que pese a su gran expansiôn en 
el Derecho comparado, las técnicas de financiaciôn conjunta de 
servicios pùblicos y proyectos de inversiôn tienen un alcance
limitado, pues hay amplias zonas en las que las instancias cen­
trât y autonomica actùan separadamente y cubren sus gastos con 
sus propios ingresos. Otra cosa supondria una reduccion injus- 
tificada de la autonomia de las regiones, y esta es precisa- 
mente una de las criticas mas frecuentes a estor mecanismos. En 
todo caso,el argumente decisive no es la importancia cuantita- 
tiva de las ayudas de la Federaciôn, que suelen consistir en 
subvenciones condicionadas a una finalidad especifica, sine la 
actitud de la Hacienda que las efectua. Asi por ejemplo, en el 
ambito local, las Haciendas francesas con aproximadamente un 80 
por ciento de ingresos propios, disponen de menos libertad de 
movimiento que las colectividades locales inglesas, en las que 
los ingresos fiscales propios son mucho menores (377).
En el caso espahol , el anâlisis de las técnicas de finan 
ciaciôn conjunta debe hacerse distinguiendo los casos en que es­
ta se produce entre las Comunidades Autônom&b y los supuestos en 
que se produce entre estas y el Estado. En ambos casos hay que 
sehalar el papel reservado al Consejo de politica fiscal y fi­
nanciera, a quien compete conocer, en general, de todo aspecto 
de la actividad financiera de de las Comunidades y del Estado 
que dada su naturaleza precise de una actuaciôn coordinadafart.
3.2  ^ de la L.O.F.C.A.)
a') Entre Comunidades Autônomas
En el Derecho comparado exister numerosos supuestos de fi_ 
nanciaciôn conjunta entre dos o mas Haciendas territoriales, a 
través de acuerdos establecidos entre las mismas para prestar 
servicios comunes, evitando asi la necesidad de intervenciôn de 
la Federaciôn. Tal es el caso de los acuerdos interestatales 
(Interstate Compacts) previstos en el articulo I, Jecciôn 10 de 
la Constituciôn americana, el cual exige la autorizaciôn de1
Congreso federal para su conclusion (378). Esta posibilidad, so 
bre todo a partir de 1960 se ha usado frecuentemente en materia 
de navegaciôn, de conducciones de agua, de educaciôn y de desa- 
rrollo regional. También en Suiza, los cantones acuden frecuen- 
temene a formulas de este tipo, con diversas denominaciones, en 
materia de ordenaciôn del territoio y de desarrollo regional.
En Alemania, aùn sin fundamento constitucional expreso, son asi- 
mismo frecuentes los convenios entre Lander, a menudo de carac- 
ter informai, pues no hay obligaciôn de publicarlos y no se re- 
c^uiere la autorizaciôn del Bund, bien sea creando organismes co 
munes , financiados por diverses Estados, a cuya Administraciôn 
sustituyen, bien sea apoyando financieramente a instituciones 
creadas especialmente por un Land, a cuya iniciativa se adhie- 
ren despues otros.
En general, en el Derecho comparado los convenios suelen 
suscribirse por los ejecutivos régionales, y en el caso de que 
exijan el empleo de fondes pùblicos, como elle debe tener un re 
flejo presupuestario, se exije también la ratificaciôn por los 
respectives parlamentos. Nuestra Constituciôn, en su articulo
145.2 se ha limitado a habilitar a los Estatutos para que prevean 
los supuestos,requisites y termines en que las Comunidades Au- 
tonomas podran celebrar convenios entre si para la gestiôn y 
prestaciôn de ServicioJ propios de las mismas, asi como el ca- 
râcter y efectos de la correspondiente comunicaciôn a las Cer­
tes Générales . En los demâs ÿupuestos, segùn el precepto citado, 
los acuerdos de cooperaciôn entre las Comutvidades Autônomas nece- 
sitarân la autorizaciôn de las Certes Générales. Como ha puesto 
de relieve A. Pérez Moreno, en un trabajo que lleva el signifi­
cative titulo"solidaridad y convenios entre Comunidades Autono- 
mas"' (379), la filosofia del precepto es facilitar los conve­
nios en materia de servicios y controlar con rigor cualquier otro 
tipo de relaciôn^^sin llegar a la federaciôn -expresamente pro 
hibida- pueda originar relaciones cualitativamente prôximas en
sectores determinados.
Haciendo uso de estas.previsiones constitucionales, los 
Estatutos catalan (articulo 27) y vasco (articulo 22) han regu- 
lado la cuestion en termines que luego han reproducido los de-
mas .
Se distingue, siguiendo lo dispuesto en la Constituciôn, 
entre convenios para la gestiôn y prestaciôn de servicios y 
acuerdos de cooperaciôn. Los convenios, una vez celebrados y an 
tes de su entrada en vigor han de ser ëomunicados a las Certes 
Générales y,si estas o alguna de sus Camaras no manifiestan re 
pares en el plazo de treinta dias/los convenios entran en vigor; 
en otro caso, han de tramitarse como acuerdos de cooperaciôn.
El régimen de estes acuerdos es el de autorizaciôn previa de las 
CorteSy es decir que se exige un pronunciamiento especifico y 
formai sobre los mismos (380)
Aunque obviamente, los convenios entre Comunidades Au­
tônomas pueden utilizarse con fines muy diverses, resultan en 
particular un instrumente util al servicio del principio de so­
ld daridad, por ejemplo, para prestar en comùn servicios pùblicos fun 
cLamentales, de forma homogenea, en varies territories autônomos.
En este sentido han side frecuentemente utilizados en el Dere­
cho comparado, donde el tratamiento dado a esta técnica es mu­
cho mas flexible
En cuanto al control de los convenios entre Comunidades 
Autônomas y se pueden residenciar formplmente ante el Tribunal 
Constitucional, aun cuando no se traduzcan en leyes formales, 
por aplicaciôn del articulo 161.2 de la Constituciôn, o a través 
de las cuestiones de competencia, sin perjuicio de las faculta- 
des réviseras de la jurisdicciôn contencioso- administrâtiva, 
cuando los convenios se incorporen a normas reglamentarias.
b') Entre el Estado y las Comunidades Autônomas
Nuestra Constituciôn sôlo contempla los convenios entre 
Comunidades Autônomas, pero no los celebrados entre estas y el 
Estado, aunque se ha hecho uso de esta posibilidad frecuente­
mente desde la apariciôn de las autonomias, unas veces por las 
insuficiencias inherentes a cualquier sistema de distribuciôn 
de competencies, y otras como medio de control por parte de la 
Admini straciôn central. En este ultimo caso, résulta criticable 
el abuso de esta formula, aunque no puede negarse que en otras 
ocasiones sirve o puede servir para hacer efectivo el principio 
de solidaridad. En efecto, aunque,en principio, la financiaciôn 
conjunta de servicios pùblicos o de proyectos de inversiôn es 
lin mecanismo de compensaciôn vertical, no cabe duda de que al 
seleccionar a unas Comunidades Autônomas y no a otras, se puede 
producir indirectamente un efecto de compensaciôn horizontal.
En el Derecho comparado es frecuente la utilizaciôn de 
técnicas de este tipo, cuando la Federaciôn impone una obliga­
ciôn a los Estados miembros y se compromete a soportar parte 
de los gastos originados; cuando la Federaciôn y sus miembros 
conceden una subvenciôn a terceros; y finalmente cuando ambos 
nivelés participan de forma paritaria en la realizaciôn de "ta 
reas comunes", recogidas como taies en el texto constitucional 
o en convenios mutuamente aceptados (381)
Asi, el articulo 15 a) de la Constituciôn austriaca, Es­
tado en el que se ha dado un nuevo impulso a la cooperaciôn a 
partir de la reforma constitucional de 1974, contempla tanto 
acuerdos entre Bund y Lander como de estos ùltimos entre si. En 
Alemania Federal, el articulo 91 de la Ley Fundamental de Bonn 
régula una serie de "tareas comunes" (Gemeinchaftausgaben) en 
que la cooperaciôn es necesaria, y otras en que es voluntaria. 
Esta innovaciôn introducida tras la reforma de 1969, proporcio- 
na un apoyo constitucional explicito a estas técnicas, que en
otros paises se fundamentan en una clausula general (Estados 
Unidos) o en convenios intergubernamentales.
Las tareas en que la participaciôn del Bund résulta 
obligatoria son la construcciôn y ampliaciôn de centros de en 
sehanza superior, la mejora de la estructura agraria y la pro- 
tecciôn de las costas. La ley fundamental r^mite a una ley e^ 
tatal ulterior la concreciôn de dichas tareas comunes, condicio 
nando el contenido de dicha ley en sus aspectos financières, en 
el sentido de que la contribuciôn del Bund debe suponer un cin- 
cuenta por ciento en los dos primeros casos, y al menos dicha 
cifra en los otros dos.
La cooperaciôn facultativa se contempla en el articulo
91 b) de la Ley fundamental, en relaciôn con la planif icaciôn
de la educaciôn y la promociôn de la investigaciôn cientifica.
D i cha cooperaciôn, en su caso. se concreta por una via convencio
n a 1
Por ultimo, y aunque fuera ya del titulo VIII A de la Ley 
Fundamental,relative a las tareas comunes, el articulo 104 a)
IV permite a la Federaciôn participar en ciertas inversiones de 
los Lander; como ha declarado el Tribunal Constitucional Fede­
ral, en Sentencia de mayo de 1975, estas ayudas financieras no 
pueden emplearse como"un instrumente de orientaciôn directa o 
indirecta para imponer a los Lander fines de orden general del 
Bund". El precepto constitucional citado permite que dichas a- 
yudas se concreten, en este caso, por via legal o convencional 
(382).
En la Constituciôn espahola destaca la ausencia de refe 
rencias explicitas a esta temâtica. Como hemos visto, se reco- 
gen sôlo los convenios entre Comunidades Autônomas (articulo 
145.2), pero no los de estas con el Estado,aunque la legitimi- 
dad constitucional de los mismos es indudable, sobre todo en el 
âmbito de las competencias compartidas.
Algùn autor (S. Muhoz Machado) (383), ha afirmado que en 
el articulo 131.2 de la Constituciôn, segùn el cual "El Gobier^ 
no elaborarâ los proyectos de planificaciôn de acuerdo con las 
previsiones que le sean suministradas por las Comunidades Auto 
nomas. . . " , contiene en realidad una habilitaciôn general para 
la realizaciôn de tareas comunes en las materias en que hay una 
efectiva concurrencia de competencias o en las que el Estado es 
compétente para su ordenaciôn bâsica.
Mas Clara résulta la referenda que el articulo 157.3 
contiene a "posibles formas de colaboraciôn financiera entre 
las Comunidades Autônomas y el Estado", aunque dicho precepto 
se limita a reservar la regulaciôn de las mismas a una ley or- 
gânica. Desarrollando este precepto, el articulo 18 de la L.O.
F'. C . A . recoge la posibilidad de proyectos de inversiôn conjun­
ta, con dos requisitos:
- Ha de tartarse de proyectos concretos de inversiôn, 
para evitar formulas de colaboraciôn genéricas e indeterminadas 
que podrian ser ^uente de conflictos e invadir las competencias 
de otros niveles de Hacienda.
- Dichos proyectos han de contar con la aprobaciôn en 
cada caso de las Cortes Generarles y de1 ôrgano compétente de 
la respectiva Comunidad Autônoma, lo que en la Memoria del pro 
yecto se justificaba en que la Comunidad Autônomas y el Estado 
se van a vincular en gastos que previsiblemente durarân un pe­
riodo de tiempo dilatado, por lo que la autorizaciôn expresa de 
los compromises adquiridos deberia hacerla el ôrgano législa­
tive de cada jurisdicciôn. A este respecto hay que tener en 
cuenta el articulo 61 de la Ley General Presupuestaria, segùn 
el cual, la autorizaciôn o realizaciôn de los gastos de carâcter 
plurianual se subordinarâ al crédite que para cada ejercicio au 
toricen los respectives Presupuestos Generates del Estado, por 
lo que sôlo en un sentido politico puede afirmarse que el Presu
puesto queda vinculado a los eventuales proyectos conjuntos de 
inversion.
La L.O.F.C.A. deberia pronunciarse sobre este punto de 
forma concreta, pues sôlo en ese caso, en base a la remisiôn 
que el articulo 157.3 de la Constituciôn efectua a ley orgâni^ 
ca, podria construifse juridicamente, con los limites y requi_ 
sitos que en su caso se establecieran, la vinculaciôn del Pre- 
supuesto a los proyectos de inversiôn vigentes en cada momento.
En cuanto a la participaciôn de las Comunidades Autôno­
mas en los mencionados proyectos de inversiôn conjunta, tanto 
el articulo 18.2 de la L.O.F.C.A. como el articulo 13.1 de la 
Ley reguladora del F.C.I. recogen expresamente la posibilidad 
de que los recursos correspondientes provengan,total o parcia^ 
mente, de las transferencias con cargo a dicho Fondo a que las 
Comunidades Autônomas tuvieran derecho.
No existe, en cambio, ninguna referencia a la participa 
ciôn conjunta del Estado y las Comunidades Autônomas en la co- 
bertura de los gastos de funcionamiento de los servicios pùblj. 
COS, que sôlo podria articularse, como recuerda el articulo 14, 
2 de la Ley del F.C.I., por la via extraordinaria del articulo 
158.1 de la Constituciôn.
Existe una ultima referencia en el articulo 150.2 de la 
Constituciôn, a posibles ayudas del Estado a las Comunidades 
Autônomas en el caso de transference o delegaciôn en estas, m£ 
diante ley orgânica, de facultades correspondientes a la titu- 
laridad de aquél, que por su propia naturaleza sean suscepti­
bles de transferencia o delegaciôn. Pero no se trata, en este 
caso, de una técnica inspirada directamente en la solidaridad, 
sino de un mecanismo tendente a evitar la compensaciôn verti­
cal oculta, es decir, a garantizar la suficiencia. Una norma 
similar contiene el articulo 104 a) 2 de la Ley Fundamental de 
Bonn .
c) La solidaridad como criterio rector de las inversio­
nes pùblicas efectuadas directamente por el Estado
Aparté de las técnicas en que se articula el principio 
de solidaridad a que nos hemos referido hasta ahora, en cuan­
to, segùn el articulo 138.1,el Estado garantiza la realizaciôn 
efectiva de dicho principio, éste informa las inversiones efec 
tuadas directamente por el Estado y en general toda la planif^ 
caciôn de la actividad econômica general.
En cuanto al primer aspecto, el articulo 16.6 de la L.
O . F . . A . establece que sin perjuicio del F.C.I. , "las inver­
siones que efectue directamente el Estado y el sector pùblico 
estatal se inspirarân en el principio de solidaridad". Esta nor 
ma constituye la concreciôn expresa de una évidente exigencia 
constitucional, ya que como ha sehalado J. Garcia Ahoveros, la 
funciôn equi1ibradera del F.C.I. ha de situarse en el marco de1 
sistema financière general, que también ha de ser compensador 
(384). A estos efectos hay que tener en cuenta lo dispuesto en 
la régla segunda del articulo 53 de la Ley General Fresupuesta 
ria, segùn la cual "la estructura del estado de gastos indui­
ra la clasificaciôn territorial de los de inversiôn".
Se trata, en definitiva, de evitar que la distribuciôn 
interterritorial de la inversiôn pùblica efectuada al margen 
del l'ondo de Compensaciôn pueda neutralizar la funciôn compen- 
sadora del mismo. Desde esta perspectiva se ha criticado la re 
gulaciôn del Fondo pues si no conlleva un aumento de los gastos 
de inversiôn, y sî toda la inversiôn responde al principio de 
solidaridad, queda reducido a una mera étiqueta formai sin nin­
gùn efecto sustantivo. A nuestro juicio, la diferencia entre el 
F.C.I. y el resto de los gastos de inversiôn que figuran en los 
Presupuestos Generates del Estado, es que el primero se distri- 
buye conforme a unos criterios fijados por las Cortes Generates 
a través del procedimiento legislative especial del articulo
74.2 de la Constituciôn, criterios que deben hacer efectivo el 
principio de solidaridad, mientras que los segundos se distri- 
buyen por las Cortes al aprobar los Presupuestos en base a di- 
versos objetivos constitucionalmente legitimos de inversiôn pu 
blica, entre ellos el de solidaridad.
Por otra parte, también la L.O.F.C.A, recoge manifesta- 
ciones concretas del principio de solidaridad en relaciôn con 
los gastos corrientes efectuados directamente por el Estado. 
Asi, el articulo 15.1, al que ya nos hemos referido, establece que 
el Estado garantizarâ en todo el territorio espahol el nivel 
minimo de los servicios pùblicos fondamentales de su competen­
cia.
Por ùltimo, el principio de solidaridad debe informar la 
planificaciôn de la actividad econômica general, y en este sen 
tido conviene sehalar que los objetivos de dicho principio, tal 
como se recogen en el articulo 138.1 de la Constituciôn coinci- 
den en parte con los que a la planificaciôn sehala el articulo 
131.1, aunque este es mas amplio, ya que se refiere tanto al de 
sarrollo regional como sectorial, asi como a la asignaciôn de 
recursos, al crecimiento de la renta y riqueza y a su mas jus- 
ta distribuciôn.
5.- Recapitulaciôn: La insuficiencia de los mecanismos de com­
pensaciôn horizontal existentes en el ordenamiento vigente
Como conclusiôn de todo lo anterior puede afirmarse la 
insuficiencia de los mecanismos de compensaciôn horizontal e- 
xistentes en el ordenamiento vigente.
Si bien el principio de solidaridad queda enfâticamente 
recogido, tanto a nivel constitucional como legal, sin embargo 
los mecanismos que fundamentalmente tienden a hacerlo efectivo 
han sido regulados de un modo déficiente, o bien se dejan abier 
tos a la negociaciôn, o son de caracter extraordinario.
En cuanto al Fondo de Compensaciôn Interterritorial, por 
que a través de el se canalizan también las inversiones nuevas, 
lo que conlleva que sirve para hacer efectivo no sôlo el prin­
cipio de solidaridad, como indica la Constituciôn, sino también 
y en no poca medida, los principios de autonomia y suficiencia. 
Ello ha determinado, como vimos, la generalizaciôn a todas las 
Comunidades Autônomas de la participaciôn en el Fondo.
Respecto a la participaciôn en ingresos, la negociaciôn 
del porcentaje queda abierta prâcticamente a cualquier soluciôn 
Algo similar ocurre con los convenios entre Comunidades Autôno 
mas o entre estas y el Estado, cuya regulaciôn présenta numéro 
sas lagunas e insuficiencias. Deberian désarroilarse mâs amplia 
mente, como ocurre en el Derecho comparado, y quizâs fuese acon 
sejable introducir algunos supuestos obligatorios de financia­
ciôn conjunta de servicios pùblicos o proyectos de inversiôn.
Y finalmente, en cuanto a las asignaciones extraordina- 
rias ex articulo 158.1 su propio caracter extraordinario, y las 
dificultades para determinar algunos conceptos taies como el 
de "nivel minimo" o "servicios pùblicos fundamentales" hacen 
que tampoco constituyan un mecanismo adecuado para la aplica-
ciôn efectiva del principio de solidaridad, que ademâs, en n in 
gun caso podria articularse exclusivamente a través de estas 
as i gnac i ones.
CAPITULO IV
LA SOLIDARIDAD COMO EXIGENCIA DE EFICACIA: LA
COORDINACION EN MATERIA FINANCIERA
LV
Dû CÛ3&
sUMAR10 :
1.- Consideraciones générales sobre la coordinaciôn en 
materia financiera
a) Nociôn teôrica de coordinaciôn
b) Reconducciôn de la coordinaciôn a la solidary 
dad y a otros principios constitucionales; es 
pecial referencia a la jurisprudencia consti­
tue i ona 1
2.- Coordinaciôn de la politica financiera
a) La politica presupuestaria a corto plazo
b) La planificaciôn a medio plazo
c) Especial referencia a las operaciones de cré­
dite: doctrina constitucional en este punto
3.- Coordinaciôn en otros âmbitos
a) La armonizaciôn de la estructura presupuesta­
ria
b) La armonizaciôn en materia tributaria
c) Coordinaciôn de la gestiôn tributaria
d) Coordinaciôn en materia patrimonial
4.- Soporte institucional de la coordinaciôn
a) El Consejo de Polltica Fiscal y Financiera
b) El Consejo Econômico y Social previsto en el 
articulo 131.2 de la Constituciôn
c) Otros ôrganos y técnicas de coordinaciôn
1.- Consideraciones générales sobre la coordinaciôn en materia 
f inanciera.
La coordinaciôn es el segundo de los aspectos fundamen­
tales del principio de solidaridad en materia financiera, en la 
medida en que éste exige la eficacia de los instrumentos finan- 
cieros de los distintos niveles de Hacienda. La legislaciôn vi­
gente, empezando por la propia Constituciôn, recogen ampliamen- 
te este aspecto, y asimismo el Informe de la Comisiôn de Exper 
tos se refiriô a la necesidad de articular mecanismos idôneos 
de coordinaciôn. No se trata, sin embargo, a diferencia de la 
compensaciôn, de un aspecto de la solidaridad que tenga una pro 
yecciôn exclusivamente financiera, auqnue es susceptible de ser 
analizada desde esta perspectiva.
a) Nociôn teôrica de coordinaciôn
Para una aproximaciôn al concepto de coordinaciôn finan- 
ciera es premisa obligada referirse, aunque sea someramente, a 
lo que se entiende por coordinaciôn (385). Como indica Bachelet, 
la nociôn juridica de coordinaciôn en cuanto instituto juridi- 
co-publico, ha comenzado a perfilarse en época reciente, y se 
pone de manifiesto cuando concurren una pluralidad de activida- 
des y sujetos a los que el ordenameinto reconoce cierta autono 
mia y dispone su armonizaciôn.
La coordinaciôn, como manifestaciôn de la solidaridad, 
pretende, por tanto, salvaguardar la autonomia de diverses su­
jetos y lograr la unidad en su actuaciôn en orden al logro de 
determinados fines. En este sentido Bachelet la concibe como 
una figura de supraordenaciôn dirigida a realizar la ûnidad de 
entes dotados de autonomia (386).
Descendiendo al piano mâs concreto de la coordinaciôn 
nanciera, los profesores Munoz de1 Castillo y Vega Herrero pro- 
ponen la definiciôn formulada por Giorgetti (387), quien conci­
be la coordinaciôn financiera como el sistema articulado y efi- 
ciente de las previsiones normativas dirigidas a concretar las 
formas y el tiempo de la acciôn pûblica en la esfera financie­
ra, con el fin de garantizar que los ingresos y los gastos pu- 
blicos se realicen con respeto a las leyes y de acuerdo con el 
interes publico.
En este concepto se destacan très aspectos importantes 
de la coordinaciôn financiera.
En primer lugar, se considéra que la coordinaciôn abarca 
tanto los ingresos como los gastos de los entes pùblicos, es de 
cir la actividad financiera en su conjunto. Respecto a los in­
gresos, como senala Munoz del Castillo y Vega Herrero, merecen 
especial atenciôn la armonizaciôn tributaria y la coordinaciôn 
de la gestiôn, lo que exige la comunicaciôn entre los diversos 
ôrganos gestores. En lo concerniente al gasto, es ineludible la 
uniformidad en la estructura presupuestaria de los entes terri­
toriales, a la vez que no puede olvidarse la importancia de una 
coordinaciôn en el control.
En segundo lugar, la coordinaciôn tiene como finalidad 
la armonizaciôn de la actividad de las Haciendas territoriales 
en orden a la obtenciôn de recursos y a la programaciôn y eje 
cuciôn del gasto, de forma que quede asegurada la eficacia de 
los instrumentos financieros. Desde esta perspectiva reviste 
especial importancia la coordinaciôn de la polltica financiera, 
tanto de la polltica presupuestaria a corto plazo como de la 
planificaciôn a medio plazo, y de las operaciones de crédito.
En tercer lugar, como acertadamente ha sehalado Palao, 
los problemas que suscita la coordinaciôn, a los que nos veni- 
bos refiriendo, se plantean tanto en los Estados federales o
régionales, como en los unitarios^siempre que se reconozca a 
las Haciendas Territoriales un cierto grado de autonomia (388), 
pues en otro caso dichos problemas se resuelven en base a los 
criterios de unidad y jerarquia
b) Reconducciôn de la coordinaciôn a la solidaridad y a 
otros principios constitucionales; especial referen­
cia a la jurisprudencia constitucional.
Partiendo de estas premises, pasamos a considérer como 
se ha recogido la coordinaciôn en nuestro ordenamiento positivo 
-tanto en la Constituciôn como en la L.O.F.C.A.- y en la juris­
prudencia constitucional.
La Constituciôn, como ha sehalado E. Linde, contiene 
diversos preceptos que se refieren expresamente a la coordina­
ciôn (389): articulo 98.2 (coordinaciôn de la actividad de1 go 
bierno por su présidente); articules 103.1, que exige la coor­
dinaciôn de las Administraciones Pùblicas y 103.2 que se refie­
re a la coordinaciôn por ley de los ôrganos de la Administra­
tion del Estado; articulo 148.1.22 (coordinaciôn en relaciôn 
con las policias locales, que se recoge como competencia auto- 
nômica en los termines que establezca una ley orgânica); 149.1. 
13 (competencia estatal para la coordinaciôn de la actividad 
econômica); 149.1.15 (coordinaciôn de la investigaciôn); arti­
culo 154 que se refiere al Delegado del Gobierno como coordina 
dor de la Adininistraciôn del Estado ^  cada Comunidad; y articu 
lo 156.1 que se refiere separadabente a los principios de coor 
dinaciôn y solidaridad como limites de la actividad financiera 
de las Comunidades Autônomas.
De entre estos preceptos, y en relaciôn con la coordina
ciôn financiera, nos interesan los articulos 149.1.13 (competen 
c i a  del Estado para coord i nar la actividad econômica) y 156.1 
(coordinaciôn como limite de la autonomia financiera). La coor 
dinaciôn financiera también aparece implicita en otros precep­
tos como el 131.1 que pone a disposiciôn de1 Estado un instru- 
mento fundamental de la coordinaciôn, como es el plan econômi­
co, y otros articulos que atribuyen al Estado la regulaciôn ba 
sica de ciertas materias
En este marco, es la L.O.F.C.A., dictada al amparo del 
articulo 157.3 de la Constituciôn, la que sienta los criterios 
bâsicos para la actuaciôn del principio de coordinaciôn, aunque, 
como ha puesto de relieve Vega Herrero (390), dedicando una e^ 
pecial atenciôn a la vertiente del ingreso, mientras que las 
previsiones relativas al gasto son muy escasas
De las normas, constitucionales y légales, mencionadas 
se deduce, en primer lugar, que la exigencia de coordinaciôn se 
proyecta no sôlo sobre la actividad financiera en su conjunto, 
s i no en general sobre toda la actividad de las Administraciones pu- 
blicas. Ello hace posible la aplicaciôn al ambito estrictamen- 
te financiero y al âmbito administrativo de los mismos princi­
pios y técnicas. En concreto se ha planteado la posibilidad de 
aplicar el principio de lealtad autonômica tal como ha sido for 
mu 1 ado por la doctrina alemana sobre la ’’BundestreueV. No es a- 
plicable, en cambio, la doctrina italiana sobre el interés na- 
c i onal, ya que, aunque el articulo 150.3 de la Constituciôn per 
mite al Estado dictar leyes de armonizaciôn cuando asi lo exija 
el interes general, apreciado por mayoria absoluta de cada Ca­
mara, sin embargo dicha norma constituye una clausula de cie- 
rre del sistema global de distribuciôn de competencias y es a- 
plicable sôlo a aquellos supuestos en que el Estado no disponga 
de otros cauces constitucionales para la coordinaciôn, como se­
hala el Tribunal Constitucional en su Sentencia 5 de agosto de 
1 983 .
Por otra parte, han sehalado Muhoz del Castillo y Vega 
[lerrero, como el principio de coordinaciôn no aparece formula­
do con precisiôn, en la medida en que sôlo se prevé tal coor­
dinaciôn con la Hacienda estatal y se desconoce respecto de la 
Hacienda de otros entes pùblicos, concretamente las Haciendas 
locales. Sin embargo, es évidente que la exigencia de coordi­
naciôn alcanza también a estas ultimas, como expresamente se 
recoge en otros ordenamientos -por ejemplo, el articulo 119 de 
la Constituciôn italiana- y en ’^ iversos Estatutos de Autonomia 
(391).
Finalmente se plantea el tema de si la coordinaciôn es 
un principio autônomo, o es reconducible a otro principio o 
principios constitucionales. Como hemos visto, en el articulo 
156.1 de la Constituciôn se recoge separadamente del principio 
de solidaridad, que parece hacer referencia en dicho precepto 
sô]o a la compensaciôn, como ocurre en el articulo 158. En el 
mismo sentido, un sector de la doctrina, tanto tributaria (Ve­
ga He r re ro , Muhoz del Castillo) como admi ni s t rat iva (Linde Pania­
gua) se refieren separadamente a la solidaridad y a la coordi­
naciôn (392).
Sin embargo, a nuestro juicio el principio de solidari­
dad no se limita a la compensaciôn financiera -aunque en ocasio 
nés se utilice para hacer referencia exclusivamente a esta-, 
sino que tiene un contenido mâs amplio, incluyendo también la 
solidaridad "orgânica" o coordinaciôn (393). En un sentido simj^  
lar, R. Martin Mateo opina que pueden invocarse como titulos 
habilitantes de las facultades de coordinaciôn, en ausencia de 
norma constitucional especifica, los derivados de determinados 
preceptos constitucionales, como los relacionados con la igual- 
dad, solidaridad y unidad de mercado (394).
El Tribunal Constitucional en éste punto, ha mantenido 
una jurisprudencia de contenido uniforme, pero con una argumen 
taciôn formalmente variable. Asi, en la Sentencia de 4 de mayo
de 1982 se afirma que "este deber -de colaboraciôn- que no es 
menester justificar en preceptos concretos se encuentra impli­
cite en la propia esencia de la forma de organizaciôn territo­
rial de1 Estado que se implanta en la Constituciôn, aunque no 
es ocioso recordar que el principio de coordinaciôn, en rela­
ciôn con las Comunidades Autônomas, se eleva por la norma fun­
damental a la consideraciôn de uno de los principios de actua­
ciôn (articulo 103.1 y 154)". En la Sentencia de 5 de agosto de 
1983, en cambio, la funciôn de coordinaciôn del Estado se funda 
monta en la necesidad de hacer compatibles los principios de 
unidad y autonomia. A nuestro juicio, como vimos en un capitu­
le anterior, ambos principios se articulan en el de solidaridad, 
de lo que resultaria que esta es el soporte de la coordinaciôn. 
En otras ocasiones, el Tribunal Constitucional acude al princi 
pi o de unidad econômica que nuestro texto fundamental consagra 
a partir del concepto de unidad de su articulo 2, y que se pro 
yecta en la esfera econômica en los articulos 128, 131.1, 138.
2 y 139.1, ast como en una serie de objetivos cuya consecu^ 
ci on exige la adopciôn de medidas de polltica econômica aplica- 
bles con caracter general, a todo el territorio nacional (ar­
ticulos 40.1, 130.1, 131.1 y 138.1). Todo ello forma parte de
]o que suele denominarse en las Constituciones modernas Cons­
tituciôn econômica (S. de 28 de enero de 1982) (395).
Finalmente hay que destacar que la coordinaciôn, como 
sehala la S.T.C. de 28 de abril de 1983, aunque constituye un 
reforzamiento o complemento de la nociôn de bases, es una com­
petencia distinta a la fijaciôn de bases, ya que presupone lô- 
gicamente la existencia de competencias de las Comunidades Auto 
nomas, que el Estado debe respetar, pues nunca ni la fijaciôn 
de bases ni la coordinaciôn general deben llegar a tal grado de 
desarrollo que dejen vacias de contenido las correspondientes 
competencias de las Comunidades. En consecuencia, el Tribunal 
Constitucional, en la mencionada sentencia, define la coordina
cion como la "fijaciôn de medios y sistemas de relaciôn que ha- 
gan posible la informaciôn reciproca, la homogeneidad técnica 
en determinados aspectos y la acciôn conjunta de las autori- 
(iades. . . estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respec 
li vas competencias, de tal modo que se logre la integraciôn de 
actos parciales en la globalidad del sistema".
De lo anterior résulta que no hay que acudir a la soli­
daridad, en cuanto exigencia de coordinaciôn, cuando la efica- 
cia y homogeneidad de la actividad financiera queda asegura­
da por la réserva al Estado de la competencia exclusiva o la 
competencia para fijar las bases -concepto éste que debe en- 
tenderse en sentido material y no formai- sobre determinada ma 
teria.
2.- Coordinaciôn de la polltica financiera
La coordinaciôn de la polltica econômica en general (po­
lltica presupuestaria, planificaciôn y polltica de inversio­
nes pùblicas, polltica de endeudamiento) es una exigencia del 
principio de solidaridad, que se concreta en la distribuciôn 
de competencias que efectuan los articulos 148 y 149 de la 
Constituciôn . Asi, el Estado tiene competencia exclusiva so­
bre el sistema monetario y las bases de la ordenaciôn del cré 
dito, banca y seguros (art. 149.1.11-); "bases y coordinaciôn 
de la planificaciôn general de la actividad econômica" (149.1. 
13^ '); "Hacienda general y Deuda del Estado" ( 149 . 1 .14^ ); Mien­
tras que las Comunidades Autônomas pueden asumir competencias 
sobre el fomento del desarrollo econômico de la Comunidad den 
t ro de los objetivos marcados por la polltica econômica nacio­
nal" (148.1.139).
En el mismo sentido la L.O.F.C.A. recoge diversas tecni_ 
cas de coordinaciôn, creandoa estos efectos el Consejo de Pol^ 
tica Fiscal y Financiera (art. 3), atribuyendo al Estado la 
competencia para autorizar las operaciones de crédito en los 
términos del articulo 14, sentando criterios homogeneos en re­
laciôn con la elaboraciôn de los presupuestos (art. 21), pre- 
viendo la posibilidad de proyectos conjuntos de inversiôn (art. 
18), o, en relaciôn con las necesidades de informaciôn que de­
ben servir de base para la coordinaciôn y para la toma de otras 
dccisiones, establéeiendo que "el Instituto Nacional de Estadi^ 
tica, en coordinaciôn con los ôrganos compétentes de las Comuni^ 
dades Autônomas, anualmente elaborarâ y publicarâ las informa- 
c i ones bâsicas que permitan cuantificar a- nivel provincial la 
renta por habitante, la dotaciôn de los servicios pùblicos fun 
damentales, el grado de equipamiento colectivo y otros indica- 
dores de riqueza y bienestar social" (disposiciôn transitoria 
tercera).
Todas estas formulas de coordinaciôn resultan imprescin 
dibles para el funcionamiento del sistema. La necesidad de in- 
corporar algunas de ellas ha motivado en Alemania las reformas 
constitucionales de 1967 y 1969. En la actualidad, aunque el 
articulo 109.1 recoge el principio de autonomia presupuestaria 
del Bund y los Lander, el parâgrafo 2 de dicho precepto sehala 
que uno y otros deben acomodar la gestiôn presupuestaria a las 
exigencias de1 equilibrio general de la economia, y el parâgra- 
fo 3 del mismo articulo permite al legislador federal crear las 
instituciones necesarias para conseguir la unidad de la pollti­
ca financiera y para establecer principios comunes sobre el De­
recho presupuestario, la gestiôn presupuestaria de coyuntura y 
la planificaciôn financiera plurianual.
Para el examen de las técnicas y caracteristicas mâs im 
portantes de la coordinaciôn de la polltica financiera en el or- 
denamiento espahol, entendida ésta como la utilizaciôn de los 
ingresos y gastos para fines de polltica econômica y social, nos 
referiremos sucesivamente a la polltica presupuestaria a corto 
plazo, a la planificaciôn, y a la coordinaciôn de las operacio­
nes de crédito de las Comunidades Autônomas.
a) La polltica presupuestaria a corto plazo
La necesidad de una polltica de coyuntura con la finali 
dad de garantizar el equilibrio general de la economia, se ha 
puesto de manifiesto desde la crisis mundial de los ahos trein 
ta. En los Estados federales o régionales, sin embargo, la exis 
tencia de un poder presupuestario multiple y territorializado 
puede dar lugar a la posibilidad de politicas presupuestarias 
diferentes y aùn opuestas.
La tendencia de las Haciendas territoriales a seguir la 
coyuntura,en lugar de influir en ella, ha side observada en to 
dos 1os paises, dejde los estudios pioneros de Hanson y Perloff 
sobre la actividad financiera de los Estados americanos y las 
Haciendas locales durante el période 1920-1940, hasta los traba 
jos mas recientes, como el de J.J. Schwartz, quien subraya, des 
de la experiencia suiza, la necesidad de que la politica coyun- 
tural se reserve al Estado central, porque los Estados miembros 
"al encontrarse en situacion concurrencial entre ellos, no ha- 
rân jamâs politica coyuntural. Esta exigiria, por ejemplo, un 
reforzamiento de la carga fiscal, un aumento de la fiscalidad 
en situacion de alta coyuntura. Sin embargo, el temor de per­
de r contribuyentes o el de decidir a empresas a establecerse 
en otro Estado miembro impedirâ una medida de ese carâcter. In 
cluso se comprueba que los Estados miembros no solo no hacen 
politica coyuntural, sino que, al contrario, tienen un compor- 
tamiento pro-ciclico" (396),
En el Derecho comparado, para evitar estas distorsiones, 
la politica econômica comùn se fija a través de negociaciones 
entre los responsables de los distintos niveles de Hacienda ( Ca 
nada y Austria), o en el seno de un organo intergubernamental 
cspec1fico, como la Comision permanente de asuntos presupuesta- 
rios, en Suiza, o el Consejo de la coyuntura, en Alemania, que 
es un organo consultivo (beratendes Gremium). Paralelamente 
existen una serie de mecanismos de coordinaciôn jeràrquica -re 
cordemos el articule 109 de la Ley Fundamental de Bonn, ya men 
cionado- que permite a la Federaciôn tomar las medidas necesa- 
rias para asegurar, a través de su politica presupuestaria y mo 
netaria, la estabilidad macroeconômica
En el ordenamiento espahol , de un modo similaryel princi^ 
pio de unidad de la politica econômica y el principle de soli- 
daridad, permiten atribuir al Estado la competencia necesaria
para llevar a cabo una politica econômica de alcance global,
1o que conlleva la necesidad de una politica presupuestaria 
coordinada. Ello no implica, obviamente, llegar a una total y 
absoluta uniformidad de la politica, del proceso y del documen 
to presupuestario, sino de establecer las lineas maestras de 
una politica presupuestaria comün.
Quizâs uno de los campos mas sencillos, aunque sin duda 
imprescindible, para iniciar la coordinaciôn presupuestaria sea 
la adopciôn de una estructura bâsicamente coïncidente. En este 
sentido, el numéro 1 del articule 21 de la L.O.F.C.A. hace coin 
cidir el periodo de los Presupuestos de las Comunidades Autô- 
nomas con el de los Presupuestos del Estado, y el numéro 3 de 
dicho precepto exige ademâs que aquellos sean elaborados con 
criterios homogéneos de forma que sea posible su consolidaciôn 
con los Presupuestos Generates del Estado. Sin embargo, la doc- 
trina (Herrero Suazo, Vega Herrero) ha criticado que se renun- 
c i g. a establecer rotundamente la identidad de estructura presu­
puestaria de las Comunidades Autônomas y el Estado.
Con esta base, la coordinaciôn de la politica presupues­
taria de las Comunidades Autônomas con la del Estado es la pri­
mera de las materias sobre las que entenderâ el Consejo de Poli^  
tica Fiscal y Financiera (art. 3.2.a de la L.O.F.C.A.). Aunque 
se trata de un ôrgano consultivo y de deliberaciôn, no cabe de^ 
conocer el importante papel que este Consejo esta llamado a ju 
gar en el âmbito de la coordinaciôn. La efectiva garantia de 
esta corresponde en definitiva al Estado, cuya competencia pue 
de fundamentarse en los articulos 149.1.11- y 149.1.13-, y mas 
genéricamente en el principle de solidaridad, o, como afirma 
el Tribunal Constitucional en diversas ocasiones, en el princi­
ple de unidad de la politica econômica. En ultime case, si una 
Comunidad Autônoma actuare de forma que atente gravemente al 
interes general, el Gobierno, previo requirimiente a la Comuni-
dad, y con la aprobaciôn de la mayoria absoluta del Senado, po 
dria adoptar las medidas necesarias en base al articule 155 de 
la Censtitue ion,
Hay que destacar también la importancia de la coordina­
ciôn en el control. Sin perjuicio de la existencia de ôrganos 
especificos fisealizadores en las Comunidades Autônomas, pre- 
vistos por sus Estatutos o creados por ley (397), la coordina­
ciôn en este âmbito queda asegurada por la competencia del Tri 
buna1 de Cuentas, que segun el articule 136 de la Constituciôn 
es "el supremo ôrgano fiscalizador de las cuentas y de la ges- 
tiôn econômica del Estado, asi como del sector publico". La in 
clusiôn de las Comunidades Autônomas en el sector publico, y 
por tante sujetas al control econômico y presupuestario del Tri^  
bunal de Cuentas, résulta indudablemente de los articulos 153
d) de la Constituciôn, 4 de la L.O.T.C. de 12 de mayo de 1982, 
y 22 de la L.O.F.C.A. (398).
Este control central, como ha sehalado el profesor Vicen 
te-Arche (399), résulta obligado a causa del origen de los re- 
cursos de las Haciendas comunitarias. Es decir, que dado que 
los recursos de esta Hacienda -con exclusiôn de aquellos que no 
son corice r tados, es decir, los del Pais Vasco y Navarra- provie 
non en su mayoria de la Hacienda Publica a través de cesiones, 
transferencias, etc., es lôgico que su control se realice por 
un ôrgano estatal.
Pero ademâs, cabe afirmar, como hace M. Fernândez Junque 
ra (400) que, cualquiera que fuese el origen de los ingresos de 
las Comunidades Autônomas, la aplicaciôn de los principios de 
unidad y solidaridad hace necesaria la existencia de un control 
central sobre la actividad financiera de las Comunidades Autôno 
mas. De este modo, aün cuando hipotéticamente se tratase de Co­
munidades Autônomas nutridas fundamentalmente por ingresos pro 
pios, la exigencia del cumplimiento de los principios constitu-
cionales aludidos justificaria, por si misma, el control exter 
no realizado por un organo central.
El proyecto de L.O.F.C.A., en este punto, reconocia la 
competencia de las Comunidades Autônomas respecto a los meca­
nismos de control presupuestario, sin perjuicio del control del 
Fstado exclusivamente cuando se tratase de subvenciones especj^ 
ficas. A tal fin se establec%#ia que el control del Tribunal de 
Cuentas se rendiria ante la Asamblea legislativa de la Comuni­
dad. El texto finalmente aprobado, sin embargo, no se pronuncia 
sobre estos extremes, lo que desde el punto de vista de las 
exigencias del principle de solidaridad résulta mas acertado, 
ya que de estos principios, y del papel atribuido al Estado co­
mo garante de los mismo, parece deducirse la conveniencia de 
que el resultado de la fiscalizaciôn que lleve a cabo el Tribu­
nal de Cuentas se eleve a las Cortes Generates, sin perjuicio 
de que el Informe se remita asimismo, cuando la actividad fis­
cal izadora se refiera a las Comunidades Autônomas o a Entidades 
que de ellas dependan, a las respectivas Asambleas legislative^, 
Esta es la soluciôn definitivamente consagrada por los articu­
los 12 y 13 de la I.ey Organica del Tribunal de Cuentas. La le- 
tra b) de 1 numéro 1 de este ultimo,expresamente recoge, como 
uno de los extremos a que ha de extenderse la Memoria o Infor­
me anual que el Tribunal debe remitir a las Cortes Generates 
por imperativo del articule 136.2 de la Constituciôn "el cumpl^ 
miento de las previsiones y la ejecuciôn de los Presupuestos 
del Estado, de las Comunidades Autônomas, de las Corporaciones 
locales y de las demâs Entidades sujetas a regimen presupuesta­
rio publico".
Este control del Tribunal de Cuentas, que viene consti­
tue i onalmente exigido, es compatible con la existencia^en cada 
Comunidad, de "ôrganos fiscalizadores de cuentas". Como sehala 
M. Fernândez Junquera (401) estos pueden estar previstos en los 
Estatutos, como sucede con Cataluna, Galicia y Valencia, pero
en caso contrario pueden crearse posteriormente por ley. No obstan 
te, las Comunidades Autônomas uniprovinciales renuncian tâcita- 
mente a la creaciôn de dichos ôrganos, al remitir en sus Esta­
tutos la Fiscalizaciôn de sus cuentas al Tribunal estatal.
Aparté de estas ultimas Comunidades, y del caso peculiar 
de la Câmara de Comptes de Navarra, la existencia de ôrganos 
propi os de control plantea problemas de coordinaciôn, y de de- 
limitaciôn de competencias, aunque como pone de relieve L. San­
chez Serrano, sera dificil que estos ultimes lleguen a produ- 
eirse, pues siempre deberân quedar a salve las competencias a- 
tribuidas al Tribunal de Cuentas por la Constituciôn (402).
En relaciôn con la funciôn fisealizadora, la L.O.F.C.A. 
no se plantea, en ningün memento, el problema del reparte de 
competencias, limitândose a disponer que el Tribunal actuara 
organizado en departamentos territoriales (art. 23.2). En es­
te punto senalan Albihana y Sanchez Serrano que las secciones 
deberân existir sôlo en aquellas Comunidades que carezcan de 
ôrganos propios de control. Ramallo, por su parte, propone que 
los ôrganos de control de las Comunidades Autônomas actuen en 
la funciôn fisealizadora como parte del informe a remitir por 
el Tribunal de Cuentas a las Cortes Générales y en esos casos 
tampoco existirian secciones territoriales (403). El articule 
14 de la Ley del Proceso Autonômico de 14 de octubre de 1983 
cstablece, en cambio, que el Tribunal establecerâ secciones te 
rri toriales ‘'en cada Comunidad Autônoma"
Respecto a la funciôn jurisdiccional, el articule 26.3 
de la L.O.T.C. ha optado por la delegaciôn en los ôrganos 
propios de las Comunidades Autônomas cuyos Estatutos lo prevean 
-delegaciôn que como sehala M. Fernândez Junquera hay que exten 
der a los ôrganos creados por ley-, unicamente de las labores 
de instrucciôn (404), de lo que résulta que no cabe una delega-
cLôn, en cuanto a la funciôn jurisdiccional, de un contenido 
mas amplio. Hubiera sido preferible, como proponia J. Ramallo 
Massanet antes de publicarse la L.O.T.C., el reparte de ins- 
tancias, en el sentido de que los ôrganos propios de control 
de las Comunidades instruyeran y resolvieran en primera instan 
cia, con lo que siempre quedaria a salve el carâcter supremo 
del Tribunal de Cuentas (405)
Prescindimos de1 examen del control interne, respecto al 
cual la profesora Vega Herrero estima conveniente que se esta- 
bleciese la competencia de la Intervenciôn General de la Admi- 
nistraciôn del Estado respecto a todos los ingresos y gastos .
b) La planificaciôn a medio plazo
La coordinaciôn de la planificaciôn es un objetivo re- 
ciente de las Haciendas federales, surgido de la mayor integra 
c'i ôn financiera y econômica que caracteriza los federalismos 
contemporâneos y de la importancia del intervencionismo estatal 
Ln efecto, la coordinaciôm de la planificaciôn financiera es 
hoy indispensable, pues si la planificaciôn se limitase exclu­
sivamente al âmbito estatal séria completamente ineficaz.
Pero coordinar las politicas financieras y econômicas 
de las entidades territoriales y las de la Federaciôn supone 
conferir a esta unos poderes inédites hasta el présente y di- 
ficiles de conciliar con la autonomia financiera. Una planifi- 
caciôn de conjunto, cuyas determinaciones fuesen obligaüorias 
para las Haciendas territoriales, aùn en las meterias cuya corn 
petencia estâ atribuida a éstas, vaciaria de contenido su auto 
nomia politica. Por ello, en el Derecho comparado, se combinan 
técnicas de coordinaciôn jeràrquica de la planificaciôn con
mecanismos de participaciôn de las colectividades autônomas en 
la elaboraciôn del plan (406).
Esta es la linea que sigue el ordenamiento espanol. Asi 
el articule 149.1.13- atribuye al Estado competencia exclusi- 
va sobre las "bases y coordinaciôn de la planificaciôn general 
de la actividad econômica", compatible con la competencia que 
en materia de planificaciôn también se atribuye a las Comunida­
des Autônomas en el articule 148.1.133. Estas participan en la 
elaboraciôn de las bases, y dentro de los objetivos de la poli- 
t i ca econômica general podrân ordenar sus propios intereses, 
elaborando programas de desarrollo regional -que la ley del F. 
G.I. déclara obligatorios a partir de 1987 (407).
En esta materia, résulta fundamental el articule 131 de 
la Constituciôn segun el cual "1. El Estado, mediante ley, po- 
drâ planificar la actividad econômica general para atender a 
las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarro­
llo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta 
y de la riqueza y su mas justa distribuciôn. 2. El Gobierno ela 
borarâ los proyectos de planificaciôn, de acuerdo con las pre- 
cisiones que le sean suministradas por las Comunidades Autôno­
mas y el asesoramiente y colaboraciôn de los sindicatos y otras 
organizaciones profesionales, empresariales y econômicas. A tal 
f'in se const ituirâ un Consejo, cuya composiciôn y funciones se 
desarroilarân por ley".
Debe destacarse el hecho de que este precepto se refiera 
a la planificaciôn econômica general, de forma tal que si el 
plan se aprueba -lo cual es potestativo, y puede abarcar sôlo & 
algunos sectores de la actividad econômica o a todos- vincula 
a las Comunidades Autônomas, aunque, como se desprende del ar­
ticule 131 en relaciôn con el 149.1.13, la competencia esta­
tal en la formaciôn del plan no puede extenderse mas alla de 
los aspectos bâsicos de la ordenaciôn de la economia, salvo en
los sectores en que el Estado tiene competencias plenas, y no 
basicas (carreteras, ferrocarriles, puestos, obras publicas, 
etc. suprarregionales o de interés general).
Paralelamente, la elaboraciôn del proyecto ha de efec- 
tuarse, segun el precepto que comentamos, con participaciôn de 
las Comunidades Autônomas, de acuerdo con las previsiones que 
estas suministren al Gobierno. Aunque ciertamente la aprobaciôn 
del plan corresponde al Estado, segun el articulo 131, no pue 
de minimizarse la participaciôn de las Comunidades Autônomas. 
Quizâs en este punto sea util recordar la experiencia alemana, 
en relaciôn con la elaboraciôn de los proyectos relativos a ta 
reas de responsabi1idad comûn (Gemeinschaftaufgaben) y en otros 
casos similares. Por ejemplo, para seleccionar los nucleos ur- 
banos de desarrollo, las ciudades son seleccionadas por los 
Lânder, previas las consultas pertinentes, y las propuestas co 
rrespondientes se elevan al Ministre federal de Hacienda. Las 
decisiones finales las adopta el Comité interministerial para 
la politica econômica interregional, ôrgano que détermina si 
existe o no colisiôn con otros planes econômicos o si se dan 
i nconven i entes desde la perspectiva de la ordenaciôn del te- 
rritorio, pero que no altera el orden de preferencias manifes 
tado por los Lânder.
La necesidad de tener en cuenta las propuestas formula- 
das por las Comunidades Autônomas se podria compatibi1izar con 
la competencia del Estado para aprobar el plan, fundamentalmen­
te sobre la base de respetar las preferencias politicas expre- 
sadas por aquellas, lo cual résulta especialmente conveniente 
en el caso de materias ajenas a la competencia del poder cen­
tral. Este criterio -la competencia de una Comunidad Autônoma 
sobre determinada materia (fomento de la cultura)- ha servido 
al Tribunal Constitueional, en la Sentencia 84/1983 de 24 de 
Octubre, para reconocer el carâcter preceptive (y no meramente
facultative) del informe de la Comunidad Autônoma sobre las in 
versiones correspondientes subvencionadas por el Estado en su 
âmbito territorial (408).
En relaciôn con el procedimiento de la elaboraciôn del 
F^ lan, hay que dastacar la referenda a la figura del Consejo, 
que se efectua en el articulo 131 de la Constituciôn. Aunque no 
estâ claro si las regiones han de participar en este Consejo, 
o se réserva exclusivamente a organizaciones profesionales, em 
presariales y econômicas, no cabe albergar muchas esperanzas so 
bre la operatividad de este tipo de organismes, por razones di^  
versas y complejas, pero que ponen de manifiesto en general la 
inadecuaciôn de estos centres, donde se pretende armonizar los 
intereses centrapuestos de sindicatos y organizaciones empresa 
r’iales, que tienen ya otros lugares y cauces para negociar y en 
frentarse (409)
Finalmente, hay que recordar los mecanismos de coordina­
ciôn que instrumenta la L.O.F.C.A., empezando por los proyectos 
conjuntos de inversiôn (art. 18) y la competencia, aunque con 
carâcter meramente consultivo, del Consejo de Politica Fiscal 
y Financiera en relaciôn con la politica de inversiones publi­
cas (art. 3.2.f), hasta la informaciôn que debe servir de ba­
se para la formulaciôn de los programas econômicos o para la 
preparaciôn de las diferentes decisiones ( disposiciôn transi­
ter ia tercera).
c) Especial referenda a las operaciones de crédite; doc 
trina constitueional en este punto
En razôn de los importantes efectos que ciertas formas 
de endeudamiento tienen en la politica monetaria, hay que ha- 
cer una especial referenda a este recurso de las Haciendas re
gionales (410). No cabe duda, de que las operaciones de crédito 
pueden constituir una f6rmu 1 a corrplementaria de financiacion de 
las Comunidades Autônomas, pero los limites y las exigencias de 
coordinaciôn son especialmente intensas en este âmbito, pues 
como han sehalado Calvo Ortega y Tejerizo, la emisiôn provoca 
repercusiones importantes en la politica monetaria y esta mate­
ria, como la politica econômica general, debe reservarse al 
tado (411). La coordinaciôn entre el Estado y las Comunidades 
Autônomas es, por tanto, absolutamente necesaria, tanto para 
establecer una clara normativa y compromise en cuanto a cuan- 
tias, como en cuanto a sistemas, procedimientos, caracteristi- 
cas y calendario de las emisiones (412).
En este sentido, cabe destacar el articulo 149.1.11- de 
la Constituciôn, que atribuye al Estado las "Bases de la orde­
naciôn del crédito, banca y seguros", y las exigencias de uni­
dad de la politica econômica, derivadas del principle de soli^  
daridad, que la L.O.F.C.A. concreta en ciertos limites al en- 
deudamiento de las Comunidades Autônomas, la necesidad de auto 
rizaciôn del Estado para emitir deuda publica, y la exigencia 
de coordinaciôn de las operaciones de crédito de las Comunida­
des entre si y con la politica de endeudamiento del Estado en 
cl scno del Consejo de Politica Fiscal y Financiera (articulos 
14 y 3). Sobre estas cuestiones existen ya diverses pronuncia- 
mientos del Tribunal Const i tucional que resuminlos a continua- 
c i ôn :
- En la Sentencia 1/1982 de 28 de #aero, se sehala que 
las competencias de las Comunidades Autônomas en relaciôn con 
el coeficiente de fondos publicos no pueden postergar la compu 
tabilidad de los titulos emitidos o avalados por el Estado, 
pues la autonomia financiera debe coordinarse con la Hacienda 
estatal y los intereses de cada Comunidad no pueden prevalecer 
sobre las necesidades mâs générales que el Estado financia por
medio de esos titulos. Estas y otras cuestiones relativas al 
reparto de competencias en esta materia se resuelven, como po 
ne de relieve Martin Queralt (413), en base a que "la unicidad 
del orden econômico nacional es un presupuesto necesario para 
que el reparto de competencias entre el Estado y las distintas 
Comunidades Autônomas en materias econômicas no conduzca a re­
su 1tados disfuneionales y desintegradores"; y esta premisa bâ- 
sica, aunque el Tribunal Constitucional no lo hace expresamen- 
te, muy bien pudiera considerarse que forma parte del conteni­
do de la solidaridad en cuanto exigencia de eficacia y coordi­
naciôn.
- En las Sentencias 56/1983 y 57/1983, ambas de 28 de 
junio, el Tribunal Constitucional déclara compatible con la 
autonomia local la fijaciôn de limites al endeudamiento, y la 
autorizaciôn de operaciones que superen esos limites. En el 
marco de la Constituciôn -articulos 149.1.112 y 149.1.132- la 
competencia para esa autorizaciôn corresponde al Estado (414)
- Efi,(^ Sentencia 11/1984 de 2 de febrero, el Tribunal Con^ 
titucional confirma la subsistencia frente a todas las Comuni­
dades Autônomas, incluido el Pais Vasco, de la competencia es- 
talal para autorizar emisiones de Deuda Publica, reconocida en 
el articulo 14.3 de la L.O.F.C.A., en base a que: se trata de 
un medio de coordinaciôn de las Haciendas de las Comunidades 
Autônomas con la Hacienda estatal, principle reconocido en el 
articulo 156.1 de la Constituciôn. Dicha coordinaciôn exige la 
adopciôn de las medidas necesarias y suficientes para conse- 
guir la integraciôn de las partes en un conjunto unitario (S. 
T.C. de 28 de abril de 1983), lo que de nuevo puede considerar 
se. aunque el Tribunal no lo declare expresamente, como parte 
del contenido de la solidaridad; la autorizaciôn estatal es una 
decisiôn de especial relevancia al servicio de una politica 
monetaria unica, cuya adopciôn es competencia exclusiva del Es­
tado (art. 149.1.113 de la Constituciôn); tal competencia se en
marca en los principios bâsicos del orden econômico, consti- 
tutivos o résultantes de la denominada Constituciôn econômica, 
a que el Tribunal se habita referido en la S. 1/1982 de 28 de
enero.
- Aplicando estos criterios, el Tribunal Constitucional 
ha declarado la titularidad estatal de la competencia para au­
torizar a las Cajas de Ahorro para concéder crédites especia- 
1 es a los dannificados por inundaciones en Cataluna, ya que 
ello no supone otra cosa que arbitrar "el regimen juridico es 
tatal de cada uno de los coeficientes légales de inversiôn, y 
en concrete del de prestamos de regulaciôn especial" (S.T.C. 
91/1984 de 9 de Octubre). En cambio, la competencia para auto­
rizar los folletos de emisiôn de titulos de renta fija puede 
ser asumida por las Comunidades Autônomas, pues es una deci­
siôn perteneciente al âmbito de ejecuciôn de las "bases" de 
ordenaciôn del crédito fijadas por el Estado; pero la fijaciôn 
de la fecha de emisiôn de titulos de renta fija no constituye 
propiamente una situaciôn de ejecuciôn de las normas vigentes 
-al menos cuando en estas no se contienen preceptos o crite- 
rios a los que deba ajustarse tal fijaciôn- sino una decisiôn 
de politica econômica y como tal (art. 97 de la Constituciôn) 
corresponde al Gobierno (S.T.C. 19 de octubre de 1984).
3.- Coordinaciôn en otros âmbitos
a) La armonizaciôn de la estructura presupuestaria
Como ya indicabamos al referirnos a la coordinaciôn de 
la politica presupuestaria, esta exige la armonizaciôn de la 
estructura presupuestaria de las Comunidades Autônomas, para 
que sea posible la consolidaciôn de los Presupuestos de estas 
con los del Estado. En este sentido se pronuncia el art. 21 de 
la L.O.F.C.A., como vimos, aunque empleando una formula de 
cierta ambiguedad-^seran elaborados con criterios homogéneos"- 
que a juicio de M. Vega Herrero no permite afirmar que se haya 
previsto la necesaria coordinaciôn presupuestaria, la cual exi_ 
giriaque se estableciese rotundamente el sometimiento de la 
estructura de los Presupuestos de las Comunidades Autônomas a 
la misma que rige para el Presupuesto del Estado. Critica la 
autora ademâs, la insuficiencia de la formulaciôn de los prin­
cipios presupuestarios <Ln la L.O.F.C.A., y el hecho de que no 
exista "previsiôn alguna sobre un control interno por parte de 
la Intervenciôn General de la Administraciôn del Estado,que de 
bc considerarse preciso para una adecuada coordinaciôn con la 
actividad financiera del Estado. Este se ha reservado el con­
trol de los gastos de los entes autônomos correlatives a las 
t ransf erencias que lesrealice, pero en cuanto a los gastos que 
se cubran con recursos propios no exite ninguna intervenciôn 
por parte del Estado " (415). Respecto al control por el Tribu 
nal de Cuentas, nos remitimos a lo dicho al hablar de la coor­
dinaciôn de la politica presupuestaria.
b) La armonizaciôn en materia tributaria
Uno de los aspectos de la coordinaciôn mâs désarroilados 
por nuestro ordenamiento es la materia tributaria. En primer 
lugar, la uniformidad deseada se consigue atribuyendo al Esta­
do, como exige la Constituciôn, el poder tributario originario, 
por lo que las Comunidades Autônomas sôlo pueden establecer tri_ 
butos sobre hechos imponibles no gravados por aquél (articulo 
6 de la L.O.F.C.A.). En este punto hay que destacar que el prin 
cipio de solidaridad se utiliza por la doctrina frecuentemente 
(CAZORLA, José Luis de Juan y Pehalosa) para defender la natu­
ral eza estatal de las figuras mâs importantes del sistema, es­
pecialmente la imposiciôn sobre la renta (416). El simple jue- 
go de los criterios formates sobre distribuciôn de1 poder tribu 
tario, en efecto, ha de completarse con los principios materia 
les, como el de solidaridad, que constituyen en éste sentido 
una exigencia para el legislador estatal y un limite para las 
Comunidades Autônomas.
Como afirma Palao, "en un Estado moderno es absolutamen 
te inimaginable que los entes inferiores establezcan los impue^ 
los que tengan por conveniente, sin consideraciôn alguna a los 
impuestos del Estado y de los restantes entes publicos. De aqui 
que Incluso en el mâs extremo sistema de separaciôn de fuentes, 
ôsLc'i tenga que producirse con arreglo a un criterio coordinador 
plasmado en el ordenamiento constitucional o en normas dictadas 
por el Estado" (417). La Constituciôn, ademâs de partir de un 
sistema fundamentalmente de unidad, y no de separaciôn, recoge 
una serie de mecanismos de coordinaciôn, que son principalmen- 
te los sigutCntes:
- En primer lugar, la prevalencia de las leyes del Esta 
do, en cuanto titular del poder tributario originario, que pue­
de gravar hechos imponibles ya gravados por las Comunidades Au
tônomas, como sehala el articulo 6 de la L.O.F.C.A., estable- 
ciendo medidas de compensaciôn adecuadas.
- A esta armonizaciôn o integraciôn vertical, se une la 
técnica de la cesiôn de tributes, que garantiza la armoniza­
ciôn horizontal entre las distintas Comunidades Autônomas. Las 
dos Iccnicas fundamen la1es de financiaciôn (participaciôn en 
ingresos y tributes cedidos) responden,pues^completamente a las 
exigencias de coordinaciôn.
- Respecto a los tributes propios y recargos, la Consti­
tuciôn recoge también los mecanismos de coordinaciôn necesarios, 
Prescindiendo ahora de la competencia del Estado para dictar 
leyes de armonizaciôn en este âmbito, en base a los articulos 
150.3 y 157.3 de la Constituciôn, del propio principle de soli^  
daridad derivan una serie de limites, que se recogen parcial- 
mente en los articulos 139 y 157.2 de la Constituciôn, y se de- 
sarrollan en el articulo 9 de la L.O.F.C.A. (prohibiciôn de me­
didas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio
0 que supongan obstâculo para la libre circulaciôn de mercan- 
c i as o servicios). l.as previsiones de la L.O.F.C.A. se refie- 
ren bâsicamente a los impuestos porque, como sehala la profe­
sor' a Vega Herrero, en las otras categorias tributarias, tasas 
y contri bueiones especiales, sus propias caracteristicas hacen 
innecesaria la coordinaciôn, por cuanto estân en conexiôn di- 
recta con la realizaciôn de una actividad concreta por parte de 
]a Administraciôn, y en consecuencia se excluyen las interferen 
cias entre las diversas Haciendas (418). Las consecuencias que 
cabe extrer del principle de solidaridad en materia tributaria, 
recogidas parcialmente en los preceptos citados, han de comply 
tarse a través de la jurisprudencia. En este sentido cabe re­
cordar toda la elaboraciôn del Tribunal Supremo de Estados Uni^  
dos sobre la célébré "commerce clause" que contiene el articulo
1 de la Constituciôn, donde se atribuye al Congreso la competen 
cia "para regular el comercio con las naciones extranjeras asi
como entre los Estados y las tribus indias". De este precepto, 
la jurisprudencia ha extraido una serie de consecuencias en ma 
teria tributaria, desde la prohibiciôn de que los Estados gra­
ven bienes situados fuera de su territorio (Union Refrigerator 
Transit C.V. Kentuky, 1905) o la doble imposiciôn, hasta las 
medidas de clarificaciôn del mercado (Brown v. Maryland de 
1827; Walton v . Missouri de 1876; Canton v. Rogan de 1951), in 
cidiendo particularmente en la consagraciôn de la libre circu­
laciôn de bienes (Houdson County Water C. v. Me. Carter de 1908; 
Pennsylvan i a v . West Virginia de 1923; Hood v. Dumond de 1949, 
etc.). En el sistema constitucional espanol, y en la L.O.F.C.A, 
ya estan recogidas expresamente algunas de estas conclusiones, 
pero no cabe excluir la posibilidad de que la jurisprudencia 
extraiga nuevos limites a las Comunidades Autônomas en base al 
principle de solidaridad.
c) Coordinaciôn de la gestiôn tributaria
La coordinaciôn financiera proyecta sus exigencias no
sôlo sobre los limites y forma de ejercicio del poder tributa­
rio de las Comunidades Autônomas, sino también sobre la gestiôn
tributaria. La L.O.F.C.ft. (articulos 19 y 20) resuelve el pro­
blema, sin perjuicio de las formulas de colaboraciôn que puedan 
establecerse, fundamentalmente en base al reparto de competen­
cias entre el Estado y las Comunidades Autônomas: la gestiôn,
liquidaciôn, recuadaciôn e inspecciôn corresponderân a las Co­
munidades Autônomas en el caso de los tributos propios, y en 
el de los tributos cedidos por delegaciôn del Estado; la reso 
luciôn de reclamaciones econômico-administrativas sôlo en el 
caso de tributos propios. En los demâs supuestos el titular de 
la competencia es el Estado, sin perjuicio de la posibilidad
de delegaciôn, y de la colaboraciôn que pueda establecerse espe 
cialmente cuando asi lo exija la naturaleza del tribute (419).
Pese a las timidas referencias a las formas de colabora 
ciôn que existen en la L.O.F.C.A., este es un âmbito en que la 
coordinaciôn deberia ser especialmente intenta, utilizando al 
mâximo las posibi1idades de la Constituciôn, que permite a las 
Comunidades actuar como delegados o colaboradores del Estado 
para la gestiôn de los recursos tributarios de éste, de acuer­
do con las leyes y los Estatutos.
Un mecanismo de coordinaciôn de la gestiôn tributaria al 
que podria acudirse, pese al peligro que esta tecnica puede su 
poner en otros âmbitos, es el de la Administraciôn Mixta (Misch 
v'crvval tung) , empleada en este campo concrete en Alemania, y es- 
tudiada entre nosotros por Sosa y Bocanegra (420). Consiste, bâ 
sicamente, en atribuir el ejercicio de las competencias a ôrga 
nos comunes, cuyas resoluciones se tienen por propias de todas 
y cada una de las esferas implicadas, lo que permite descargar 
a la Administraciôn central de responsabi1idades, aunque el 
Bund mantiene importantes competencias, que van desde la direc- 
c i ôn de la actividad de estos ôrganos (Oberfinanzdirecktion), 
a la designaciôn de los puestos principales.
Otra técnica fundamental de coordinaciôn en la gestiôn 
consiste en asegurar la formaciôn homogénea de los funciona- 
rios correspondientes, por su formaciôn en un mismo centro, sin 
perjuicio de su destino a las distintas Administraciones pûbli^ 
cas, o reservando a ley estatal la fijaciôn de las condiciones 
y pruebas de acceso a los respectivos cuerpos.
d ) Coordinaciôn en materia patrimonial
Por ultimo, en relaciôn con el patrimonio de las Comuni_ 
dacles Autônomas, el minimo de uniformidad necesario se asegura 
atribuyendo al Estado, en el articulo 17 e) de la L.O.F.C.A. y 
en diversos Estatutos, la competencia para dictar la legisla- 
ciôn bâsica en esta materia.
Sobre este punto se ha pronunciado el Tribunal Consti- 
tucional en las Sentencias de 27 de julio de 1982 y 26 de julio 
de 1984 (421) sehalando que el articulo 132.3 de la Constitu­
ciôn no es una norma atributiva de competencia sino una reser 
va de ley, como lo son los preceptos similares de los Estatu­
tos (art. 43.2 del Estatuto catalan; art. 43.3 del Estatuto 
Vasco, etc.) que sehalan que el Patrimonio de cada Comunidad 
Autônomas se regularâ por ley de la respectiva Comunidad, lo 
que hay que entender sin perjuicio de los limites que resulten 
de la legislaciôn bâsica del Estado. Otra interpretaciôn su- 
pondria desconocer diversos preceptos constitucionales que re 
servan a la competencia exclusiva del Estado, por ejemplo, la 
legislaciôn civil (art. 149.1.83)—.y en el C.C. se establecen 
los conceptos fondamentales sobre bienes de dominio publico o 
y patrimoniales- o las bases del régimen juridico de las Admi­
nistraciones publicas (art. 149.1.183) o la legislaciôn bâsica 
sobre contratos o concesiones administrâtivas (ibidem)
4.- Soporte institueional de la coordinaciôn
La distribuciôn de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autônomas tiene una amplia zona concurrencial, co­
mo hemos visto. Se trata de materias en las que, sin perjuicio 
de los distintos niveles de competencias, se impone para su 
ejercicio la coordinaciôn permanente para lo que es necesario 
instituzionalizar los mecanismos adecuados.
En el Derecho comparado existe una amplia gama de ins- 
tituciones de este tipo, tanto instituciones consultivas entre 
la Federaciôn y las Haciendas territoriales (conferencias fe- 
derales-provinciales en Canada^ en Australia^la Conferencia de 
primeros ministres, el Consejo de Empréstitos y la Comisiôn de 
subvenciones de la Commonwealth australiana; en Suiza existe 
un sistema de procedimientos de consulta muy desarrollado que 
asegura la audiencia de los cantones en la elaboraciôn de todas 
las leyes federales y de los proyectos de reforma constitucio- 
nal, e incluso en la aplicaciôn de las leyes cuya ejecuciôn in 
cumbe a los cantones, o en cuya ejecuciôn participan también 
se garantiza la colaboraciôn institucional regular; las reunio 
nés de ministres federales-federados y las comisiones que estos 
ultimes crean, en Alemania; en Estados Unidos los subcomités 
de la Camara de Représentantes y del Senado emcargados de las 
relaciones intergubernamentales, y desde 1959 la A.C.I.R.- Adv^ 
sory Commision on Intergovernmental Relations- cuya creaciôn 
venia reclamando el Congreso desde 1947; etc.) como j nst i tuci 
de coordinaciôn de los Estados o regiones entre si (la conferen 
cia anual de ministros-presidentes -Ministerprasidentenkonfe- 
renz- en Alemania; la Conferencia anual de directores cantona­
les de Hacienda creada en Suiza el 8 de mayo de 1970; el Comi­
té de uniôn de paises austriacos -Verbindungstelle der Bundes- 
lânder-; el Consejo de Gobierno de los Estados creado en 1920
y la Conferencia de Gobernadores, que se reune desde 1908 en 
Estados Unidos; etc.) (422)
En el ordenamiento espanol,la instituciôn de coordina­
ciôn fundamental en materia financiera, entre el Estado y las 
Comunidades Autônomas,es el Consejo de politica fiscal y finan­
ciera. Asimismo, el articulo 131 de la Constituciôn, que régu­
la un instrumente bâsico de coordinaciôn como es el plan econô 
mico general, se refiere en su numéro 2 a la constituciôn de 
un consejo, cuya composiciôn y funciones se regularan por ley.
En la legislaciôn vigente estân previstos otros ôrganos 
de coordinaciôn con competencias mâs especificas, como las comi_ 
siones coordinadoras en materia de tributos cedidos regulados 
en la Ley general correspondiente; las Comisiones mixtas de 
transferencias; las Juntas arbitrales que prevé el Decreto-ley 
cie 1969 sobre el convenio econômico de Navarra (art. 19) o la 
ley del concierto econômico con el Pais Vasco (art. 39) o la 
ley de cesiôn de tributos a Cataluna (art. 25) todas ellas con 
funciones resolutorias de conflictos.
Asimismo, existen otros supuestos en que se exige la au 
diencia de la respectiva Comunidad Autônoma (disposiciôn adi- 
cional tercera de la Constituciôn, respecto a la modificaciôn 
del régimen econômico y fiscal del archipielago canario). En la 
ley del Concierto econômico con el Pais Vasco se obliga al Esta 
do y a los territorios histôricos a facilitarse toda la infor­
ma c iôn précisa para la mejor exacciôn de los tributos (art. 5) 
En la L.O.F.C.A. se atribuyen al Institute Nacional de Estadis 
lica fune i ones primordiales a este respecto (disposiciôn adi- 
ci onal 33) y se impone al Ministre de Economia y Hacienda la 
publicaciôn de la recaudaciôn provincial por el I.R.P.f., por 
los impuestos cedidos, y la distribuciôn provincial que présen­
te el gasto publico divisible (numéro 2 de la citada disposi­
ciôn adicional 33). Por ultime, la coordinaciôn institucional
puede encuazarse a través de otros organos y técnicas con un a]^  
cance mâs amplio que el estrictamente financière, y aqui hay 
que hacer una referencia al papel que generalmente juega en es­
te sentido la Câmara Alta en el Derecho Comparado.
Pese a esta multiplicidad de ôrganos y técnicas de coor­
dinaciôn, hay que sehalar que el Informe de la Comisiôn de Ex­
pertes consideraba que, en el momento actual, no séria conve­
niente la proliferaciôn de instituciones coordinadoras en ma­
teria financiera (423) por lo que, recomendaba la ampliaciôn 
de las competencias y la constituciôn de grupos de trabajo se£ 
toriales en el seno del Consejo de Politica Fiscal y Financie­
ra, sin perjuicio de que en otras areas se creen instituciones 
similares. En efecto, la proliferaciôn de ôrganos de coordina­
ciôn plantearia a su vez el problema de la coordinaciôn entre 
los mismos. Ahora bien, la importancia del correcte funciona- 
miento de los ôrganos existantes, sobre todo el Consejo de Po- 
litica Fiscal y Financiera, no puede ser minimizada. Las exi­
gencias de eficacia de la actividad financiera y de unidad de 
la politica econômica pueden satisfacerse por très vias no ex- 
cluyentes:
- Distribuciôn clara de competencias y funciones entre 
los diversos niveles de Hacienda.
- Institucionalizaciôn de la coordinaciôn
- Institucionalizaciôn de ôrganos independientes de re- 
soluciôn de conflictos, entre los que evidentemente el Tribunal 
Constitucional ocupa un papel esencial
Estos très cauces o vias a los que nos acabamos de refe 
ri r constituyen en realidad, como sehala la Comisiôn de Exper­
tes (424), très estadios de utilizaciôn sucesiva, y evidente­
mente, parece preferible potenciar el primero y el segundo, en 
evitaciôn de posibles conflictos.
a) El Consejo de Politica Fiscal y Financiera
La necesidad de un organo que tutelase el equilibrio 
financiero entre el Estado y las Comunidades Autônomas, y que 
coordinase la actividad financiera de los respectivos niveles 
de Hacienda habria sido subrayada por diversos autores, que en 
tendian conveniente incluso la atribuciôn a dicho ôrgano de 
funciones decisorias (425). La L.O.F.C.A., a estos efectos, 
crea en su articulo 3 el Consejo de Politica Fiscal y Financie 
ra, aunque sin competencias resolutorias (426)
Respecto a su composiciôn, el articulo 3.1 de la L.G.F. 
C.A. sehala que estara constituido por el Ministro de Hacienda, 
el de Economia, el de Administraciôn Terrotorial y el Conseje 
ro de Hacienda de cada Comunidad Autônoma. El numéro 3 de es­
te precepto, respecto al Reglamento de régimen interior, seha­
la que sera elaborado y aprobado por el propio Consejo por ma 
yoria absoluta de sus miembros.
Las materias de las que entiende se enuncian en el ar­
ticulo 3.2 de la L.O.F.C.A., con carâcter muy amplio:
- Coordinaciôn de la politica presupuestaria de las Co 
munidades Autônomas con la del Estado.
- Estudios y valoraciôn de los criterios de distribuciôn 
de los recursos del F.C.l.
- Estudio, elaboraciôn, en su caso, y revisiôn de los 
métodos utilizados para el câlculo de los costes de los servi­
cios transferidos a las Comunidades Autônomas.
- Apreciaciôn de las razones que justifican en cada ca­
so la percepciôn por parte de cada una de las Comunidades Autô­
nomas de las asignaciones presupuestarias, asi como los crite­
rios de equidad seguidos para su afectaciôn.
- La coordinaciôn de la politica de endeudamiento
- La coordinaciôn de la politica de inversiones publicas
- En general, todo aspecto de la actividad financiera 
de las Comunidades y de la Hacienda del Estado que, dada su 
naturaleza, precise de una actuaciôn coordinada.
Aunque en elgunas ocasiones se ha criticado que se haga 
referencia fundamentalmente a la coordinaciôn vertical entre 
el Estado y las Comunidades Autônomas, marginando la coordina­
ciôn horizontal entre estas, es indudable que el caracter abier 
to de la enumeraciôn de materias que acabamos de recoger indu 
ye ambos aspectos.
En cuanto a la naturaleza del Consejo, el citado arti­
culo 3.2 de la L.O.F.C.A. establece claramente su caracter como 
ôrgano meramente consultivo y délibérante, pese a algunas pro­
puestas doctrinales y algunas enmiendas tendantes a dotarlo de 
competencias resolutorias. Hay que sehalar, sin embargo, que en 
ciertos casos el informe del Consejo es preceptivo como se de­
duce, por ejemplo, del articulo 3.Z d ) de la L.O.F.C.A, en re­
laciôn con el 15.4 ("el Gobierno propondrâ, previa delibera­
ciôn del Consejo de Politica Fiscal y Financiera... la correc­
tion del porcentaje de participaciôn"), o del articulo 3.2 e) 
en relaciôn con el 14.4 ("las operaciones de crédito... debe­
rân coordinarse... en el seno del Consejo de politica fiscal y 
f i nanc i era")
b) El Consejo Econômico y Social previsto en el articulo 
131.2 de la Constituciôn
El articulo 131.2 de la Constituciôn dispone que "El Go 
bierno elaborarâ los proyectos de planificaciôn, de acuerdo con
las previsiones que le sean suministradas por las Comunidades 
Autônomas, y el asesoramiento y colaboraciôn de los sindica­
tos y otras organizaciones profesionales, empresariales y eco­
nômicas. A tal fin se constituirâ un Consejo cuya composiciôn 
y funciones se désarroilarân por ley" (427).
Del examen de este precepto constitucional se deduce que, 
sin perjuicio de la competencia del Estado para aprobar el plan 
general o parcial, que es potestativo (articulo 131.1), queda 
garantizada la participaciôn de las Comunidades Autônomas y de 
otros intereses, sindicales, empresariales, profesionales y e- 
conômicos.
No estâ claro, sin embargo, si el Consejo que se mencio- 
na -cuya creaciôn estâ reservada a ley, pero no a ley organica, 
y que tendrâ funciones de asesoramiento y colaboraciôn exclu­
sivamente- ha de incluir en su seno a las Comunidades Autônomas 
o sôlo a los sindicatos y otras organizaciones sociales y eco­
nômicas. A nuestro juicio parece preferible lo segundo, sobre 
todo si se tiene en cuenta que las posibles formas de colabora­
ciôn financiera entre las Comunidades Autônomas y el Estado es 
tan reservadas a ley orgânica (articulo 157.3 de la Constitu­
ciôn). Aunque esta ex&resiôn-"colaboraciôn financiera^hace 
referencia, a nuestro juicio, mâs bien a la compensaciôn finan­
ciera que a las previsiones que las Comunidades Autônomas han 
de suministrar al Gobierno en orden a la elaboraCiôn del pro­
yecto de plan, no parece adecuado incluir en un mismo ôrgano la 
representaciôn de los intereses de las Haciendas territoriales 
y de organizaciones sociales y econômicas.
c) Otros ôrganos y técnicas de coordinaciôn
- La coordinaliôn aparece también institucionalizada
a través de diversos ôrganos del Estado: Las Cortes (fijaciôn 
de bases -art. 149-; Leyes marco -art. 150.1-; Leyes orgânicas 
de t rans f erenc ia o del<^gacion -art. 150.2-; Leyes de armoniza­
ciôn -art. 150.3-; coordinaciôn en materia financiera mediante 
ley orgânica -art. 157.3-; etc.)*, el Tribunal de Cuentas^ e in 
cluso el Tribunal Constitucional, cumplen, al menos en un sen­
tido amplio, esta funciôn.
- En especial, hay que destacar el papel del Senado, ha 
bida cuenta de la significaciôn de las Câmaras Altas en los Es 
tados Federales, al menos en los federalismos rlâsicos (428), 
aunque el diseho constitucional hace dificil que pueda actuar 
en este sentido,al estar reducida la representaciôn propiamen­
te territorial a la previsiôn del articulo 69.5 de que las Co­
munidades autônomas designen "un Senador y otro mâs por cada 
millôn de habitantes de su respective territorio". Aun sin re 
forzar el Senado, cabria potenciar a este grupo de senadores y 
encomendarles nuevas tareas en relaciôn con las Comunidades Au 
tônomas (429).
- Otra técnica de coordina<Liôn, muy usada en el Derecho 
comparado (aunque usüalmente integrando el conjunto de los te­
rritorios autônomos y no sôlo uno de ellos)^son las Comisiones 
Mixtas puestas en funcionamiento, ya desde la etapa preautonô- 
mica, para negociar las transferencias de ëervicios del Estado 
a las Autonomias; las Comisiones coordinadoras previstas en la 
ley del concierto vasco de 13 de mayo de 1981 (art. 40), en la 
ley de cesiôn de tributos a Cataluna (art. 26) y en la Ley Ge­
neral de cesiôn de tributos; las Juntas Arbitrales que prevé 
el Convenio econômico con Navarra de 1969 en su artitulo 19,
la Ley del Concierto econômico con el Pais Vasco en su articulo
39 o la ley de Cesiôn de tributes a Cataluna en su articule 25^  
en les très cases cen funcienes reseluterias de cenflictes.
- A partir de les Pactes Autenômices de 31 de Julie de 
1981 esta tendencia a crear organes paritaries entre el Estade 
y cada Cemunidad Autônema se ha ide cerrigiende parcialmente 
cen la instauraciôn de Cemisienes secteriales. A esta técnica 
respenden el Censeje de Pelitica Fiscal y Financiera creade 
per la L.O.F.C.A. en 1980, y las Cenferencias Secteriales pre- 
v'istas en la L.P.A. (art. 4) cen el fin de asegurar "la necesa 
ri a ceherencia de la actuaciôn de les pederes publiées, y la 
imprescindible ceerdinacien", que incerperarân les Censejeres 
de las distintas Cemunidades y el Ministre del rame que les 
convoca. Segün la S.T.C. 75/1983 de 5 de ageste, dichas Cenfe­
rencias ne pueden sustituir a les organes prepies de la cada 
C'omunidad, ni sus decisienes anulan las facultades deciserias 
de les mismes, pere en les cases en que la Censtitucion atri- 
buye expresamente la ceerdinacion al Estade en determinada ma­
teria, el alcance de les acuerdes de les organes ceerdinaderes 
sera el que se derive del ejercicie de la cerrespendiente cem- 
petencia.
- Otra formula de ceerdinacion son las técnicas de Admi_ 
nistracion mixta (Mischverwaltung), que ceme hemes viste en 
Alemania funciena/) cen exite en materia de gestion tributaria.
El art. 15 de la L.P.A. hace referenda a un fenômene similar: 
el ejercicie de cempetencias administrativas a través de cele- 
gies prefesienales e Camaras ecenômicas.
- Técnica distinta es la utilizaciôn per un territerie 
autonome e per el Estade de servicies cerrespendientes a una Ad 
ministracion pùblica distinta, evitandese asi la duplicaciôn
de organes. A esta técnica respende el articule 156.2 de la 
Censtitucion -las Cemunidades Autonemas pedrân actuar ceme de- 
legades e celaberaderes del Estade para la gestion de les tri-
butos de este-, y 1os articules 6 a 9 de la L.P.A. En concrete 
el 8.2 dispene que el Estade ne pedrâ transferir e delegar di- 
rectamente sus cempetencias a las Diputacienes provinciales, pe 
re pedrâ encemendar a estas el servicie de recaudaciôn de tr^
butes .
- Distinta de la Administracion mixta y de la utiliza­
ciôn de les servicies de etra administracion, es la participa 
ci on en organes del Estade de représentantes designades per 
otra Administracion, per ejemple, la participaciôn de la Gene- 
ralidad en la gestion del sector publico economice estatal en 
les cases y actividades que precedan, prevision centenida en 
el articule 12.2 del Estatute de esta Cemunidad y generalizada 
a les/'restantes .
- Hay que hacer tambien referencia a las técnicas de ceer 
dinaciôn de base négociai, ceme les cenvenies entre las Cemunj^ 
dades Autonemas e entre éstas y el Estade, y les preyectes cen 
juntes de inversion a que ya hemes heche referencia en el capi­
tule anterior. En el Dereche cemparade -recuerdense las '*Gemein^ 
chaftaufgaben*'en Alemania- esta muche mas extendida la ferma- 
ciôn y financiaciôn cenjunta de planes y pregramas entre el Es 
tade y las Haciendas territoriales, que nermalmente ejecutan 
estas.
- Para la ceerdinacion, résulta imprescindible el inter 
cambio de infermaciôn entre el Estade y las Cemunidades Auto­
nemas. En nuestre erdenamiente éstas apertan las previsienes en 
base a las cuales^elabera el plan (art. 131.2 de la Censtitu­
cion), asi ceme la infermaciôn necesaria para la gestiôn tri­
butaria (piensese en la funciôn del Impueste del Patrimenie -ce 
dide- respecte al I.R.P.F.). La dispesiciôn adicienal tercera 
de la L.O.F.C.A. prevé, per su parte, que las necesidades de 
infermaciôn bâsica derivadas de les principles de autenemia y 
ceerdinaciôn sean cubiertas per el Institute Nacienal de Esta-
distica y el Ministerio de Hacienda, segun las materias, y el 
articule 2 de la Ley del Precese Autenomice de 14 de ectubre 
de 1983 establece que "el Gebierne y , en su case, las Certes 
Generates pedrân recabar de les organes de las Cemunidades Au 
tonemas la infermaciôn que precisen sobre la actividad que es­
tas desarrellen en ejercicie de sus prepias cempetencias. Las 
infermaciones ebtenidas per este medie pedrân ser utilizadas 
por todas las Cemunidades Autônemas, que tambien pedrân seli- 
citar de la Administraciôn del Estade la infermaciôn que preci_ 
sen para el adecuade ejercicie de sus cempetencias". El Tribu­
nal Constitucienal ha censiderade, en su Sentencia de 5 de age^ 
te de 1983, que este precepte "puede entenderse ceme una cense 
cuencia del principle general de celaberaciôn, que debe presi- 
dir las relacienes entre el Estade y las Cemunidades Autônemas"* 
ya que se limita a establecer un reciprece deber de inferma­
ciôn.
- Per ultime, una formula de ceerdinaciôn distinta de 
las anterieres es erdenar audiencias e informes de Haciendas 
distintas de lai que adeptan la reseluciôn definitiva. Asi, las 
Cemunidades Autônemas han de ser eidas para elaberar el pre- 
yecte de plan, en su case (articule 131.2 de la Censtituciôn), 
y la Cemunidad Autônema canaria para la medificaciôn de su re­
gimen ecenômice-fiseal (dispesiciôn adicienal tercera de la 
Censtitueiôn), habiende declarade el Tribunal Censtitucienal 
(S.T.C. 35/1984 de 13 de marze) que la emisiôn del informe e
audiencia del Parlamente canarie détermina la incenstituciena 
lidad de la medificaciôn aprebada sin cumplir este trâmite. 
Tambien la L.P.A. en su articule 13 ebliga al Gebierne a eir 
a las Cemunidades Autônemas, antes de elaberar les principles 
y criteries de centabilidad regional que seran aplicables a 
las respectivas Administracienes para precurar su adecuaciôn 
a la metedelegia de la Cemunidad Ecenômica Eurepea, y el arti
cult) 1 de dicha ley establece que "antes de la aprobacion por 
c1 Gobierno de un proyecto de ley de armonizaciôn deberâ oir- 
sc a las Cemunidades Autônemas".
CAPITULO V
('ONS TDERAC iONPS FINALES SOBRE LA EFECTIVA APLICACION 
DEI. PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD INTERTERRITGRIAL
BIBLIOTECH 
OE DtRECHO
s u M A R I O  :
1.- Carâcter normative inmediato del principle de sel^ 
daridad
a) Carâcter reciprece de la ebligaciôn de selida 
ridad; las Cemunidades Autônemas y el Estade 
ceme distinataries de la nerma
b) La aplicaciôn del principle per el legislader 
per la Administraciôn y per les Tribunales
2.- Control de la aplicaciôn del principle de selidari 
dad.
a) Control per el Estade: pederes de vigilancia 
estatal
b) Control jurisdiccienal; especial referencia 
al Tribunal Censtitucienal
3.- Dificultades prâcticas para la aplicaciôn del prin 
cipie de selidaridad
4.- Recapitulaciôn final
1.- Carâcter normative inmediato del principle de selidaridad
La supremacia nermativa de la Censtitucion -creacion, 
ceme es sabide del censtitucienalisme americane, y recegida 
entre nesetres a través del sistema austriace-kelseniane, aun 
que cen algunas particularidades (430)- supene que tedes sus 
préceptes vinculan tante al Tribunal Constitueienal, ceme a 
les jueces y tribunales, ceme a tedes les sujetes, publiées y 
privades.
Elle supene que les principles constitueienales -ceme 
el de selidaridad- que fermulan le que les censtitucienalistas 
alemanes llaman "determinacienes de fines del Estade" (Staats 
zielbestimmungen) son alge mâs que meras nermas pregramâticas, 
en el sentide tradicienal, que les negaba teda aplicabilidad 
judicial (431).
Nuestra Censtitucion centiene, en efecte, una parte deg 
mâtica especialmente explicita, de manera particular, en cuan- 
te a principles bâsices (Titule Preliminar) y dereches fonda­
mentales (Titule primere), parte degmâtica que es, ademâs, den 
t re de su prepie sistema, la que prédomina entre tede su conte 
nide y jerarquiza a este, ceme révéla la enérgica pretecciôn 
que formula el articule 168.1, que presta a la parte principal 
de la misma el bénéficié de una superrigidez, desde la cual po 
ciria trasladarse incluse a nuestre Dereche la técnica alemana 
de la "incenstitucienalidad de las nermas censtitucienales" 
(Pachef) ceme ha sehalade E. Garcia de Enterria (432).
Eses principles bâsices -entre les que se encuentra el 
de selidaridad interterriterial, recogide en el articule 2 
dentre del Titule preliminar- y eses dereches fondamentales, 
son precisamente valeres, y ademâs valeres "abiertes". La uni- 
dad material del erdenamiente es, ante tede, una unidad mate­
rial de sentide, expresada en unes principles générales del
Derecho, que al interprète toca investigar y descubrir -sobre 
todo, naturalmente, al interpréta judicial, a la jurisprudencia-, 
o explicitar su sentide cuande ya estân declarades de una mane 
ra fermai en la rpopia Censtitucion, ceme ecurre cen el princi_ 
pie de selidaridad.
El Tribunal Censtitueienal le ha subrayade cen réitéra 
c i on desde su primera sentencia de incenstitucienalidad, la de 
2 de febrere de 1981, dende se habla explicitamente de la Cen^ 
tituciôn ceme un "sistema de valeres", y se afirma el "valer 
aplicative-y ne meramente pregramâtice- de les principles gene 
rales plasmades en el Censtitucion*
El principle de selidaridad, per tante, lejes de tener 
un mere valer ornamental e retorice, es una verdadera nerma ju- 
r-i'dica, que destaca ceme primaria en la erganizacion territe- 
r i a 1 del Estade, y cuya referma se equipara a una revision to­
tal de la Censtitucion (art. 168.1). Présenta asi, en frase de 
PACHOP, una "enérgica pretension de validez", constituyende un 
principle jerarquicamente superior para presidir la interpréta 
ciôn de tede el erdenamiente, cemenzande per la de la Censtitu 
ci on misma (433)
a) Carâcter reciprece de la ebligaciôn de selidaridad; 
las Cemunidades Autônemas y el Estade ceme distina- 
taries de la nerma.
La selidaridad interterriterial es, pues, una nerma ju- 
ridica constitucienal que, corne tal, vincula a tedes les pede­
res publiées y sujetes privades, pere tal ceme aparece formula 
da en el texte de la Constituciôn, tiene ceme destinataries, 
especialmente, al Estade y a las Cemunidades Autônemas. Asi, el
articule 2 de la Censtitucion se refiere a la selidaridad entre 
las "iiacienalidades y regienes" y el articule 138.1 censtituye 
al Estade en garante de la realizacion efectiva de diche prin­
ciple, velande per el "establecimiente de un equilibrie eceno- 
mice adecuade y juste entre las diversas partes del territerie 
espanel". La selidaridad en el âmbito intracemunitarie, en cam 
bie, queda abandenada, ceme sabemes,a la actividad de cada Ce­
munidad Autônema (art. 2.2 de la L.O.F.C.A.) (434).
En esta linea, se ha afirmade (435) que la selidaridad 
es la finalidad y la justificaciôn ultima de determinadas pe- 
testades estatales, le que permite emplear este criterie en el 
control de sus ejercicie, a la vez que impene a tedes les pe­
deres publiées un cempertamiente leal, aceptande las reglas 
del sistema y precurande su censervaciôn. El Estade -ceme cemu­
nidad u erdenamiente- debe ser la lealtad dominante que pre- 
valezca frente a les intereses particulares del Estade -enten 
dide ahera ceme persona juridica e estructura- y de las Cemunj^ 
dades Autônemas. En este sentide se ha apuntade (S. MUNOZ MA­
CHADO) la pesibilidad de que el principle de selidaridad pue­
de jugar un papel similar a la "Bundestreue", que se inveca en 
la dectrina y jurisprudencia alemana centra tede acte suscepti 
ble de paralizar les mécanismes institucienales e de enterpecer 
el buen funeienamiente del sistema federal, y que per le tante 
tiene un centenide mâs amplie que la ebservaciôn de la Censtitu 
ciôn en el sentide estricte del termine -Verfassungstreue-, en 
el sentide de que puede supener deberes "extra erdinem", este 
es, que ne estân recegides fermalmente, de ferma expresa, en 
la Cens t i tue iôn. Per ejemple, la selidaridad détermina la ebli_ 
gatoriedad de actuar las cempetencias, tante del Estade ceme de 
las Cemunidades Autônemas en sus respectives fâmbites, en la me 
dida en que elle resuite necesario (Handlungsermessen), o al 
contrarie, se puede acudir a este principie ceme limite de las
cempetencias atribuidas a las Cemunidades Autônemas (Ausübungs 
ermessen), y efectivamente une de les lugares cemunes en la dec 
trina alemana es que la selidaridad se présenta ante tede ceme 
un "Rechtsausübungsschranke" (436), es decir, ceme un principie 
que, en virtud de censideracienes superieres, permite estable­
cer limites a les pederes fermalmente atribuides per la Censtj_ 
tuciôn a cada ôrgane (437)
Desde esta deble perspectiva -la selidaridad ceme exi- 
gencia positiva de determinadas cenductas y ceme limite negati_ 
ve al ejercicie de las cempetencias atribuidas-, la dectrina 
ha destacade el carâcter reciprece del principie (438), en cuan 
te ebliga tante al Estade ceme a las Cemunidades Autônemas, 
Trente al caracter unilateral, siempre en faver del Estade, de 
la dectrina del interés nacienal en Italia, que ha permitide 
el control "di mérité" de las leyes régionales ante las Câma- 
ras (articule 127 de la Constituciôn) y que se considéra un 
presupueste de censtitucienalidad, evaluable ante la Certe, le 
que résulta sumamente arriesgade.
Sin embargo, hay que matizar que el caracter reciprece 
de la selidaridad ne permite, ceme ha subrayade el Bundesver- 
fassungsgericht (especialmente en una decisi^en de 30 de julie 
de 1968), en las centreversias entre el Estade y las Cemuni­
dades Autônemas, alegar la necesidad de reciprecidad,e la"ex­
cept i e'" de la rec i prec idad^ para negarse a cumplir les deberes 
que derivan de este principie.
Una ultima cuestiôn es si el principie de selidaridad 
sôle puede alegarse cuande existe un apeye concrete en etre 
precepte e préceptes censtitucienales e tiene un valer autôno 
me. A nuestre juicie, la Censtituciôn se limita a receger en 
diverses préceptes, aparté de la fermulaciôn abstracta del prin 
cipie en muches etres, el centenide minime de la selidaridad en 
sus des vertientes, de cempensaciôn (art. 158; asignacienes pre 
supuestarias de garantia del nivel minime de servicies y Fende
de Compensaciôn) y coordinaciôn (art. 156), pero no excluye 
otras aplicaciones que el interprète, y especialmente la juris 
prudencia, deben extraer y precisar, sin que elle pueda supo- 
ner, en ningun caso, la vulneraciôn de la distribuciôn de corn 
petencias entre el Estado y las Cemunidades Autônemas.
En cambie, la dectrina italiana configura la selidaridad 
come un principie fundamental per su impertancia, pere acci­
dentai en su juege, de ferma que el emplee de este principie 
requiere siempre de etre principie institucienal e precepte 
constitueienal en que apeyarse (439), y en efecte, la Certe 
Censtitueienal italiana ne ha empleade nunca este cencepte sin 
referirle a etre precepte censtitucienal, verbi gratia, les 
articules 38, pârrafe 4 e 81, pârrafe 4 de la nerma censtitu- 
cienal. Ahera bien, esta censtrucciôn ne es aplicable en mode 
alguno al case Espanel, per un lade, per el distinte significa 
de de la selidaridad en la Censtituciôn italiana (ceme funda- 
mente de les deberes censtitucienales, politicos, sociales y 
ecenômices) y espahela (ceme criterie rector de la erganiza­
cion territorial de la Hacienda pùblica), y per etre, perque 
en Italia el papel de la selidaridad ceme fundamente de debe­
res "extra erdinem" ha side desempehade per la dectrina del in 
terés nacienal, que ha permitide, ceme vimes, restriccienes aun 
mayeres de las que pueden derivar de la aplicaciôn del princi­
ple de selidaridad.
b) La aplicaciôn del principie per el legislader, per la 
Administraciôn y per les Tribunales
En definitiva, la selidaridad es un valer del erdena­
miente, pere ne meramente retôrice e pregramâtice, sine cen ep£ 
ratividad juridica (GARCIA ANOVEROS) (440), eperatividad que
no se limita a las consecuencias que expresamente extrae ya la 
propia Censtitucion, sine que alcanza al desarrelle legislati­
ve posterior, asi ceme a la actividad administrativa y la prâc 
tiva jurisdiccienal.
En primer lugar, el semetimiente del legislader al prin 
cipie de selidaridad y al reste de les principles censtitucie- 
nales, détermina la prepia validez de la ley (arts. 161.1 a;
163 y 164). En este sentide ha sehalade Martinez Lafuente, la 
pesibilidad de un control de constitucienalidad -en concrete 
de la ley de Presupuestes, pere esta afirmaciôn es extensible 
a cualquier ley- metivade per la aplicaciôn del Fende de Cem 
pensaciôn, en el que tendrah legitimacion activa les organes 
ejecutives y Asambleas de las Cemunidades Autônemas, a tenor 
del articule 32 de la L.O.T.C. (441). Ahera bien , el semeti­
miente del legislader a la Censtituciôn ne es sôle^ni siquiera 
piedeminantemente, un semetimiente a las nermas censtitucie- 
nales que fijan la fermaciôn de las Camaras, el precedimiente 
legislative, la delimitaciôn de les respectives cambies de 
cada tipe de leyes, la necesidad de censtituir un fende de cem 
pensaciôn e de incluir en ciertes supuestes, una asignaciôn su 
plementaria a las Cemunidades Autônemas, sine sobre tede un se 
metimiente al sistema de valeres materiales que la Censtituciôn 
proclama sin ambigüedades, ceme es el case de la selidaridad. 
Per elle, el legislader ne puede limitarse a incluir fermalmen 
te en les Presupuestes un Fende de Cempensaciôn, sine que ha 
de regular diche fende en base a la selidaridad, y ha de extra- 
er todas las consecuencias necesarias para la efectiva aplica- 
c i ôn de diche principie, al aprebar les Presupuestes e el plan, 
al distribuir el fende mencienado, al fijar el percentaje de 
participaciôn de las Cemunidades Autônemas en les tributes del 
Estado, e al establecer asignacienes complementarias de nive- 
lac iôn.
En segunde lugar, la aplicaciôn del principie de selida
ridad corresponde tambien a la Administraciôn pùblica, que como 
sehala el articule 103.1 de la Censtituciôn "actua... cen se­
me t im i en t o plene a la ley y al Dereche" le que supene excluir 
nna cencepciôn pesitivista. En efecte "ius" y "lex" ne se cen 
funden, segün el degma central del positivisme, sine que exi^ 
te un Dereche que tiene un erigen distinte de1 de la ley, y 
que ie corresponde cen les principles générales. En concrete, 
el principie de selidaridad sirve de cierre al sistema de re­
parte de cempetencias de las distintas Administracienes, exije 
el ejercicie de un&s y limita el de etras, y sirve de fundamen
te de les cenvenies entre Administracienes püblicas y de les 
mécanismes de ceerdinaciôn.
En tercer y ultime lugar, la aplicaciôn del principie 
de selidaridad corresponde a les Tribunales. Es de lamentar 
que el articule 103.1 antes citade se haya apartade en este 
punte de su clare medele, que es el articule 20.3 de la ley 
fundamental de Bonn ("... die vellziehende Gewaltund die Rechts 
prechung sind an Gesetz und Recht gebunden": el peder executi­
ve y la justicia estân vinculades a la Ley y al Dereche), pere 
no cabe duda de que tambien el juez estâ semetide a la Censti­
tuciôn (articule 9.1) y especialmente al "sistema de valeres" 
que esta censagra. La vinculaciôn a la selidaridad es incluse 
mâs fuerte que a las prepias leyes, perque la Censtituciôn, 
ademâs de sebrepenerse a éstas, censtituye la base y el funda­
mente de tede el erdenamiente, de mode que las leyes mismas 
han de interpretarse "de cenfermidad cen la Censtituciôn". El 
principie de selidaridad censtituye asi una régla de interpre 
taciôn cen valer constitucienal (verfassungskraftige Auslegungs 
regel) (442), le que supene (443):
- La selidaridad es el "contexte" necesario de todas y 
cada una de las nermas sobre erganizaciôn territorial de la 
Hacienda Pùblica, y en este sentide se ha sehalade que el ar-
tfculo 3.1 del C.C. que ordena interpretar las normas "segün el 
sentido propio de sus palabras, en relaciôn con el contexte" 
llama, en primer termine, para depurar ese contexte, a la nerma 
censtitueienal.
- El principie de selidaridad prevalece ne sole en la 
llamada interpretacion declarativa, sine tambien en la imprepia 
mente llamada interpretacion integrativa, que celma insuficien 
cias en les textes légales a aplicar. Ambas funcienes, aunque 
sin el carâcter manifiestamente superior que présenta la Cens 
tituciôn, estân recegidas hey en el articule 1.4 del Côdige 
C'i\'il al referirse a les principles générales del Dereche.
- La i nterpre tac iôn conforme a la Censtituciôn de cual^  
quier nerma juridica implica la prehibiciôn implicita de cua^ 
quier censtrucciôn que cencluya en un resultade direca e ind^ 
rectamente centradicterie cen les valeres constitucienales.
- El principie de selidaridad es, pues, una "nerma do­
minante" frente a todas en la cencreciôn del sentide general 
de la erdenaciôn territorial de la Hacienda Püblica.
- En este sentide, la dectrina legal que resuite de las 
Sentencias del Tribunal Censtitueienal tiene un valer preemi­
nent e sobre cualquier etre cuerpe jurisprudencial de cualquier 
etre erden judicial, preeminencia que résulta del carâcter de 
"interprète supreme de la Censtituciôn"que a aquel Tribunal ce 
rrespende segün el articule 1 de su ley ergânica de 1979. En 
este sentide hay que entender el articule 161.1 a) de la Cens 
tituciôn, segün el cual,“la declaraciôn de incenstitucienalidad 
de una nerma juridica cen range de ley, interpretada per la 
jurisprudencia, afectarâ a esta". La misma preeminencia se pro 
duce cuande el Tribunal Censtitucienal ne déclara la incensti­
tucienalidad de una ley, sine que se limita a efrecer de esta 
una interpretaciôn conforme a la Censtituciôn -las llamadas
en Italia "Sentence interpretative di rtgetto"- ya que estas 
sentencias, aunque no tienen valor "erga omnes" -efecto que el 
articule 164 limita a las que declarer la incenstitucienalidad- 
ceme dectrina jurisprudencialjne ceme ley e efecte general, pre 
valecen sobre la>del Tribunal Supreme.
2.- Control de la aplicaciôn del principle de selidaridad
a) Control per el Estade: pederes de vigilancia estatal
El articule 138.1 de la Censtituciôn establece que "el 
Estade garantiza la realizaciôn efectiva del principie de seli_ 
daridad" le que supene ne sôle la ebligaciôn para este de ac­
tuar sus cempetencias en ese sentide, sine tambien la pesibi­
lidad para el Estade de centrelar la aplicaciôn de diche prin­
cipie per las Cemunidades Autônemas.
Entre las pesibles fôrmulas de control (444) destaca el 
articule 153 de la Censtituciôn, segün el cual el control de 
la actividad de les organes de las Cemunidades Autônemas se 
ej ercerà:
- Per el Tribunal Censtitueienal, en relaciôn a la cen^ 
titucienalidad de sus dispesicienes nermativas cen fuerza de 
ley. En el epigrafe siguiente nos referiremes a este control ju 
risdiccienal , pere cabe ya destacar que la L.O.T.C. amplia es­
te criterie y ne se limita a las dispesicienes cen fuerza de 
ley .
- Per el Gebierne, previe dictamen del Censeje de Esta­
de, en el ejercicie de las funcienes delegadas a que se refie- 
rc el apartade 2 de1 articule 150.
- Per la jurisdicciôn centenciese-administrativa, el de 
la administraciôn autônema y sus nermas reglamentarias.
- Per el Tribunal de Cuentas, el ecenômice y presupuesta 
rie (445 )
Dejande aparté les contrôles jurisdiccienales a que nos 
referiremes en el epigrafe siguiente, hay que destacar la atri^  
buciôn de facultades de control a ôrganes del Estade, tante al 
Gebierne, ceme a ôrganes dependientes de las Certes, ceme el
Tribunal de Cuentas. En efecto, en el Derecho comparado, se re 
conoce al poder central el ejercicie de funcienes de control 
sobre la actividad autenomica, y estes pederes de vigilancia ( 
Bundesaufsicht) y ceacciôn federal (Bundeswang) se relacienan 
expresamente cen el principie de selidaridad (Bundestreue), al 
menes en un sector de la dectrina (446). En el erdenamiente es 
panel falta una censtrucciôn sistemâtica de estes pederes de 
vigilancia estatal -ceme la.hay en les articules 84 y 85 de la 
Ley Fundamental de Bonn- y el Tribunal Constitueienal es reacie 
a calificar ciertes instrumentes excepcienales ceme de control 
sobre las Cemunidades Autônemas, prefiriende reservar esta de- 
nominaciôn sôle para les que se ejercen desde instancias juris 
diccienales e tede le mâs para les ya mencienades que se rece- 
gen en el articule 153 de la Censtituciôn. Pere, calificacie- 
nes al margen, el examen de estes pederes de las Certes y de1 
Gebierne es ineludible para cempletar la panerâmica censtitu- 
cienal en relaciôn cen la aplicaciôn efectiva del principie de 
solidaridad.
En primer lugar, segün el articule 150.3, el Estade pue 
de dictar leyes de armonizaciôn aün en materias de cempetencia 
exclusiva de las Cemunidades Autônemas, cuande asi le exija el 
interés general, ^rectade per las Certes, per mayeria abseluta 
de cada Câmara. Aunque la pesibilidad de dictar leyes de arme 
nizaciôn se ha viste muy restringida per la S.T.C. de 5 de age^ 
te de 1983 sobre la L.O.A.P.A, hay que tener en cuenta el apeye 
que en materia financiera efrece el articule 157.3 de la Cens­
tituciôn para regular mediante ley ergânica las cempetencias de 
las Cemunidades Autônemas sobre sus recurses, para dictar ner 
mas de reseluciôn de cenflictos e estableciende fôrmulas de ce 
laberaciôn (447). A este respecte el Tribunal Constitucienal 
ha entendide que el sistema de contro£^"ne se ageta cen les 
que enuncia la Censtituciôn, sine que ha de ser cempletade cen 
aquelles que puedan définir les Estatutos y las leyes ergânicas"
(S.T.C. de 22 de febrero de 1982).
En segundo lugar, no ofrece dudas la existencia de un 
poder de vigilancia cuando las Cemunidades Autônemas ejercen 
cempetencias per delegaciôn, pues el prepie articule 150.2 que 
auteriza estas eperacienes establece que la ley cerrespendien­
te debe prever "las fermas de control que se reserve el Estade", 
tipos de control que pueden censistir -la misma Censtituciôn 
le dice indirectamente en el articule 153 b )- en la habilita- 
ciôn en faver del Gebierne de algunes pederes de supervisiôn, 
que,ceme ha sehalade Muhez Machade (448),pueden instrumentarse 
en la pràctica en ferma idéntica a la que se desarrella en les 
sistemas federales: puede existir una vigilancia continua so­
bre el cumplimiente per las Cemunidades Autônemas de sus ebli^  
gacienes* es factible que se cendicienen el ejercicie de las 
cempetencias ejecutivas delegadas al seguimiente e cumplimien­
te de las directrices e instruccienes que el Gebierne establez 
ca; es, asimisme, obvie que la delegaciôn ejecutiva puede ex­
cluir tede peder reglamentarie para reservarle integramente al 
Gebierne y que las directrices pueden hacer valeracienes de 
mera epertunidad, e que el Estade puede hacer las réservas de 
revocaciôn e las revecacienes efectivas que cenvengan para les 
cases de incumplimiente y, en fin, que se pueden articular pro 
cedimientes para que el Estade tenga alguna participaciôn en 
las decisienes cerrespendientes a la erganizaciôn de les ser­
vicies .
En este sentide hay que citar las leyes ergânicas 11 y 
12 de 10 de ageste de 1982, que transfieren cempetencias a Ca- 
nar i as y a la Cemunidad valenciana, respectivamente, y que re- 
cogen algunas de las técnicas referidas, estableciende ceme cen 
dicienes a cumplir per la Cemunidad receptera de las cempeten­
cias, entre etras, la evitaciôn de desequi1ibries financières, 
el mantenimiente de la igualdad entre individues y grupes y la 
selidaridad individual y celectiva.
Mâs problemâtico es el caso de las competenciafejecuti­
vas que las Cemunidades Autônemas detentan ceme prepias per 
deLcrminaciôn de sus prepise Estatutosperque en estes supue^ 
tes ne existen declarac&enes censtitucienales explicitas.
Si la Cemunidad Autônema ejecuta legislaciôn prepia, 
parece que ne cabe recenecer al Estade mâs pederes que les de 
supervisiôn general a les sôles efectes de plantear a les T r i_ 
bunales las vielacienes del dereche vigente, pederes que,ceme 
reiteradamente ha sehalade el Tribunal Constitucienal^ne pueden 
censistir en un control genérice e indeterminade. Hay que te­
ner en cuenta, sin embargo, que la legislaciôn que articula el 
principie de selidaridad entre las Cemunidades Autônemas cerre^ 
pende al Estade, per le que este sôle séria aplicable a la rea 
lizaciôn del principie de selidaridad en el âmbite interne de 
cada Cemunidad.
Cuande le que ejeeuta la Cemunidad autônema es legisla­
ciôn del Estade, ceme le es la que desarrella la selidaridad 
entre las regienes, la cempetencia ejecutiva puede venir acem- 
pahada e ne de la de desarrelle legislative y en esta cembina- 
c i ôn se pueden preducir hipôtesis diversas, pere en general el 
cauce para establecer la vigilancia estatal sobre la ejecuciôn 
es la prepia nerma que se ejecuta y fundamentalmente la via 
reglamentaria per le que cabe graduar su emplee en la misma me 
dida en que sean mâs amplies les pederes normatives del Estade. 
En este sentide, el articule 3 de la L.P.A. (declarade consti­
tutional per la S.T.C. de 5 de ageste de 1983) establece que 
"el Gebierne velarâ per la ebservancia, per las Cemunidades Au 
tônemas,de la nermativa estatal aplicable y pedrâ fermular les 
requirimientes precedentes a fin de subsanar las deficiencias 
en su case advertidas". La mencienada S. 76/1983 de 5 de ageste 
afirma que "el requirimiente censtituye un trâmite pesible -y 
en ecasienes necesario- siempre que el Gebierne tenga receneci-
da alguna facultad de reaccion ante organos jurisdiccionales", 
y aunque no se aclara cuales pueden las consecuencias de es­
ta reaccion (puede dar paso a la via del Tribunal Consticucio- 
nal, o a la via contencioso-administrativa, en la que la impug 
naciôn por el Estado de les actes de las Cemunidades Autônemas, 
a diferencia de le que ecurre cen las Cerperacienes locales, 
ne esta expresamente prevista per ahera, pere tampece prehibi- 
da), ne cabe duda de que las facultades de requerimiente no 
pueden censiderarse exclusivamente atribuidas "ûnicamente en el 
articule 155.1 de la Censtituciôn y a les soles efectes de es­
te" (S.T.C. de 5 de ageste de 1983). Ademâs, cenectadas cen es 
te peder de vigilancia, aparecen ciertas cempetencias atribui­
das al Estade, ceme la Alta Inspecciôn en sanidad y educaciôn 
o la efectiva aplicaciôn del principie de selidaridad.
El peder de vigilancia estatal, per etre lade, hay que 
considerarle implicite en el sistema (en concrete, para el de­
ber de infermaciôn, asi le tiene declarade la Sentencia del T. 
C. de 4 de aaye de 1982) perque sin su recenecimiente este ne 
pedria garantizar la efectiva aplicaciôn del principie de seli_ 
daridad, ni ejercer les pederes que le recenece el articule 
155 .
Este precepte constitucienal, que segun FEREZ MORENO 
(449) es una pesibilidad abierta ante pesibles incumplimientes 
de la selidaridad, dispene siguiende al articule 37 de la Ley 
Fundamental de Bonn, que "si una Cemunidad Autônema ne cumplie 
re las ebligacienes que la Censtituciôn u etras leyes impengan 
e actuara de ferma que atente gravemente al interés general de 
Espaha, el Gebierne, previe requirimiente al présidente de la 
Cemunidad Autônema y, en el case de no ser atendide, cen la 
aprebaciôn de la mayeria abseluta del Senacio, pedrâ adeptar las 
medidas necesarias para ebligar a aquella al cumplimiente fer- 
zose de dichas ebligacienes e para la pretecciôn del menciena-
do interés general. Concluye el parrafo segundo del mencionado 
precepto que "para la ejecuciôn de las medidas previstas en el 
apartado anterior el Gobierno podra dar instrucciones a todas 
las autoridades de las Cemunidades Autônemas".
Esta ceacciôn federal (Bundeswang), que tiene un signi- 
ficade distinte en Espaha pues el Senade ne es una Câmara de 
representaciôn territorial, ceme le es el Bundesrat, le que ha 
râ nermalmente mâs fâcil ebtener su auterizaciôn, y perque es 
pesible ante cualquier atentade grave al interés general, mien 
iras que en la ley fundamental de Bonn les incumplimientes se 
refieren sôle a la Censtituciôn y las leyes federales, ne supo 
ne sin embargo una clâusula general que permita descenecer la 
autenemia, pues el interés general ne es una neciôn abierta, 
remitida a interpretaciones arbitrarias, sine una neciôn cen- 
cretada per el prepie censtituyente, al reservar las materias 
de interés general total e parcialmente al Estade, en el articu 
le 149.1 y en etres préceptes censtitucienales, ceme el 138.1 
respecte a la selidaridad. Ademâs, la prepercienalidad, la ade 
cuaciôn del centenide de la medida ceactiva a la entidad de 
la infracciôn de la selidaridad es un limite al emplee de es­
te remedie excepcienal.
b) Control jurisdiccienal; especial referencia al Tribu 
nal Constitucienal
Algün auter (A. FEREZ MORENO) (450) ha subrayade la in- 
suficiencia de las técnicas de garantia de caracter fermai -la 
acciôn judicial y el control de la legalidad- para hacer frente 
al incumplimiente de un principie tan sustantive ceme el de se 
1idaridad, per le que séria necesario tambien "un centrd sobre 
la epertunidad, una apreciaciôn ecenômica sobre decisienes y
conductas de las regiones", e incluse la pesibilidad de residen 
ciar en el Tribunal Censtitucienal "ne sole cenflictes juridi- 
ces centra nermas, sine pretensienes que exigen apreciacienes 
ecenômicas, sociales, etcetera, en definitiva,del enterne de 
las relacienes interrégionales, conforme al criterie de anali- 
zar la naturaleza de las cesas".
Sin embargo, la auftenemia pelitica es incompatible cen 
un control de epertunidad, y en mode algune el principie de so 
lidaridad exige tal cesa. La selidaridad es,en efecte, un prin 
cipie censtitucienal, recegide en les Estatutos de Autenemia y 
en etras leyes a las que se remite expresamente la Censtituciôn 
(art. 157,3), per le que es el "bloque de la constitueienali- 
dad" el paramétré conforme al cual apreciar pesibles vulnera- 
clones del principie.
En este sentide la impertancia del controljurisdiccie­
nal estâ fuera de teda duda, tante per la jurisdicciôn centen- 
ciese-administrativa ceme per el Tribunal Constitueienal (451)
Ceme vimes, el apartade c) del articule 153 de la Cens­
tituciôn establece que corresponde a la jurisdicciôn centencie- 
se-administrativa el control "de la Administraciôn autônema y 
sus nermas reglamentarias", y en el misme sentide se prenuncian 
diverses Estatutos de Autenemia, le que censtituye una explica- 
ciôn de que a las Cemunidades Autônemas se les aplica el regi­
men general de control jurisdiccienal que estâ referide a todas 
las Administracienes püblicas en el articule 106.1 de la Cens­
tituciôn. Es decir, que las Cemunidades Autônemas quedan com- 
prendidas en el âmbite de las Administracienes Püblicas a efec 
tes de1 control jurisdiccienal (art. 1 L.J.C.A. y art. 1 de la 
ley de 5 de ectubre de 1981).
La ley de 5 de ectubre de 1981 expresamente incluye,en­
tre les ôrganes legitimades para recurrir^a la Administraciôn 
de 1 Estado respecte a "las dispesicienes générales y actes ema 
nades de la Administraciôn de las Cemunidades Autônemas y enti^
dades sujetas alatutela de éstas" (art. 2) y a las Cemunidades
Autônemas respecte a "las dispesicienes de caracter general (en 
virtud del principie de cebertura jurisdiccienal tetal hay que 
incluir tambien les actes,aunque ne se mencienan expresamente) 
que, dictadas per la Administraciôn del Estade, afecten al âm 
bite de su autenemia" (art. 3).
Esta legitimaciôn hay que entenderla sin perjuicie de 
la de les titulares de un interes directe (legitime) e de un 
dereche subjetive, conforme a las reglas générales, y advir- 
tiende la muy diferente amplitud cen que se recenece legitima­
ciôn al Estade ("cualquier ferma de infracciôn del erdenamien 
te juridice, incluse la desviaciôn de peder", art. 83.2 L.J.
C.A.) y a las Cemunidades Autônemas (sôle cuande se vea afec- 
tada su autenemia, es decir que el recurse sôle es admisible 
si se vielan sus cempetencias, aunque luege puedan utilizarse 
tedes les argumentes idenees -per ejemple vulneraciôn del prin 
cipie de selidaridad- y ne sôle les de indele cempetencial).
Ne alude la ley de 1981 a la pesibilidad de que una Ce­
munidad Autônema impugne actes y dispesicienes de etra, le que 
résulta criticable. En tede case, son siempre pesibles les cen 
flictes de cempetencia ne sôle ante el Estade y Cemunidades Au 
tonemas, sine tambien entre estas ultimas.
El ôrgane jurisdiccienal compétente, cuya determinaciôn 
corresponde a la Ley Organica del Peder judicial, seran les 
Tribunales Superieres de Justicia de acuerde cen le previste en 
el articule 152.1, que agetan todas las instanciales precesales 
cuande se trata de una materia sobre la que la Cemunidad Autôno 
ma tiene cempetencia exclusiva, le que deberia interpretarse 
en el sentide de lesbases en que se apliquen ûnicamente nermas 
autenômicas. En cambie, cuande la centreversia se suscite en 
relaciôn cen la aplicaciôn de nermas del Estade, ih^luy#de eb- 
viamente la Censtituciôn y per ende el principie de selidaridad,
la cuestiôn podrâ llevarse hasta el Tribunal Supremo
En cuanto al contrd. por el Tribunal Constitucienal, ceme 
interprété supreme de la Censtituciôn (art. 1 L.O.T.C.), su im 
portancia ya ha side subrayada al referirnes al principie de 
interpretaciôn de las leyes conforme a la Censtituciôn. Preci­
samente, ceme escribe Garcia Pelaye,les Tribunales Censtitucio 
nales cumplen una caracterfstica funciôn de integraciôn en una 
épeca ceme la actual que se destaca per su acusada tendencia
pluralista ne sôle en la seciedad, sine tambien en el Estade,
una de cuyas manifestacienes es la distribuciôn vertical del 
poder entre les diverses entes publiées territoriales que cens
tituyen el Estade global (452).
Esta pesiciôn del Tribunal Constitucienal hace que prac 
ticamente todas las cempetencias que la Censtituciôn y la L.O. 
T.C. atribuyen al misme tengan alguna relaciôn cen la activi­
dad de las Cemunidades Autônemas e cen la actuaciôn de les ôr­
ganes centrales del Estade referida a temas autenômices. En cen 
crete, pedemes mencienar les siguientes cases:
- Son susceptibles de declaraciôn de incenstitucienali­
dad, per vulneraciôn del principie de selidaridad en abstracte 
o de alguna de las manifestacienes del misme recegidas en la 
Censtituciôn, tante las leyes y dispesicienes nermativas cen 
fuerza de ley del Estade (Ley de Presupuestes, Ley del F.C.I., 
fijaciôn del percentaje de participaciôn en tributes estatales, 
plan ecenômice, etc.) ceme de las Cemunidades Autônemas, y les 
Reglamentes de las Asambleas législatives. En la regulaciôn del 
recurse de incenstitucienalidad hay referencias a las Cemunida 
des Autônemas en materia de legitimaciôn (art. 162.1.a de la 
Censtituciôn y 32.2 de la L.O.T.C.) que estentan les organes 
celegiades ejecutives de las mismas y, en su case, las Asam­
bleas legislativas, y en materia de persenaciôn en el prece­
dimi e n t e y fermulaciôn de alegacienes cuande procéda (art. 3
L.O.T.C.). Por otra parte, la declaraciôn de incon’Stitucionali^ 
dad puede producirse no sôlo por la via del recurso de incons- 
titucionalidad, sine tambien a través de la cuestiôn de incons- 
titueionalidad (art. 163 de la Censtituciôn), en la que se réi­
téra la pesibilidad de persenaciôn de las Cemunidades Autônemas 
(art. 37 L.O.T.C.), e a través del recurse de ampare, frente a 
ias vielacienes de les dereches y libertades referides en el 
articule 53.2 de la Censtituciôn, eriginadas "per dispesicie­
nes, actes juridices e simple via de heche" de cualesquiera 
pederes publiées, aunque sôle de ferma indirecta y en cases muy 
remotes pedria llegar a alegarse una vielaciôn del principie 
de selidaridad a través de esta via.
- El articule 161.2 de la Censtituciôn permite al Gebier 
ne impugnar dispesicienes y reselucienes de las Cemunidades Au­
tônemas, cen efectes suspensives. Este pelemice recurse se ha 
articulade en el titule V de la L.O.T.C. cen referencia exclu -
sivamente a las dispesicienes sin fuerza de ley y a las rese­
lucienes de las Cemunidades Autônemas (las dispesicienes cen 
fuerza de ley pueden recurrirse per el présidente del Gebier­
ne -ne per el Gebierne- a través del recurse defflcenstituciena-
]idad),^ne excluye el control de la jurisdicciôn centenciese- 
administrativa (aunque, a diferencia de ésta, permite el con­
trol ne sôle de actes y ddîsposiciones admi ni strati vas -limite de la eempe 
tenciaide la jurisdicciôn centenciese-administrativa- sine tambien 
de reselucienes y actes de etres ôrganes autenômices, y sehala-
darpente, de les ôrganes de las Asambleas legislativas), ni la
pesibilidad de plantear cenflictes de cempetencia.
- Precisamente, el tercer gran bloque de cempetencias 
del Tribunal Censtitucienal cen relevancia respecte al tema que 
nos ecupa, es el relative al cenecimiente de les cenflictes de 
cempetencia entre el Estade y las Cemunidades Autônemas e de 
les de éstas entre si, tante positives ceme negatives. Las ca-
racteristicas del conflicto positive son: referirse siempre a
una disputa sobre la titularidad de una competencia; ser el 
ori gen de esa disputa una disposicion de rango inferior a la 
ley o una disposicion o un acto; y resolverse por sentencia, en 
la que se déclara la titularidad de la competencia y, en su ca 
so, se anula la norma en que se apoya la decision controverti- 
da cuando esté, asimismo, viciada de inconstitucionalidad (si 
esa norma tiene rango de ley, el conflicto se tramita en la 
forma prevista para el recurso de inconstitucionalidad). Como 
conflicto negativo se régula en los articules 68 a 70 de la 
L.O.T.C. el que pueden plantear las personas fisicas y juridi- 
cas, cuando un poder publico se déclara incompétente (tras ha- 
ber agotado la via administrativa) y el poder publico que se 
les senala como compétente déclina a su vez la competencia o no 
se pronuncia en el plazo de un mes. Como conflicto negativo se 
régula tambien el que, segun el articule 71 de la L.O.T.C^ pue 
de suscitar el Gobierno en caso de que las Comunidades Autono- 
mas no ejerzan sus at ribuc i ones, despues de haber sido requeri^ 
das para elle, por declararse incompétentes. El principle de 
solidar’idad tiene aqui un amplio juego, ya que su realizaciôn 
c* fee l iva es competencia del Estado, y ademâs, en la medida en 
que -al menés en la construcciôn alemana de la Bundestreue- 
implica la exigencia de1 ejercicio de determinadas competen­
cies y constituye un limite de otras, y en general compléta el 
sistema de distribuciôn de competencias, no cabe duda que la 
solidaridad puede servir como paramétré para la resoluciôn de 
los conflictos.
- Naturalmente, existen otras formulas de resoluciôn de 
conflictos distintas de la constituida por el proceso sustan- 
ciado ante el Tribunal Constitucional. El proyecto de L.O.A.P. 
A., en su articule 9.2 atribuia esta funciôn al Consejo a que 
se refiere el articule 131.2 de la Constituciôn respecte a las
controversias en el ejercicio de competencias de planificacion 
economica y ordenacion territorial, pero la S .T .C .de 5 de agos 
to de 1983 declare inconstitucional esta regulacion por enten- 
der que con esta funcion de arbitrage se interpone un mécanis­
me para la resoluciôn de conflictos competenciales no previs- 
to censtitueionalmente. Esta afirmaciôn del Tribunal hay que 
entenderla en el sentido de que ninguna ley estatal o autonô- 
mica puede iaipedir o restringir el acceso al Tribunal Constitu 
cional de los conflictos de competencia, pero en modo alguno 
en el sentido de que este ôrgano detente el menopolio de la re 
soluciôn de todos los conflictos. As! se deduce claramente del 
articulo 157.3 de la Constituciôn, que permite al Estado, en 
materia financiera, regular mediante ley orgânica las normas 
para resolver los conflictos que pudieran surgir.
- Por ultimo hay que hacer referencia al polémico recur 
so previo de inconstitucionalidad, respecto a las leyes orgâ- 
nicas, hoy en vlas de supresiôn.
3.- Dificultades prâcticas para la aplicacion del principle de
soli daridad
En las paginas anteriores hemos intentado ofrecer una 
panorâmica de los mécanismes aplicativos del principle de solj_ 
daridad en su proyecciôn juridico-financiera, pero es precise 
tener en cuenta que la efectiva aplicacion del principle no 
dcpencic solo de su correcta formulaciôn const i tuci onal y legal, 
sine de la practica del Estado y de las Comunidades Autonomas.
En este sentido hay que comenzar por destacar como en 
el Derecho comparado la formulaciôn de' principles con un al- 
cance similar al de solidaridad se produce como apoyo juridico 
a una voluntad politica de tendencia unificadora. Tal es el ca 
so de la “Bundestreue**, nociôn que se remonta a la época de Bis­
mark, y en concrete a la Reichverfassung de 1871, que no es 
obra de un constituyente, sine producto de diverses tratados en 
tre diferentes Estados Alemanes, y este origen contractual mar- 
cô la doctrina y laprâctica constitucional. Algo similar puede 
dccirse de1 Proyecto de Tratado de la Uniôn Europea, que como 
v'imos tambien consagra la solidaridad. En cambio la Constitu­
ciôn espahola de 1978 recoge la solidaridad en un marco poli­
tico mas proclive a la autonomia que a la consecuciôn de la 
unidad, por le que no es de extranar -para demostrarlo no hay 
mas que examinar la polémica sobre la distribuciôn del F.C.I. 
y los diaries de Sesiones del Congresos y el Senado- que se ha- 
ya podido constatar como "cada cual pretende utilizar la nor­
ma en su provecho" (453). En definitive, la solidaridad, como 
el fédéralisme en general, es un proceso politico cuyo resul- 
tado depende de la voluntad de las partes (454). En este punto 
hay que tener en cuenta las numerosas cuestiones que se remiten 
al acuerdo entre el Estado y las Comunidades Autônomas (fija- 
ciôn de 1 porcentaje de participaciôn, convenios para realizar 
tareas comunes, etc.), técnica esta de la que se ha hecho un
excesivo uso, maxime cuando su proliferaciôn no se debe a las 
insuficiencias en cualquier sistema de distribuciôn de competen 
cias, sino a la voluntad de dejar siempre un amplio margen al 
compromiso politico y a decisiones coyunturales.
En la propia regulacion constitucional y legal, aun re- 
conociendo que la solidaridad queda C-OAsCL^rdda como un princi- 
pio basico del ordenam^énto, se senalan algunas fisuras que 
permiten posibles incumplimientos. Asi, Lasarte se ha referido 
al sistema de concierto o convenio, como una posible quiebra 
de la solidaridad, y E. Simon Acosta ha senalado las posibles 
quiebras que pueden derivarse de la- distincion entre naciona- 
lidades y regiones que se efectua en el articulo 2 de la Cons­
tituciôn, asi como del principle dispositive en cuanto al acce 
so a la autonomia y al volumén de competencias asumidas, aun- 
que en este punto se haya producido el proceso autonômico, de 
hecho, con una cierta uniformidad (455).
Por ultimo, un importante obstaculo para la efectiva 
realizaciôn del principle de solidaridad es la ausencia de es- 
tadisticas y dates fiables que sirvan de base para aplicar los 
criterios en base a los cuales se efectûan las transferencias 
de compensaciôn, como vimos en su memento, y la ausencia de 
instrumentes adecuados para "medir" el grade de equilibrio eco 
nom i ce interterritorial existante en cada memento, pese a al- 
gunos intentes aislados por parte de la doctrina econômica, a 
partir del analisis de sistemas (456).
de derecho
4.- Recapitulaciôn final
Estas dificultades prâcticas, que no pueden desconocer- 
se, para la efectiva aplicacion del principle de solidaridad, 
no obstan a las conclusiones sobre el significado fundamental 
de este principle, como criterio rector de la organizaciôn te 
rritorial de la Hacienda Püblica, expuestas en los distintos 
capitules de este trabajo, y que sintetizamos a continuaciôn:
a) La solidaridad no es un principle politico o un mere 
valor ético, sino un principle juridico censtitueional inmedia 
tamente aplicable, que vincula al legislador, a la Administra- 
ciôn y a los Tribunales.
b) Técnicamente, el principle de solidaridad debe desli_ 
garse de otros preceptos y principles con un contenido similar, 
de carâcter redistributive, como los principles de capacidad 
contributiva o de equitativa distribuciôn del gasto publico. En 
efecto, la Constituciôn, aunque no es siempre rigurosa en el 
empleo de esta expresiôn, parece querer reservar el termine pa 
ra referirse a las relaciones interterritoriales entre el Esta­
do y las Comunidades Autônomas o de estas entre si, excluyendo 
por tante la problemâtica de la redistribuciôn interpersonal e 
intersectorial de la renta. Lôgicamente, las exigencias del 
pr’incipio de solidaridad interterritorial se proyectan tambien 
al âmbito intracomuni^tario, pero la Constituciôn no se refie­
re expresamente a este aspecto de la solidaridad, cuya realiza 
ciôn confia el articule 2.2 de la L.O.F.C.A. a cada Comunidad
Autônoma.
c) La solidaridad asi entendida tiene un contenido bâsi^  
ce que es estrictamente financière: la compensaciôn (Finanj? —
ausgleich) horizontal entre las Comunidades Autônomas. A elle 
: e refiere el articulo 138.1 de la Constituciôn cuando astable
ce que "el Estado garantiza la realizaciôn efectiva del princi 
pi o de solidaridad... velando por el establéeimiento de un equ^ 
librio econômico, adecuado y justo, entre las diversas partes 
del terri torio ...". La compensaciôn vertical (entre el Estado 
y las Comunidades Autônomas), en cambio, no es una manifesta- 
ciôn de1 principio de solidaridad, sino exclusivamente de los 
principios de autonomia y suficiencia.
d) La compensaciôn horizontal que exige la Constituciôn 
puede ser tanto directa (transferencias de unas Comunidades 
Autônomas a otros) como indirecta (a través de los Presupuestos 
del Estado), siendo esta ultima la opciôn acogida por el legi^ 
lador, aunque no se pueden descartar "a priori" mecanismos de 
compensaciôn directa, especialmente en los supuestos de conve­
nios entre las Comunidades Autônomas a que se refiere el arti­
culo 145.2 de la Constituciôn.
e) La compensaciôn horizontal tiene un contenido minimo 
que la propia Constituciôn se encarga de concretar en el arti­
culo 158 de la Constituciôn. Por un lado, se exige que en todo 
caso los servicios pûblicos fundamentales, ya sean competencia 
del Estado o esten atribuidos a las Comunidades Autônomas, se 
presten a un nivel minimo en todo el territorio nacional,debien 
do el Estado establecer en sus Presupuestos, en caso necesario, 
una asignaciôn complementaria a las Comunidades Autônomas condj^  
cionada a la referida finalidad. Este es, empero, un mecanismo 
de compensaciôn extraordinaria, ya que/en principio,el sistema 
ordinario de ingresos debe ser suficiente para que las Comuni­
dades Autônomas presten el aludido nivel minimo, y en este sen 
tido la L.O.F.C.A. prevé que si las asignaciones hubiesen de 
reiterarse en un periodo de cinco anos, deberâ modificarse el 
sistema ordinario de ingresos de la Comunidad de que se trate, 
en concrete la participaciôn en ingresos del Estado.
f) Por otro lado, el articulo 158.2 de la Constituciôn
exige la constituciôn de un Fondo de Compensaciôn, cuyos fondes 
serân distribuidos por las Certes a través del procedimiento es 
pecial previsto en el articulo 74.2, que se inicia en el Senado 
y que expresamente se destina a "corregir desequilibrios econô- 
micos interterritoriales y hacer efectivo el principio de soli­
daridad" . Se trata, en este caso, de un instrumente de compen­
sac iôn ordinaria, destinado integramente a gastos de inversiôn, 
que, precisamente por su carâcter ordinario, deberia ser el 
principal instrumente para la aplicaciôn efectiva del principio 
de solidaridad, pero el desarrollo legislative posterior ha 
desvirtuado en parte este significado del Fondo de Compensa­
ciôn Interterritorial. En efecto, el Fondo se ha configurado 
como carga general del Estado, por le que se nutre de los Pre 
supuestos Générales del Estado y no de aportaciones de las Co 
munidades Autônomas mâs prôsperas. Este no séria un obstâculo 
grave, sobre todo si se tiene encuenta que conforme al articulo 
31.1 de la Constituciôn los Presupuestos se nutren fundamental- 
mente de la recaudaciôn obtenida mediante un sistema tributario 
justo inspirado en la capacidad contributiva, lo que lôgicamen 
te debe suponer una mayor aportaciôn, en general, de los resi­
dences en las Comunidades mâs prôsperas. Tampoco constituye, a 
nuestro juicio, un obstaculo para la solidaridad el que el Fon 
do se distribuya en su mayor parte en funciôn de la inversa de 
la renta por habitante, segun la L.O.F.C.A.. En este punto, la 
ley del F.C.I., se ha apartado del mencionado criterio, esta- 
bleciendo en su lugar el cuadrado de la inversa por habitante 
ponderado por la poblaciôn residente en cada Comunidad, lo que 
un sector de la doctrina considéra inconstitucional, pero en- 
tendemos que es precisamente la Ley del Fondo -elaborada en 
la forma prevista en el articulo 74.2 de la Constituciôn- y 
no la L.O.F.C.A., la norma habilitada para fijar los crite­
rios de distribuciôn, por un lado, y que el ponderar el cua­
drado de la renta por habitante por la poblaciôn no es contra
rio a la solidaridad, que exige un equilibrio equitativo, esto 
es, teniendo en cuenta las mayores necesidades de los territo­
ries mas poblados. Sin embargo, si es un obstaculo para la rea 
lizacion efectiva de la solidaridad el que la ley reguladora 
del Fondo de Compensaciôn lo haya configurado no como un insti^ 
tuto exclusivamente al servicio de la compensaciôn horizontal, 
sino tambien, y no en pequena cuantia, como una via para garan 
tizar la suficiencia de las Comunidades Autônomas. Esta es una 
consecuencia de la forma de calcular el coste de los servicios 
transferidos a efectos de determinar el porcentaje de partici­
paciôn de cada Comunidad Autônoma en los tributos del Estado, 
en el periodo transitorio, ya que dicho coste efectivo incluye 
sôlo la inversiôn de reposiciôn, por lo que toda la inversiôn 
nueva ha de canalizarse a través del Fondo, y por tanto todas 
las Comunidades Autônomas, aun las mas desarrolladas, son be- 
neficiarias del mismo. Este es, a nuestro juicio, el punto de 
mâs dudosa constitucionalidad en la regulaciôn del Fondo, por 
lo que deberia meditarse la conveniencia de su modificaciôn, 
ya que el Fondo, tal como esta previsto en el articulo 158.2, 
es un instrumente al servicio de la compensaciôn horizontal pe 
ro no de la suficiencia. Hay que notar que esta modificaciôn 
séria perfectamente compatible con la actual redacciôn de la 
L.O.F.C.A.
g)Los dosmecanismos de compensaciôn horizontal a que nos 
hemos referido son el contenido minimo que el articulo 158 de 
la Constituciôn exige para hacer efectivo el principio de so­
lidaridad, pero el carâcter abierto de la regulaciôn constitu- 
c i onal no excluye otras técnicas aplicativas de la solidaridad 
En particular, hay que destacar la participaciôn de ingresos 
tributarios de1 Estado, ya que la L.O.f.C.A., en el periodo d£ 
finitivo, incluye crifcerios redistributivos a la hora de fijar 
el porcentaje de participaciôn de cada Comunidad Autônoma. Ade 
mâs, deberia el porcentaje de participaciôn, junto con
la cesion de tributos,como mecanismos para financiar la inver­
sion nueva a realizar por las Comunidades Autônomas, lo que pe£ 
mitiria destinar el F.C.I. ûnicamente a compensaciôn horizontal, 
en el sentido propuesto en la nota anterior, y restringir el 
numéro de beneficiarios del F.C.I. Sin embargo, la remisiôn al 
acuerdo para fijar el porcentaje de participaciôn de cada Cornu 
nidad no garantiza que efectivamente se tengan en cuenta crite 
rios redistributivos. Otros mecanismos para hacer efectivo el 
principio de solidaridad, que no estan regulados suficientemen 
te en nuestro ordenamiento, aunque su uso es muy frecuente en 
el Derecho comparado, son las diversas técnicas de financiaciôn 
conj unta de servicios pûblicos y gastos de inversiôn. También 
la solidaridad debe informar, lôgicamente, las inversiones efec 
tuadas directamente por el Estado.
h) La solidaridad, en esta vertiente de compensaciôn a 
que nos venimos refiriendo, ademâs de una exigencia positiva 
cie la existencia de mecanismos que contribuyan a la consecu­
ciôn de1 equilibrio entre las diversas nacionalidades y regio­
nes, encierra una prohibiciôn de medidas encubiertas que alte- 
ren dicho equilibrio. Ello permite afirmar, como principio, la 
interdicciôn constitucional de medidas de compensaciôn "oculta" 
(stille Finanzausgleich), algunas de las cuales estân expresa­
mente recogidas en la Constituciôn, como la prohibiciôn de pr£ 
vilegios econômicos (138.2) o la prohibiciôn de adoptar medi­
das tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio 
(art. 157.2)
i) Junto a la exigencia de equilibrio (compensaciôn ho­
rizontal), el principio de solidaridad encierra una serie de 
exigencias de coordinaciôn y eficacia. En este caso, no se tra 
ta de una proyecciôn especificamente financiera, sino de exi­
ge ne i as mâs générales, que alcanzan a toda la actividad de los 
poderes pûblicos, incluida también, naturalmente, la actividad
financiera. La Constituciôn se refiere en ocasiones genérica- 
mente a este aspecto de la solidaridad junto con el anterior 
(art. 2), y en otras ocasiones, con respecto a la actividad f£ 
nanciera^se mencionan separadamente la coordinaciôn y la soli­
daridad (156.1), pero entendemos que aquella es reconducible 
a esta.
j ) La solidaridad, como exigencia de coordinaciôn, su- 
pone un deber de lealtad a las decisiones générales (Bundes- 
treue), en la adopciôn de algunas de las cuales participan las 
propias Comunidades Autônomas, por ejemplo, suministrando las 
previsiones en base a las cuales el Gobierno élabora el proyec 
to de plan econômico general (art. 131.2 de la Constituciôn). 
La coordinaciôn, por tanto, es un principio que exige, en unos 
casos, la actuaciôn por parte de las Comunidades Autônomas de 
sus competencias, cuando la pasividad resuite perjudicial para 
los objetivos de interés general, y que en otros casos, consti^ 
tuye un limite a las competencias asumidas por las Comunidades 
Autônomas, pudiendo servir incluso de fundamento de deberes y 
obligaciones "extra ordinem" de estas. La coordinaciôn se pro- 
yecta en todos los âmbitos de la actividad financiera -sin que 
sea précise reproducir aqui las diversas manifestaciones con- 
cretas en cada caso, que hemos examinado en el capitule IV- pe 
ro en sentido técnico no es precise acudir al principio de so­
lidaridad en cuanto exigencia de coordinaciôn cuando ya esten 
atribuidas al Estado las competencias necesarias para asegurar 
el minimo de uniformidad requerido, por ejemplo, a través de 
la regulaciôn de las "bases" de determinadas materias.
k) La atribuciôn al Estado de la funciôn de garante de 
la aplicaciôn efectiva del principio de solidaridad sirve para 
fundamentar sus facultades de control sobre toda la actividad 
de las Comunidades Autônomas. En particular, respecto a la ac­
tividad financiera, hay que afirmar -art. 153.d) de la Consti-
tuciôn- la competencia del Tribunal de Cuentas, que se extien- 
de a todos los ingresos (incluso los derivados de recursos pro 
pios) y gastos de todas las Comunidades Autônomas (incluso las 
que tienen ôrganos propios de control). Ademâs, el Estado tiene 
un poder general de vigilancia (Bundesaufsicht), y en supuestos 
determinados puede garantizar en ultima instancia la realiza­
ciôn efectiva de la solidaridad a través de leyes de armoniza- 
ciôn (art. 150.3), que en materia financiera encuentran un es­
pecial apoyo en el articulo 157.3 de la Constituciôn, o a tra­
vés de requerimientos a las Comunidades Autônomas, llegando in 
cluso al empleo de la coacciôn estatal (Bundeswang) conforme a 
lo dispuesto en el articulo 155 de la Constituciôn.
1) Por ultimo, hay que destacar el papel atribuido a la 
jurisprudencia y muy especialmente a la jurisprudencia del Tr£ 
bunal Constitucional para determinar el contenido y hacer efec 
tivo el principio de solidaridad. Hasta la fecha se observa la 
tendencia a recurrir al principio de solidaridad de forma acci­
dentai, buscando ademâs apoyo en otros preceptos constituciona 
les, lo que es perfectamente explicable debido a la amplitud 
con que la Constituciôn recoge manifèstaciones especificas de 
la solidaridad. Ademâs, muchas de las conclusiones que el Tri­
bunal Cons t i tucional extrae de determinados principios consti^ 
tucionales muy bien podrian reconducirse a la solidaridad. ’ 
Piensese, por ejemplo, en là doctrina construidâ eh matéria de 
Deüda Pûblica y operaciônès de crédite en torno al principio 
de unidad de la politica econômica.
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figuraciôn juridica del F.C.I. , cit.,; Palao Taboada, op 
cit., pâgs. 60-61; M.T. Soler Roch, op. cit., pâg. 28.
(353).-C. Albihana Gareia-Quintana, El Fondo de Compensaciôn in 
t; erterr i tori al como dotaciôn sometida al régimen de 1 Pr£ 
supuesto publico, "Organizaciôn territorial del Estado 
(Comunidades Autônomas ), cit•. Vid. L. Prieto Sanchis, 
Sobre la tramitaciôn parlamentaria del Fondo de Compen­
saciôn in terterri tor ial , Revista de las Cortes Generates, 
num. 1 (1984), pâgs. 135 y ss.
(354).-La L.O.F.C.A. sôlo exigia una ley que regulase la ponde- 
raciôn de los criterios que recoge en el articule 16, pe 
ro, siguiendo el parecer de la Comisiôn de Expertes, la 
ley que establece el F.C.I. se ocupa tambien de otras 
cuestiones relativas al Fondo.
(355).-Apud M.T. Soler Roch, op. cit., pâg. 25.
(356).-El articule 8 de la Ley del Fondo recoge la obligaciôn de 
elaborar un programa de desarrollo regional, segun una me 
todologia comùn, aprobada por el Gobierno, consultado el 
Consejo de Politica Fiscal y Financiera. La disposiciôn 
adicional segunda de la citada ley previene la aplica­
ciôn graduai de dicha norma, en funciôn de la participa- 
ciôn porcentual de cada C .A . en el F.C.I. La Ley de Pre-
supuestos fijarâ anualmente los porcentajes. El articulo
8.1 sera de plena aplicaciôn a partir del ejercicio de 
1987
(357).-Bayona de Perogordo, op. cit., pâg. 29; M.T. Soler Roch, 
op. cit., pâgs. 34 y ss.
(358).-A. Martinez Lafuente, Ley de Presupuestos e inconstitu 
cionalidad, R.E.D.F., num. 25, pâg. 59
(359).-Vid. los trabajos de A. Lôpez Nieto y F. Fernândez Ro­
driguez, La solidaridad y el desarrollo regional en la 
Constituciôn y en la L.O.F.C.A. (Introducoiôn a la eco­
nomia de la solidaridad: un anâlisis de sistemas sobre 
los articulos 138.1 y 158.2 de la Constituciôn y una eva 
luaciôn del Fondo de Compensaciôn segun la L.O.F.C.A.), 
en "La Espaha de las Autonomias", cit., pâgs. 191 y ss.; 
De los mismos autores. Sobre el significado econômico
de1 Fondo de Compensaciôn interterritorial, H.P.E., nùm. 
84 (1983), pâgs. 217 y ss.
( 3 6 0 ) . -Vid. M. Maria de Uriarte Zulueta, El Fondo de Compensa­
ciôn interterritorial, cit., quien relata el incidente 
parlamentario ocasionado.
(361).-J. Hernândez Armenteros, T. Mancha Navarro, J.E. Villena 
Peha, Un fondo de compensaciôn interterritorial desvir- 
tuado, R.E.P., 1981, pâgs. 17 y ss.; A. Lopez Nieto y F.
Fernândez Rodriguez, Anâlisis de las divergencias entre 
la Constituciôn, la ley orgânica de financiaciôn de las 
Comunidades Autônomas (L.O.F.C.A.) y el proyecto de Ley 
del Fondo de Compensaciôn interterritorial, R.D.D.P., 
nùms. 18-19 (1983), pâgs. 137 y ss.
(362).-Valeriano Hernândez Martin, El principio de solidaridad 
y el Fondo de Compensaciôn interterritorial, en "La Or­
ganizaciôn Territorial del Estado (Comunidades Autônomas 
cit., entiende que "como las Comunidades Autônomas mâs 
ricas son precisamente las mâs pobladas (la poblaciôn es 
un factor de producciôn de riqueza y, a la vez, la rique 
za atrae a los movimientos migratorios) résulta paradôg_i 
camente que las regiones mâs ricas /pobladas se prefie- 
ren en el reparto a las que lo son menos".
(363).-F. Diez Moreno, Ley de Presupuestos para 1984, incompa- 
tibilidades de Diputados y Senadores, y Fondo de Com­
pensaciôn Interterritorial, P. Y O.P., nùm. 19, en espe­
cial pâgs. 148 y ss.
(364).-C. Lozano Serrano, Consideraciôn juridica del Fondo de 
Compensaciôn Interterritorial,cit.,
(365).-Vid. nota anterior
(366).-Sobre esta distinciôn vid. Linares J.: Régimen de finan­
ciaciôn de las Comunidades Autônomas espaholas, Ed. Dipu 
taciôn General de Aragôn, Zaragoza, 1981, pâg. 158. Aun­
que posteriormente el autor cambia de criteria, en Asig­
naciones presupuestarias para garantizar nivelas minimos 
de servicios fondamentales, II Jornadas sobre aspectos 
presupuestarios y financieros de las Comunidades Autô­
nomas, I.E.A.I., Madrid, 1984, pâgs. 285 y ss.
(367).-J. Lasarte, La financiaciôn de las Comunidades Autônomas 
cit., pâg. 433. En un sentido similar, entiende Cazorla 
que esta asignaciôn se produce "en funciôn de los prin- 
cipios de la unidad del sistema econômico, coordinaciôn,sol, 
daridad y del inexcusable papel de un Estado que se dali-
fique de social y democrâtico de Derecho" (El esquema 
constitucional de la Hacienda de las Administraciones pu 
blicas espaholas, cit., pâg. 52)
( 3 6 8 ) . -Vid. J. Linares, Asignaciones presupuestarias para ga­
rantizar niveles minimos de servicios fondamentales, cit. 
pâgs. 285 y ss.; Fernândez Rodriguez y Lôpez Nieto, Los 
Servicios Publicos Fondamentales en la L.O.F.C.A., R.E.R
(369).- (:.® pàla(f®lp.’ cil.^ 61
(370).-Fërnândez Rodriguez y Lôpez Nieto, op. cit.
(371).-C. Palao, op. cit., pâg. 61
(372).-Vid. J.L. de Juan y Pehalosa, El principios de solidari­
dad interregional. El principio de solidaridad y la re- 
gionalizaciôn de los impuestos, D.A., nùm. 181 (1979), 
pâgs. 191 y ss.
(373).-L.M. Cazorla Prieto, El esquema constitucional de la Ha­
cienda de las Administraciones Pûblicas espaholas, cit., 
pâgs. 40 y ss.; S. Muhoz Machado, La cuestiôn en la Cons 
tituciôn espahola, en "La distribuciôn de las competen­
cias econômicas...", cit., pâg. 359.
(374).-La disposiciôn transitoria primera de la L.O.F.C.A. es­
tablece que el porcentaje de participaciôn se establece- 
râ por una Comisiôn Mixta par^itaria Estado-Comunidad Au 
tônoma, y que se tendrân en cuenta tanto los costes di- 
rectos como los indirectos de los servicios, asi como los 
gastos de inversiôn que correspondan.
El Informe de la Comisiôn de Expertes, de julio de 
1981, enfatizô sobre la necesidad de elaborar una metodo 
logia general, que fuera luego aplicada por las diferen- 
tes Comisiones Mixtas. Dicha metodologia comùn fue apro­
bada, siguiendo los criterios mencionados en el Informe 
por Acuerdo de 18 de febrero de 1982 del Consejo de Pol£ 
tica fiscal y financiera, ya que segùn el articulo 3.2.c ) 
de la L.O.F.C.A., una de las tareas del mencionado Conse
jo es el estudio y elaboraciôn de los "métodos utiliza- 
dos para el calcule de los costes de los servicios tran£ 
f eridos".
(375 ).-Sobre la financiaciôn conjunta de servicios .publicos, Anas to 
pouloSyCit., pâgs. 224 y ss.
(376).-Vid. S. Muhoz Machado, Derecho pùblico de las Comunida­
des Autônomas, cit., vol. I, pâgs. 216 y ss.
(377).-Esta es la opiniôn de PONTIER, citado por Anastopoulos, 
op. cit., pâg. 265
(378).-Vid. Thomas Fleiner, Développement et signification des 
"Interstate Compacts" aux Etats-Unis d'Amérique, en le 
Concordat en Suisse, Fondation pour la collaboration con 
fédérale, 1970
(379).-Alfonso Pérez Moreno, Solidaridad y convenios entre Co­
munidades Autônomas, D.A . nùm. 181; y recogido en "Comu­
nidades Autônomas (solidaridad...), cit., pâgs. 61 y ss.
(380).-El Estatuto vasco, por la posiciôn singular de las pro­
vincias que integran el territorio al quqtee refiere, ha­
ce tambien menciôn de los convenios internos, celebrados 
ante la Comunidad Autônoma; y los territorios histôricos. 
La celebraciôr de estos convenios se comunicarâ a las Cor 
tes Generates y entrarân en vigor transcurridos 20 dias 
desde esta Comunicaciôn. Vid. S. Muhoz Machado, op. cit. 
I, pags. 232 a 234.
(381).-Vid Anastopoulos, op. cit., pâgs. 224 y ss.
(382).-Vid., por todos, Constance Grewe-Leymarie, Le fédéralisme 
coopératif en Répùblique fédérale d'Allemagne, Econômica, 
Paris, 1981, passim.; L. Parejo, Las competencias consti^ 
tucionales econômicas en Alemania federal, en "La distri 
buciôn de las competencias econômicas...", cit., especia^ 
mente pâgs. 199 y ss.
(383).-S.Muhoz Machado, op. cit., I, pâg. 239.
(384).-J. Garcia Ahoveros, La reforma fiscal en marcha y las Ha 
ciendas régionales, en "La financiaciôn...", pâgs. 130 y 
ss. La misma opiniôn es recogida por L.M. Cazorla Prieto 
op.uVt. cit., pâg. 54 en nota 98
(385).-Sobre esta temâtica, vid. M.S. Giannini, Coordinamento 
e collaborazione nella vita degli enti locali (Atti del 
VII Convegno di Studi di Scienza dell'Amministrazione), 
Giuffrè, Milan, 1961, pâg. 144; Bachelet, Voz "coodina- 
mento" en Enciclopedia del Diritto, vol. X, pâg. 631;
S. Buscema, Il Bilancio, vol. I, Giuffrè, Milan, 1971, 
pâg. 614; Giorgetti, Contributo allo studio del coordi-
namento della finanza pubblica, en "Studi in Memoria di 
Carlo Esposito", vol. I, Cedam, Padua, 1972; M. Bertoli­
ssi, L'autonomia finanziaria régionales, cit.; C. Grewe- 
Leymarie, Le Fédéralisme coopératif en République fédé­
rale d'Allemagne, Econômica, Paris, 1981.
En nuestra doctrina, A. de Rovira Mola, La coordina 
ciôn de la gestiôn tributaria ante la autonomia munici­
pal: problemâtica y perspectivas, en "Autonomia y Finan 
ciaciôn de las Haciendas Municipales, I.E.F., Madrid, 
1979, especialmente pâgs. 349 y ss.; J.L. Muhoz del Cas­
tillo y M. Vega Herrero, El reparto de las competencias 
financieras en Italia: La financiaciôn de las regiones
D.A., num. 181 (1979), especialmente pâgs. 32 y ss.; M.
Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financiera 
en la Hacienda regional, en "Organizaciôn Territorial 
del Estado (Comunidades Autônomas)", cit., etc.
(386).-Bachelet, op. cit., pâgs. 631 y 635
(387).-Vid. nota 385
(388).-C. Palao Taboada, La Hacienda regional y el Proyecto de 
Constituciôn, cit., pâg. 13
(389).-E. Linde Paniagua, La coordinaciôn de las Administracio 
nés pûblicas en la Constituciôn espahola de 1978, Minis­
terio de Justicia, 1981
(390).-El principio de coordinaciôn financiera en la Hacienda 
regional, cit.
(391).-M. Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financie­
ra..., cit.; J.L. Muhoz del Castillo, La financiaciôn de 
las regiones en Espaha,cit., pâg. 251.
Respecte al caso italiano, vid. M. Bertolissi, L'auto 
nomia finanziaria régionale, cit.; J. Herrero Madariaga, 
La Hacienda de las regiones italianas con estatuo ordi­
nario, R.E.R., num. 9 (1982); A. Aparicio Pérez, Funda­
mento constitueional de la Hacienda regional en el orde 
namiento juridico italiano, R.E.D;F., num. 13 (1977)
Algunos Estatutos que proclaman expresamente la coor 
dinaciôn no sôlo con la Hacienda estatal sino tambien 
con la local son, entre otros, los de Cantabria (art. 
44), Asturias (art. 42), Murcia (art. 40), Aragôn (art. 
46), Castilla-La Mancha (art. 42), Castilla-Leôn (art. 
33), Baléares (art. 54) y Madrid (art. 51).
(392).-M. Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financie­
ra..., cit.; J.L. Muhoz del Castillo, La financiaciôn de 
las regiones en Espaha, cit., pâg. 251; E. Linde Pania­
gua, La coordinaciôn de las Administraciones pûblicas en 
la Constituciôn espahola de 1978, cit., pâgs. 18 y 19.
(393).-Fr. J. Garcia Roca (La solidaridad autonômica, valor del 
ordenamiento, cit., pâgs. 270.271) entiende que no exis­
te en la norma constitucional un principio autônomo de 
cooperaciôn Estado-Comunidades Autônomas, aunque si de 
mera coordinaciôn, y que "toda la ingenieria constitucio 
nal en esta cuestiôn podria reconducirse a la solidari­
dad orgânica o cooperaciôn, interrelacionando ambas ar- 
ticulaciones constitucionales".
(394).-R. Martin Mateo, Manual de Derecho Autonômico..., cit., 
pâg. 285.
(395).-Vid. S.T.C. 1/1982 de 28 de enero (B.J.C. 1982 -10) y el 
comentario de J. Martin Queralt, Jurisprudencia financie 
ra y tributaria de1 Tribunal Constitueional, tomo I (1983) 
Civitas, Madrid, 1984, pâgs. 147 y ss.
(396).-A.E.Hanson y H.S.Perloff, State and Local Finance in the 
National Economy, New York, 1944, pâg. 49; Cfr. igualmen 
te W. Oates, Fiscal Federalism, New York, 1972, pâg. 4; 
R.W. Rafuse, Cyclical behavior of State-Local finance, 
en Essays in fiscal federalism (R.A. Musgrave ed.). Was 
hington, 1965, pâg. 64.
Respecte a Suiza, puede verse A. Wagner, Die Auswir- 
kungen der offentlichen Haushalte af den Konjunkturver- 
lauf in der Schweiz, 1955-1970, en Revue suisse d'écono­
mie politique et de statistique, 1973,1, pâgs. 17 y ss.; 
J.J. Schwartz, Fédéralisme coordonné. Elements pour une 
synthèse entre l'harmonisation fiscale, la politique ré 
gional et la péréquation financière. Berna y Stuttgart, 
1978, pâg. 17
Para Alemania K. Stern, Das Staatsrecht, cit., pâgs. 
594 y ss. (ibidem para bibligrafia)
En cuanto a Espaha, R. Ortega Fernândez, La politica 
monetaria en la distribuciôn de competencias econômicas 
definida en la Constituciôn espahola de 1978, Lecturas 
de Economia espahola e internacional, Ministerio de Eco 
nomia y Comercio, 1981, pâgs. 185 y ss.; V. Querol Bell£ 
do. La coordinaciôn de la politica presupuestaria de las 
Comunidades Autônomas con la del Estado, P. y G.P., num. 
19 (1984), pâgs. 91 y ss.
(397).-El articulo 22 de la L.O.F.C.A. contempla expresamente 
la posibilidad de crear ôrganos fisealizadores especifi- 
cos no sôlo en las Comunidades cuyos Estatutos los pre- 
vean, sino también en base a una autorizaciôn legal y aun 
que esta ultima posibilidad no se recoge en la L.O.T.C. 
(arts. 1 y 26.3), entendemos con M. Fernândez Junquera 
(Notas sobre el Tribunal de Cuentas y las Comunidades Au 
tônomas, P.y G.P., num. 19 (1984), pâgs. 77 y ss.^que exis 
te la posibilidad de crear estatutaria o legalmente, or-
ganos fiscalizadores de cuentas propios de las Comunida- 
des, similares y paralelos al Tribunal de Cuentas esta- 
tal.
(398).-En el proyecto de L.O.F.C.A., se establecia que, salvo 
el case de subvenciones especificas del Estado, el con­
trol del Tribunal de Cuentas se rendiria ante la Asam- 
blea de cada Comunidad Autonoma.En su redaccion définit^ 
va, el articulo 22 no recoge ninguna norma sobre este pun 
to .
(399).-F. Vicente-Arche, El Tribunal de Cuentas y las Comunida- 
des Autonomas, en "El Tribunal de Cuentas en Espafia" , 
vol. I, I.E.F., Madrid, 1982, pag. 186
(400).-M. Fernandez Junquera, Notas sobre el Tribunal de Cuen­
tas y las Comunidades Autonomas, cit., pag. 79
(401).-M. Fernandez Junquera, op. cit., pags. 77 y ss.
(402).-L. Sanchez Serrano, El control economico y presupuestario 
de las Comunidades Autonomas por el Tribunal de Cuentas/ 
op.cit., pag. 1328
( 403 ) .-Albinana, El Control**^e las actividades economicas y f 
nancieras de las Comunidades Autonomas, op. cit., pag.
56; L. Sanchez Serrano, op. cit., pag. 1330; J. Ramallo/ 
El control de la Hacienda no estatal por el Tribunal de 
Cuentas, cit., pag. 1236
(404).-M. Fernandez Junquera, op. cit., pags. 83-84
(405).-J.Ramallo Massanet, op. cit., pag. 1236
(406).-Sobre el derecho comparado, vid. Anastopoulos, op. cit. 
pags. 361 y ss.
(407).-Vid. J. Tornos Mas, La intervencion de las Comunidades 
Autonomas en la economia, R.E.D.A., num. 21 (1979), pags. 
221 y ss.; G . Saenz de Buruaga, Una metodologia para la 
Programacion Regional, R.E.R., num. 7 (1981), pags. 291
y ss .
(408).-Conf1icto de competencia num. 343/1982 planteado por el 
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluna, en rela 
cion con el articulo 5 del Real Decreto 988/1982 de 30 
de abril, sobre concesiôn de subveneion- del Estado para 
fines culturales. S.T.C. 84/1983 de 24 de octobre (pleno) 
B.J.C., 1983-31, pâgs. 1363 y ss.
(409).-J. Tornos Mas, op. cit., pâg. 230, quien sigue la opinion 
de Garcia Pelayo, Las transformaciones del Estado contem 
porâneo, Madrid, 1977, pâgs. 122 y ss. Respecto al Dere­
cho comparado, y en particular la experiencia italiana
del "Consiglio Nazzionale di Economia e di Lavoro", es- 
tablecido en el articulo 99 de la Constitucion, cfr. 
PREDIERI, Planificazione e Costituzione, Milan, 1963, 
pâgs. 443-449; PALADIN, Ostacoli e prospettive nei ra- 
pporti fra Regione e C.N.E.L., en "Le Regioni", 1978, 
num. 1, pâgs. 33 y ss.
(410),-Vid. A.A.V.V., La deuda publica, I.E.F., 1982; el numé­
ro 20 de H.P.E. (monogrâfico); J.J. Ferreiro, Anâlisis 
del Patrimonio, el Tesoro y la Deuda Publica, Hacien­
da y Cons t i tuci on, I.E.F., 1979; del mismo autor, Anâli_ 
sis juridico de la Deuda Publica, R.A.P., num. 53 (1967), 
pâgs. 131 y ss; Albinana, ver Deuda Publica, en Nueva 
Enciclopedia juridica Seix, 1955; R. MuRoz Lopez-Carmo- 
na, Las operaciones de crédite de las Comunidades Auto 
nomas en la L.O.F.C.A., R .H .A ,L ., num. 38 (1983), pâgs. 
325 y ss; J.M. Tejerizo Lopez, La Deuda publica de las 
Comunidades Autonomas, R.E.D.F, num. 2 3 (1979), pâgs.
455 y ss; J. A. Anton Pérez, El crédite en el sistema 
financière de las Comunidades Autonomas, en "Organi­
zation Territorial del Estado (Comunidades Autonomas)";
M. Gonzalez Sanchez, Requisites y limites de las opera­
ciones de crédite de las Comunidades Autônomas, ibidem 
etc.
(411).-Rafael Calvo Ortega, La financiaciôn de las Regiones, en 
"Las Autonomias régionales. Aspectos politicos y juri- 
dicos", Inst. Nac. de Prospective, Madrid, 1977, pâg.
474. En el mismo sentido J.M. Tejerizo Lôpez, op. cit., 
pâgs. 459-460.
(412).-Vicente Querol Bellido, La coordinaciôn de la politica 
presupuestaria de las Comunidades Autonomes con la del 
Estado, P. y G.P., num. 19 (1984), pâg. 101
(413).-J. Martin Queralt, Jurisprudencia financière y tribute 
ria del Tribunal Constitucional, tomo I (1983), Civitas 
Madrid, 1984, pâg. 176
(414).-Vid. el comentario de F. Diez Moreno, en Presupuesto y 
Gasto Publico, num. 16, pâgs. 189 y ss.
(415).-M. Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financière 
en la Hacienda regional, cit.;Vid. también, Isidore Mar­
cos Sanz, Régimen presupuestario de las Comunidades Auto 
nomas, R.E.D.F., num. 30 (1981), pâgs. 265 y ss.; E. Re­
coder de Casso, Principles légales para la elaboraciôn, 
aprobaciôn y ejecuciôn de les presupuestos de las Comu­
nidades Autônomas, P. y G.P., num. 9 (1981), pâgs. 141 y 
ss .
(416).- L. M. Cazorla Prieto, Incidencia de la nueva Constitu-
cion en la legislacion territorial tributaria, Hacienda 
y Constituciôn, cit., pâgs. 775 y ss.; José Luis de Juan 
y PeMalosa, El principio de solidaridad interregional.
El principio de solidaridad y la regionalizacion de los 
impuestos, D.A., num. 181 (1979), pâg. 201.
(417).-C. Palao, La Hacienda regional y el proyecto de Constitu 
ciôn, cit., pâg. 19
(418).-M. Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financière 
en la Hacienda regional, cit.
(419).-M. Vega Herrero, El principio de coordinaciôn financière 
en la Hacienda regional, cit., Fr. Nunez Beluda, La ce- 
siôn de tributes a las Comunidades Autônomas. Un examen 
de su normative, R.H.A.L., num. 40 (1984), pâgs.39 y ss.;
A. Martinez Lafuente, La cesiôn de tributes del Estado
a las Comunidades Autônomas, Civitas, Madrid, 1983; Cle­
mente Checa Gonzalez, La delegaciôn de competencies ad­
ministrât ivas del Estado a las Comunidades Autônomas en 
relaciôn con los tributes cedidos, R.H.A.L., num. 38 
(1983), pâgs. 309 y ss.; Nestor Fernândez Feijôo, Trans 
ferencias de los servicios de Hacienda a las Comunidades 
Autônomas, P. y G.P., num. 19 (1984), pâgs. 65 y ss.;
A. de Rovira Mole, La coordinaciôn de la gestiôn tribu 
tarie ante la autonomie municipal: problemâtica y pers­
pective, en Autonomie y financiaciôn de las Haciendas 
Municipales, Madrid, I.E.F., 1979, especialmente pâgs.
364 y ss.; José Luis de Juan y Penalosa, El principio de 
solidaridad interregional. El principio de solidaridad 
y la regionalizaciôn de los impuestos, cit., especial­
mente pâgs. 201 y ss.
(420).-Francisco Sosa Wagner y Raul Bocanegra Sierra, La organdy 
zaciôn financière en las Comunidades Autônomas, R.E.D.A. 
num. 28 (1981), especialmente pâgs. 13 y ss.
(421).-S.T.C. 58/1982 de 27 de julio (B.J.C. 1982-18, pâgs. 757 
y ss); S.T.C. 85/1984 de 26 de julio (B.J.C. 1984-40/41, 
pâgs. 1059 y ss.)
(422).-Anastopoulos, op.cit., pâgs. 386 y ss.
(423).- Informe..., cit., pâg. 124
(424).-Informe ... , cit., pâg. 113.
(425).-Vid, entre otros, E. Simôn Acosta, La financiaciôn de 
las regiones en funciôn de los bienes y servicios de 
provisiôn regional, D.A., num. 181 (1979), pâgs. 248 y
ss .
(426).-Vid. Juan Linares y Martin de Rosales, Comentarios a la 
Ley Orgânica de Financiaciôn de las Comunidades Autôno­
mas, cit., pâgs. 152 y ss.) sobre la actividad de este
organo en relaciôn con la coordinaciôn de las operaciones 
de crédite R. Muhoz Lopez-Carmona, Las operaciones de 
crédite de las Comunidades Autônomas en la L.O.F.C.A.,
R .H .A ,L ., num. 38 (1983), pâgs. 333 y ss.;
(427).-Vid. Francisco José Vanaclocha Bellver, Estudio sobre el 
desarrollo por ley ordinaria del articulo 131 del texte 
constitucional, Presidencia del Gobierno,Cuadernos de 
Documentaciôn num. 32, Madrid, 1980. Se incluyen referen 
cias al Derecho Comparado y bibligrafia.
(428).-S. Muhoz Machado, Derecho publico de las Comunidades Au­
tônomas, cit., vol. II, pâgs. 26 y ss.
(429).-Vid. los Distamenes sobre la representaciôn de Senadores 
que corresponde a Cataluha en aplicaciôn del articulo 
69.5 de la Constituciôn y sobre duraciôn del mandate de 
los Senadores designados por las Comunidades Autônomas
en aplicaciôn de dicho precepto, recogidos ambos en Revi^
ta de las Certes Generates, num. 2 (1984), pâgs. 134 y
ss.; y 145 y ss., respectivamente. También J. Elizalde,
El Estado como Câmara de representaciôn territorial en 
el Estado de las autonomias: Una perspectiva comparada,
Rev. de politica comparada, num. 6 (1981)
(430).-E. Garcia de Enterria, La Constituciôn como norma y el 
Tribunal Constitucional, Civitas, Madrid, 1981, pâgs. 50
y ss .
(431).-Para bibliografia, vid. el primer case de afirmaciôn del 
valor normative de la Constituciôn en el comentario de 
M. Aragôn, La Sentencia del Tribunal Supremo sobre la 
legalizaciôn del P.C.E. (un case de control judicial de 
la constitucionalidad de las Leyes), R.E;D.A., num. 14 
(1977), pâgs. 507 y ss.
(432).-E. Garcia de Enterria, op. cit., pâgs. 97 y ss., especial^ 
mente pâg. 99, donde se refiere a las "normas constitucio 
nales inconstitucionales" (Verfassungswidrige Verfassungs 
normen)
(433).-E.Garcia de Enterria, op. cit., pâg. 99.
(434).-Sobre la realizaciôn de los principles de solidaridad y 
redistribuciôn en el âmbito local, antes de la antrada 
en vigor de la Constituciôn, vid. A. de Rovira Mola, Los 
Fondes fiscales con finalidad redistributiva, I.E.A.L., 
Madrid, 1976, pâgs. 177 y ss.
(435).-S. Muhoz Machado, Derecho publico de las Comunidades Au­
tônomas, cit., vol. I, pâg. 185.
(436).-Cfr. BVerfGE, 14, pâg. 215; 12, pâg. 239.
(437).-Vid. Bayer, Die Bundestreue, cit., pâgs. 59 y ss.
(438).-F.J. Garcia Roca, La solidaridad autonômica, valor del 
ordenamiento, cit., pâg. 269; Hans Joachim Faller, El 
principio de lealtad federal en el orden federative de
la R.F.A., R.E.P., num. 16 (1980), pâgs. 197 a 203; Gu-
mersindo Trujillo, L.O.A.P.A. y Constituciôn, cit., 
pâgs. 21 y ss. En la doctrina alemana. Bayer, op. cit., 
pâgs. 58 y ss.; 77 y ss.; 99 y ss.
(439).-Giorgio Lombardi, Contribute alio studio dei doveri cos
tituzionali, Giuffrè, Milân, 1967, ' fags. 45 y ss.; y
465 y ss.
(440).-La solidaridad no es sôlo un principio rTîoral, sine un 
principio politico con operatividad juridica que se de- 
sarrolla a través de la ley y en la forma que esta esta 
blezca, como afirma Garcia Ahoveros, en su intervenciôn 
durante la discusiôn en el Senado del primer proyecto de 
ley reguladora del F.C.I.
(441).-Martines Lafuente, Ley de Presupuesto e inconstituciona 
lidad, R.E.D.F., num. 25, pâg. 59
(442).-La expresiôn, referida a la Bundestreue^es de Arndt y 
Mosler, citados por Bayer, op. cit., pâg. 64, especial­
mente nota 11
(443).-Vid, por todos, E. Garcia de Enterria, La Constituciôn 
como norma y el Tribunal Constitucional, cit., pâgs. 
102-103; para bibliografia, especialmente la doctrina 
alemana de la "Verfassungskonforme Auslelung von Geset- 
zen", ibidem, pâgs. 111 y ss.
(444).-Vid., en general, R. Martin Mateo, Manual de Derecho Au 
tonômico, cit., pâgs. 277 y ss; Luciano Vandelli, El or 
denamiento espahol..., cit., pâgs. 317 y ss.; S. Muhoz 
Machado, Derecho Publico de las Comunidades Autônomas, 
cit., t. I, pâg. 450 y ss.; t.II, pâgs. 255 y ss.
(445).-Vid. los trabajos de F. Vicente-Arche, M. Fernândez Jun­
quera, Sosa y Bocanegra, etc., citados en un epigrafe an 
terior.
(446) .Vid.Bayer,Die Bundestreuq,, cit. ,p«^88 y ss., donde se considé­
ra especial la "Bundesaufsicht" (vigilancia federal) 
en relaciôn con la aplicaciôn de la "Bundestreue" al po- 
der ejecutivo.
El Tribunal Constitucional Federal, inspirandose en 
una distinciôn establecida por Triepel,entiende que el 
control de la observaciôn de la Bundestreue es recondu- 
cible al campo de la "selbstàndige Aufsicht” (vigilancia 
autônoma), y por lo tanto no puede ser objeto de la vi-
gilancia federal, puCS esta es una vigilancia funcional 
o dependiente (abhangig Bundesaufsicht) y por tanto solo 
es aplicable a la ejecuciôn por los Lander de las leyes 
federales (Bundesgesetze) en el sentido estricto del ter 
mino, como leyes formales. (Cfr. Schwarz-Liebermann von 
Wahlendorf, op. cit., pâgs. 788 y ss.)
(447).-Vid. Eliseo Aja y Francesc de Carreras, Carâcter de las 
leyes de armonizaciôn, R.D.D.P., nûms. 18-19 (1983), 
pâgs. 59 y ss.
(448).-S. Muhoz Machado, Derecho publico de las Comunidades Au 
tônomas, cit., t.I, pâg. 453.
(449).-A. Pérez Moreno, Solidaridad y convenios entre Comunida­
des Autônomas, en "Comunidades Autônomas (solidaridad...)" 
cit., pâg. 73; del mismo autor, Técnicas jurîdicas garan 
tizadoras del principio de solidaridad regional, ibidem, 
pâg. 59.
(450).-A. Pérez Moreno, Técnicas jurîdicas garantizadoras del 
principio de solidaridad, cit., pâg. 58
(451).-Vid., sobre este punto, el trabajo del profesor E. Gar­
cia de Enterria "principio de legalidad, Estado material 
de Derecho y facultades interprétâtivas y constructoras 
de la jurisprudencia en la Constituciôn", donde se aub- 
raya la importancia de la creaciôn jurisprudencial no 
sôlo del T.C., sino también de la jurisdicciôn ordina­
ria, y se comenta la S.T.C. de 2 de noviembre de 1983 
donde en relaciôn con el articulo 25 de la Constituciôn, 
el Tribunal rechaza que una creaciôn jurisprudencial (en 
el caso concrete la del delito continuado) deba conside- 
rarse como de carâcter puramente extra-legal, y por tan­
to acepta la constitucionalidad de su aplicaciôn aun an­
tes de 1983 fecha en que el delito continuado se incor­
pora al Côdigo penal.
(452).-Cfr. M. Garcia Pelayo, Las transformaciones del Estado 
contemporâneo, Madrid, 1977 y del mismo autor, El status 
del Tribunal Constitucional, R.E.D.C., num. 1 enero-abril, 
1981, pâg. 27.
(453).-Vid intervenciôn de Garcia Ahoveros en el Senado, Diario 
de Sesiones, 25 de junio de 1980 (num. 66), pâg. 3225.
Un juicio pesimista sobre la solidaridad también en Juan
Linares y Martin de Rosales, Comentarios a la Ley Orgâni_
ca de Financiaciôn de las Comunidades Autônomas,cit., 
pâg. 150.
(454).-Anastopoulos, op.cit., pâgs. 412 a 414.
(455).-E. Simôn Acosta, La financiaciôn de las regiones en fun-
ciôn de los bienes y servicios de provisiôn regional,D.A 
num. 181 (1979), pâgs. 240 a 245
(456).-Por ejemplo A, Lôpez Nieto y F. Fernândez Rodriguez, "La 
solidaridad y el desarrollo regional en la Constituciôn 
y en la L.O.F.C.A. Introducciôn a la Economia de la so­
lidaridad: un anâlisis de sistemas sobre los articulos
138.1 y 158.2 de la Constituciôn y una evaluaciôn del 
Fondo de Compensaciôn segûn la L.O.F.C.A.", en "La Espa- 
ha de las Autonomias (pasado,présente y futuro)", Espa- 
sa Calpe, Madrid, 1981, tomo II, pâgs. 185 y ss. Una re­
ferenda a los obstâculos, desde el punto de vista eco- 
nômico, al desarrollo regional, en Junn R . Quintâs Seoa- 
ne, El hecho autonômico y el desarrollo regional, ibidem, 
tomo II, pâgs. 119 y ss.
B!BL!OTECA  
DE DERECHO
APENDICE DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL
JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL
S.T.C. de 2 de febrero de 1981
Recurso de inconstitucionalidad num. 186/1980 centra diver­
ses articules del Texte Refundido y Articulado de las Leyes de 
Bases de Régimen Local, de 17 de julio de 1945 y 3 de diciembre 
de 1953, aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955; de la Ley 
de Bases de Sanidad Nacional de 25 de noviembre de 1944; de la 
Ley de Montes, de 8 de junio de 1957; del Texto Articulado Par- 
cial, aprobado por Real Decreto de 6 de octubre de 1977; de la 
Ley 41/75, de Bases del Estatuto de Régimen Local, y la base 33 
pârrafo 2 s, de la misma.
B.J.C. nùm.1, p . 7
Materias: AUTONOMIA; SUFICIENCIA; BIENES COMUNALES Y PRO­
PIOS; CONTROL DE HACIENDAS LOCALES; REGIMEN DE CAR 
TA; PRINCIPIO DE UNIDAD; COMPETENCIAS EXCLUSIVAS; 
INTERES RESPECTIVO; PRINCIPIO DE IGUALDAD; VALOR 
JURIDICO DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES.
S.T.C. de 13 de febrero de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 189/1980 contra varios 
preceptos de la Ley Orgânica 5/1980, de 10 de junio, por la que 
se régula el Estatuto de Centros Escolares.
B.J.C. nùm. 1 p . 23
Materias: SUPLETORIEIDAD DEL DERECHO ESTATAL
S.T.C. de 29 de abril de 1981
Cuestion de inconstitucionalidad nùm. 17/1981, sobre el arti­
culo 365.1 de la Ley de Régimen Local.
B.J.C. nùm. 2, p. 106
Materias: AUTONOMIA LOCAL; CONTROL SOBRE LA ACTIVIDAD DE COR 
PORACIONES LOCALES.
S.T.C. de 1 de junio de 1981
Cuestion de inconstitucionalidad nùm. 231/1980, sobre el ar­
ticulo 252.2 y 3 de la Compilaciôn del Derecho Civil Especial de 
Cataluha, en relaciôn con el articulo 39.2 de la Constituciôn.
B.J.C. nùm.3, p. 163
Materias: PRINCIPIO DE IGUALDAD
S.T.C. de 14 de .julio de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 25/1981, promovido por 
el Parlamento Vasco contra la Ley Orgânica 11/1980, sobre los su- 
puestos previstos en el articulo 55.2 de la Constituciôn.
B.J.C. nùm. 5, p. 32 5
Materias: AUTONOMIA; ESTATUTO DE AUTONOMIA ; INTERES RESPEC­
TIVO; PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD; SUPLETORIEDAD DEL DE 
RECHO ESTATAL; PRINCIPIO DE UNIDAD; COMUNIDADES AU­
TONOMAS Y TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.
S.T.C. de 20 de julio de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm.38/1981, promovido por 
don Nestor Padrôn Delgado y cincuenta y très Diputados mâs, con­
tra los articulos 36,37,38,43 y Disposiciôn adicional 5  ^ de la 
Ley 74/1980, de 29 de diciembre, de Presupuestos Générales del E^ 
tado para 1981.
B.J.C. nùm. 6, p. 403
Materias: PRINCIPIO DE IGUALDAD
S.T.C. de 28 de julio de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 40/1981, promovido por 
el Présidente del Gobierno, contra la Ley de Cataluha nùmero 6/ 
1980, de 17 de diciembre, por la que se régula la "transferencia 
urgente y plena de las Diputaciones catalanas a la Generalidad’.
B.J.C. nùm. 6, p. 415
Materias: AUTONOMIA;"BASES"; ESTADO
S.T.C. de 5 de noviembre de 1981
Conflicto positive de competencia promovido por el Consejo 
Ejecutivo de la Generalidad contra el Gobierno de la Naciôn, en 
relaciôn con el Real Decreto 405/1981, de 10 de marzo, que garan 
tiza el funcionamiento del servicio pùblico ferrocarril metropo- 
litano y transportes urbanos de Barcelona
B.J.C. nùm. 7, p. 522
Materias: LEGISLACIÔN Y EJECUCION
S.T.C. de 16 de noviembre de 1981
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley del Parlamento Vasco 3/1981, de 12 de 
febrero, sobre Centros de Contrataciôn de Cargas en Transporte
Terrestre de Marcancias.
B.J.C. num. 7, p. 491.
Materias: COMPETENCIAS EXCLUSIVAS; INTERES RESPECTIVO; LIBER
TAD DE EMPRESA; PRINCIPIO DE CONSERVACIÔN DE LA LEY; 
PRINCIPIO DE IGUALDAD; TERRITORIALIDAD; PRINCIPIO 
DE UNIDAD.
S.T.C. de 18 de diciembre de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 208/1981, promovido por 
el Présidente del Gobierno, contra la Ley del Parlamento Vasco 4/ 
1981, de 18 de marzo, sobre "designacion de Senadores représen­
tantes de Euskadi".
B.J.C. nùm. 9, p .3
Materias: INTERES RESPECTIVO; REITERACIÔN DE PRECEPTOS EN NOR
MAS DE RANGO INFERIOR.
S.T.C. de 22 de diciembre de 1981
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 221/1981, promovido por 
el Présidente del Gobierno, contra el articulo 13.2 y disposicicn 
transitoria segunda, apartado 1 s, de la Ley de la Generalidad de 
Cataluha nùm. 3/81, de 22 de abril, sobre Bibliotecas.
B.J.C. nùm. 9. p. 14
Materias: PRINCIPIO DE IGUALDAD: REPARTO DE COMPETENCIAS ESTADO-CO 
MUNIDADES AUTONOMAS
S.T.C. 1/1982. de 28 deenero
Conflictos positives de competencia nùms. 63 y 191. El prime- 
ro planteado por el Gobierno Vasco en relaciôn al Real Decreto 
2869/1980, de 30 de diciembre,"por el que se establecen las con- 
diciones y el orden de prioridad para la computabi1idad de los 
valores de renta fija emitidos por las Comunidades Autônomas en 
el coeficiente de fondos pùblicos de laf Cajas de Ahorro". El se- 
gundo promovido por el Abogado del Estado, frente al Decreto del 
Gobierno Vasco 45/1981, de 16 de marzo, "sobre régimen de depen- 
dencia de las Cajas de Ahorro de la Comunidad Autônoma del Pais 
Vasco"
B.J.C. nùm. 10, p.117
Materias: "BASES"; COMPETENCIAS EXCLUSIVAS; CREDITO; PLANIFI
CACION ECONOMICA; CONSTITUCION ECONOMICA; UNIDAD 
ECONOMICA; PRINCIPIO DE UNIDAD; CAJAS DE AHORRO; 
COMPUTABILIDAD EN EL COEFICIENTE DE FONDOS PUBLICOS
S.T.C. 5/1982, de 8 de febrero
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley de la Generalidad de Cataluha 4/1981, 
de 4 de junio, de medidas urgentes sobre funciôn publica.
B.J.C. nùm. 10, p. 95
Materias: "BASES"; COMPETENCIAS EXCLUSIVAS ; SUPLETORIEDAD DEL 
DERECHO ESTATAL
S.T.C. 6/1982, de 22 de febrero
Conflictos positivos de competencia nùms. 211 y 214/1981, a- 
cumulados, sobre "funcionamiento en el Pais Vasco y Cataluha de la 
Al ta Tnspecciôn del Estado en materia de ensehanza no universita- 
ria".
B.J.C. nùm. 11, p. 206.
Materias: CONTROL DEL ESTADO SOBRE COMUNIDADES AUTONOMAS; 
PRINCIPIO DE IGUALDAD.
S.T.C. 10/1982, de 23 de marzo
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley 6/1981, de 19 de junio, de la Genera­
lidad de Cataluha, reguladora del Consejo Asesor de Radio y Tele- 
visiôn Espahola en Cataluha.
B.J.C. nùm. 12, p. 2 55.
Materias:"BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD” ESTATUTO DE AUTONOMIA;
PRINCIPIO DE IGUALDAD; SUPLETORIEDAD DEL DERECHO ES­
TATAL; REITERACIÔN DE PRECEPTOS EN NORMAS DE RANGO 
INFERIOR.
S.T.C. 18/1982, de 4 de mayo
Conflictos positivos de competencia, acumulados, planteados 
por el Gobierno en relaciôn al Decreto 39/1981 del Gobierno Vasco, 
y por el Gobierno Vasco respecto al Real Decreto 1040/1981, de 
22 de mayo, ambos sobre Registre de Convenios Colectivos de Tra-
baj o .
B.J.C. nùm. 13, p.361.
Materias: ESTATUTO DE AUTONOMIA; LEGISLACIÔN Y EJECUCIÔN; SU 
PREMACIA DE LA CONSTITUCIÔN
S.T.C. 26/1982, de 24 de mayo
Conflicto de competencia promovido por el Gobierno frente a 
la Generalidad de Cataluha, en relaciôn don los Décrétés 82/1981,
de 10 de abril, y 83/1981, de 13 de abril, sobre concesiôn de 
emisoras de fecuencia modulada.
B.J.C. nùm. 14, p. 458.
Materias: "BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD"; PRINCIPIO DE IGUAL 
DAD .
S.T.C. 35/1982, de 14 de Junio
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley 9/1981, de 30 de septiembre, del Par­
lamento Vasco, sobre creaciôn del Consejo de Relaciones Laborales
B.J.C. nùm. 15, p. 532
Materias: LEGISLACION Y EJECUCION; UNIDAD Y AUTONOMIA.
S.T.C. 39/1982, de 30 de junio
Conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno 
de la Naciôn, frente al Decreto del Gobierno Vasco 108/1981, de 
23 de septiembre, de desarrollo del articulo 15 de la Ley 8/1981, 
sobre Presupuestos Generates de la Comunidad Autônoma del Pais 
Vasco para 1981.
B.J.C. nùm. 16/17, p. 668
Materias: LEGISLACIÔN Y EJECUCIÔN; PRESUPUESTOS DEL PAIS VAS 
CO .
S.T.C. 48/1982, de 12 de julio
Conflicto positivo de competencia planteado por el Abogado 
del Estado contra las Resoluciones dictadas por el Departamento 
de Trabajo de la Generalidad de Cataluha de 29 de julio y de 13 
de agosto de 1981, por las que se ordena la inscripciôn, publica- 
ciôn y envio al Institute de Mediaciôn, Arbitraje y Conciliaciôn 
de los Convenios Colectivos de las empresas "Corberô, S.A." y 
"Comercial de Laminados, S.A.".
B.J.C. nùm. 16/17, p. 685.
Materias: TERRITORIALIDAD
S.T.C. 54/1982, de 26 de julio
Conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno 
de la Naciôn frente al Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Ca­
taluha sobre el Decreto de dicho Consejo Ejecutivo nùm. 346/1981 
de 10 de septiembre, por el que se determinan las funciones a rea 
lizar por el personal con categoria'**administrativo y se amplia la
escala de puestos de trabajo de la Generalidad, ahadiendo la ca- 
tegoria de auxiliar administrative.
B.J.C. num. 18, p. 813
Materias: "BASES".
S.T.C. 58/1982, de 27 de julio
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra los articules 7.3, 9.3, 11 y 21.2, ultime in­
cise, de la Ley 11/1981, de 7 de diciembre, del Parlamento Cata­
lan, que régula el Patrimonio de la Generalidad de Cataluha.
B.J.C. nùm. 18, p. 757
Materias: DESARROLLO LEGISLATIVO POR LAS CCAA DE LAS BASES
DEL ESTADO; PATRIMONIO DE LA GENERALIDAD; USO MALI- 
CIOSO DE LAS NORMAS* PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD; L.O.F.C.A.
S.T.C. 57/1982. de 27 de iulio
Conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno 
de la Naciôn en relaciôn al Decreto nùm. 83/1981, de 15 de julio. 
del Gobierno Vasco, sobre regulaciôn colectiva de las condiciones 
de trabajo de la Administraciôn Local.
B.J.C. nùm. 18, p. 821
Materias: DESARROLLO LEGISLATIVO pO^ LAS CCAA DE LAS BASES 
DEL ESTADO
S.T.C. 64/1982, de 4 de noviembre
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley 12/1981, de 24 de diciembre, del Par­
lamento de Cataluha, por la que se establecen normas adicionales 
de protecciôn de los espacios de especial interés natural afecta- 
dos por actividades extractivas.
B.J.C. nùm. 20, p. 993.
Materias: "BASES"; PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD; UNIDAD ECONOMICA
S.T.C. 71/1982, de 30 de noviembre
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley 10/1981, de 18 de noviembre,del Par­
lamento Vasco, que aprueba el Estatuto del Consumidor.
B.J.C. nùm. 20, p. 1006
Materias: UNIDAD ECONOMICA Y JURIDICA DEL ESTADO; LIMITE A
LAS COMPETENCIAS DE LAS CCAA.
S.T.C. 84/1982, de 23 de diciembre
Recurso de inconstitucionalidad nùms. 108 y 109/1982, acumu­
lados, promovidos respectivamente por el Parlamento de Cataluha 
> el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluha contra el 
articulo 28 de la Ley 44/1981, de 26 de diciembre, de Presupues­
tos Generates del Estado para 1982.
B .J . C . nùm. 21, p . 8
Materias: AMBITO DE AUTONOMIA; LEGITIMACIÔN DE LAS CCAA EN RE 
CURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD; COMPETENCIAS EN MATE 
RIA DE REGIMEN LOCAL; TRANSFERENCIAS DEL ESTADO A 
LAS HACIENDAS LOCALES.
S.T.C. 25/1983, de 7 de abril
Conflictos positivos de competencia promovidos por el Gobier 
no Vasco contra el Real Decreto 642/1981, de 27 de marzo, y la Re- 
solucion de 2 de mayo de 1981 de la Direcciôn General de Adminis- 
tracion Local sobre régimen de concursos de traslado de los fun- 
cionarios de Cuerpos Nacionales de Administraciôn Local.
B.J.C. nùm. 24, p. 392.
Materias: DISTRIBUClON DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS 
CCAA
S.T.C. 32/1983, de 28 de abril
Conflictos de competencia promovidos por el Gobierno Vasco 
contra el Real Decreto de 27 de noviembre de 1981 sobre registre 
sanitario de alimentes y contra el Real Decreto de 27 de noviembre 
de 1981 sobre coordinaciôn y planificaciôn sanitaria.
B.J.C. nùm. 25, p. 499
Materias: DISTRIBUClON DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS 
CCAA. NOCION DE COORDINACION
S.T.C. 42/1983, de 20 de mayo
Conflicto de competencia promovido por el Consejo Ejecutivo 
de la Generalidad de Cataluha, en relaciôn a determinados precep 
tes del Real Decreto 2824/1981, de 27 de noviembre, sobre regis­
tre sanitario de alimentes.
B.J.C. nùm. 26, p. 718.
Materias: DISTRIBUClON DE COMPETENCIAS ESTADO-CCAA
S.T.C. 56/1983, de 28 de junio
Conflicto de competencia planteado por la Generalidad de Ca­
taluha, frente al Gobierno del Estado, respecto de la autoriza- 
ciôn concedida por el Director General de Coordinaciôn de las Ha­
ciendas Territoriales, por delegaciôn del Ministerio de Hacienda, 
al Ayuntamiento de Sabadell, con fecha 27 de enero de 1982, para 
una operaciôn de aval.
B.J.C. nùm. 2 7, p. 82 5. ^
Materias:ORDENACIÔN DEL CREDITO; TUTELA FINANCIERA SOBRE LOS 
ENTES LOCALES; AUTORIZACIÔN DE AVALES.
S.T.C. 57/1983, de 28 de junio
Conflicto de competencia planteado por la Generalidad de Ca­
taluha en relaciôn con la resoluciôn de 27 de enero de 1982, de1 
Ministerio de Hacienda, sobre competencias de la Administraciôn 
del Estado para autorizar operaciones de crédito a las Corporacio
nés Locales.
B.J.C. nùm. 27, p. 833
Materias: "BASES"; ORDENACION DEL CREDITO; ACTIVIDAD ECONOM^ 
MICA; TUTELA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES LOCALES.
S.T.C. 72/1983, de 29 de julio
Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Présidente 
del Gobierno contra la Ley del Pais Vasco nùm. 1/1982, de 11 de 
febrero sobre coopérâtivas, en sus articulos 3, 8.1 y Disposiciôn 
final primera.
B.J.C. nùm. 28/29, p. 931
Materias: TERRITORIALIDAD; CONFLICTOS DE LEYES; COMPETENCIA 
RESIDUAL DEL ESTADO; COOPERATIVAS
S.T.C. 75/1983, de 3 de agosto
Cuestiôn de inconstitucionalidad promovida por la Sala Segun 
da de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de Barcelona, sobre el articulo 28.2.b) del Decreto 1166/1960, de 
23 de mayo, por el que se aprueba la Ley especial para el Munici- 
pio de Barcelona.
B.J.C. nùm.28/29, p. 942,
Materias: PRINCIPIO DE IGUALDAD; INTERDICCIÔN DE LA ARBITRA- 
RIEDAD
S.T.C. 76/1983, de 5 de agosto
Recursos previos de inconstitucionalidad promovidos por el 
Gobierno Vasco, por el Parlamento Vasco, por el Consejo Ejecuti­
vo' de la Generalidad de Cataluha, por el Parlamento de Cataluha 
y por 50 Diputados de las Cortes Générales contra el texto défini- 
tivo del proyecto de Ley Orgânica de Armonizaciôn del Proceso Au 
tonômico (LOAPA).
B.J.C. nùm. 30, p. 1095
Materias: LEY ORGANICA; LEY DE ARMONIZACIÔN; LIMITES
A LA POTESTAD LEGISLATIVA DEL ESTADO; NORMAS INTER- 
PRETATIVAS DE LA DISTRIBUClON CONSTITUCIONAL DE 
COMPETENCIAS; NO IGUALDAD ENTRE CCAA;DELIMITACION 
COMPETENCIAL ENTRE ESTADO Y CCAA; FUNCION DE VIGI­
LANCIA Y COORDINACION DEL ESTADO; TRANSFERENCIA DE 
SERVICIOS A LAS COMUNIDADES AUTÔNOMAS.
S.T.C. 84/1983, de 24 de octubre
Conflicto de competencia planteado por el Consejo Ejecutivo 
de la Generalidad de Cataluha, en relaciôn con el articulo 5s del 
Real Decreto 988/1982, de 30 de abril, sobre concesiôn de subven- 
ciohes del Estado.
B.J.C. nùm. 31, p.1363
Materias: INTERVENCION DE LA COMUNIDAD AUTONOMA EN LA APROBA
CION DE PROGRAMAS DE INVERSIONES ESTATALES EN MATE 
RIAS DE SU COMPETENCIA
S.T.C. 97/1983, de 15 de noviembre
Conflicto de competencia promovido por el Gobierno, en rela- 
c i ôn con la Orden de 26 de febrero de 1982 del Departamento de 
Transportes, Comunicaciones y Asuntos Maritimes del Pais Vasco, 
elevando las tarifas de los servicios pùblicos discrecionales de 
transporte de mercancias por carretera para corto recorrido.
B.J.C. nùm. 31, p. 1383.
Materias: LIBRE CIRCULACION DE BIENES; POLITICA GENERAL DE 
PRECIOS
S.T.C. 11/1984, de 2 de febrero
Conflicto positivo de competencia planteado por el Gobierno 
Vasco en relaciôn con el Acuerdo del Consejo de Ministres por el 
que se autoriza a la Comunidad Autônoma del Pais Vasco para emi- 
tir deuda pùblica por un importe de 5.250 millones de pesetas.
B.J.C. nùm. 34, p. 253.
Materias: AUTONOMIA FINANCIERA; OPERACIONES DE CREDITO DE 
LAS CCAA; SISTEMA MONETARIO; INDISPONIBILIDAD DE 
COMPETENCIAS; COORDINACION FINANCIERA; CONSTITU­
CION ECONOMICA.
S.T.C. 18/1984. de 7 de febrero (sala primera)
Recurso de amparo nùm. 475/1982: Caso Caja de Ahorros de As
turi as.
B.J.C. nùm. 35, p. 363
Materias: ESTADO SOCIAL Y DEMOCRATICO DE DERECHO; ENTES DE 
CARACTER SOCIAL NO PUBLICO QUE CUMPLEN FINES DE 
RELEVANCIA CONSTITUCIONAL; NATURALEZA DE LA CAJA DE 
AHORROS.
S.T.C. 33/1984. de 9 de marzo (pleno)
Conflictos de competencia nùms. 372 y 446/1982 (acumulados) 
promovidos por el Gobierno sobre transformacion de buques de pes 
ca y modernizacion de la flota de bajura.
B.J.C. nùm. 36, p. 639
Materias: LEGISLACION BASICA; ORDENACION PESQUERA
S. T.C. 35/1983. de 13 de marzo (pleno)
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 310/1983 del Parlamen­
to de Canarias contra el Real Decreto-Ley 1/1983 de 9 de febrero, 
que deroga la exacciôn sobre las gasolinas de automocion en las 
islas Canarias, Ceuta y Melilla.
B.J.C. nùm. 36, p. 525.
Materias: REGIMEN ECONOMICO-FISCAL CANARIO; INFORME PRECEPTI- 
VO DEL PARLAMENTO CANARIO.
S.T.C. 44/1984. de 27 de marzo (pleno)
Conflicto positivo de competencia nùm. 231/1981 promovido por 
el Gobierno Vasco en relaciôn con la resoluciôn de la Direcciôn 
General de Cooperativas de 14 de mayo de 1981 por la que se cali- 
fica favorablemente la modificaciôn parcial de los Estatutos de 
la "Caja Laboral Popular, Sociedad Cooperativa de Crédito limita 
da" .
B.J.C. nùm. 36, p. 643
Materias: COOPERATIVAS DE CREDITO; TERRITORIALIDAD COMO LI­
MITE DE LAS COMPETENCIAS DE LAS CCAA
s. T.C. 53/1984 de 3 de mayo (pleno)
Conflicto positivo de competencia num. 438/1982 frente al 
Conseil de la Generalidad Valenciana, respecto del Decreto de 19 
de julio de 1982 por el que se fijan tarifas mâximas para el ser­
vicio de viajeros.
B.J.C. nùm. 37, p. 746
Materias: TERRITORIALIDAD COMO LIMITE DE LAS COMPETENCIAS DE 
LAS COMUNIDADES AUTONOMAS.
S.T.C. 85/1984 de 26 de julio (pleno)
Recurso de inconstitucionalidad nùm. 191/1982
B.J.C. nùms. 40-41, p. 1059
Materias: "BASES"; PATRIMONIO DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS
S.T.C. 91/1984 de 9 de Octubre (pleno
Conflicto positivo de competencia n. 506/1983 
B.J.C. nùm. 42, p. 1253 
Materias: ORDENACIÔN DEL CREDITO
S.T.C. 96/1984 de 19 de Octubre (pleno)
Conflicto positivo de competencia nùm. 176/1982 
B.J.C. nùm. 42, p. 1270 
Materias: ORDENACION DEL CREDITO
APENDICE LEGISLATIVO
APENDICE LEGISLATIVO
Constituciôn Espahola
Ley orgânica 8/1980 de 22 de septiembre de financiaciôn de las 
Comunidades Autônomas 
Ley 7/1984 de 31 de marzo, sobre regulaciôn del Fondo de Compen­
saciôn Interterritorial 
Ley orgânica 3/1979, de 18 de diciembre de Estatuto de Autonomia 
para el Pais Vasco 
Ley orgânica 4/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomia 
de Cataluha
Ley orgânica 1/1981, de 6 de abril de Estatuto de Autonomia para 
Galicia
Ley orgânica 6/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomia 
para Andalucia
Ley orgânica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomia 
para Asturias
Ley orgânica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomia 
para Cantabria
Ley orgânica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomia de 
la Ri oj a
Ley orgânica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomia para 
Mureia
Ley orgânica 5/1982 de 1 de julio, de Estatuto de Autonomia de la 
Comunidad Valenciana 
Ley orgânica 8/1982 de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomia de 
Aragôn
Ley orgânica 9/1982 de 10 de Agosto, de Estatuto de Autonomia de 
Castilla-La Mancha 
Ley orgânica 10/1982 de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomia de 
Canarias
l.ey orgânica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegraciôn y amejora- 
miento del Régimen Forai de Navarra,
l.ey orgânica 1/1983 de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomia de 
Extremadura
Ley orgânica 22/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomia 
para las islas Baléares.
Ley orgânica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomia 
de la Comunidad de Madrid 
Ley orgânica 4/1983 , de 25 de febrero,de Autonomia de Castilla- 
Leôn
CONSTITUCION ESPANOLA
Articulos 1; 2; 40.1; 74.2; 131; 137; 138; 139; 145; 149.1
12,109,119,132,142,179 y 312; 149.2 y 3; 150, 
153; 156; 157; 158.
CONSTITUCION ESPANOLA
ARTICULO 1.
1. Espaha se constituye en un Estado social y democrâtico 
de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamien­
to juridico la libertad, la justic ia, la igualdad y el pluralisme 
politico.
2. La soberania nacional reside en el pueblo espahol, del 
que emanan los poderes del Estado.
3. La forma politica del Estado espahol es la Monarquia 
parlamentaria
ARTICULO 2 .
La Constituciôn se fundamenta en la indisoluble unidad de 
la Naciôn espahola, patria comùn e indivisible de todos los espa­
hol e s , y reconoce y garant i za el derecho a la autonomia de las 
naciona1idades y regiones que la integran y la solidaridad entre 
todas ellas.
ARTICULO 40
1. Los poderes pùblicos promoverân las condiciones favora­
bles para el progreso social y econômico y para una distribuciôn 
de la renta regional y personal mâs equitativa, en el marco de una 
politica de estabilidad econômica. De manera especial realizarân 
una politica orientada al pleno empleo.
ARTICULO 74.
2. Las decisiones de las Cortes Générales previstas en los 
articulos 94,1 145.2 y 158.2 se adoptarân por mayoria de cada 
una de las Câmaras. En el primer caso, el procedimiento se inicia- 
râ por el Congreso, y en los otros dos, por el Senado. En ambos 
casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentarâ 
obtener por una Comisiôn Mixta compuesta de igual nùmero de Di­
putados y Senadores. La Comisiôn presentarâ un texto qeu sera vo- 
tado por ambaa Câmaras. Si no se aprueba en la forma establecida 
decidirâ el Congreso por mayoria absoluta.
ARTICULO 131
1. El Estado, mediante ley, podrâ planificar la actividad 
econômica general para atender a las necesidades colectivas, e-
quilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y esti- 
mular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su mâs justa 
distribuciôn.
2. El Gobierno elaborarâ los proyectos de planificaciôn, de 
acuerdo con las previsiones que le sean suministradas por las 
Comunidades Autônomas y el asesoramiento y colaboraciôn de los 
sindicatos y otras organizaciônes profesionales, empresariales y 
econômicas. A tal fin se constituirâ un Consejo, cuya composiciôn 
y funciones se désarroilarân por ley.
ARTICULO 137.
El Estado organiza terri torialmente en municipios, en pro- 
vincias y en las Comunidades Autônomas que se constituyan.Todas 
estas entidades gozan de autonomia para la gestiôn de sus respec­
tives intereses.
ARTICULO 138
1. El Estado garantiza la realizaciôn efectiva del princi­
pio de solidaridad consagrado en el articulo 2 de la Constitu­
ciôn, velando por el establecimiento de un equilibrio econômico 
adecuado y justo entre las diversas partes del territorio espa­
hol , y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho 
insular
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Co­
munidades Autônomas no podrân implicar, en ningùn caso, privile_ 
gios econômicos o sociales.
ARTICULO 139
1. Todos los espaholes tienen los mismos derechos y obliga 
ciones en cualquier parte del territorio nacional
2. Ninguna autoridad podrâ adoptar medidas que directa o
indirectamente obstaculicen la libertad de circulaciôn y esta- 
blecimiento de las personas y la libre circulaciôn de bienes en 
todo el territorio espahol.
ARTICULO 145
1. En ningùn caso se admitirâ la federaciôn de Comunidades 
Autônomas
2. Los Estatutos podrân prever los supuestos, requisitos
y términos en que las Comunidades Autônomas podrân celebrar con­
venios entre si para la gestiôn y prestaciôn de servicios pro­
pios de las mismas, asi como el carâcter y efectos de la corre^ 
pondiente comunicaciôn a las Cortes Générales. En los demâs su­
puestos, los acuerdos de cooperaciôn entre las Comunidades Auto 
nomas necesitarân la autorizaciôn de las Cortes Générales.
ARTICULO 149
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguien 
tes materias:
12. La regulaciôn de las condiciones bâsicas que garanticen 
la igualdad de todos los espaholes en el ejercicio de los dere­
chos y en el cumplimiento de los deberes consti tucionales
102. Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior
112. Sistema monetario: divisas, cambio y convertibi1idad; 
bases de la ordenaciôn del crédito, banca y seguros
1 3 2 . Bases y coordinaciôn de la planificaciôn general de la 
actividad econômica
1 4 2 . Hacienda general y Deuda del Estado
1 7 2 . Legislaciôn bâsica y régimen econômico de la Seguridad 
Social, s i n perjuicio de la ejecuciôn de sus servicios por las 
Comunidades Autônomas.
312. Estadistica para fines estatales.
2. S i n perjuicio de las competencias que podrân asumir las 
Comunidades Autônomas, el Estado considerarâ el servicio de la 
cultura como deber y atribuciôn esencial y facilitarâ la comun^ 
caciôn cultural entre las Comunidades Autônomas, de acuerdo con
e 11 a s .
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por 
esta Constituciôn podrân corresponder a las Comunidades Autônomas 
en virtud de sus respectives Estatutos. La competencia sobre las 
materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomia 
corresponderâ al Estado, cuyas normas prevalecerân, en caso de 
conflicto, sobre las de las Comunidades Autônomas en todo lo que 
no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El dere­
cho estatal serâ, en todo caso, supletorio del derecho de las 
Comunidades Autônomas.
ARTICULO 150
1. Las Cortes Générales,en materia de competencia estatal, 
podrân atribuir a todas o a alguna de las Comunidades Autônomas 
la facultad de dictar, para si mismas, normas legislativas en el 
marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley 
estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en 
cada ley marco se establecerâ la modalidad del control de las 
Cortes Générales sobre estas normas legislativ2s de las Comunida­
des Autônomas.
2. El Estado podrâ transferir o delegar en la Comunidades 
Autônomas, mediante ley orgânica, facultades correspondientes a
•m h i n cie titularidad estatal que por su propia naturaleza sean 
susceptibles de transferencia o delegacion. La Ley prevera en cada 
caso la correspondiente transferencia de medios financières, asi 
como las formas de control que se reserve el Estado.
3. El Estado podra dictar leyes que establezcan los princi­
ples necesarios para armonizar las disposiciones normativas de 
las Comunidades Autonomas, aun en el caso de materias atribuidas 
a la competencia de estas, cuando asi lo exija el interés gene­
ral. Corresponde a las Cortes Generates, por mayoria absoluta de 
cada Camara, la apreciacion de esta necesidad.
ARTICULO 153
El control de la actividad de les organes de las Comunida­
des Autônomas se ejercerâ:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relative a la consti- 
tucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza de ley
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, 
cl del ejercicio de f une i ones delegadas a que se refiere el apar- 
tado 2 del articule 150
c) Por la jurisdicciôn contencioso-administrativa, el de la 
administraciôn autônoma y sus normas reglamentarias
d) Por el Tribunal de Cuentas, el econômico y presupuestario 
ARTICULO 156
1. Las Comunidades Autônomas gozarân de autonomia financie- 
ra para el desarrollo y ejecuciôn de sus competencias con arre- 
glo a los principles de coordinaciôn con la Hacienda y de solida- 
ridad entre todos los espanoles
2 . Las Comunidades Autônomas podrân actuar como delegados 
o colaboradores del Estado para la recaudaciôn, la gestiôn y la 
liquidaciôn de los recursos tributaries de aquél, de acuerdo con 
las leyes y los Estatutos.
ARTICULO 157
1. Los recursos de las Comunidades Autônomas estaràn consti- 
tuidos:
a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; re 
cargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los
ingresos del Estado
b) Sus propios impuestos, tasas y centribuciones especiales.
c) Transferencias de un fondo de compensaciôn interterrito­
rial y otras asignacioncs con cargo a los Presupuestos Generates 
del Estado.
d) Rendimientos procédantes de su patrimonio e ingresos de 
derecho privado
e) El producto de las operaciones de crédite.
2. Las Comunidades Autônomas no podrân en ningin caso adop­
ter rnedidas tributarias sobre bienes situados fuera de su terri- 
torio o que supongan obstâculo para la libre circulaciôn de mer- 
cancias o servicios.
3. Mediante ley orgânica podrâ regularse el ejercicio de
las competencias financières enumerasdas en el precedente aparta- 
do 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir 
y las posibles formas de colaboraciôn financière entre las Comu­
nidades Autônomas y el Estado.
ARTICULO 158
1. En los Presupuestos Generates del Estado podrâ estable- 
cerse una asignaciôn a las Comunidades Autônomas en funciôn del 
volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asu- 
mido y de la garantie de un nivel mlnimo en la prestaciôn de 
los servicios publicos fondamentales en todo el territorio espa- 
nol .
2. Con el fin de corregir desequi1ibrios econômicos inter­
terri toriales y hacer cfectivo el principio de solidaridad se 
constituirâ un Fondo de Compensaciôn con destino a gastos de in- 
versiôn, cuyos recursos serân distribuidos por las Cortes Gene­
rates entre las Comunidades y provincias, en su caso.
LEY ORGANICA 8/1980 DE 22 DE SEPTIEMBRE DE FINANCIACION
DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS
Articules : 1; 2; 3; 4; 6; 9; 12; 13; 14.4 y 5; 15; 16; 18;
21.3; Disposiciones adicionales y transitorias
LEY ORGANICA 8/1980 DE 22 DE SEPTIEMBRE, DE FINANCIACIÛN DE LAS
COMUNTDADES AUTONOMAS
ARTICULO IG:
1. Las Comunidades Autônomas gozarân de autonomia finan- 
ciera para el desarrollo y ejecuciôn de las competencias que, de 
acuerdo con la Constituciôn (R.1978,2836), les atribuyan las Le­
yes y sus respectives Estatutos.
2. La financiaciôn de las Comunidades Autônomas se régi­
ra por la présente Ley Orgânica y por el Estatuto de cada una de 
dichas comunidades. En lo que a esta materia afecte se aplicarân
las Leyes ordinarias, Reglamentos y demâs normas juridicas emana- 
das de las institueiones del Estado y de las Comunidades Autôno­
mas .
3. Lo dispuesto en esta Ley se entiende s in perjuicio de 
lo establecido en los Tratados o Convenios suscritos o que se sus- 
criban en el futuro por Espana.
ARTICULO 29.
1. La actividad financiera de las Comunidades Autônomas 
se ejercerâ en coordinaciôn con la Hacienda del Estado, con arre- 
glo a los siguientes principios:
a) El sistema de ingresos de las Comunidades Autônomas re- 
gulado en las normas bâsicas a que se refiere el articule anterior 
deberâ establecerse de forma que no pueda implicar en ningun caso 
privilégiés econômicos o sociales ni suponer la existencia de ba­
rreras fiscales en el territorio espaRol, de conformidad con el 
apartado dos del articule ciento c incuenta y siete de la Const i tu- 
c i ôn .
b) La garantia del equilibrio econômico a través de la po- 
litica econômica general,de acuerdo con lo establecido en los ar­
ticules cuarenta punto uno, ciento treinta y une y ciento treinta 
y ocho de la Constituciôn corresponde al Estado, que es el encar- 
gado de adoptar las medidas oportunas tendantes a conseguir la es
tabilidad economica interna y externa, asi como el desarrollo armo 
nico entre las diversas partes del territorio espanol.
c) La solidaridad entre las diversas nacionalidad.es y re- 
giones que consagran los articules segundo y los apartados uno y 
dos del ciento treinta y ocho de la Constituciôn.
d) La suficiencia de recursos para el ejercicio de las 
competencias propias de las Comunidades Autônomas
2. Cada Comunidad Autônoma esta obligada a velar por su 
propio equilibrio territorial y por la realizaciôn interna del 
principio de solidaridad.
3. Las Comunidades Autônomas gozarân del tratamiento fis­
cal que la Ley establezca para el Estado.
ARTICULO 39 :
1. Para la adecuada coordinaciôn entre la actividad finan­
ciera de las Comunidades Autônomas y de la Hacienda del Estado se 
créa por esta Ley el Consejo de Politica Fiscal y Financiera de 
las Comunidades Autônomas que estarâ constituido por el Ministro 
d(' Hacienda y el de Economia, el de Administraciôn Territorial y 
el Consejero de Hacienda de cada Comunidad Autônoma.
2. El Consejo de Politica Fiscal y Financiera como ôrgano 
consultivo y de deliberaciôn, entenderâ de las siguientes materias
a) La coordinaciôn de la politica presupuestaria de las 
Comunidades Autônomas con la del Estado
b) El estudio y valoraciôn de los criterios de distribu- 
ciôn de los recursos del Fondo de Compensaciôn
c) El estudio, la elaboraciôn en su caso y la revisiôn de 
los métodos utilizados para el câlculo de los costos de los ser­
vicios transferidos a las Comunidades Autônomas.
d) La apreciaciôn de las razones que justifican en cada 
caso la percepciôn por parte de cada uno de las Comunidades Autô 
nomas de las asignaciones presupuestarias, asi como los criterios 
de equidad seguidos para su efectuaciôn.
e) La coordinaciôn de la politica de endeudamiento
f) La coordinaciôn de la politica de inversiones pûblicas.
g) En general, todo aspecto de la actividad financiera de 
las Comunidades y de la Hacienda del Estado que, dada su naturale-
z a , precise de una ctuacion coordinada.
3. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de Politica
Fiscal y Financiera elaborara un reglamento de regimen interior,
que sera aprobado por mayoria absoluta de sus miembros.
ARTICULO 4 9 .
1. De conformidad con el apartado uno del articulo ciento 
cincuenta y siete de la Constituciôn y sin perjuicio de lo estable 
cido en el resto del articulado, los recursos de las Comunidades 
Autônomas estaràn constituidos por:
a) Los ingresos precedentes de su patrimonio y demâs de De 
recho privado.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especia­
les.
c) Los tributos cedidos, total o parcialmente, por el Esta
do .
d) Los recargos que pudieran establecerse sobre los impue^ 
t os del Estado
e) Las participaciones en los ingresos del Estado.
f) El producto de las operaciones de crédito
g) El producto de las multas y sanciones en el âmbito de 
su competencia.
2. En su caso, las Comunidades Autônomas podrân obtener 
igualmente ingresos procedentes de:
a) Las asignaciones que se establezcan en los Presupuestos 
Generates del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la présente 
Ley .
b) Las transferencias del Fondo de Compensaciôn Interte­
rritorial cuyos recursos tienen el carâcter de carga general del 
Estado a los efectos previstos en los articulos segundo, ciento 
treinta y ocho y ciento cincuenta y ocho de la Constituciôn (cita-
da ) .
ARTICULO 69.
1. Las Comunidades Autonomas podran establecer y exigir 
sus propios tributos de acuerdo con la Constituciôn y las Leyes.
2. Los tributos que establezcan las Comunidades Autônomas 
no podran recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado.
3. Las Comunidades Autônomas podran establecer y gestio- 
nar tributos sobre las materias que la legislaciôn de Regimen Lo­
cal reserve a las Corporaciones Locales, en los supuestos en que 
dicha legislaciôn lo prevea y en los términos que la misma comtem- 
ple. En todo caso, deberân establecerse las medidas de compensa­
ciôn o coordinaciôn adecuadas en favor de aquellas Corporaciones 
de modo que los ingresos de taies Corporaciones Locales no se vean 
mermados ni reducidos tampoco en sus posibi1idades de crecimiento 
futuro.
4. Cuando el Estado, en el ejercicio de su potestad tri- 
butaria originaria establezca tributos sobre hechos imponibles 
gravados por las Comunidades Autônomas, que supongan a estas una 
disminuciôn de ingresos, instrumentarâ las medidas de compensa­
ciôn o coordinaciôn adecuadas en favor de las mismas.
ARTICULO 99.
Las Comunidades Autônomas podrân establecer sus propios 
impuestos, respetando, ademâs de lo establecido en el articulo 
sexto de esta Ley, los siguientes principios:
a) No podrân sujetarse elementos patrimoniales situados, 
rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio 
de la respectiva Comunidad Autônoma.
b) No podrân gravarse, como taies, negocios, actos o he­
chos celebrados o realizados fuera del territorio de la comunidad 
impositora, ni la transmisiôn o ejercicio de bienes derechos y 
obligaciobes que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en di-
cho territorio o cuyo adquirente no resida en el mismo
c) No podrân suponer obstâculo para la libre circulaciôn 
de personas, mercancias y servicios capitales, ni afectar de mane-
ra efectiva a la fijaciôn de residencia de las personas o la ubi-
caciôn de Empresas y capitales dentro del territorio espahol, de 
acuerdo con lo establecido en el articulo segundo, uno, a), ni 
comportar cargas trasladables a otras Comunidades.
ARTICULO 12
1. Las Comunidades Autônomas podrân establecer recargos 
sobre los impuestos estatales cedidos, asi como sobre los no cedi­
dos que graven la renta o el patrimonio de las personas fisicas 
con domicilio fiscal en su territorio
2. Los recargos previstos en el apartado anterior no po­
drân configurarse de forma que puedan suponer una minoraciôn en 
los ingresos del Estado por dichos impuestos, ni desvirtuur la na­
turaleza o estructura de los mismos.
ARTICULO 13
1. Las Comunidades Autônomas dispondrân de un porcentaje 
de participaciôn en la recaudaciôn de los impuestos estatales no 
cedidos, que se negociarâ con las siguientes bases:
a) El coeficiente de poblaciôn
b) El coeficiente de esfuerzo fiscal en el Impuesto sobre
la renta de las Personas Fisicas.
c) La cantidad équivalente a la aportaciôn proporcional 
que corresponde a la Comunidad Autônoma por los servicios y car­
gas générales que el Estado continué asumiendo como propios
d) La relaciôn inversa de la renta real por habitante de 
la Comunidad Autônoma respecto a la del resto de Espana.
e ) Otros criterios que se estimen procedentes, entre los 
que se valorarân la relaciôn entre los Indices de deficit en ser­
vicios sociales e infraestructuras que afecten al territorio de la 
Comunidad Autônoma y al conjunto del Estado y la relaciôn entre 
los costos por habitante de los servicios sociales y administra­
tives transferidos para el territorio de la Comunidad Autônoma
y para el conjunto de1 Estado.
2. El porcentaje de participaciôn a que se refiere el nu­
méro anterior se determinarâ en el periodo transitorio para cada
Comunidad Autônoma, aplicando las normas contenidas en la disposi- 
ciôn transitoria primera de la présente Ley
3. El porcentaje de participaciôn de cada Comunidad Autô­
noma unicamente podrâ ser objeto de revisiôn en los siguientes su­
puestos :
a) Cuando se amplien o reduzcan las competencias asumidas 
por la comunidad Autônoma y que anteriormente realizase el Estado.
b) Cuando se produzca la cesiôn de nuevos tributos.
c) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el si^
tema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco anos después de su puesta 
en vigor, sea solicitada dicha revisiôn por el Estado o por la Co­
munidad Autônoma.
4. En cualquier caso, el porcentaje de participaciôn se 
aprobarâ por Ley
ARTICULO 14
4. Las operaciones de crédito de las Comunidades Autôno­
mas deberân coordinarse entre si y con la politica de entendimien- 
to del Estado en el seno del Consejo de Politica Fiscal y Financie 
ra
5. La Deuda Publica de las Comunidades Autônomas y los t i- 
tulos-valores de carâcter équivalente emitidos por estas estaràn 
sujetos, en lo no establecido por la présente Ley, a las mismas nor 
mas y gozaran de los mismos beneficios y condiciones que la Deuda 
Publica del Estado
ARTICULO 15
1 . El Estado garantizarâ en todo el territorio espanol el 
nivel minimo de los servicios publicos fundamentales de su compe-
t enc i a .
2. Cuando una comunidad Autônoma, con la utilizaciôn de 
los recursos financieros regulados en los articules once y trece 
de la présente Ley Orgânica no pudiera asegurarse un nivel minimo 
de la prestaciôn del conjunto de los servicios publicos fondamen­
tales que haya asumido, se establecerâ a través de los Presupues-
tos Générales del Estado, con especificacion de su destino, una 
asignaciôn complementaria cuya finalidad sera la de garantizar el 
nivel de dicha prestaciôn en los términos que sehala el articulo 
ciento cincuenta y ocho, uno, de la Constituciôn.
3.Se considerarà nivel minimo de prestaciôn de los servi­
cios publicos, a los que hace referenda los apartados anteriores 
el nivel medio de los mismos en el territorio nacional.
4. Si estas asignaciones en favor de las Comunidades Autô­
nomas hubieren de reiterarse en un espacio de tiempo inferior a 
cinco anos, el Gobierno propondrâ, previa deliberaciôn del Conse­
jo de Politica Fiscal y Financiera, a las Cortes Generates la co- 
rrecciôn del porcentaje de participaciôn en los ingresos de1 Esta­
do, establecido en el articulo trece de la présente Ley Orgânica.
5 . Cada Comunidad Autônoma deberâ dar cuenta anualmente 
a las Cortes Generates de la utilizaciôn que ha efectuado de las 
asignaciones presupuestarias percibidas y del nivel de prestaciôn 
alcanzado en los servicios con ellas financiados.
ARTICULO 16
1. De conformidad con el principio de solidaridad inter­
territorial a que se refiere el apartado dos del articulo ciento 
cincuenta y ocho de la Constituciôn, en los Presupuestos Genera­
tes del Estado se dotarâ anualmente el Fondo de Compensaciôn In- 
teterritorial, cuyos recursos tienen el carâcter de carga general 
del Estado, tal y como se détermina en el articulo cuatro coma 
dos, b), de esta Ley. Dicho fondo se distribuirâ por las Cortes 
Generates entre Comunidades Autônomas, provincias que no formen par 
te de ninguna Comunidad Autônoma y territorios no integrados en 
la organizaciôn provincial de conformidad a lo establecido en el 
articulo setenta y cuatro coma dos de la Constituciôn (R. 1978, 
2836)
El Fondo de Compensaciôn Interterritorial se dotarâ anual­
mente con una cantidad no inferior al treinta por ciento de la in­
vers i ôn publica que para cada ejercicio haya sido aprobado en los 
Presupuestos Generates del Estado.
El Fondo se destinarâ a gastos de inversion en los terri­
torios comparâtivamente menos desarrollados y se destribuirâ de 
acuerdo con los siguientes criterios:
a) La inversa de la renta por habitante
b) La tasa de poblaciôn emigrada de los diez ultimos anos.
c) El porcentaje de desempleo sobre la poblaciôn activa.
d) La superficie territorial
e) El hecho insular, en relaciôn con la lejania del te­
rritorio peninsular
f) Otros criterios que se estimen procedentes.
La ponderaciôn de los distintos indices o criterios se 
establecerâ por Ley y serâ révisable cada cinco anos.
2. Las transferencias del l'ondo de Compensaciôn interterri to­
rial recibidas deberân destinarse a financiar proyectos de carâc 
ter local, comarcal, provincial o regional de infraestructura, 
obras publicas, regadios, ordenaciôn del territorio, vivienda y 
equipamiento colectivo, mejora del habitat rural, transportes y 
comunicaciones y, en general, aquellas inversiones que coadyuven 
a disminuir las diferencias de renta y riqueza entre los habitan­
tes de los mismos.
3. El Estado, Comunidades Autônomas, provincias que no 
formen parte de ninguna Comunidad Autônoma y territorios no inte­
grados en la organizaciôn provincial, con el fin de equilibrar
y armonizar el desarrollo regional, de comùn acuerdo determinarân, 
segun la distribuciôn de competencias existentes en cada momento, 
los proyectos en que se materializan las inversiones realizadas 
con cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial
4. Cada territorio deberâ dar cuenta anualmente a las Cor­
tes Generates del destino de los recursos recibidos con cargo al 
i'ondo de Compensaciôn interterritorial, as i como del Estado de 
realizaciôn de los proyectos que con cargo al mismo estén en cur- 
so de ejecuciôn
5. Los posibles excedentes del Fondo en un ejercicio eco­
nômico quedarân afectos al mismo para la atenciôn de los proyec­
tos de ejercicios postériores.
6. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados ante­
riores las inversiones que efectue directamente el Estado y el 
sector publico estatal se inspiraran en el principio de solidari­
dad .
ARTICULO 18
1. El Estado y las Comunidades Autônomas podran promover 
y realizar conjuntamente proyectos concretos de inversiôn, con la 
correspondiente aprobaciôn en cada caso de las Cortes Generates
\' del ôrgano compétente de la respectiva Comunidad Autônoma.
2. 1,0 s recursos financieros que se comprometan a aportar 
las Comunidades Autônomas correspondientes podrân provenir total 
o parcialmente de las transferencias del Fondo de Compensaciôn a 
que tuvieran derecho, de acuerdo con lo establecido en la présen­
te Ley
ARTICULO 21
3. Los presupuestos de las Comunidades Autônomas serân 
elaborados con criterios homogéneos de forma que sea posible su
consolidaciôn con los Presupuestos Generates del Estado.
DISPOSICIONES ADICIONALES
19 El sistema forai tradicional de concierto econômico se 
aplicarâ en la Comunidad Autônoma del Pais Vasco de acuerdo con 
lo establecido en el correspondiente Estatuto de Autonomia (R.1979 
3028 )
2- En virtud de su régimen forai, la actividad financiera 
y tributaria de Navarra se regularâ por el sistema tradicional del 
Convenio Econômico (R. 1969, 1417,1717 y N. Dice. 2209). En el 
mismo se determinarân las aportaciones de Navarra a las cargas 
generates del Estado, asi como los criterios de armonizaciôn de
su régimen tributario con el régimen general del Estado.
3  ^ 1. El Instituto Nacional de Estadistica en coordina­
ciôn con los organos compétentes de las Comunidades Autônomas, 
anualmente elaborarâ y publicarâ las informaciones bâsicas que
permitan cuantificar a nivel provincial la renta por habitante, 
la dotacion de los servicios publicos fundamentales, el grado de 
equipamiento colectivo y otros indicadores de riqueza y bienestar 
social. Asimismo elaborara estudios alternativos sobre la ponde­
raciôn de los distintos criterios de distribuciôn del Fondo de 
Compensaciôn Interterritorial
2. El Ministerio de Hacienda anualmente publicarâ:
- La recaudaciôn provincial obtenida por el Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas
- La recaudaciôn provincial obtenida por los impuestos que 
esta Ley Orgânica cede a las Comunidades Autônomas. En la présenta 
c i ôn de la misma tambien se tomarân en cuenta los criterios de im- 
putaciôfi es tablée idos .
- La distribuciôn provincial que présente el gasto publi­
co divisible.
4^ La actividad financiera y tributaria del Archipiélago 
Canario se regularâ teniendo en cuenta su peculiar régimen econô- 
mi co f i seal .
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
1^  1. Hasta que se haya completado el traspaso de los ser­
vicios correspondientes, las competencias fijadas a cada Comuni­
dad Autônoma en el correspondiente Estatuto, o en cualquier caso, 
hasta que se hayan cumplido los seis anos desde su entrada en vi­
gor, el Estado garantizarâ la financiaciôn de los servicios trans­
feridos a la misma con uan cantidad igual al coste efectivo del 
servicio en el territorio de la Comunidad en el momento de la 
transferencia.
2. Para garantizar la financiaciôn de los servicios an­
tes referidos, se créa una comisiôn Mixta paritaria Estado-Comuni- 
dad Autônoma, que adoptarâ un método encaminado a fijar el porcen­
taje de participaciôn previsto en el apartado uno del articulo 
trece. El método a seguir tendrâ en cuanta tanto los costes indi- 
rectos de los servicios, asi como los gastos de inversiôn que co- 
rrespondan.
3. La Comisiôn Mixta del apartado anterior fijarâ el cita-
do porcentaje, mientras dure el periodo transitorio, con una ante- 
lacion minima de un mes a la prestaciôn de los presupuestos Gene­
rates del Estado en las Cortes
4. A partir del método fijado en el apartado segundo, se 
establecerâ un porcentaje en el que se considerarà el coste efec­
tivo global de los servicios transferidos por el Estado a la Comu­
nidad Autônoma, minorado por el total de la recaudaciôn obtenida 
por la misma por los tributos cedidos, en relaciôn con la suma de 
los ingresos obtenidos por el Estado en los capitulos I y II del 
ultimo presupuesto anterior a la transferencia de los servicios 
va1o rados.
5. Las atribuciones conferidas a las Comunidades Autônomas 
en los apartados uno y très del articulo dieciseis se ejercerân 
por los Organismos Provisionales Autônomos a los que se refiere 
la disposiciôn transitoria séptima de la Constituciôn, en tanto 
éstos subsistan.
2- En tanto se aprueban los Estatutos de las distintas 
Comunidades Autônomas, la representaciôn de las Comunidades en 
el Consejo de Politica Fiscal y Financiera de las Comunidades Au­
tônomas corresponderâ a los Consejeros correspondientes del res­
pective Organisme Provisional Autonômico.
3  ^ Hasta que el Impuesto sobre el Valor Anadido no entre 
en vigor se considerarà, como impuesto que puede ser cedido, el 
de lujo que se recauda en destino.
LEY 7/1974 DE 31 DE MARZO SOBRE REGULACION DEL FONDO DE 
COMPENSACION INTERTERRITORIAL
LEY 7/1984, DE 31 DE MARZO DEL FONDO DE COMPENSACIÔN INTERTERRITO­
RI AL
La Constituciôn establece que, con el fin de corregir de- 
sequilibrios econômicos interterritoriales y hacer efectivo el 
principio de solidaridad, se constituirâ un Fondo de Compensaciôn 
con destino a gastos de inversiôn, cuyas transferencias son re­
cursos propios de las Comunidades Autônomas y serân distribuidas 
por las Cortes Generates entre dichas Comunidades Autônomas y pro­
vincias, en su caso.
La Ley Orgânica ocho/mil novecientos ochenta, de vientidos 
de septiembre, de Financiaciôn de las Comunidades Autônomas, de- 
sarrolla en su articulo dieciseis el mandate constitucional, seha- 
lando los principios générales que han de configurar el menciona- 
dü Fondo y remitiendo a una Ley ordinaria la ponderaciôn de los 
distintos indices o criterios de distribuciôn del Fondo de Com­
pensaciôn Interterritorial.
En el proceso de constituciôn del Estado de las Autono- 
mias résulta de especial importancia la plena aplicaciôn, en el 
espacio de tiempo mâs breve posible, de aquellos instrumentes que 
persiguen una distribuciôn mâs justa de la renta y de la rique­
za. La puesta en marcha de los mismos adquiere, pues, una gran 
transcedencia politica, por lo cual se estima necesario completar 
la normativa existante con aquellos otros aspectos que resulten 
précisés para garantizar la consecuciôn de los objetivos de re- 
distribuciôn que al Fondo le encomienda la Constituciôn.
La présente Ley no se limita a desarrollar la ponderaciôn 
de los criterios de distribuciôn del Fondo, sine que, ademâs, efec 
tua una adecuada regulaciôn de otros aspectos que permitan enca- 
jar su papel y funciones en el marco general de la financiaciôn 
de las Comunidades Autônomas.
Con el fin de desvincular la cuantia del Fondo de Compen­
saciôn de las vicisitudes que pueda experimentar la estructura 
presupuestaria del Estado, la base de câlculo se détermina en 
funciôn de la inversiôn real "nueva" que figure en los Presupues­
tos Generates del Estado, incluida la del propio Fondo de Compen-
saciôn Interterritorial, asi como de los gastos de igual natura­
leza previstos en sus respectives presupuestos por los Organismos 
autônomos del Estado, adicionando las transferencias de capital 
efectuadas por uno y otros en favor de las Entidades locales con 
destino a proyectos de inversiôn y excluyendo los gastos de de- 
fensa por ser consume publico en términos de contabilidad nacio­
nal .
Siendo base de calcule la inversiôn real "nueva”, queda 
excluida de la misma y no se consideran como inversiôn a integrar 
en el Fondo aquellos gastos destinados a conservaciôn, mejora y 
sustituciôn del capital afecto a la prestaciôn de los servicios 
publicos correspondientes a las competencias que han de asumir las 
Comunidades Autônomas. Esta inversiôn de "reposiciôn" forma par­
te del coste efectivo de los servicios transferidos y se finan- 
ciarâ, con independencia de los recursos del Fondo, a través de 
la participaciôn de las Comunidades Autônomas en los ingresos del 
Estado.
Uno de los aspectos que es preciso destacar en el momento 
de completar la regulaciôn del Fondo de Compensaciôn Interterrito­
rial es aquel que hace referenda al mécanisme de selecciôn de 
proyectos de inversiôn a incluir en el mismo. La Comunidad Autô­
noma y la Administraciôn del Estado, segun la distribuciôn de com­
petencias existentes en cada momento, y en coordinaciôn con el 
resto de las inversiones publicas que se vayan a realizar en el 
âmbito territorial de la Comunidad Autônoma, decidirân, de comün 
acuerdo, los proyectos de inversiôn que han de financiarse con 
cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial, con antelaciôn 
suficiente que permita su inclusiôn en los Presupuestos Generates 
del Estado para el ejercicio siguiente, en los que dichos proyec­
tos se relacionarân expresamente sehalândose la Administraciôn a 
la que, en cada caso, corresponda su ejecuciôn.
La présente Ley no sôlo pretende materializar el princi­
pio constitucional de solidaridad y establecer sistemas democrâti- 
cos de selecciôn de proyectos de organizaciôn administrative, que 
contribuirân a modernizar el sector publico.
A tal efecto se prevé que gradualmente y con plena vigen- 
cia a partir del ejercicio de 1978, las Comunidades Autonomas ven- 
drân obligadas a la elaboraciôn de unos programas de desarrollo 
regional cuya metodologia debe ajustarse a la empleada en las Co­
munidades Econômicas Europeas y cuya elaboraciôn correra a cargo 
del Gobierno, previa consulta de este al Consejo de Politica Fis­
cal y Financiera.
Con este planteamiento se pretende mantener la dotaciôn de 
capital publico existente en las Comunidades Autônomas cuando se 
produce el traspaso de servicios del Estado a las mismas, orien- 
tando las nuevas inversiones hacia los territorios comparativa- 
mente menos desarrollados, mediante la aplicaciôn de un conjunto 
de criterios de distribuciôn que expresen la diferencia de capa- 
cidad productiva de taies territorios en cada momento.
La selecciôn de dichos indices o criterios se ajusta a lo 
establecido en la Ley Orgânica de Financiaciôn de las Comunidades 
Autônomas y su definiciôn y ponderaciôn han sido sometidos a es- 
tLidio y valoraciôn, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 
tercero, dos b), de la citada Ley del Consejo de Politica Fiscal 
y Financiera que los aprobô en su reuniôn del dia dieciseis de 
septiembre de mil novecientos ochenta y uno, en primera votaciôn, 
por una mayoria de diecinueve y un tercio de votos a favor y uno 
en contra, que suponen una mayoria superior a los dos tercios de 
los votos de los miembros que integran dicho Consejo, segun previe 
ne el articulo diez, très, a), de su Reglamento de Régimen Inte­
rior.
En perfecta coherencia con el esquema de financiaciôn bâ- 
sica establecida en la LOFCA, todas las Comunidades Autônomas han 
de ser beneficiarias de los recursos procedentes del Fondo, puesto 
que, de no ser asi, se verian privadas del acceso a las nuevas 
inversiones, lo que supondria una interpretaciôn radical y escasa- 
mente prudente del principio de solidaridad
En cumplimiento de lo establecido en el apartado cuatro 
del articulo dieciseis de la Ley Orgânica de Financiaciôn de las 
Comunidades Autônomas, la présenta Ley establece un mécanisme de 
control parlamentario, en virtud del cual el Tribunal de Cuentas
y, en su caso, los Tribunales de Cuentas de las Comunidades Auto- 
nomas presentarân ante las Cortes Générales y las Asambleas Legis- 
lativas de las respectivas Comunidades Autônomas informe separado 
y suficiente acerca del grado de ejecuciôn de los proyectos finan­
ciados con cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial. Con el 
fin de facilitar dicho control, las Administraciones Publicas com­
pétentes que efectuen gastos con cargo al Fondo deberân contabili- 
zar anal1ticamente los costos imputables a cada proyecto.
Dado que los proyectos a realizar con cargo al Fondo pue- 
den tener carâcter local, comarcal, provincial o regional, se pre­
vé la posibilidad de delegaciôn de la gestiôn y se establecen unos 
s i stemas de percepciôn de dotac iones u de ej ecuciôn conj unta de 
proyectos mediante los cuales es factible una actuaciôn financiera 
coordinada entre los distintos niveles de la Hacienda Publica.
ARTICULO PRIMERO.- Propôsito del Fondo
Uno. Con el fin de corregir desequi1ibrios econômicos in- 
terterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, 
anualmente se dotarâ en los Presupuestos Generates del Estado un 
Fondo de Compensaciôn Interterritorial de acuerdo con lo estableci 
do en el articulo dieciseis de la Ley Orgânica de Financiaciôn de 
las Comunidades Autônomas
Dos. Las inversiones del sector publico estatal no com- 
prendidas en el Fondo de Compensaciôn Interterritorial se inspi- 
rarân igualmente en el principio de solidaridad.
ARTICULO SEGUNDO.- Cuantia del Fondo
Uno. La cuantia de la dotaciôn anual del Fondo de Compen­
saciôn Interterritorial se determinarâ aplicando un porcentaje so­
bre la base constituida por la inversiôn publica en los términos 
en que se define el articulo siguiente.
Dos. El porcentaje a que se refiere el numéro anterior se 
fijarâ mediante Ley en la que se contendrâ el correspondiente a 
cada uno de los cinco anos siguientes. Dicha Ley deberâ estar apro 
bada antes del mes de marzo del aho inmediatamente anterior al 
primero para el cual se sehala el porcentaje.
En todo caso, el porcentaje que se fije no serâ inferior 
al treinta por ciento,
ARTICULO TERCERO.- Base del câlculo
Uno. Para determinar la base del câlculo de1 Fondo se en­
tenderâ por inversion publica el conjunto de los gastos destinados 
a inversiones reales que figuren en los Presupuestos Generates del 
Estado, incluidas las del propio Fondo de Compensaciôn Interte­
rritorial, asi como los gastos de igual naturaleza previstos en 
sus respectives presupuestos por los Organismos autônomos del Esta 
do y las transferencias de capital efectuadas por el Estado y los 
Organismos autônomos en favor de las entidades locales con desti­
no a proyectos de inversiôn.
Dos. A tal efecto no se computarân:
a) Los gastos de inversiôn destinados a conservaciôn, mejo 
fa y sustituciôn del capital afecto a la prestaciôn de servicios pu
b 1 i c o s .
b) Los gastos de defensa.
ARTICULO CUARTO.- Criterios de distribuciôn
El Fondo de Compensaciôn Interterritorial se distribuirâ 
de acuerdo con los siguientes criterios:
Primero: Serân beneficiarias del Fondo todas las Comunida­
des Autônomas.
Segundo: El Fondo se asignarâ a los distintos territorios 
beneficiarios, en funciôn de las siguientes variables y ponderacio 
nés :
a) El setenta por ciento del mismo se distribuirâ en for­
ma inversamente proporcional a la renta por habitante de cada te­
rritorio, ponderando dicha distribuciôn en la forma que se indi- 
ca en el articulo siguiente.
b) El veinte por ciento se distribuirâ en forma directa­
mente proporcional al saldo migratorio en la forma indicada en el 
articulo siguiente.
c) El cinco por ciento se destribuirâ en forma directamen­
te proporcional al paro existente segun este se defina igualmente 
en el articulo siguiente.
d) Finalmente, el cinco por ciento restante se destribui­
râ en forma directamente proporcional a la superficie de cada te­
rri torio.
e) El hecho insular se estimarâ aumentando la cantidad 
que le correspondiese a taies territorios de acuerdo don los cri­
terios anteriores en un cinco por ciento mâs un uno por ciento por 
cada cincuenta kilometros le distancia existente entre los terri­
torios insulares y la peninsula. La cantidad que ello suponga re- 
ducirâ proporcionalmente la correspondiente a los restantes te­
rritorios. Este mismo criterio serâ de aplicaciôn en Ceuta y Me-
1i11a .
ARTICULO QUINTO.- Definiciôn de las variables
Uno. A los efectos de aplicar los criterios de distribu­
ciôn del articulo anterior, las variables mencionadas deberân cal- 
cularse de conformidad con las siguientes definiciones:
a) La distribuciôn inversamente proporcional a la renta 
por habitante referida a la letra a) del segundo apartado del ar­
ticulo anterior se ponderarâ por la poblaciôn correspondiente a 
cada Cpmunidad Autônoma multiplicada por la relaciôn existente 
entre la renta por habitante de la Comunidad que la tenta mâs ba- 
ja y la correspondiente a cada Comunidad.
b) La variable migratoria incluida en la letra b) del se­
gundo apartado del articulo anterior se definirâ por la media de1 
saldo migratorio interno de cada Comunidad mâs la media de emigra- 
ciôn exterior correspondiente a los ultimos diez anos. A estos 
efectos tomarân valor cero las Comunidades cuyo saldo sea positi­
ve distribuyéndose exclusivamente entre las restantes.
c) La variable de paro a que se refiere la letra c) del 
segundo apartado del articulo anterior se expresarâ por las dife-
rencias entre la tasa de paro existente en cada Comunidad y la ta­
sa de media nacional. A estos efectos se computarân solamente las 
Comunidades cuya tasa de paro se situe por encima de media, toman- 
do valor cero las restantes.
d) Las distancias a las que se refiere la letra e) del 
apartado dos del articulo anterior serân las que existen entre 
Madrid y la capital de Baléares, Ceuta y Melilla; en el caso de 
Canarias, la semisuma de las distancias de las dos capitales de 
esta Comunidad a Madrid. Las distancias se medirân sobre los res­
pectives circules mâximos.
Dos. A los efectos de obtener la distribuciôn a la que se 
refiere el numéro anterior se utilizarân los siguientes datos:
a) Para la renta por habitante se utilizarâ la ultima del
INE
b) Para la poblaciôn se utilizarâ la estimaciôn del INE 
para el mismo aho al que se refieren los valores de la renta por 
hab i tante.
c) Para el saldo migratorio se utilizarâ la cifra del mi^ 
mo para los ultimos diez anos de los que se disponga de datos in- 
crcmentada en la emigraciôn exterior relativa al mismo periodo.
d) Para la determinaciôn de los porcentajes de desempleo
se utilizarâ la media de los cuatro ultimos trimestres para los
que se disponga de datos de la Encuesta de Poblaciôn Activa.
e) Para la superficie se utilizarân las cifras publicadas
por el Instituto Geogrâfico Nacional
Très. El Instituto Nacional de Estadistica elaborarâ y 
publicarâ los datos precisos que han de servir para determinar la 
participaciôn final que corresponda a cada Comunidad Autônoma en 
el Fondo de Compensaciôn Interterritorial.
ARTICULO SEXTO.- Destino del Fondo
El Fondo de Compensaciôn Interterritorial se destinarâ a 
gastos de inversiôn real que coadyuven a disminuir las diferencias 
territoriales de renta y riqueza, también dentro de cada Comuni­
dad Autônoma, y, en particular, a proyectos de carâcter local, co­
marcal, insular, provincial o regional de infraestructura, obras
publicas, regadios, ordenaciôn del territorio, vivienda y equipa­
miento colectivo, mejora del habitât rural y transportes y comuni­
cac iones.
ARTICULO SEPTIMO.- Determinaciôn de los proyectos de inversiôn
Uno. Los proyectos de inversiôn que deban financiarse con 
cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial se decidirân, de 
comun acuerdo, por la Comunidad Autônoma y la Adminis­
traciôn Central de1 Estado, segun la distribuciôn de competencias 
existente en cada momento, siguiendo, en su caso, las directri­
ces del programa de desarrollo regional y en coordinaciôn con el 
resto de las inversiones publicas que se vayan a realizar en el 
âmbito territorial de la Comunidad. Dicho acuerdo deberâ alcan- 
zarse no mâs tarde del uno de mayo de cada aho, respecto de los 
proyectos a ejecutar durante el aho siguiente. A este fin, y con 
antelaciôn suficiente a esta fecha, el Gobierno facilitarâ a las 
Comunidades Autônomas la informaciôn correspondiente a las inver­
siones publicas que vaya a ejecutar a su cargo en los respectivos 
terri torios.
Dos. En los Presupuestos Generates del Estado de cada 
ejercicio figurarâ la dotaciôn del Fondo de Compensaciôn Inter­
territorial correspondiente a cada Comunidad, con relaciôn expre- 
sa de los proyectos de inversiôn que competen a cada Administraciôn 
y de los concurrentes.
Très. Los proyectos de inversiôn a que se refiere el numé­
ro anterior deberân presentarse ordenados de acuerdo con las pre- 
ferencias de la Administraciôn responsable.
Cuatro. La sustituciôn de las obras que integran la rela­
ciôn de proyectos que componen el Fondo de Compensaciôn Interte­
rritorial, cuya ejecuciôn no pueda realizarse durante el ejercicio 
previsto por causas debidamente justificadas, deberâ ser acordada 
entre el Comité de Inversiones Publicas y la Consejeria compéten­
te de la correspondiente Comunidad Autônoma y aprobada por el Con­
sejo de Ministres en el caso de que el proyecto corresponda a una 
competencia de la Administraciôn central o por el Consejo de Go­
bierno de la correspondiente Comunidad Autônoma cuando dicho pro­
yecto corresponda a una competencia transferida a esa Comunidad
Autônoma. En ambos casos se darâ cuenta a las Comisiones de Pre­
supuestos del Congreso y del Senado, haciendo constar las causas 
que han motivado la sustituciôn y el mutuo acuerdo existente en­
tre las dos Administraciones.
ARTICULO OCTAVO.- Programas de desarrollo regional
Uno. Todas las Comunidades Autônomas vendrân obligadas a 
elaborar un programa de desarrollo regional.
Dos. El Gobierno, consultado el Consejo de Politica Fiscal 
y Financiera, aprobarâ la metodologia comun de los programas de 
desarrollo regional:
ARTICULO NOVENO.- Delegaciôn de la gestiôn
Independientemente de cuâl sea la Administraciôn, central 
o autonômica, compétente para decidir sobre un proyecto de inver­
siôn con cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial, la eje­
cuciôn del mismo podrâ delegarse en otra Administraciôn.
ARTICULO DECIMO.- Percepciôn de las dotaciones
Uno. Los créditos dstinados a financiar obras comprendi- 
das en el Fondo de Compensaciôn Interterritorial figurarân en los 
Presupuestos Generates en la secciôn treinta y très, capitulo sie­
te, "Transferencias de capital", en el servicio correspondiente 
del Mibisterio de Economia y Hacienda.
Dos. Tanto los ôrganos gestores de la Administraciôn cen­
tral como las Comunidades Autônomas, de conformidad con los crédi­
tos cuya gestiôn tengan respectivamente encomendadas, dispondrân 
de la tesoreria correspondiente a los mismos por cuartas partes, 
efectuândose los oportunos libramientos dentro de los quince pri- 
meros dias de cada trimestre por el servicio mencionado en el 
apartado anterior, previa solicitud en que se relacionen los datos 
relativos a las obras ejecutadas, adquisiciones realizadas o 
transferencias de capital efectuadas en el trimestre inmediatamen­
te anterior. Del importe correspondiente a cada libramiento tri- 
mestral se deducirân las cantidades transferidas en el trimestre 
inmediato anterior que no hayan sido utilizadas para satisfacer 
Inversiones efectivas.
ARTICULO UNDECIMQ.- Control parlamentario
Uno. El control parlamentario de los proyectos de inver­
sion financiados con cargo al Fondo de Compensaciôn Interterrito­
rial, tanto si se trata de los efectuados por la Administraciôn 
central como por la autonômica, se llevarâ a cabo por las Cortes 
Generates y por la Asambleas legislativas de las respectivas Co­
munidades Autônomas. Para ello se constituirâ en el Senado una 
Comisiôn de Seguimiento Permanente.
Dos. No obstante el Tribunal de Cuentas del Estado y, en 
su caso, los Tribunales de Cuentas de las Comunidades Autônomas 
presentarân ante las Cortes Generates y las Asambleas legislati­
vas de las Comunidades Autônomas, respectivamente, informe sepa­
rado y suficiente de todos los proyectos financiados con cargo al 
l'ondo de Compensaciôn Interterritorial.
Très. Asimismo, con objeto de permitir el control parla­
mentario, las Administraciones compétentes que efectuen gastos con 
cargo al Fondo de Compensaciôn Interterritorial deberân contabili- 
zar analiticamente los costes imputables a cada proyecto, as i 
como las unidades fisicas de realizaciôn del mismo que resulten 
mâs significativas. Dicha informaciôn, a través del Tribunal de 
Cuentas, se pondrâ igualmente a disposiciôn de las Cortes Généra­
les y de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autônomas 
cjue correspondan .
Cuatro. El destino de las dotaciones del Fondo de Compen­
saciôn Interterritorial a finalidades distintas de las previstas 
tendrâ el mismo tratamiento sancionador, cualquiera que sea la Ad­
ministraciôn que incurra en dicho comportamiento.
ARTICULO DUODECIMO.- Rémanentes
Uno. Los rémanentes de créditos no comprometidos, corres­
pondientes a proyectos de inversiôn financiados con cargo a la do­
taciôn del Fondo de Compensaciôn Interterritorial asignada a una 
Comunidad Autônoma en materias de su competencia, se incorpora- 
rân en el ejercicio inmediato posterior a los créditos del Fondo 
de Compensaciôn Interterritorial de esa Comunidad Autônoma en las 
mismas materias.
Si al finalizar este ultimo ejercicio persisten taies ré­
manentes no comprometidos, éstos se incorporarân al Fondo de Com­
pensation Interterritorial del siguiente ejercicio con destine a 
proyectos de la competencia de la Administracion del Estado a rea- 
lizar en el âmbito de dicho Comunidad Autônoma.
Dos. Los rémanentes de crédites no comprometidos, que co- 
rresponden a proyectos de inversion financiados con cargo a la do- 
taciôn del Fondo de Compensaciôn Interterritorial asignada a una 
Comunidad Autônoma en materias de competencia del Estado, se in­
corporarân en el ejercicio inmediato posterior a les crédites del 
i'ondo de Compensaciôn Interterritorial de esa Comunidad Autônoma.
Si al finalizar este ultime ejercicio persistiesen taies 
rémanentes, éstos se incorporarân al Fondo de Compensaciôn Inter­
territorial de1 siguiente ejercicio con destine a proyectos de 
competencia de la respectiva Comunidad Autônoma que esta décida 
realizar.
ARTICULO DECIMQTERCERO.- Proyectos conjuntos
Une. Las dotaciones del Fondo de Compensaciôn Iterterri- 
torial podrân dedicarse a financiar proyectos conjuntos de distin­
tas Administraciones.
Dos. Las Entidades locales podrân solicitar de la Comuni­
dad Autônoma correspondiente la ejecuciôn, en todo o en parte, de 
aquellos proyectos de inversiôn que se desarrollen en su âmbito te 
rritorial. Si el proyecto de inversiôn afectara a competencias de 
las Entidades locales, la gestiôn y ejecuciôn del mismo se deter- 
minarâ de mutuo acuerdo.
Très. Cuando entre los proyectos de inversiôn incluidos 
en el Fondo de Compensaciôn Interterritorial que corresponda a 
una Comunidad Autônoma existan algunas cuya ejecuciôn se haya en- 
comendado a alguna Entidad local, de acuerdo con lo establecido 
en el punto anterior, la Comunidad Autônoma le transferirâ los 
recursos financieros necesarios en la misma forma que se prevé en 
el articulo diez para las relaciones entre la Administraciôn cen­
tral y las Comunidades Autônomas.
Cuatro. La justificaciôn por parte de las Comunidades Auto
nomas de las obras o adquisiciones realizadas a traves de las En­
tidades locales se efectuara al final de cada ejercicio economico.
ARTICULO DECIMOCUARTO.- Gastos de funeionamiento de las inversiones
Uno. Los gastos de funcionamiento que pudieran generar las 
inversiones realizadas con cargo al Fondo de Compensaciôn Interte­
rritorial en materias de competencia de las Comunidades Autônomas 
se cubrirân con los recursos de estas.
Dos.Excepcionalmente, cuando se trate de inversiones efec-
tuadas por una Comunidad Autônoma en un servicio cuya dotaciôn
en dicha Comunidad Autônoma no alcance el nivel minimo que garan- 
tiza el articulo quince de la Ley Orgànica de Financiaciôn de las 
Comunidades Autônomas, al fijarse la cuantia de las asignaciones 
presupuestarias correspondientes a dicha Comunidad Autônoma en 
los Presupuestos Générales del Estado se contemplarâ la capacidad 
financiera de la referida Comunidad Autônoma para asumir los gas­
tos corrientes derivados de taies inversiones.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.- El porcentaje a que se refiere el articulo se- 
gundo de la présente Ley, aplicable para los ejercicios de mil 
novecientos ochenta y cuatro a mil novecientos ochenta y seis, 
ambos inclusive, sera el cuarenta por ciento.
Segunda.- Hasta que finalice el proceso de transferencias
a todas las Comunidades, la dotaciôn del Fondo de Compensaciôn In­
terterritorial no podrâ resultar inferior al conjunto de las in­
versiones reales nuevas vinculadas a los servicios transferidos 
a las Comunidades Autônomas.
Tercera.- En el ejercicio en que entre en vigor la presen 
te Ley se aplicarâ, respecte de la situaciôn, gestiôn y control 
de los crédites del Fondo, lo que disponga la Ley de Presupuestos 
Générales del Estado vigente.
La entrega de fondes trimestral a que se refiere el aparta 
do dos del articulo décime se efectuara, por una sola vez, sin la 
justificaciôn correspondiente a las inversiones efectuadas en los 
primeros quince dlas del mes de enero inmediatamente siguiente a
la entrada en vigor de la Ley.
DISPOSICIONES ADICIONALES
Primera.- Sera de aplicaciôn a Ceuta y Melilla lo previsto 
en esta Ley para las Comunidades Autônomas.
Segunda.- Lo dispuesto en el articulo octavo, uno, ten­
dra aplicaciôn graduai desde la entrada en vigor de la présente 
Ley, en funciôn de la participaciôn porcentual de las respectivas 
Comunidades Autônomas en el Fondo de Compensaciôn Interterrito­
rial, fijandose los porcentajes anualmente en la Ley de Presu­
puestos. El articulo octavo, uno, sera de plena aplicaciôn a par­
tir del ejercicio de mil novecientos ochenta y siete.
DISPOSICION FINAL
La présenté Ley entrarâ en vigor el dia siguiente al de 
su publicaciôn en le Boletin Oficial del Estado.
| | i |
LEY ORGANICA 3/1979,DE 18 DE DICIEMBRE,DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA PARA EL PAIS VASCO
Articules 22; 40; 41.1,2a) y 2f)
LEY ORGANICA 3/1979, DE 18 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE AUTONOMlA 
PARA EL PAIS VASCO
ARTICULO 22
1. La Comunidad Autônoma podrâ celebrar convenios con 
otras Comunidades Autônomas para la gestiôn y prestaciôn de ser­
vicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La ce- 
lebraciôn de los citados convenios, antes de su entrada en vigor 
deberâ ser comunicada a las Cortes Générales. Si las Cortes Géné­
rales, o alguna de las Câmaras, manifestarân,. reparos en el pla- 
zo de treinta dias a partir de la recepciôn de la comunicaciôn, 
el convenio deberâ seguir el trâmite previsto en el pârrafo terce 
ro de este articulo. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen 
manifestado reparos al convenio, entrarâ en vigor.
2. La Comunidad Autônma podrâ celebrar convenios con otro 
Territorio Histôrico forai para la gestiôn y prestaciôn de ser­
vicios propios correspondientes a las materias de su competencia, 
siendo necesaria su comunicaciôn a las Cortes Generates. A los 
veinte dias de haberse efectuado esta comunicaciôn, los convenios 
entrarân en vigor.
3. La Comunidad Autônoma podrâ establecer tambien acuer- 
dos de cooperaciôn con otras Comunidades Autônomas previa autori- 
zaciôn de las Cortes Generates.
ARTICULO 40
Para el adecuado ejercicio y financiaciôn de sus competen­
cias, el Pais Vasco dispondrâ de su propia Hacienda Autônoma,
ARTICULO 41
1. Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el 
Pais Vasco vendrân reguladas mediante el sistema forai tradicio- 
nal de Concierto Econômico o Convenios.
2. El contenido del régimen de Concierto respetarâ y se 
acomodarâ a los siguientes principios y bases:
a) Las Instituciones compétentes de los Territorios His-
tôricos podrân mantener, establecer y regular, dentro de su terri­
torio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general 
impositiva del Estado, a las normas que para la coordinaciôn, ar- 
monizaciôn fiscal y colaboraciôn con el Estado se contengan en el 
propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para id^n 
ticas finalidades dentro de la Comunidad Autônoma. El Concierto 
se aprobarâ por Ley
f) El régimen de Conciertos se aplicarâ de acuerdo con el 
principle de solidaridad a que se refieren los articules 138 y 156 
de la Constituciôn.
LEY ORGANICA 4/1979 DE 18 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA DE CATALUNA
Preâmbulo; Articulos 27.1 y 2; 45.1.c )
LEY ORGANICA 4/1979, DE 18 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE AUTONOMIA 
DE CATALUNA
PREAMBULO
El presente Estatuto es la expresiôn de la identidad co- 
lectiva de Cataluha y define sus instituciones y sus relaciones 
con el Estado en un marco de libre solidaridad con las restantes 
nacionalidades y regiones. Esta solidaridad es la garantia de la 
auténtica unidad de todos los pueblos de Espana
ARTICULO 27
1. Para la gestion y prestaciôn de servicios propios co­
rrespondientes a materias de su exclusiva competencia, la Genera- 
lidad podrâ celebrar convenios con otras Comunidades Autônomas. 
Estos acuerdos deberân ser aprobados por el Parlamento de Catalu- 
na y comunicados a las Cortes Generates y entrarân en vigor a los 
treinta dias de esta comunicaciôn, salvo que estas acuerden en 
dicho plazo que, por su contenido, el convenio debe seguir el 
trâmite previsto en el parrafo 2 de este articulo, como acuerdo de 
cooperac i ôn
2. La Generalidad tambien podrâ establecer acuerdo de coo­
peraciôn con otras Comunidades Autônomas, previa autorizaciôn de 
las Cortes Generates.
ARTIUCLO 45
1. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cum- 
plirse el sexto aho de vigencia de este Estatuto, si la Generalidad 
lo solicita, la participaciôn anual en los ingresos del Estado ci - 
tada en el numéro 3 del articulo anterior y definida en la dispo- 
siciôn transitoria tercera se negociarâ sobre las siguientes bases
c) El principle de solidaridad interterritorial a que se 
refiere la Constitueiôn, que se aplicarâ en funciôn de la relaciôn 
inversa de la renta real por habitante en Cataluha respecte a la del reste
de Espaha
LEY ORGANICA 1/1981 DE 6 DE ABRIL DE ESTATUTO DE 
AUTONOMIA PARA GALICIA
Articulo 1. 2
LEY ORGANICA 1/1981, DE 6 DE ABRIL DE ESTATUTO DE AUTONOMIA PARA 
GALICIA
ARTICULO 19
2. La Comunidad Autonoma a traves de instituciones demo- 
craticas, asume como tarea principal la defensa de la identidad 
de Galicia y de sus intereses y la promociôn de solidaridad en­
tre todos cuantos integran el pueblo gallego.
LEY ORGANICA 6/1981 DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA PARA ANDALUCIA
Articulo 1. 2
LEY ORGANICA 6/1981, DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE AUTONOMIA 
PARA ANDALUCIA
ARTICULO IS
1. Andalucia, como expresiôn de su identidad histôrica y 
en el ejercicio del derecho al autogobierno que la Constituciôn 
reconoce a toda nacionalidad, se constituye en Comunidad Autônoma 
en el marco de la unidad indisoluble de la naciôn espahola, pa- 
tria comûn indivisible de todos los espaholes.
2. El Estatuto de Autonomia aspira a hacer realidad los 
principios de libbertad, igualdad justicia para todos los andalu- 
ces, en el marco de igualdad y solidaridad con las demâs naciona­
lidades y regiones de Espana.
3. Los poderes de la Comunidad Autônoma emanan de la Cons 
tituciôn y del pueblo andaluz en los términos del présente Estatu 
t o .
ARTICULO 29
El territorio de Andalucia comprende el de los municipios 
de las actuales provincias de Almeria, Cadiz, Côrdoba, Granada, 
Huelva, Jaén, Malaga y Sevilla.
LEY ORGANICA 7/1981 DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA PARA ASTURIAS
Articules 21 y 42
LEY ORGANICA 7/1981, DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE AUTONOMIA 
PARA ASTURIAS
ARTICULO 21
1. El Principado de Asturias podrâ celebrar convenios con 
otras Comunidades Autonomas para la gestiôn y prestaciôn de servi 
cios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La cele- 
braciôn de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, 
deberâ ser comunicada a las Cortes Generates. Si las Cortes Gene­
rates, o alguans de las Câmaras, manifestarân reparos en el pla­
zo de treinta dias a partir de la recepciôn de la comunicaciôn, 
el convenio deberâ seguir el trâmite previsto en el pârrafo s i- 
guiente. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado 
reparos al convenio, entrarâ en vigor.
2. La Comunidad Autônoma podrâ establecer tambien acuer­
dos de cooperaciôn con otras Comunidades Autônomas, previa auto­
rizaciôn de las Cortes generates.
ARTICULO 42
El Principado de Asturias, dentro de los principios de 
coordinaciôn con las Haciendas estatal y local y de solidaridad 
entre todos los espaholes, tiene autonomia fianciera, dominiô 
publico y patrimonio propio, de acuerdo con la Constituciôn, el 
precedente Estatuto y la Ley Orgànica de Financiaciôn de las Co­
munidades Autônomas
LEY ORGANICA 8/1981 DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA PARA CANTABRIA
Preâmbulo. Articulo 44
LEY ORGANICA 8/1981, DE 30 DE DICIEMBRE DE ESTATUTO DE AUTONOMIA 
PARA CANTABRIA
PREAMBULO
El presente Estatuto es la expresiôn juridica de la iden­
tidad regional de Cantabria y define sus instituciones, competen­
cias y recursos, dentro de la indisoluble unidad de Espaha y en 
el marco de la mas estrecha solidaridad con las demâs nacionalida­
des y regiones.
ARTICULO 44
La Diputaciôn Regional de Cantabria, dentro de los prin­
cipios de coordinaciôn con las Haciendas estatal y local, y de 
solidaridad entre todos los espaholes, tiene autonomia financie­
ra, dominio publico y patrimonio propio de acuerdo con la Consti­
tuciôn, el présente Estatuto y la Ley Orgànica de Financiaciôn 
de las Comunidades Autônomas.
LEY ORGANICA 3/1982 DE 9 DE JUNIO DE ESTATUTO DE AUTONO­
MIA DE LA RIOJA
Articulos 15 y 32
LEY ORGANICA 3/1982, de 9 DE JUNIO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE 
LA RIOJA
ARTICULO 15
1. La Comunidad Autônoma de la Rioja podrâ celebrar con­
venios con otras Comunidades Autônomas o Territorios de Régimen Fo 
rai para la gestiôn y prestaciôn de los servicios propios de su 
competencia, de acuerdo con lo establecido en el articulo 145,2 de 
la Constituciôn
2. Una vez aprobados los convenios, se comunicarân a las 
Cortes Generates y entraraân en vigor, a tenor de lo que en los 
mismos se establezca, transcurridos treinta dias desde la recep­
ciôn de la comunicaciôn en las Cortes Generates, si éstas no ma- 
nifestasen reparo.
3. La Comunidad Autônoma de La Rioja podrâ establecer tam­
bien otros acuerdos de cooperaciôn con Comunidades Autônomas o 
Territorios de Regimen Forai, previa autorizaciôn de las Cortes 
Générales.
ARTICULO 32
La Comunidad Autônoma de La Rioja contarâ para el desempe 
ho de sus competencias y funciones con hacienda, dominio publico 
y patrimonio propios. Ejercerâ la autonomia financiera de acuer­
do con la Constituciôn, el présente Estatuto, la Ley Orgância de 
Financiaciôn de las Comunidades Autônomas y demâs normas de désa­
rroi lo .
LEY ORGANICA 4/1982 DE 9 DE JUNIO DE ESTATUTO DE 
AUTONOMIA PARA MURCIA
Preâmbulo. Articulo 40
LEY ORGANICA 4/1982, DE 9 DE JUNIO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA PARA
MURCIA
PREAMDULO
El Estatuto es la expresiôn de la identidad de la Regiôn 
de Murcia y define sus instituciones, competencias y recursos, con 
la convicciôn de que las Comunidades Autônomas, bajo el principio 
de solidaridad, contribuyen a reforzar la unidad de Espaha
ARTICULO 40
La Regiôn de Murcia tiene autonomia financiera, dominio 
publico y patrimonio propio de acuerdo con la Constituciôn, este 
Estatuto y los principios de coordinaciôn orgância y funcional 
con las Administraciones Estatal y Local, asi como de solidaridad 
entre todos los espaholes.
LEY ORGANICA 5/1982 DE 1 DE JULIO DE ESTATUTO DE 
AUTONOMlA DE LA COMUNIDAD VALENCIANA
Articulo 48.1 y 2
LEY ORGANICA 5/1982, DE 1 DE JULIO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE
LA COMUNIDAD VALENCIANA
ARTICULO 48
1. La Comunidad Autônoma Valenciana dispondrâ, para el 
adecuado desarrollo y ejecuciôn de sus competencias, de patrimonio 
y hacienda propios.
2. La actividad financiera de la Comunidad Valenciana no 
supondrâ, en ningun caso, el establecimiento de privilégiés econô- 
micos o sociales.
LEY ORGANICA 8/1982 DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE 
AUTONOMIA DE ARAGON
Articules 6.2 c); y 46.1
LEY ORGANICA 8/1982, DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA
DE ARAGON
ARTICULO 6
2. Corresponde a los poderes publicos aragonese, sin per- 
juicio de la accion estatal y dentro del âmbito de sus respectivas 
competencias:
c) Promover la correccion de los desequilibrios economi- 
cos, sociales y culturales entre los diferentes territorios de 
Aragon fomentando su mutua solidaridad.
ARTICULO 46
1 . La Comunidad Autônoma de Aragôn dispondrâ de Hacienda 
Autônoma para la adecuada financiaciôn y desarrollo de los servi­
cios propios de su competencia en coordinaciôn, tanto con la Ha­
cienda estatal como con las locales, ateniéndose especialmente a 
los principios de suficiencia y de solidaridad en la redistribu- 
ciôn intrarregional.
LEY ORGANICA 9/1982 DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA DE CASTILLA-LA MANCHA
Articules 4.4 a) b) y c ); 41 y 42.1
LEY ORGANICA 9/1982,DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE 
CASTILA LA MANCHA
ARTICULO 4
4. Para todo ello, la Junta de Comunidades ejercera sus 
poderes con los siguientes objetivos basicos:
a) La superacion de los desequi1ibrios existentes entre 
los diversos territorios del Estado, en efectivo cumplimiento del 
principle constitucional de solidaridad.
b) La consecucion del pleno empleo en todos los sectores 
de la produccion y la especial garantia de puestos de trabajo para 
las jovenes generaciones
c) El aprovechamiento y la potenciacion de los recursos 
economicos de Castilla-La Mancha y , en especial, de su agricultura 
ganaderia, mineria, industria y turismo; la promocion de la inver^ 
sion publica y privada, asi como la justa redistribucion de la ri- 
queza y la renta.
ARTICULO 41
1. La Junta de Comunidades orientara su actuaciôn econo­
mica a la consecucion del pleno empleo el aprovechamiento y la po­
tenciacion de sus recursos, el aumento de la calidad de la vida
de los castellano-manchegos y la solidaridad regional, prestando 
atencion prioritaria al desarrollo de las provincias y zonas mas 
deprimidas.
2. Conforme al articulo 16, apartado 2, de la Ley Organica 
de Financiacion de las Comunidades Autonomas, las transferencias
del Fondo de Compensacion Interterritorial deberân destinarse a 
financiar proyectos de caracter local, comarcal, provincial, regio 
nal, de infraestructura, obras publicas, regadios, ordenacion del 
territorio, vivienda y equipamiento colectivo, mejora del habi-
tat rural, transportes y comunicaciones y, en general, aquellas 
inversiones que coadyuven a disminuir las diferencias de renta y 
riqueza entre los habitantes de la region
3. Todos los ôrganos de la Junta de Comunidades atenderàn 
al desarrollo de los sectores economicos de mayor interés regional 
y, en particular, de la agricultura, ganaderia e industrias deri- 
vadas.
ARTICULO 42
1. La Comunidad Autônoma, con sujecion a los principios 
de coordinaciôn con las Haciendas estatal y local, y de solidari­
dad entre todos los espaholes, tiene autonomia financiera y pa- 
trimonio propio de acuerdo con la Constitucion, con este Estatu- 
to y con la Ley Organica de Financiacion de las Comunidades Autô- 
nomas.
LEY ORGANICA 10/1982 DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA DE CANARIAS
Articules 1; 5.2,d ); 54 y 56
LEY ORGANICA 10/1982, DE 10 DE AGOSTO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE 
CANARIAS
ARTICULO 19
Canarias, como expresion de su identidad, y para accéder a su au- 
togobierno, se constituye en Comunidad Autônoma, en el marco de la 
unidad de la Naciôn espanola, de conformidad con lo dispuesto en 
la Constitucion y en el présente Estatuto, que es su norma insti- 
tucional bâsica.
La Comunidad Autonôma, a través de sus instituciones de- 
mocrâticas, asume como tarea suprema la defensa de los intereses 
canarios, el desarrollo equilibrado de las islas y la solidaridad 
entre todos cuantos integran el pueblo canario, del que emanan 
sus poderes, conforme a la Constitucion y a este Estatuto.
ARTICULO 5g
2. Los poderes publicos canarios, en el marco de sus com- 
petencias, asumen como principios rectores de su politica:
d) La solidaridad consagrada en el articulo 138 de la Con^
titue i on 
ARTICULO 54
1. Con el fin de garantizar la realizaciôn efectiva de 
los principios consagrados en los articulos 31 y 138 de la Cons­
titucion, el Estado otorgarâ a la Hacienda canaria, con cargo a 
los presupuestos Générales, las adecuadas asignaciones complemen- 
tarias, siempre que se dé el supuesto previsto en el articulo 
15.2 de la Ley Organica de Financiacion de las Comunidades Autô- 
nomas, o cuando el costo por habitante de los servicios sociales 
y administratives a cargo de la Comunidad Autônoma sea mas ele-
vado que el correspond!ente a todo el Estado por razones deriva- 
das de las caracteristicas diferenciales basicas del hecho insular 
y de la economia canaria
2. La Comunidad Autônoma del Archipielago Canario partici­
pera en la determinaciôn anual de la cuantia total del Fondo de 
Compensaciôn Interterritorial a que se refiere el apartado dos del 
articulo 158 de la Constituciôn
ARTICULO 56
1. La Comunidad Autônoma de Canarias estera obligada a 
velar por su propio equilibrio territorial y por la realizaciôn 
interna del principle de solidaridad.
2. A tel efecto se creara un Fondo de Solidaridad Inter 
insular. Sus recursos serân distribuidos por el Parlamento canario
LEY ORGANICA 13/1982 DE 10 DE AGOSTO DE REINTEGRACION 
Y AMEJORAMIENTO DEL REGIMEN FORAL DE NAVARRA
Articulos 1;2;70
LEY ORGANICA 13/1982, DE 10 DE AGOSTO DE REINTEGRACIÔN Y AMEJORA­
MIENTO DEL REGIMEN FORAL DE NAVARRA
ARTICULO 19
Navarra constituye una Comunidad Forai con régimen, auto- 
nomia e institueiones propias, indivisible, integrada en la Na­
ciôn espanola y solidaria con todos sus pueblos
ARTICULO 2S
1. Los derechos originarios e histôricos de la Comunidad 
Forai de Navarra seràn respetados y amparados por los poderes pu­
blicos con arreglo a la Ley de 25 de octubre de 1839, a la Ley 
Paccionada de 16 de agosto de 1841 y disposiciones complementa- 
rias, a la présente Ley Organica y a la Constituciôn, de confor­
midad con lo previsto en el pârrafo primero de su disposicion adi 
cional primera.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior no afectarâ a las 
Tnstitueiones, facultades y competencias del Estado inherentes a 
la unidad constitueional.
ARTICULO 70
1. Navarra podrâ celebrar Convenios con las Comunidades 
Autônomas para la gestiôn y prestaciôn de servicios propios corres- 
pondientes a materias de su exclusive competencia
Dichos convenios entrarân en vigor a los treinta dias de 
su comunicaciôn a las Cortes Générales, salvo que estas acuerden 
en dicho plazo que, por su contenido, el Convenio debe seguir el 
trâmite previsto en el apartado tercero para los Acuerdos de Coo- 
perac i ôn.
2. Navarra podrâ celebrar Convenios con la Comunidad Au­
tônoma del Pais Vasco y con las demâs Comunidades Autônomas limi- 
trofes para la gestiôn y prestaciôn de servicios propios corres- 
pondientes a las materias de su competencia. Dichos Convenios en­
trarân en vigor a los veinte dias de su comunicaciôn a las Cortes 
Générales.
3. Previa autorizaciôn de las Cortes Générales, Navarra 
podrâ establecer Acuerdos de Cooperaciôn con la Comunidad Autônoma 
del Pais Vasco y con otras Comunidades Autônomas.
; i' \
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LEY ORGANICA 1/1983 DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA DE EXTREMADURA
Articules 6.2 c), d), e) y f); 57.1
LEY ORGANICA 1/1983, DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE 
EXTREMADURA
ARTICULO 6
2. Las instituciones de la Comunidad Autônoma de Extrema­
dura, dentro del marco de su competencia, ejerceran sus poderes 
con los siguientes objetivos basicos:
c)Facilitar la participaciôn de todos los extremehos en 
la vida politica, economica, cultural y social de Extremadura en 
un contexte de libertad, justicia y solidaridad entre todos los 
extremenos
d) Adoptar las medidas que promuevan la inversiôn y fomen 
ten el progreso econômico y social de Extremadura propiciando el 
pleno empleo y la especial garantia de puestos de trabajo para los 
jôvenes extremenos. La realizaciôn de una Reforma Agraria, enten- 
dida como la transformaciôn, modernizaciôn y desarrollo de las 
estructuras agrarias en cuanto elemento esencial para una politi­
ca de desarrollo, fomento del empleo y correcciôn de desequili- 
brios territoriales dentro de Extremadura
e) Fomento del bienestar social y econômico del pueblo ex 
tremeno, en especial de las capas sociales mas desfavorecidas, a 
través de la extensiôn y mejora de equipamientos sociales y ser­
vicios colectivos, con especial atenciôn al medio rural y a las 
comunicaciones.
f) Promover la solidaridad entre los municipios, comarcas 
y provincias de la Regiôn y de esta con las demâs Comunidades Au­
tônomas, de acuerdo con la Constituciôn, el présente Estatuto y 
las Leyes.
ARTICULO 57
1. Dentro del principle de solidaridad, la actividad finan 
ciera de la Comunidad Autônoma se ejercerâ en coordinaciôn con 
la Hacienda del Estado y de conformidad con los principios genera-
les establecidos en la Ley Organica de Financiacion de las Comuni­
dades Autônomas.
LEY ORGANICA 22/1983 DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE 
AUTONOMIA PARA LAS ISLAS BALEARES
Preâmbulo. Articulos 9; 54.1, 2 y 3
LEY ORGANICA 22/1983 DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA PARA 
LAS ISLAS BALEARES
PREAMBULO
El Estatuto de Autonomia se fundamenta en el principle de 
cooperaciôn entre los pueblos que forman la comunidad Insular, 
por vias de solidaridad, aproximaciôn y respeto mutuo que hacen po 
sible una vida colectiva en armonia y progreso.
El pueblo de las Islas Baléares, a través de su Estatuto 
proclama como valores supremos de su autogobierno el sistema de- 
mocrâtico que se inspira en la libertad, la justicia, la igualdad 
y la defensa de los derechos humanos, asi como la solidaridad en­
tre todos los pueblos de Espaha
ARTICULO 9
Las instituciones de autogobierno, en cumplimiento de las 
finalidades que les son propias, promoverân la libertad, la jus­
ticia, la igualdad y el progreso socioeconômico entre todos los 
ciudadanos de las islas Baléares, como principios de la Constitu­
ciôn, asi como la participaciôn de éstos en la vida politica, 
cultural, econômica y social. Inspirarân también su funciôn de 
poder publico en el sentido de consolidar y desarrollar las comu 
nés caracteristicas de nacionalidad de los pueblos de Mallorca, 
Menorca Ibiza y Fermentera, asi como las peculiaridades de cada 
una de ellas, como vinculo de solidaridad entre todas las islas.
ARTICULO 54
1. Para el desarrollo y ejecuciôn de sus funciones, la 
Comunidad Autônoma de las Islas Baléares, en el marco de los prin­
cipios de coordinaciôn con las Haciendas del Estado y Locales, 
tiene autonomia financiera, dominio y patrimonio propios, de 
acuerdo con la Constituciôn, las Leyes Orgânicas reguladoras de 
estas materias y présente Estatuto.
2. La autonomia financiera deberâ permetir llevar a tér-
mino el principle de suficiencia de recursos para poder ejercer 
las competencias propias de la Comunidad Autonoma.
3. La Comunidad Autonoma esta obligada a velar por su 
propio equilibrio territorial, en especial entre las diversas is­
las que la integran, con el fin de hacer posible la plena reali­
zaciôn del principle de solidaridad.
LEY ORGANICA 3/1983 DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE
AUTONOMIA DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Articulos 1.3; 51; 57
LEY ORGANICA 3/1983, DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA
DE LA COMUNIDAD DE MADRID
ARTICULO 19
3. La Comunidad de Madrid, al facilitar la mas plena parti 
cipaciôn del pueblo de Madrid en la vida politica, econômica, cul­
tural y social, aspira a hacer realidad los principios de liber­
tad, justicia e igualdad para todos los madrilehos, de conformi­
dad con el principle de solidaridad entre todas las nacionalida- 
des y regiones de Espaha.
ARTICULO 51
La Comunidad de Madrid, dentro de los principios de coor­
dinaciôn con las Haciendas estatal y local, goza de autonomia fi­
nanciera, es titular de bienes de dominio publico y de patrimonio 
y hacienda propios, de acuerdo con la Constituciôn, el présente 
Estatuto, La Ley Organica de Financiaciôn de las Comunidades Au­
tônomas y demâs normas que la desarrollan
ARTICULO 57
La Comunidad de Madrid colaborarâ con el Estado y los Ayun 
tamientos en todos los aspectos relativos al régimen fiscal y fi­
nancière
LEY ORGANICA 4/1983 DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE 
AUTONOMIA DE CASTILLA-LEON
Preâmbulo. Articulos 1.2; 32; 33.1
LEY ORGANICA 4/1983, DE 25 DE FEBRERO DE ESTATUTO DE AUTONOMIA DE 
CASTILLA-LEON
La Comunidad de Castilal y Leon, fiel una vez mas a ese 
pasado historico, asume con su creacion y ha de orientar los actos 
de todas sus instituciones a la defensa de su propia identidad, de 
la que constituye parte inseparable el reconocimiento y respeto 
a la pluralidad cultural de Espaha, asi como a una mas compléta 
solidaridad de las provincias que integran dicha Comunidad, poten- 
ciando el desarrollo integral de todos los caste1lano-leoneses 
dentro de la mas amplia solidaridad entre todos los pueblos de Es­
paha .
Castilla y Leon, consciente de su significado historico, 
confia en que el proceso que inicia con el présente Estatuto con- 
duzca a sus hombres y a sus tierras hacia metas elevadas de pro­
greso social, econômico y cultural y contribuya a la correcciôn 
progresiva de sus propios desequi1ibrios internos, en un proyec- 
to comun asentado en los principios democrâticos de la libertad, 
la justicia, la igualdad, la solidaridad y el pluralisme.
ARTICULO 1 g.- Constituciôn de la Comunidad Autônoma
2. La Comunidad de Castilla y Leôn es la instituciôn en 
la que se organiza politica y juridicamente el autogobierno de la 
Comunidad Autônoma, asume la identidad de Castilla y Leôn, dentro 
de la indisoluble unidad de Espaha, y promueve la solidaridad en­
tre todos los pueblos de Espaha.
ARTICULO 32.- Principios de politica econômica
1. La Comunidad orientarâ su actuaciôn econômica a la con- 
secuciôn del pleno empleo, al aprovechamiento y la potenciaciôn de 
sus recursos, al aumento de la calidad de la vida de los castella- 
no-leoneses y a la solidaridad intrarregional, prestando atenciôn
prioritaria al desarrollo de las provincias y zonas mas deprimidas
2. Con objeto de asegurar el equilibrio econômico dentro 
del territorio de la Comunidad y la realizaciôn interna del prin­
ciple de solidaridad, podrâ constituirse un Fondo de Compensaciôn 
Regional, cuyos recursos serân distribuidos por las Cortes de Vas- 
tilla y Leôn entre los territorios menos désarroilados comparati- 
vamente, con destine a gastos de inversiôn en los termines previs- 
tos en el articulo 16, apartado 2, de la Ley Orgânica de Financia­
ciôn de las Comunidades Autônomas.
3. Los ôrganos de la Comunidad atenderàn al desarrollo de 
todos los sectores econômicos y, en particular, de la agricultura 
y la ganaderia, dispensado un tratamiento especial a las zonas de 
montaha.
ARTICULO 33.- Autonomia financiera
1. La Comunidad, dentro de los principios de coordinaciôn 
con las Haciendas estatal y local y de solidaridad entre todos 
los espaholes, tiene autonomia financiera y patrimonio propio, de 
acuerdo con la Constituciôn, el présente Estatuto y la Ley Orgâ-- 
nica de Financiaciôn de las Comunidades Autônomas.
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